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Resumen 

 

En este trabajo, nos hemos propuesto estudiar la concepción de la propiedad rural en la 

Constitución brasileña de 1988, sobre todo en relación con su función social. Nuestro 

marco de referencia teórica está constituido por la Constitución Federal de 1988, así 

como la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 que inspira los 

principios fundamentales, y los tratados internacionales que Brasil ha ratificado, en lo 

que se refiere a la defensa de los valores, principios y derechos humanos 

fundamentales. Desde esta perspectiva, estudiamos las decisiones del Poder Judicial en 

los conflictos que involucran la propiedad rural en Brasil. Hemos examinado el 

contenido textual de ciento cincuenta procesos de la 1ª Vara Agrária del estado de 

Paraíba, Brasil, de 1995 a 2007, y otros documentos que atestiguan la actuación, tanto 

del Poder Judicial, como de los campesinos. 

Comprobamos que la función social de la propiedad es clave para la eliminación de la 

concentración injustificable de la tierra y de sus consecuencias para una sociedad que se 

rige por el estado de derecho, y que el Poder Judicial tiene, en este contexto, un papel 

insoslayable. 

 

Abstract 
 

Our aim is to examine, from a Constitutional perspective, whether the law enforcement 

rulings over conflicts involving rural property in Brazil are adequate to the current 

model of a democratic rule of law. We have considered the 1948 Universal Declaration 

of Human Rights, a series of international agreements, and the 1988 Brazilian 

Constitution as our theoretical frame of reference. We have then examined a set of 150 

lawsuits from the files of the 1ª Vara Agrária of the State of Paraíba, Brazil, issued 

between 1995 and 2007, together with other documents that bear witness of the 

proceedings of both law enforcers and rural workers. We conclude that the social 

function of property is instrumental in the elimination of poverty and marginalization, 

and that the law enforcing branch of government has a crucial role to play. 



 

 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

11 

Índice 
 

 
Abreviaturas empleadas 15 

 
Introducción 17 

 
 
Capítulo I – El derecho de propiedad en el ordenamiento jurídico 
brasileño 23 
 

1.1. Evolución histórica del concepto  del derecho de propiedad 23 

 

1.2. El derecho de propiedad en la Constitución Federal de 1988 35 

   1.2.1. Marco Constitucional en Brasil 35 

   1.2.2. La Constitución brasileña  de 1988 41 

   1.2.3. Los principios fundamentales en la Constitución de 1988 48 

   1.2.4. El derecho de propiedad  como derecho fundamental 61 

   1.2.5. Constitucionalización de la función social de la propiedad 83 

   1.2.6. La propiedad privada y función social de la propiedad  

           en el orden económico 94 

 

1.3. El  derecho de propiedad en el Código Civil Brasileño 103 

   1.3.1. La Ley de Introducción al Código Civil 103 

   1.3.2.  El Código Civil 104 

 A. La estructura del Código 104 

 B. El Código Civil y la Constitución 107 

   1.3.3. El Código Civil y la cuestión agraria 115 

 A. El Código Civil y la propiedad rural 115 

 B. La función social de la propiedad rural y el poder judicial 117 

 



Índice 

12 

1.4 La Declaración Universal de Derechos Humanos, los Tratados Internacionales 

y la cuestión agraria en Brasil 127 

   1.4.1. La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 129 

 A. Una declaración universal en el contexto internacional 129 

 B. La Declaración y la Constitución de 1988 132 

 C. Indivisibilidad de los derechos fundamentales 138 

   1.4.2. La Incorporación de los Tratados Internacionales 

          en el Ordenamiento Jurídico de Brasil 140 

   1.4.2.1. La propiedad rural en Brasil, los Derechos Humanos y  

                 los Pactos Internacionales 143 

   1.4.2.2. El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, 

                Sociales y Culturales (PIDESC) 147 

   1.4.2.3. El Pacto de San José de Costa Rica 154 

      1.4.2.3.1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 159 

       1.4.2.3.2. La Corte Interamericana de protección  

                     a los Derechos Humanos 163 

 

1.5. Los Tratados y la Constitución de 1988 como marco teórico 

       para la interpretación de los conflictos agrarios 166 

 

Capítulo II – La Reforma Agraria en Brasil 171 

 

2.1. Marco histórico de la reforma agraria 172 

A. Origen de la concentración de la tierra 172 

B. La lucha por la reforma agraria 179 

     a. Las Ligas Camponesas 179 

     b. El  Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem  Terra – MST 183 

     c. La opinión pública brasileña frente a la reforma agraria 189 

 

2.2. Clases de propiedad de la tierra 191 

A. La propiedad urbana 199 

B. La propiedad rural 192 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

13 

     a) Conceptos 192 

     b) La propiedad rural familiar 193 

     c) El minifundio y el latifundio 194 

     d) La empresa rural 195 

     e) La pequeña y mediana propiedad rural 196 

 

2. 3. La Constitución y la Reforma Agraria 197 

   2.3.1. El uso de la propiedad rural 202 

A. La propiedad productiva que no cumple la función social 202 

     a) El incumplimiento de la función social 202 

     b) Consecuencias del incumplimiento de la función social 210 

     c) Cómo determinar cuándo la propiedad cumple su función social 212 

     d) Cómo se implementa la función social en la actualidad 214 

                 e) Órgano fiscalizador del cumplimiento de la función 

                     social de la propiedad 219 

B. Propiedad productiva 220 

C. La propiedad improductiva 223 

    

2. 4. La legislación infra-constitucional 226 

     2.4.1. La ley que desarrolla los preceptos constitucionales 226 

     2.4.2. El Estatuto de la Tierra y la reforma agraria 234 

 A. Concepto de reforma agraria 234 

 B. Por qué el Estatuto da Terra 237 

      a) Repaso histórico 237 

      b) Estructura del Estatuto 238 

      c)  El Estatuto y la concentración de la tierra 239 

    2. 4. 3. Efecto de la concentración de la tierra 243 

  A. Los datos estadísticos 243 

  B. Los conflictos agrarios 246 

      a) El ejercicio de la ciudadanía 246 

      b) El conflicto y el poder judicial 248 

 



Índice 

14 

2. 5. La visión del poder judicial frente a la cuestión agraria 252 

A. El juez y la cuestión agraria 252 

B. El ministerio fiscal, sentencias y cuestión agraria 257 

C. El poder judicial y el debate sobre sus decisiones en  

la cuestión agraria 265 

D. La jurisprudencia en Brasil 275 

 

2.6. Líneas de futuro 282 

   2.6.1. El II Plan Nacional de Reforma Agraria 285 

 

Consideraciones finales 

 295 

 

Referencias bibliográficas 301 

 

Anexos 327 

 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

15 

 
 

Abreviaturas empleadas 
 

 

AI: Agravo de Instrumento 

ART: Artículo 

ARTs: Artículos 

CC: Código Civil Brasileiro 

CE: Constitución Española 

CNBB: Conferência Nacional dos Bispos do Brasil 

CONTAG: Confederação Nacional dos Trabalhadores na Agricultura 

CONJUR:  Consultoria Jurídica 

Cood: Coordenador 

CPB: Código Pena Brasileiro 

CPT: Comissão Pastoral da Terra 

DF: Distrito Federal 

DNER: Departamento de Estrada e Rodagem 

Ed.: edição 

FJ: Fundamento Jurídico 

GEE: Grau de Eficiência na Exploração  

GUT: Grau de Utilização da Terra 

HC: Hábeas Corpus 

IBGE: Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística 

IBAD: Instituto Brasileiro de Ação Democrática 

IBRA: Instituto Brasileiro de Reforma Agrária 

INCRA: Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária 

INDA: Instituto Nacional de Desenvolvimento Agrário 

IPES: Instituto de Pesquisa e Estudos Sociais 

MDA: Ministério do Desenvolvimento Agrário 

MESA: Ministério Extraordinário de Segurança Alimentar 

MP: Medida Provisória 

MS: Mandado se Segurança 



Abreviaturas empleadas 

16 

MST: Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra 

NEAD: Núcleo de Estudos Agrários e Desenvolvimento Rural 

OEA: Organización de Los Estados Americanos 

OM: Organização de Massa 

ONGs: Organizações não Governamentais 

ONU: Organización de la Naciones Unidas 

OP: Organização Política 

PIDESC: Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales 

PRONERA: Programa Nacional de Educação e Reforma Agrária 

PRONAF: Programa Nacional de Fortalecimento da Agricultura Familiar 

RT: Revista dos Tribunais 

SP: São Paulo 

STC: Sentencia del Tribunal Constitucional 

STF: Supremo Tribunal Federal 

TCU: Tribunal de Contas da União 

Trad: Traducción 

UnB: Universidade de Brasília 

UNICAMP: Universidade de Campinas-SP 

 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

17 

  

Introducción 
 
Debo decir que si bien éste es un trabajo que se ha escrito en el “nosotros” de la 

reflexión académica, tanto el impulso inicial como la responsabilidad de su 

presentación son míos, y antes de proseguir en el tono plural de la redacción, me otorgo 

una pequeña licencia para referirme a los orígenes de esta tesis, confundidos con mis 

recuerdos personales del año 1985. En aquella época se vivía un clima de abertura 

política y la brisa traía alto y claro el resonar de unos tambores que anunciaban la 

democracia en Brasil. De una manera o de otra, la cuestión de la reforma agraria estaba 

en la mente de todos aquellos que aún guardaban la esperanza de que con el 

advenimiento de la democracia, se cambiaría la estructura agraria en el país. Era éste un 

sueño antiguo que perduraba en el medio rural brasileño. Fue, pues, en un espíritu de 

ilusión y expectativa que al comienzo de aquel año le escribí una carta a Monseñor 

Marcelo Pinto Cavalheiras 1  solicitándole la oportunidad de realizar mi práctica 

profesional en un organismo que depende de aquella diócesis, el Centro de Orientación 

de los Derechos Humanos. A partir de esa experiencia tomé contacto con los 

campesinos (trabajadores rurales sin tierra), y concomitantemente con la Comissão 

Pastoral da Terra (CPT), organismo ligado a la Conferência Nacional dos Bispos do 

Brasil (CNBB), que denuncia las violaciones a los derechos fundamentales de hombres, 

mujeres, jóvenes y niños que habitan el medio rural de Brasil. Dicha entidad creía –y 

aún cree –, que la lucha por la democratización de la tierra se encuentra en la base de la 

consolidación y fortalecimiento de la democracia brasileña2. 

 

Resumiendo, la elección del tema que es objeto de la presente investigación derivó de 

un interés personal, profesional y ciudadano por el estudio de la función social de la 

propiedad rural dentro del Titulo II - de los derechos y garantías fundamentales en la 

Constitución brasileña de 1988.  Es como ciudadana brasileña, y al mismo tiempo como 

doctoranda de una universidad europea que escribo este trabajo. La responsabilidad es 

                                                 
1 Obispo de la diócesis de Guarabira, Paraíba.  
2 Véase los informes de la Comissão Pastoral da Terra, CPT de 1985 a 2006. 
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mía, pero siendo mía, no me pertenece en un sentido absoluto, y quien escribe estas 

páginas es, pues, un nosotros comprometido. 

En este trabajo nos proponemos examinar la relación del Estado y la propiedad rural en 

Brasil, desde la perspectiva constitucional y, a partir de esa perspectiva, el estudio del 

significado que tiene el derecho de propiedad reconocido en la Constitución de 

1988. Ésta ha sido la gran preocupación que ha norteado el desarrollo de estas páginas. 

 

Del propósito de este objetivo principal del trabajo derivan algunos objetivos 

específicos: 

1. Estudiar la función social de la propiedad como imperativo constitucional para 

la democratización de la propiedad rural y la implementación de una real 

reforma  agraria en Brasil. 

2.  Examinar las causas históricas y los efectos sobre la ciudadanía de la 

concentración de la tierra en Brasil. 

3. Reflexionar sobre la realidad rural de Brasil dentro del contexto de una 

democracia que trasciende fronteras, aunque se implemente dentro de ellas. 

En el centro de nuestra preocupación se encuentra el concepto del derecho de 

propiedad rural y su función social en Brasil. La tesis central es que la garantía 

constitucional del derecho de propiedad es resultado del cumplimento de la función 

social que ejerce dicha propiedad.   

 

Brasil es un país de gran concentración de la propiedad rural. La concentración tiene 

relación, por un lado, con una herencia histórica de considerar la propiedad privada de 

la tierra como un derecho inviolable y absoluto; y, por otro lado, con el uso para fines 

especulativos, inmobiliarios y financieros. Los efectos de esta concentración son la 

desigualdad social, la pobreza, el hambre, la marginalización de millones  de familias 

campesinas; y afectan directamente a la ciudadanía y a la dignidad de la persona 

humana proclamadas en la Constitución de 1988 como principios fundamentales del 

Estado Democrático de Derecho. Desde la perspectiva de la efectividad de los derechos 

fundamentales en el medio rural, la presente reflexión y estudio nos lleva a concluir que 

la función social y el principio de la dignidad humana son los límites del derecho de 

propiedad como derecho fundamental, como preconiza la Constitución de 1988. 
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El poder judicial brasileño ejerce un papel imprescindible en la aplicación de los 

mecanismos para el cumplimiento de esa función social, que como delimitador del 

derecho de propiedad debe estar conectada con los valores superiores y con los 

principios fundamentales.  

 

La metodología adoptada siguió una línea bastante simple: Para enfocar esta 

problemática, nuestro punto de partida fue el examen de los pilares jurídicos de la 

democracia en Brasil como parte de una comunidad internacional del estado de 

derecho: la Constitución brasileña de 1988, la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos de 1948; el Pacto Internacional de los Derechos Económico, Social y Cultural 

de 1966, el Pacto de San José de Costa Rica3, ratificado por Brasil en 1992; el Código 

Civil Brasileño; el Estatuto da Terra; la  Ley Complementar núm.  8.629/1993. 

 

Examinamos también las jurisprudencias, la doctrina y el II Plan Nacional de Reforma 

Agraria, para comprender la aplicación de leyes y derechos en Brasil. Para una 

reflexión más completa, comparamos con la doctrina de otros países, especialmente 

España.  

 

Consideramos no sólo la doctrina y jurisprudencias, sino también los testimonios de los 

campesinos en procesos  que involucran campesinos (sin tierra) en los conflictos 

agrarios4 en una trayectoria de lucha por la expropiación de la tierra para los fines de la 

                                                 
3 Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
4 Hemos hecho una investigación en la 1ª. Vara de Conflitos Agrarios e Meio Ambiente do Estado da 

Paraíba. Los testimonios de los campesinos en los procesos en que actúan, como parte o como testigos, 

explican su abandono o pérdida de los derechos a la propiedad (como “posseiros” o como asalariados) 

frente a la descalificación moral con relación a los proyectos constituidos por el grupo de 

propietarios/latifundistas y de grupos con intereses puramente económicos. De esa forma, hemos 

decidido ir en pos de lo que, justamente, parece superficial en un proceso judicial: la historia que los 

campesinos cuentan en sus declaraciones en juicio; sus experiencias de lucha para vivir y trabajar en la 

tierra en que nacieron y crecieron, pero de la cual no son dueños porque no tienen título dominical. 
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reforma agraria, constitucionalmente prevista en el Capítulo III del Titulo VII la 

Constitución de 1988, dedicado a la Reforma Agraria. 

En esta investigación consideramos también diferentes instituciones, a saber: 1) Poder 

judicial, para lo cual examinamos 150 procesos con sentencias de tribunales de primera, 

segunda y tercera instancias, ya que en Brasil no hay un Tribunal Constitucional y,  por 

lo tanto, hay distintas posiciones en lo judicial en cuanto al derecho de propiedad y su 

función social; 2) Comissão Pastoral da Terra (CPT) - Relatórios anuales de 1997 a 

2006;  3) Instituto Nacional de Reforma Agrária (INCRA) - Datos estadísticos y 

procesos de expropiaciones; Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (IBGE) - 

Datos estadisticos; Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) – 

Cuadernos nacionales del MST  1998, 2003, 2004, 2006; Página web del Supremo 

Tribunal Federal - jurisprudencias; Página web del Superior Tribunal de Justicia - 

Jurisprudencias. 

 

Presentamos este trabajo de investigación como un volumen que consta de dos grandes 

partes, denominadas Capítulo I y Capítulo II, y que corresponden a grandes rasgos a los 

dos aspectos de la problemática estudiada: por un lado, la Constitución en relación con 

el derecho de propiedad, y por otro lado, la cuestión agraria en Brasil en relación con el 

ordenamiento jurídico. 

 

En el Capítulo I hablamos sobre el derecho de propiedad en la Constitución brasileña 

de 1988, destacando la importancia de los valores en el preámbulo constitucional y de 

los principios fundamentales del Título I en la interpretación del Artículo 5 que 

reconoce la propiedad como derecho fundamental, en sus apartados XXII, que garantiza 

el derecho de propiedad, y  XXIII, que declara que la propiedad atenderá a su función 

social. Luego nos referimos a la propiedad dentro del orden económico, en el Titulo VII 

y la propiedad en el Código Civil. Finalmente nos referimos al derecho de propiedad y 

la cuestión agraria en la Declaracíón Universal de los Derechos Humanos y en los 

tratados internacionales dentro del marco de los derechos humanos. 

 

En el Capítulo II partimos de una evolución histórica de la cuestión agraria en Brasil, 

para  analizar desde la perspectiva constitucional el uso de la propiedad rural, la 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

21 

legislación infra-constitucional, la visión del poder judicial, y el II Plan  Nacional de 

Reforma Agraria como línea de futuro. Destacamos que los requisitos que el legislador 

considera para el cumplimiento de la función social de la propiedad rural no pueden 

limitarse a criterios meramente económicos de  productividad de la tierra. Tratamos la 

función social de la propiedad y la dignidad de la persona humana como elemento 

nuclear de justificación  de la necesidad de una real reforma agraria en Brasil. 

 

Para concluir, observamos que una pregunta importante continúa en pie: ¿Cuál es el 

papel del Poder Judicial, en especial el Supremo Tribunal Federal, en los embates de la 

cuestión agraria brasileña? 

 

En este sentido, aplicando lo que dice Enterría sobre la realidad española, en Brasil 

también la interpretación de la Constitución tendrá una “responsabilidad nueva”. 

Vislumbramos que, impreteriblemente: 

 

El Juez, ha de adquirir una responsabilidad nueva, que en buena medida 

va a hacer de él un protagonista mucho más relevante de nuestra vida 

jurídica de lo que hasta ahora se le ha permitido. Dejará de ser el ‘reine 

subsumtions apparat’, el puro mecanismo de subsunción de hechos en 

las normas, neutral y desinteresado del problema de fondo que se le 

somete, para pasar a ser un analista de este problema descompuesto en 

sus distintos elementos de valor y enjuiciar éstos desde los valores 

mismos que la Constitución destaca como superiores5. 

 

Sin embargo, en Brasil, al tratar de los conflictos agrarios que involucran el derecho de 

propiedad, el Supremo Tribunal Federal casi nunca ha citado, al fundamentar sus 

decisiones, los valores y principios constitucionales, que también están presentes en la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos y en los tratados internacionales.  

Esto refleja una carencia de adecuación histórica a un planeta que tiene conciencia de 

un destino común dentro de su pluralidad, dentro de unos principios democráticos. En 

                                                 
5 GARCIA ENTERRÍA, Eduardo, en prólogo a la obra de Bernard Schwartz, Los diez mejores jueces de 

la historia americana, Madrid, Cuadernos Civitas, 1980, p. 13. 
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el medio rural de Brasil, las acciones de expropiación, además de provenir del Poder 

Ejecutivo, pasan también por el Poder Judicial, por lo que se hace urgente que participe 

en el proceso de transformación social que el Plan Nacional de Reforma Agraria 

propone. La realidad actual del derecho de propiedad exige de los jueces una 

interpretación actualizada de la Constitución. 
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                             Capítulo I 
 
El derecho de propiedad en el ordenamiento jurídico brasileño 
 
 
1.1.  Evolución histórica del concepto del derecho de propiedad 

 
De todas las alteraciones que pueden ocurrir en un 
Estado, ninguna es  más peligrosa y trascendental que el 
cambio de la propiedad: afecta y aun ataca el 
fundamento de la sociedad civil. 
Augustín de Argüelles, Diario de sesiones, n. 81, 5 de mayo de 
1822. 

 
 

Al estudiar el Derecho de Propiedad debemos partir de una referencia a su importancia 

histórica. La propiedad, sin lugar a dudas, ha sido uno de los derechos con mayor 

importancia a lo largo de las diferentes  legislaciones. No obstante, el hecho de 

constituir una constante en la preocupación de los legisladores y juristas no ha llevado a 

que se simplifique su concepto. La complejidad de la problemática de la propiedad se 

debe  a que no constituye exclusivamente un derecho privado sino que influye 

decisivamente en la organización del sistema político, social, jurídico y económico de 

cada situación geográfico-histórica6.  

 

En su larga trayectoria, la propiedad ha pasado por varios regímenes, en pueblos y 

épocas diversas 7 . El Derecho romano desde el principio definió la propiedad, 

configurándola como derecho absoluto e ilimitado sobre el bien en que recaía8.   

 

                                                 
6 MOZOS, José Luis de los, El derecho de propiedad: crisis y retorno a la tradición jurídica, Madrid, 

Edesa, 1993, p. 34. 
7 SABINE, George Holland, Historia de la teoría  política, México, Fondo de cultura económica, 1945, 

pp. 354 y ss.  
8 La concepción que se forjó en el Derecho Romano de la propiedad estuvo influida por el hecho de que 

los actores de la vida política eran también los grandes propietarios en las urbes, lo cual determinó una 

estrecha vinculación entre la propiedad y el poder político, atribuyendo un contenido ilimitado de 

facultades al titular respecto del objeto sobre el que recaía (SABINE, op. cit., p. 362). 
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Pese a ello, para la escolástica y, sobre todo,  para Tomás de Aquino, la propiedad no 

era un fin en sí mismo, sino el medio que permitía al titular de los bienes alcanzar un 

uso racional de ellos en beneficio propio y de sus semejantes9. Con Pérez-Prendez 

extraemos  a partir de la lectura de algunos textos de la Summa contra gentiles que: 

 

El fin de todas las cosas es el bien, 3,16. 

Ni la riqueza ni la pobreza, ni ninguna cosa material, son por sí 

beneficiosas para el hombre, sino solamente en cuanto se 

asuman con una razón sana, lo que significa que puede 

originarse en tales temas algún vicio, cuando no se practiquen 

según reglas de la recta razón. No han de juzgarse (la pobreza ni 

la riqueza) como malas en sí, sino que lo que puede ser malo 

será el uso que de ella se haga. (...) El término medio en que 

consiste la virtud, no se origina de los gastos que se hagan, sino 

de que éstos se ajusten a reglas racionales (...). No se descubre 

ese término medio observando lo que se gasta, sino cuidando que 

ni se sobrepase ni se evite gastar lo que resulte razonable; Ib. 

3.13410.  

 

Se dota, así, de fundamento racional a uno de los tópicos jurídicos que había de 

alcanzar el mayor número imaginable de interpretaciones: la idea de función social,  ya 
                                                 
9 La doctrina de la función social de la propiedad fue expuesta por la Iglesia Católica en las Encíclicas 

Papales, inspiradas en las enseñanzas de Tomás de Aquino. Un documento importante para los 

trabajadores en general fue la Encíclica  Rerum Novarum, de 1891, redactada por León XIII. Véase las 

obras de VIANNA, José de Segadas, Instituições de direito do trabalho, São Paulo, Freitas Bastos, 1963. 

p. 30; NASCIMENTO, Amauri Mascaro, Fundamentos do direito do trabalho, São Paulo, LTr, 1970, p. 

41; CAMARGO, Ricardo Antonio Lucas, Ordem jurídico-econômica e trabalho,  Porto Alegre, Fabris, 

1998, p. 54. -  Por otro lado, los positivistas también afirmaron la función social de la propiedad a fines 

del siglo XIX y a comienzos del siglo XX. Augusto Comte ya sostiene la función social de la propiedad 

en 1912. DUGUIT, León, en su obra Transformaciones generales del derecho privado desde el Código 

de Napoleón, desarrolla esta idea, en 1920. 
10 Citada por PÉREZ-PRENDEZ MUÑOZ-ARRACO, José Manuel, Notas sobre la propiedad y las 

cosas en el derecho español de la recepción, en SUANZES-CAPEGNA, Joaquín Varela, Propiedad e 

historia del derecho, Madrid, Centro de Estudios J. San José, S.A., 2005, p. 24. 
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se encuentra en estas reflexiones tomistas, y desarrollada, posteriormente, en las 

Encíclicas Pontificias, entre las que sobresalen la  Rerum Novarum (León XIII,1891), 

Quadragessimo Anno (Pio XI, 1931), Mater e Magistra (Juan XXIII,1961),Centesimus 

annus, (Juan Pablo II,1991) 11. Las primeras obras técnico-jurídicas en las que se habla 

de la función social datan de principio del Siglo XX, mientras que del ejecicio social de 

la propiedad se trataba ya en la Encíclica Rerum Novarum, redactada por León XIII en 

189112. 

 

Pues bien, la concepción liberal-individual de la propiedad privada 13  surge 

históricamente como reacción a la concepción dominical medieval14  anterior.  Las 

corrientes de pensamiento que inspiraron más directamente la emergencia y 

configuraron el contenido de la concepción dominical liberal-individualista son 

básicamente: a) El iusnaturalismo racionalista - de acuerdo a esta doctrina, la propiedad 

privada sería un derecho natural del ser humano y, por consiguiente, con los atributos 

propios de todo derecho natural: Innato, universal, a priori;  b) La filosofía liberal, de 

corte individualista representada, sobre todo, por  Locke y Kant. En principio, la 

                                                 
11 Sobre el tema, véase PÉREZ-PRENDES MUÑOS-ARRACO, José Manuel, Notas sobre la propiedad 

y las cosas en el derecho español de la recepción, en SUANZES-CARPEGNA, Varea Joaquín, 

Propiedad e Historia del Derecho, Madrid, Centro de Estudios J. San José, S.A. 2005, p. 24. 
12 COLINA GAREA, Rafael, la función Social de la Propiedad Privada en la Constitución Española de 

1978, Barcelona, Bosch, 1997.  
13 WALDRON, J., aplicando la distinción de DWORKIN, entre concepto y concepción sostiene que la 

propriedad privada es un concepto del cual es posible deducir diversas concepciones, de manera que, en 

cada sociedad, los aspectos más concretos de la propiedad adoptan una concepción particular del 

concepto abstrato (WALDRON, J., The right of  private property, Clarendon Press, Oxford, 1990, pp. 26 

y ss). 
14 Sobre la propiedad privada en el período medieval, véase HUNT, E. K., História do pensamento 

econômico, Rio de Janeiro, Campus, 1981 (Trad. José Ricardo Brandão Azevedo). El autor explica que 

durante el medievo europeo predominaba el sistema económico feudal. A cambio de seguridad, los más 

desposeídos trabajaban las tierras del señor feudal. Era una época en que cada propiedad se 

autoabastecía. La mayor parte de la población se ocupaba del cultivo de la tierra, para suministrar 

alimentación y vestuario, o se dedicaba a la crianza de ovejas, que proporcionaban lana, comida y abrigo. 

Las costumbres y la tradición son la clave para la comprensión de las relaciones medievales. En lugar de 

leyes, tal como las conocemos hoy, lo que gobernaba eran las costumbres vigentes en el feudo” (HUNT, 

E. K., História do pensamento econômico, Rio de Janeiro, Campus, 1981, p. 30). 
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afirmación y justificación por Locke de un derecho individual a la propiedad se basa en 

el supuesto de que los hombres son titulares de un derecho natural a la propiedad, es 

decir, un derecho anterior, o independiente, a la existencia de la sociedad y el gobierno 

civil15. 

 

Sin embargo, los positivistas, representados especialmente por Kelsen, critican la teoría 

del derecho natural presente en este pensamiento16.  Constant, a su vez, distingue la 

propiedad del resto de derechos: la propiedad es competencia y está bajo la jurisdicción 

de la sociedad; ésta posee sobre aquélla “derechos que no tiene sobre la libertad, la vida 

y las opiniones de sus miembros”17. Para él a propiedad no es “algo misterioso, anterior 

a la sociedad (pues sin la asociación que le proporciona la garantía, no sería más que el 

derecho del primer ocupante, el derecho de la fuerza, es decir, un derecho que no lo es) 

e independientemente de ella (porque un Estado puede tener propiedad, pero la 

propiedad sin sociedad es inimaginable)”, sino que la propiedad existe por la 

sociedad18. Con la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 26 de 

                                                 
15 LOCKE, John, Segundo Tratado sobre o Governo, en Coleção Os Pensadores, XVII. São Paulo, 

Editora  Abril, 1973, pp. 37-137; véase, también, REY MARTÍNEZ, Fernando, La propiedad Privada en 

la Constitución Española, Madrid, Boletín oficial, Centro de Estudios Constitucionales, 1994. p. 15; 

KANT, Immanuel, Antropología en el sentido pragmático, Madrid, Alianza, 1991. Para el autor, en 

rigor, la propiedad no constituye una relación entre hombre y la cosa, sino una relación social codificada 

entre los hombres, que se refiere al uso de las cosas (KANT, Immanuel, op. cit, pp. 36 y ss.); 

FERNANDEZ-GALIANO, A., Lecciones de Teoría de Derecho y Derecho Natural, Madrid, Universitas, 

1993, p. 424. 

 16  Kelsen critica en sus primeras páginas el carácter científico de la teoría del Derecho natural. Lo 

ejemplifica, precisamente, en el derecho de propiedad privada, como el derecho natural paradigmático. 

Sobre la doctrina del derecho de propiedad privada como derecho natural, Kelsen afirma que: a) es casi 

imposible probarla pues “al lado de ordenamientos jurídicos que instituyen la propiedad privada, la historia 

revela otros que sólo la reconocen en forma muy restringida (...) incluso dentro de un Estado poderoso y 

fuertemente industrializado (y no sólo en sociedades agrícolas relativamente primitivas) una organización 

comunista es perfectamente posible, b) (...) declarar que la propiedad privada es un derecho natural (...) es 

un ensayo que tiende a dar carácter absoluto a una propiedad especial que históricamente se ha convertido 

en derecho positivo en cierta época y en determinadas condiciones políticas y económicas” (KELSEN, 

Hans, Teoría General del Derecho y del Estado, México, Passim, 1979). 
17 CONSTANT, Benjamín, Escritos políticos (1920), Madrid, CEC, 1989. 
18 CONSTANT, Benjamín, op.cit., p.139 y ss. 
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agosto de 1789, la propiedad se presentaba como uno derecho inviolable y sagrado 

(Art. 17). 

La revolución francesa fue en realidad la substitución de los privilegios de la realeza, de 

la nobleza y del clero por el privilegio de los burgueses, comerciantes e industriales. 

Esos nuevos ricos dieron vigor nuevo al derecho de propiedad19. Con la Revolución 

Francesa, la propiedad privada fue concebida, desde entonces, como un derecho 

humano cuya función consiste en garantizar la subsistencia y la libertad individual 

contra las intrusiones del Poder Público20.  

 

Con la revolución francesa se unificó el concepto de propiedad. La propiedad privada 

pasó a ser considerada como un  pilar estructural de la sociedad, quedando en la misma 

categoría conceptual que la libertad y la igualdad21. De esta manera, la Declaración de 

Derechos del Hombre y del Ciudadano, el 26 de agosto de 1789, en su Artículo 17, 

considera  que: 

 

 Siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie 

puede ser privado de ella, salvo cuando lo exija evidentemente la 

necesidad pública, legalmente comprobada y a condición de una 

indemnización justa y previa22. 

 

Por otra parte, la  Declaración Norteamericana de Independencia y el Bill of Rights de 

Virginia, ambos de 1779, proclamaron como derechos de todos los individuos por el 

mero hecho de su nacimiento la libertad, la propiedad y el derecho a la busqueda de la 

felicidad. Los dos textos se inspiran en presupuestos naturalistas e individualistas: los 

derechos reconocidos emanan de las leyes de la naturaleza, las cuales el derecho 

positivo no puede contradecir23.  

 

                                                 
19 BOBBIO, Norberto, La era de los derechos,  Barcelona, Ariel, 1984. 
20  BOBBIO, Norberto, op. cit., pp. 45 y ss.   
21  LARENZ, Karl, Metodología de la Ciencias del Derecho, Barcelona, Ariel, 1996, p. 59.   
22 Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, el 26 de agosto de 1789. 
23 PÉREZ LUÑO, A. E., Los derechos fundamentales, Madrid, Tecnos, 1998, pp. 35-36. 
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Es cierto que, siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, esa propiedad en el 

Estado moderno se desvinculó totalmente de la dimensión religiosa y, pasó a tener, con 

la civilización burguesa, un sentido de mera utilidad económica24. Es más, el Derecho 

burgués, según el modelo del Código Napoleón, concibió la propiedad como poder 

absoluto y exclusivo sobre el objeto determinado, destinado a  la utilidad exclusiva de 

su titular25.  

 

La propiedad de tipo burgués o capitalista se concretó en las posibilidades de 

utilización y disposición del propietario que encontró su formulación paradigmática del 

Código Civil napoleónico26, el cual  establece en su artículo 544, que la propiedad es el 

derecho a gozar y disponer de las cosas de la manera más absoluta, siempre que su uso 

no viole las leyes o reglamentos27.  

 

No obstante, no se estableció legalmente un estatuto jurídico que regulase globalmente 

la nueva propiedad –su régimen fue formándose por la acumulación de normas civiles y 

económicas, todas inspiradas en el mismo espíritu liberal de la época28.  

 

La caracterización de la propiedad privada como derecho natural servía a la burguesía 

como criterio teórico para distinguir netamente la nueva forma de propiedad, 

(concebida por Locke y Kant, entre otros), de la antigua29 el Ancien Régime, régimen 

representado por el clero y por la nobleza.  

                                                 
24 LEAL, Rosemiro Pereira, Soberania e mercado mundial: a crise jurídica das economias nacionais, 

Belo Horizonte, Leme, 1999, p. 97. 
25 HEILBRONER, Robert, A história do pensamento econômico, São Paulo, Nova Cultural, 1996 (Trad. 

Therezinha M. Deustsch), en Coleção Os economistas. Título original, The Worldly Philosophers, p.152. 
26 GOMES, Orlando, O direito de Propriedade, en Revista Forense, v. 149. Rio de Janeiro, Forense, 

1953, pp. 10 y ss.  
27 En la distribución sistemática de los temas del Código Napoleón, el primer libro está dedicado a las 

personas, el segundo trata de los bienes y de las diferentes modificaciones de la propiedad, y el tercero, 

de las diferentes maneras mediante las cuales se adquiere la propiedad. En este último libro viene 

regulada la sucesión, las donaciones entre vivos, y por causa de muerte, así como todos los contratos, 

incluso el “contrato de matrimonio” (Código Civil francés, 1804). 
28 REY MARTÍNEZ, Fernando, op. cit., pp. 17 y ss. 
29 REY MARTÍNEZ, Fernando, op. cit., p. 35. 
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El modelo Locke-kantiano se expresa ante todo en el Código Civil francés (Ley 

promulgada el 30 de ventoso del año XII – 21 de marzo de 1804) denominado Código 

de Napoleón. El Código Civil de 1804 ha pasado a ser conocido en la literatura jurídica 

occidental como el Código de la propiedad 30 . Así, durante todo el siglo XIX, la 

propiedad figuró como el instituto central del derecho privado, en torno al cual 

gravitarían todos los bienes, con independencia de las personas.31  

 

Aunque haya sido declarada, al inicio del constitucionalismo moderno, derecho 

fundamental de la persona humana y garantía inviolable y sagrada de la libertad 

individual, la propiedad pasó a ser analizada y discutida en la teoría jurídica, como 

derecho absoluto e ilimitado, con base en la codificación civil del siglo XIX, 

exclusivamente como un instituto de derecho privado, extraño, por lo tanto, a la 

organización política del Estado32. 

 

Así, en el siglo XX, la propiedad consagrada en el artículo 544 del Código francés 

pronto pierde el carácter absoluto que se derivaba de su condición de derecho privado. 

La concepción liberal-individualista del derecho de propiedad, en sus sucesivas 

versiones, se verá cuestionada como consecuencia de ciertos cambios económicos, 

ideológicos y políticos, que la irán erosionando hasta sustituirla por otra concepción 

dominical radicalmente distinta que subrayará, ante todo, el momento social y público 

en el contenido del derecho33. 

                                                 
 30 REY MARTÍNEZ, Fernando, op.cit., p. 36. 
31 TEPEDINO, Gustavo e SCHREIBER, Anderson, A Introdução do Conceito de função social da 

Propriedade no Ordenamento Civil-constitucional Brasileiro, en STROZAKE, Juvelino José, Questões 

Agrárias, Julgados Comentados e Pareceres, São Paulo, Método, 2002, pp. 117. 
32 COMPARATO, Fábio Konder, Estado, empresa e função social, en Revista dos Tribunais, v. 732. São 

Paulo, R.T., 1996, p. 45. 
33 Sobre el tema véase REY MARTÍNEZ, Fernando, op. cit., pp. 35 y ss; TEPEDINO, Gustavo, e  

SCHREIBER, Anderson, op. cit., pp. 117- 118. 
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Con el antecedente de la Constitución mexicana de Querétaro de 1917, el Art. 15334 de 

la Constitución  alemana de Weimar de 1919 marca el paso de la concepción dominical 

liberal-individualista a la concepción socializante. Dicho precepto garantiza la 

propiedad, cuyo contenido y limites resultarán de las leyes; prevé la posibilidad de 

expropiación por utilidad pública “para el bien de la colectividad”, con sujeción a la ley 

y mediante indemnización “proporcionada”, “a menos que una ley del Reich disponga 

otra cosa”. Pero, inmediatamente, añade: la propiedad obliga; su uso ha de construir al 

mismo tiempo un servicio para el bien general35.  

 

Sobre el fundamento del Art. 153 de la Constitución de Weimar se llevó a cabo una 

modificación esencial de la propiedad privada y, por tanto, del instituto de la 

expropiación36. A partir de ahí, en casi todas las definiciones sobre el derecho de 

propiedad, por más individualistas que sean, nunca se deja de subordinar este derecho  

al uso que de ella se haga en función del bien social, o utilidad pública37. 

 

En Brasil el derecho de propiedad viene sufriendo alteraciones desde la época de la 

colonia, asumiendo contornos conceptuales distintos. Las normas del Código Civil 

francés sirvieron de inspiración para un buen número de legislaciones civiles en el siglo 

XIX, y  Brasil no escapó a esta corriente.  

                                                 
34 Constitución Del Imperio (Reich) Alemán, de 11 de agosto de 1919, Art. 153 - “ La Constitución 

garantiza la propiedad, cuyo contenido y límites fijarán las leyes. No puede procederse a ninguna 

expropiación sino por utilidad pública y com sujeción de la ley. Se realizará mediante indemnización 

adecuada, a menos que una ley del imperio disponga otra cosa. Respecto a la cuantía de la 

indemnización, cabrá en caso de discordia el recurso ante los tribunales ordinarios, salo que por leyes del 

imperio se ordene lo contrario. La expropiación que en favor del Imperio se realice com respecto a 

Países, Municipios y establecimentos de utilidad pública sólo podrá efectuarse mediante indemnización. 

La propiedad obliga. Su uso ha de constituir al mismo tiempo um servicio para el bien general”. (Textos 

Constitucionales españoles y extranjeros, Zaragoza, Editorial Athenaeum, 1930). 
35 Constitución  Alemana (de Weimar) de 1919, Art. 153. 
36  REY MARTÍNEZ, Fernando, op. cit., p. 110. 
37 GODOY, Luciano de Souza, Direito Agrário Constitucional, São Paulo, Atlas, 1998, p. 23. 
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El Código Civil brasileño, a pesar de ser editado en 1916, fue formulado a fines del 

siglo XIX, como expresión ultraliberal, colocando a la familia, la propiedad privada y 

la autonomía de la voluntad como pilares del patrimonio jurídico privado38.  

 

A pesar de las transformaciones, el núcleo de la propiedad liberal permaneció 

inalterado hasta la Constitución de 1934, la cual, siguiendo los vientos de la de Weimar, 

abre una ruptura en el plano constitucional de concepción liberal-individualista de la 

propiedad privada39. Pues, aunque sigue admitiendo la inviolabilidad del derecho de 

propiedad, usa las expresiones utilidad pública e interés social40. 

 

De este modo, la experiencia política del  siglo XX permite comprobar que en casi 

todos los países, aunque con intensidad y motivaciones muy diversas, se ha puesto el 

acento sobre la aptitud de los bienes para satisfacer no solamente las exigencias del 

propietario particular, sino también las necesidades de la colectividad. Con ello se llega 

a afirmar el carácter social de la propiedad41.  

 

A esta afirmación se ha podido llegar gracias a un cambio de perspectiva en las 

relaciones existentes entre las exigencias individuales y las del Estado42. Se ha hecho, 

entonces, necesario coordinar los derechos individuales de propiedad y la gestión de los 

bienes productivos, replanteando el modo de situarse la persona en la sociedad, con lo 

que se cuestiona la medida de legitimidad de la actuación del individuo frente a la 

comunidad en general43.  

Es de sobra conocido que el derecho de propiedad históricamente siempre ha sido 

reconocido como un derecho fundamental, pero el centro de gravedad de la definición 

                                                 
38 GODOY, Luciano de Souza, op. cit., p. 25 . 
39 HORTA, Raúl Machado, Estudos de Direito Constitucional, Belo Horizonte, Del Rey, 1995, p. 62. 
40 Véase Constituição da República Federativa do Brasil de 1934, Art. 113.17. 
41 COMPARATO, Fábio Konder, Estado, empresa e função social, en Revista dos Tribunais, v. 732, São 

Paulo, R.T., 1996, p. 42. 
42 MONTANCHEZ RAMOS, Manuel, Concepto Constitucional de la Propiedad: Especial Referencia a 

la Propiedad Urbana, en BATISTA, F.J. (Coord.), Propiedad y Derecho Constitucional, Madrid, Centro 

de Estudios Constitucionales, 2005,  p. 157. 
43 MONTANCHEZ RAMOS, Manuel, op. cit., p.158  y ss.  
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se ha ido desplazando, al punto que en las sociedades contemporáneas este derecho ha 

dejado de ser absoluto44. 

 

Así pues, diversas constituciones reconocen y limitan el derecho de propiedad. Por 

ejemplo, las Constituciones italiana de 1948 y española de 1978 se refieren 

expresamente, como la brasileña 45 , a la función social del derecho de propiedad. 

Dispone la Constitución italiana: “La propiedad será pública o privada. Los bienes 

económicos pertenecerán al Estado, a entidades o a particulares. La propiedad 

privada será reconocida y garantizada por ley, la cual determinará sus modalidades de 

adquisición y de goce y los límites de la misma, con el fin de asegurar su función social 

y de hacerla accesible a todos”46.  

 

La Constitución española, a su vez, dispone que: “se reconoce el derecho a la 

propiedad privada y a la herencia” 47 . Agrega que: “La función social de estos 

derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes”48. 

 

Sobre el derecho de propiedad en la Constitución española de 1978, el Tribunal 

Constitucional español en la sentencia 37/1987, FJ 2º, ha subrayado que:  

 

La propiedad privada, en su doble dimensión como institución y 

como derecho individual, ha experimentado en nuestro siglo una 

transformación tan profunda que impide concebirla hoy como 

una figura jurídica que se puede remitir exclusivamente al  tipo 

abstracto descrito en el  Código Civil”. (...), “la progresiva 

incorporación de finalidades sociales, relacionada con el uso o 

aprovechamiento de los distintos tipos de bienes sobre los que el 

derecho de propiedad puede recaer, ha producido una 
                                                 
44MELO MORA, Maria Clara, Conceito constitucional de propriedade: tradição ou mudança? Rio de 

Janeiro, Lúmen, 1997, pp. 95 y ss.  
45  Constituição Federal de 1988, Art. 5º . XXIII – “A propriedade atenderá a sua função social”. 
46 Constitución Italiana de 1947, Artículo 42. 
47 Constitución Española de 1978, Artículo 33.1. 
48 Constitución Española de 1978,  Artículo 33.2.  
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diversificación de la institución dominical en una pluralidad de 

figuras o situaciones jurídicas reguladas con un significado y 

alcance diversos49. 

 

Dicho Tribunal admite en su doctrina jurisprudencial la flexibilidad o plasticidad actual 

del dominio que se manifiesta en la existencia de diferentes tipos de propiedades 

dotadas de estatutos jurídicos diversos, de acuerdo con la naturaleza de los bienes sobre 

los que recae cada derecho de propiedad50. 

 

Estudiosos como López y López han subrayado que, la pluralidad de estatutos 

propietarios es de un peso tal que desde hace tiempo se duda de la unidad conceptual de 

la propiedad privada, hasta el punto de afirmar que sólo una concepción pluralista, que 

haga objeto de su estudio a las propiedades, no a la propiedad, puede suministrar una 

visión adecuada a la realidad social y coherente con los esquemas legales51. 

 

Por supuesto, sobre el derecho de propiedad, siempre hay algo que decir y siempre hay 

aspectos válidos en la visión de los legisladores aun en aquellas leyes en las cuales no 

hay consenso. Nadie ha dicho la última palabra sobre el derecho de propiedad. Este 

concepto tiene siempre una dimensión política y económica, su definición se ajusta a 

una determinada coyuntura, representativa de intereses, de épocas, de sociedades 

diversas. En cada una de esas visiones, hay implicaciones distintas de acuerdo con los 

intereses pretendidos y las circunstancias en las cuales se inserta. 

                                                 
49 Sentencia de fecha 26 de marzo de 1987, STC 37/ 1987 dictada en el Recurso de Inconstitucionalidad 

núm. 685/1984 contra la Ley núm. 8/1984, de 3 de julio, del  Parlamento Andaluz, Ley de Reforma 

Agraria (FJ.2º). 
50 Véase  STC 1987/37 – Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 37/1987 (Pleno), de 26 de marzo.  
51 LÓPEZ Y LÓPEZ, Ángel M., La Disciplina Constitucional de la Propiedad Privada, Madrid, Tecnos, 

1988, p. 39. Para el autor, al margen de la discutida dicotomía propiedad-propiedades, existen algunos 

aspectos menores que tratar por exigencias de  tratamientos completos. Por propiedad, en una acepción 

rigurosa, en el plano técnico jurídico, sólo puede entenderse el señorío con el contenido que determine 

cada particular estatuto, en función preferentemente del objeto que verse sobre cosas materiales (LÓPEZ 

Y LÓPEZ, Ángel M., op. cit., p. 40). 
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COMPARATO nos hace notar que en la actualidad el concepto de propiedad se examina 

y se trata de forma diferente según el derecho civil y según el derecho constitucional, 

separando a los civilistas de los constitucionalistas52. Así, en el ámbito de las relaciones 

civiles, las disposiciones del Código Civil que establecen las facultades de usar, gozar y 

disponer de los bienes, la plenitud de la propiedad, el carácter exclusivo e ilimitado, 

adquiere otro cariz, y pasa a ser delimitado y condicionado de conformidad con las 

normas constitucionales que regulan el derecho de propiedad en general53. 

 

Por supuesto, no pretendemos realizar un estudio comprensivo de todas las facetas que 

la propiedad privada tiene o todos los problemas jurídicos conectados con ella. El 

presente trabajo se circunscribe a estudiar el significado constitucional del derecho de 

propiedad reconocido en el artículo 5º, XXII e XXIII conectado con los valores y 

principios fundamentales de nuestra Constitución54.  

 

Desde luego, la Historia y el Derecho Comparado son únicamente instrumentos 

auxiliares para enfrentarse con los objetivos que en el trabajo se pretende alcanzar, que 

no son otros, como ya se dijo, que el estudio del significado que tiene el derecho de 

propiedad reconocido en la Constitución de 1988. 

 

 

                                                 
52 COMPARATO, Fábio Konder, Estado, empresa e função social, en Revista dos Tribunais, v. 732, São 

Paulo, R.T., 1996, p. 43. 
53 PUGLIATTI, Salvatore, La proprietà nel nuovo diritto, Milan, Giuffè, 1964, pp. 141 y ss. En Brasil, 

véase, también, FACHIN, Luiz Edson, Da propriedade como conceito jurídico, en Revista dos Tribunais 

núm. 621, São Paulo, R.T., 1992, p. 24. 
54 Constituição da Repúblida Federativa do Brasil, Art. 5º “Todos são iguais perante a lei, sem distinção 

de qualquer natureza, garantindo-se aos brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade 

do direito à vida, á liberdade, à igualdade, à segurança e à propriedade, nos termos seguintes: (...) XXII – 

é garantido o direito de propriedade; XXIII – a propriedade atenderá a sua função social”. Art. 186. “A 

função social é cumprida quando a propriedade rural atende, simultaneamente, segundo critérios e graus 

de exigências estabelecidos em lei aos seguintes requisitos: I- aproveitamento racional e adequado; II – 

utilização adequada dos recursos naturais disponíveis e preservação do meio ambiente; III – observância 

das disposições que regulam as relações de trabalho; IV – exploração que favoreça o bem-estar dos 

proprietários e dos trabalhadores”.  
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1.2.  El derecho de propiedad en la Constitución Federal de 1988 

 

1.2.1. Marco Constitucional en Brasil 

 

Con la llegada de Don João VI a Brasil, en 1808, se creaba el Reino Unido de Brasil, en 

estrecha dependencia política de la metrópolis lusa. Con la proclamación de la 

independencia, el 7 de septiembre de 1822,  Brasil consiguió la condición formal de 

Estado, aunque continuaba sin Constitución propia. La Constitución del 25 de marzo de 

1824, que fue la primera Carta Magna y transformó en provincias las antiguas 

capitanías hereditarias. Disciplinó en norma jurídica la inviolabilidad de los derechos 

civiles y políticos de los ciudadanos brasileños, sobre la base de la libertad de la 

seguridad individual y de la propiedad55. Transcurridos varios años, el 15 de noviembre 

de 1889, mediante el Art. 1 del Decreto 156, se instituyó la República Federativa de 

Brasil57. 

 

Los ideales liberales de la época jugaron un papel decisivo en la presión por fortalecer 

un poder central, y luego, en 1891, junto con la adopción de la nueva forma de 

gobierno58, la República brasileña adquirió realmente sus contornos constitucionales59. 

El liberalismo constitucional impregnó la Declaración de Derechos de la Constitución 

del 24 de febrero de 1891, como ya había influido sobre la Constitución del Imperio, 

para garantizar, en su Art. 72, a brasileños y extranjeros residentes en el país la 

inviolabilidad de los derechos relativos a la libertad, a la seguridad individual y a la 

propiedad. El derecho de propiedad permanecía  inviolable y absoluto60. 

                                                 
55 HORTA, Raúl Machado, Estudos de Direito Constitucional,  Belo Horizonte,  Del Rey, 1995, p. 68. 
56 “Decreto n. 1, de 15 de novembro de 1889 – O Governo Provisório dos Estados Unidos do Brasil 

decreta: Art. 1º - Fica proclamada provisoriamente e dacretada como forma de Governo da nação 

brasileira – a Rpública Federativa”. 
57 Sobre el tema véase DEMÉTRIO, Nelson, Doutrina e Prática do Direito Agrário,  São Paulo, Julex, 

1987, pp. 26 y ss; HORTA, Raúl Machado, op. cit. 
58 DEMÉTRIO, Nelson, op. cit.,  p. 32. 
59 HORTA, Raúl Machado, op. cit.,  pp. 69 y ss. 
60 HORTA, Raúl Machado, op. cit.,  p. 68. 
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Sin embargo, la Constitución del 16 de julio de 1934 buscó inspiración en el nuevo 

constitucionalismo inaugurado por las Constituciones mexicana del 5 de febrero de 

1917, la alemana de la República de Weimar, del 11 de agosto de 1919, y la de la 

República española, del 9 de diciembre de 1931. No rompió con el constitucionalismo 

liberal, que aún permanece, pero añadió el constitucionalismo social, lanzando nuevos 

fundamentos y nuevas concepciones61, en latente conflicto con el constitucionalismo 

liberal-individualista62. La Constitución de 1934 amplió, pues, el ámbito de la materia 

constitucional, para introducir el orden económico y social, la familia, la educación y la 

cultura, registrando, así, el ingreso del constitucionalismo brasileño en la era de los 

derechos económicos y sociales 63 . El derecho de propiedad, que aún gozaba de 

inviolabilidad constitucional, no podía ser ejercido contra el interés social o colectivo. 

Según el Art.  113, 17 de la Constitución de 1934 se garantiza el derecho de propiedad, 

que no podrá ejercerse en contra del interés social o colectivo, en la forma de la ley. 

 

No obstante, esa inspiración social del texto constitucional tuvo corta vida. La 

Constitución de 1937 otorgada el 10 de noviembre, retira de su redacción cualquier 

referencia a la función social de la propiedad64. En su Artículo 122, párrafo 14, asegura 

el derecho de propiedad, salvo la expropiación por necesidad o utilidad pública, 

mediante indemnización previa. 

 

La idea de función social volvió con nuevos bríos con la Constitución del 18 de 

septiembre de 194665.  A pesar de continuar siendo un derecho inviolable, la propiedad 

queda sujeta a expropiación, además de los casos de necesidad o utilidad pública, por 

                                                 
61 BONAVIDES, Paulo,  Do Estado liberal ao Estado Social, Rio de Janeiro, Malheiros, 1980, p. 43; 

NICZ, Alvacir, Alfredo, A liberdade de iniciativa nas Constituições, São Paulo, Revista dos Tribunais, 

1981. Sobre el tema Constitucionalismo social, véase, también, DUVERGER, Maurice, Instituciones 

políticas y derecho constitucional, Barcelona, Ariel, 1970. 
62 Sobre el constitucionalismo liberal-individualista, véase REY MARTINÉZ, Fernando, op. cit. pp. 64 y 

ss. Véase, tambien, HORTA, Raúl Machado, op. cit.,  pp. 105 y ss. 
63 HORTA, Raúl Machado, op.cit.,  p. 69. 
64 FERRAIRA FILHO, Manoel Gonçalves, A propriedade e sua função social, en Revista de Direito 

Agrário, núm. 29. São Paulo, 1982, p. 34 y s. 
65 HORTA, Raúl Machado, op. cit., p.75. 
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motivo de interés social. Esto consta en su Art. 141, párrafo 15, garantizando el 

derecho de propiedad, salvo en caso de expropiación por utilidad pública o por interés 

social, mediante previa y justa indemnización en dinero  y en su Artículo 147 que 

establece que el uso de la propiedad se verá condicionado al bienestar social. De esta 

forma, la Constitución de 1946 asumía los valores liberales con la inviolabilidad de la 

propiedad y admitía, pero, la expropiación por intereses sociales y utilidad pública66. 

 

La Constitución del 24 de enero de 1967 retira de su redacción cualquier referencia  al 

bienestar social. En su artículo 150 declara: 

 

Art. 150 - é garantido o direito de propriedade, salvo o caso de 

desapropriação por necessidade ou utilidade pública ou 

interesse social, mediante prévia e justa indenização em 

dinheiro, ressalvado o disposto no art. 157, § 1º. Em caso de 

perigo iminente, as autoridades competentes poderão usar da 

propriedade particular, assegurada ao proprietário indenização 

ulterior”. 

 

Pese a ello, en 1969 bajo el régimen militar incorporó en su texto constitucional la 

figura de la expropiación de la propiedad rural fundada en el interés social, con fines de 

reforma agraria67. 

 

Por supuesto, la experiencia anterior del Poder Constituyente repercutió en los trabajos 

y en la actuación de la Asamblea Constituyente de 1987/1988. Junto a la influencia 

interna, la Asamblea Constituyente de 1987/1988 recibió influencias externas de otros 

modelos constitucionales 68 . Esas influencias externas provinieron sobre todo del 

constitucionalismo europeo, a través de, entre otras, la Ley Fundamental de Alemania 

de 1949, y de las Constituciones de Italia de 1948 y de España de 1978. En materia de 

                                                 
66 FERREIRA FILHO, Manoel Gonçalves, op. cit., pp. 38 y ss. 
67 Constituição Federal, 1967, Título II – Da Declaração de Direitos, Capítulo IV – Dos Direitos e 

Garantias Individuais. Sobre el tema, véase DEMÉTRIOS, Nelson, op. cit., pp. 28 y ss.   
68 HORTA, Raúl Machado, op. cit.,  pp. 69 y ss. 
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propiedad, cada una de ellas somete el derecho de propiedad al interés social y a la 

función social que la misma está llamada a cumplir69. 

 

El desarrollo histórico del derecho de propiedad en Brasil, como en otros países, se 

despliega, por supuesto, en el marco evolutivo del propio Estado Constitucional70: y, 

así, la propiedad liberal-individualista71 es la que corresponde al Estado Liberal de 

Derecho; la propiedad socializada72 aparece en el plano normativo como consecuencia 

de la crisis del Estado Liberal de Derecho ligada a la exigencia de su democratización y 

al descubrimiento de las posibilidades de intervención pública en la economía73. 

 

De este modo, la Constitución brasileña de 1988 se refiere a la propiedad en el Artículo 

5 y sus apartados XXII, XXIII, XXIV, XXV y XXVI del Capítulo I del Titulo II  - de 

los Derechos y Garantías Fundamentales74; y en los Artículos  170, II y III;  184; 185; 

186 del Capítulo III del Título VII del Orden económico75.  

                                                 
69 SARLET, Ingor Wolfgang, Eficácia dos Direitos Fundamentais, Porto Alegre, Livraria do Advogado, 

2004, p. 76. Véase, también, HORTA, Raúl Machado, op. cit., p. 56. 
70 BONAVIDES, Paulo, op. cit.,  p. 85.  
71 REY MARTÍNEZ, Fernando, op. cit., p. 7 
72 REY MARTÍNEZ, Fernando, op. cit., pp. 7 y ss. 
73  Sobre ese asunto, véase GRAUS, Roberto Eros, A ordem econômica na Constituição de 1988, São 

Paulo, RT., 1990, pp.160 y ss.  
74 Constituição Federal de 1988, “Art. 5 Todos são iguais perante a lei, sem discriminação de qualquer 

natureza, garantindo-se aos brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito à 

vida, à liberdade, à igualdade, a segurança e à propriedade nos seguintes termos: (...) XXII - é garantido o 

direito de propriedade; XXIII - a propriedade atenderá a sua função social; XXIV- a lei estabelecerá o 

procedimento para desapropriação por necessidade ou utilidade pública, ou por interesse social, mediante 

justa e prévia indenização em dinheiro, ressalvado os casos previstos nesta Constituição; XXV- no caso 

de iminente perigo público, a autoridade competente poderá usar de propriedade particular, assegurada ao 

proprietário indenização ulterior, se houver dano; XXVI - a pequena propriedade rural, assim definida 

em lei, desde que trabalhada pela família, não será objeto de penhora para pagamento de débitos 

decorrentes de sua atividade produtiva, dispondo a lei sobre os meios de financiar o seu 

desenvolvimento[...]” 
75 Constituição Federal Art. 170 A ordem econômica, fundada na valorização do trabalho humano e na 

livre iniciativa,tem por fim assegurar a todos existência digna, conforme os ditames da justiça social, 

observados os seguintes princípios: [...] II- propriedade privada; III- função social da propriedade. [...] 
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La función social de la propiedad  (Art. 5º, XXIII) pasó a integrar el catálogo de los 

Derechos y Garantías Fundamentales. Por consiguiente, el derecho de propiedad queda 

directamente limitado por la Constitución en su condición de derecho fundamental76. 

  

Al reconocer la función social sin negar la inviolabilidad de la propiedad, la 

Constitución de 1988 emplea elementos tanto de la concepción liberal-individualista 

como de la concepción socializante. No niega el derecho exclusivo del propietario 

sobre los bienes, pero exige que el uso de la propiedad quede condicionado a su función 

social77.  

 

Es de suma importancia resaltar aquí que el nexo que une  constitucionalismo y 

propiedad deja poco lugar a dudas78. Según Fernández Sarasola el primero, como 

                                                                                                                                               
Art. 184 – Compete à União desapropriar por interesse social, para fins de reforma agrária, o imóvel rural 

que não esteja cumprindo sua função social, mediante prévia e justa indenização em títulos da dívida 

agrária, com cláusula de preservação do valor real, resgatáveis no prazo de até vinte anos, a partir do 

segundo ano de sua emissão, e cuja utilização será definida em lei. El Art. 185 declara que: São 

insuscetíveis de desapropriação para fins de reforma agrária: I- a pequena e média propriedade rural, 

assim definida em lei, desde que seu proprietário não possua outra; II – a propriedade produtiva. 

Parágrafo único. A Lei garantirá tratamento espacial à propriedade produtiva e fixará normas para o 

cumprimento dos requisitos relativos a sua função social. El Art. 186 por su vez declara que: A função 

social é cumprida quando a propriedade rural atende, simultaneamente, segundo critérios e graus de 

exigência estabelecidos em lei, aos seguintes requisitos: I - aproveitamento racional e adequado; II – 

utilização adequada dos recursos naturais disponíveis e preservação do meio ambiente; III –obsevância 

das disposições que regulam as relações de trabalho; IV – exploração que favoreça o bem-estar dos 

proprietários e dos trabalhadores. 
76 SILVA, José Afonso da, Curso de Direito Constitucional Positivo, São Paulo, Malheiros, 1998, p. 124. 
77 Siguiendo el rastro de la Constitución de 1988, el Código Civil Brasileño de 2002, Ley 10.406, del 10 

de enero de 2002, establece, en el párrafo 1 del Artículo 1.228, que el derecho de propiedad debe ser 

ejercido en consonancia con las finalidades económicas y sociales, introduciendo, en esos términos, la 

función social en el ámbito del Derecho Civil (TEPEDINO, Gustavo y SCHREIBER, Anderson, 

Introdução ao tema. O papel do poder judiciário na efetivação da função social da propriedade, en 

STROZAKE, Juvelino José (Coord), Questões Agrárias. Julgados comentados e Pareceres, São Paulo, 

Método, 2002, p.115). 
78 ÁLVAREZ ALONSO, Clara, Lecciones de historia del Constitucionalismo, Madrid, Marcial Pons, 

1999.   
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movimiento ideológico dirigido a limitar al Estado nace, justamente, con el propósito 

de salvaguardar las libertades individuales y, muy especialmente, la propiedad 

subjetiva79.  

Este valor negativo de la propiedad, como defensa de la esfera social frente al poder 

público justifica otro elemento sustancial del constitucionalismo, a saber, la 

participación del individuo en el Estado80. 

 

Sin embargo, el papel determinante que tuvo el derecho de propiedad en el nacimiento 

del constitucionalismo se vio relativizado cuando dicho movimiento se imbuyó de los 

nuevos principios de democracia y Estado social. De esta forma, la democracia se basa 

en el principio de soberanía popular, lo que convierte la propia participación ciudadana 

en una libertad positiva constituida al margen de la propiedad81. Por su parte, el Estado 

social también altera el valor de la propiedad, modificando su contenido subjetivo y  los 

límites a los que se sujeta, sometiendo la propiedad a límites derivados, 

fundamentalmente, de la función social que está llamada a cumplir82. 

 

En verdad, en Brasil, el texto constitucional de 1988 refleja en gran medida un carácter 

decididamente conciliatorio, ya que la Asamblea Constituyente de 1987/1988, en la 

redacción final del texto, optó por escoger y conciliar posiciones y reivindicaciones que 

no siempre armonizaban entre sí. Esta conciliación es resultado de las fuertes presiones 

sociales y políticas ejercidas por diversas tendencias involucradas en el proceso de 

elaboración de la Constitución83.  

                                                 
79  FERNÁNDEZ SARASOLA, Ignácio, El Derecho de Propiedad en la Historia Constitucional 

Española, en VARELA SUANZES-CARPEGNA, Joaquín (coord.), Propiedad e Historia Del Derecho, 

Madrid, Centro de Estudios J. San José, S.A., 2005, p.74. 
80  GOMEZ MONTORO, A., La titularidad de derechos fundamentales por personas jurídicas: un 

intento de fundamentación, en, Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 62, 2001, p. 50. 
81 FERNÁNDEZ SARASOLA, Ignácio, op. cit.,  p. 73. 
82 FERNÁNDEZ SARASOLA, Ignácio, op. cit.,  p. 75. 
83 SARLET, Ingor Wolfgang, op. cit., p. 75. 
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Para acabar este apartado sobre el marco constitucional en Brasil, destacaría, en cuanto 

método empleado en la presente investigación, que la consideración jurídica de la 

propiedad privada reclama su comprensión histórica, social, económica y político-

ideológica. Pero, debe evitarse la confusión de los planos jurídico y económico en el 

análisis de la propiedad privada. (...) pues entre otras razones, la propiedad de los 

juristas es fundamentalmente poder sobre  la cosa, mientas que la de los economistas 

es riqueza o rendimiento de la cosa84.  

 

 

1.2.2. La Constitución brasileña de 1988 

 

La Constitución brasileña de 1988, en función de los temas nuevos y de la ampliación 

atribuida a los temas permanentes, como en el caso de los Derechos y Garantías 

Fundamentales, ya no posee la brevedad que caracterizó la primera Constitución 

Republicana de 189185. Esa expansión de la Constitución puede ser considerada en tres 

planos distintos: el estructural, el de la comparación interna con las Constituciones 

anteriores y el de la comparación externa con Constituciones de otros países86. 

 

El contenido general de la Constitución de 1988 está distribuido en 9 Títulos –, 31 

Capítulos -, 50 Secciones -, 5 Subsecciones -, 245 Artículos (Parte permanente) -, 73 

Artículos (Acto De las Disposiciones Transitorias). Los contenidos de los títulos de la 

Constitución de 1988 son los siguientes: Título I – De los Principios Fundamentales 

(Arts.1 a 4); Título II – De los Derechos y Garantías Fundamentales (Arts. 5 a 17); 

Título III – De la Organización del Estado (Arts.18 a 43); Título IV – De la 

Organización de los Poderes (Arts. 44 a 135); Título V – De la Defensa del Estado y de 

las Instituciones Democráticas (Arts. 136 a 144); Título VI – De la Tributación y del 

Presupuesto (Arts. 145 a 169); Título VII – Del Orden Económico o Financiero (Arts. 

                                                 
84 REY MARTÍNEZ, Fernando, op. cit., p. XXXIX. 
85 La Constitución Republicana de 1891 tenía 91 artículos en la parte permanente y 8 artículos en las  

“Disposições Transitórias”.   
86 HORTA, Raúl Machado, op. cit., p. 237. 
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170 a 192); Título VIII – Del Orden Social (Arts.193 a 232); Título IX – I – De las 

Disposiciones Constitucionales Generales (Arts. 233 a 245); IX-II – Acto de las 

Disposiciones Constitucionales Transitorias (Arts.1  a 73)87. 

 

En lo que se refiere a los derechos fundamentales, la Constitución alberga un amplio 

desarrollo de éstos en el Título II – De los Derechos y Garantías Fundamentales, 

Capítulo I - de los Derechos y Deberes individuales y colectivos, distribuidos en 77 

apartados del Art. 5 de dicho capítulo.  

 

Portadora de nueve Títulos, la Constitución dispone sobre la estructura del Estado y la 

prohibición de Enmienda o Revisión que modifique el sistema de gobierno, los 

derechos fundamentales, el orden económico y financiero, el reparto de competencias 

verticales y horizontales, entre otros órdenes. Para esto, una larga lista de derechos 

individuales, sociales y colectivos convergen en todo con los propios valores y 

principios  de la República Federativa88. 

 

Además, en Brasil el orden jurídico-político, presidido por la Constitución de 1988, 

recoge los valores que denomina valores supremos89, con una función fundamentadora 

y orientadora respecto al conjunto del ordenamiento jurídico90. Así, en el Preámbulo se 

fija: 

 

Nós, representantes do povo brasileiro, reunidos em Assembléia 

Nacional Constituinte para instituir um Estado Democrático, 

destinado a assegurar o exercício dos direitos sociais e 

individuais, a liberdade, a segurança, o bem-estar, o 

desenvolvimento, a igualdade e a justiça como valores supremos 

de uma sociedade fraterna, pluralista e sem preconceitos, 

                                                 
87 Constituição Federal de 1988.  
88 SARLET, Ingo Wolfgang, op. cit.,  pp. 199 y ss. 
89 Término utilizado por el Poder Constituyente en el preámbulo de la Constitución de 1988. 
90 BONAVIDES, Paulo, op. cit., p. 147. 
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fundada na harmonia social e comprometida, na ordem interna e 

internacional, com a solução pacífica das controvérsias, 

promulgamos, sob a proteção de Deus, a seguinte Constituição 

da República Federativa do Brasil 91.  

  

De este modo, la Constitución establece sus opciones ético-jurídicas, proclamando la 

República Federativa de Brasil como Estado Democrático de Derecho92 como también 

proclama su voluntad  de “garantizar la igualdad y la libertad como valores superiores 

de una sociedad fraterna, pluralista y sin prejuicios, fundada en la armonía social y 

comprometida con el orden interno e internacional, con la solución pacífica de las 

controversias”93. 

 

De esta manera, en el preámbulo constitucional se destaca ya una orientación de clara 

naturaleza axiológica, como es la voluntad jurídico-política expresa de igualdad y 

justicia construida sobre una sociedad democrática que se articula en el Estado 

Democrático94. 

 

                                                 
91 “Nosotros, representantes del pueblo brasileño, reunidos en Asamblea Nacional Constituyente para 

instituir un Estado Democrático, destinado a garantizar el ejercicio de los derechos sociales e 

individuales, la libertad, la seguridad, el bienestar, el desarrollo, la igualdad y la justicia como valores 

supremos de una sociedad fraterna, pluralista y sin prejuicios, fundada en la armonía social y 

comprometida, en el orden interno e internacional, con la solución pacífica de las controversias, 

promulgamos, bajo la protección de Dios, la siguiente Constitución de la República Federativa de 

Brasil”. [Traducción libre] 
92 Para GARRORENA, en lo que respecta a la recepción constitucional del calificativo “Democrático”, 

hay que remitirse a ese privilegiado precedente que – como reflejo algo desvaído del espíritu que se 

viviera en aquellas jornadas en Francia – supuso el preámbulo colocado a la cabeza de la Constitución 

francesa de 1848, en el cual se proclamaba que “la République française est démocratique”. 

(GARRORENA, Morales Angel, El Estado Español como Estado Social y Democrático de Derecho, 

Madrid, Tecnos, 1990, p. 114).   
93 Constituição Federal de 1988, Preámbulo. 
94 FREITAS, Juarez, A Interpretação Sistemática do Direito, São Paulo, Malheiros, 1995, p. 204. 
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La  igualdad preconizada en el preámbulo se conecta, directamente, con el Art. 1 de la 

Constitución, que proclama que la República Federativa de Brasil se constituye en 

Estado Democrático de Derecho y tiene como principio, entre otros, III- la dignidad de 

la persona humana95.  

 

Este parámetro conector que reposa sobre la dignidad humana relaciona el orden 

constitucional de valores con los Derechos y Garantías Fundamentales establecidos en 

el Título II de la propia Constitución y por consiguiente, con la función social que la 

propiedad  está llamada a cumplir, de acuerdo con  el Art.  5, apartado XXIII96.  

 

La Constitución, como norma fundamental del Estado, recoge en sus disposiciones 

normativas el conjunto de aquellos valores que tienen una determinada transcendencia 

jurídica, social y política97. Así, los valores superiores constitucionalizados pasan a 

ocupar un lugar básico en el conjunto de la estructura jurídico-política del Estado 

brasileño98.  

 

La definitiva opción axiológica del orden estatal brasileño se centra en la persona y sólo 

desde ésta y su irrenunciable dignidad adquieren sentido todos los demás derechos 

constitucionalmente establecidos. Desde esta perspectiva, en Brasil, la democracia 

fundada en los valores superiores que asume la Constitución en su preámbulo y toda 

una serie de principios del Título I99 que tienen como fin promover y garantizar la 

                                                 
95 Constituição Federal de 1988, Art. 1, apartado III. 
96 Constituição Federal de 1988, Art. 5 – Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer 

natureza (...) nos seguintes termos: (...); XXIII – a propriedade atenderá a sua função social.  
97 PERALTA, Ramón, La Interpretación del Ordenamiento Jurídico Conforme a la Norma Fundamental 

del Estado, Madrid, Mostoles, 1994, p. 80. 
98 BONAVIDES, Paulo, op. cit., p. 212; En España, en términos muy similares se expresa PECES-

BARBAS, Gregorio, Los Valores Superiores, Madrid,Tecnos, 1984. 
99 La Constitución  dedica um Título com cuatro artículos a los “Principios Fundamentales”  
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igualdad de todos ante la ley, establecida en el Art. 5100, no tendría sentido sin la 

observación de la función social de la propiedad que el apartado XXIII del mismo Art. 

5 de la Constitución asigna a la misma en su ejercicio. 

 

El Art. 5 apartado XXIII dispone que: la propiedad atenderá a su función social. La 

consagración constitucional de la función social de la propiedad entre los derechos y 

garantías fundamentales confirma la intención del Poder Constituyente de 1988, de 

garantizar la dignidad humana manifestada también en el Art. 170, integrado en el 

Título VII de la Constitución del orden económico y financiero 101 , con el firme 

compromiso de asegurar la existencia  digna, conforme a los dictámenes de la justicia 

social102.  Razón por la cual, por aplicación del principio de la dignidad humana, la 

propiedad privada no podrá ser utilizada como alegato para estorbar u obstaculizar la 

realización de políticas estatales tendientes a favorecer las transformaciones sociales y 

económicas del Estado103.  

 

Desde la justicia social104, y dentro del sistema constitucional de valores, se hace 

posible asegurar la igualdad y la libertad que, conjuntamente, constituyen el camino 

para la efectiva realización de la dignidad humana como eje fundamentador del orden 

constitucional105. Su importancia es sustancial a la hora de interpretar el conjunto 

jurídico-constitucional, su legitimidad, su significado y su finalidad, sobre todo, al 

                                                 
100 Art. 5 – “Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer natureza, garantindo-se aos 

brasileiros e aos extrangeiros residentes no país a inviolabilidade do direito à vida, à liberdade, à 

igualdade, à segurança e à propriedade, nos seguintes termos: (...)”. 
101 Constituição Federal Art. 170 A ordem econômica, fundada na valorização do trabalho humano e na 

livre iniciativa,tem por fim assegurar a todos existência digna, conforme os ditames da justiça social 
102 Véase  Constituição Federal de 1988, Preámbulo. 
103 VAZ, Isabel, Direito econômico das propriedades, Rio de janeiro, Forense, 1993. Véase, también, 

MONREA, L. Eduardo Novoa, El derecho de propiedad privada, Bogotá, Themis, 1979, p. 62. 
104 Término utilizado en la Contituição Federal de 1988, preámbulo. 
105  PERALTA, Ramón, La interpretación del ordenamiento jurídico conforme la norma fundamental del 

Estado,   Madrid, Mostoles, 1994, p. 90. 
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interpretar el derecho de propiedad y la función social de ésta106. La dignidad de la 

persona humana ha permitido delimitar en ciertas ocasiones el ámbito protegido por los 

derechos fundamentales.107 

 

Así, el legislador ordinario, además de respetar el procedimiento formal establecido en 

la Constitución para la elaboración de las leyes, está obligado a dotar a las 

disposiciones legislativas de un contenido que, en todo caso, sea materialmente 

conforme con los principios, valores y derechos fundamentales. Como subraya  

Fioravanti: 

Con las constituciones democráticas de este siglo vuelve a 

primer plano otro aspecto, el de la constitución como norma 

directiva fundamental (costituzione-indirizzo), que dirige a los 

poderes públicos y condiciona a los particulares de tal manera 

que asegura la realización de los valores constitucionales.108  

Todos los poderes públicos, por supuesto, se mueven entonces dentro del llamado 

núcleo duro del derecho constitucional 109 . Además, los representantes del pueblo 

brasileño se reunieron en Asamblea Constituyente para instituir un Estado 

Democrático, destinado a asegurar el ejercicio de los derechos sociales e individuales, 

la libertad, la seguridad, el bienestar, el desarrollo, la igualdad y la justicia social como 

valores supremos de una sociedad fraterna, pluralista y sin prejuicios110. 

                                                 
106 TEPEDINO, Maria Celina, A caminho de um direito civil constitucional, en Revista de Direito Civil  

Imobiliário, Agrário e Empresarial, año 17, Julio-setiebre de 1993, p. 45.  
107 GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, Ignacio, Dignidad de la persona y derechos fundamentales, Madrid, 

Marcial Pons, 2005, p. 105 y s. 
108 FIORAVANTI, Maurizio, Los derechos fundamentales, Madrid, Trotta, 1996, p. 129; En España, en 

término muy similar, véase  TOPER, Michel,  Por una Teoría Jurídica del Estado, Madrid, Dykinson, 

2001. 
109  DIEZ-PICAZO, Luis, derechos fundamentales, en LOPEZ PIÑA, Antonio (Coord), La garantía 

constitucional de los derechos fundamentales,  Madrid, Civitas, 1991, p. 291. 
110  Véase Preámbulo constitucional. Sobre el tema, véase SARLET, Ingor Wolfgang, op. cit., pp. 111 y 

ss. 
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Cuando se declara que todos son iguales ante la ley, en el Art. 5, hay entonces una 

exigencia de igualdad en la aplicación del derecho. Éste es el contenido inicial de la 

igualdad formal; pero tal contenido no se resume a eso, la igualdad en la Constitución 

de 1988 adquiere un contenido material derivado de un derecho comprometido con 

valores y principios asumido por el Poder constituyente de 1988111.  

 

No obstante, Miranda discurriendo sobre el tema de la igualdad material destaca que 

“sabemos que esta igualdad material no se ofrece, se crea; no se propone, se realiza, no 

es un principio, sino una consecuencia.  Así, el contenido del derecho a la igualdad 

consiste siempre en un comportamiento positivo”.112 

 

Al aplicarse esto a la cuestión agraria en Brasil, no se puede negar que tanto el derecho 

a la vida digna como el derecho a la igualdad material corresponden directamente a las 

exigencias más elementales de los campesinos frente al derecho de propiedad113. El 

derecho de propiedad no es, en las rúbricas constitucionales de los derechos y garantías, 

uno de los derechos fundamentales ilimitados114. 

 

Hay, pues, una forma de establecer, sobre la base de una especial cualificación del 

derecho de propiedad conectado con la igualdad, el carácter fundamental de 

accesibilidad a la propiedad. Para López y López la igualdad entendida de manera 

sustancial impondría a la función social como una de sus metas el acceso a la propiedad 

por parte de los que carecen de ella115.  

 

                                                 
111  FARIAS, Edimilson Pereira de, Colisão de Direitos. A Honra, a Intimidade, a Vida Privada e a 

Imagem versus a Liberdade de Expressão e Informação, Porto Alegre, Fabris, 1996, p. 54. 
112  MIRANDA, Jorge, Contributo para uma teoria da inconstitucionalidade, Coimbra, ed. Coimbra, 

1996, p. 71. 
113 Véase Relatorio Nacional da Comissão Pastoral 2002; Relatório Nacional da Comissão Pastoral 

2003; Relatório Nacional da Comissão Pastoral 2003; Relatório Nacional da Comissão Pastoral, 2005, 

Relatório Nacional da Comissão Pastoral 2006. 
114 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., pp. 45 y ss.  
115 Véase LÓPEZ Y LÓPEZ, Ángel M., La Disciplina Constitucional de la Propiedad Privada, Madrid, 

Tecnos, 1988, p. 49. 



Capítulo I 

48 

El autor, en estudio a la Constitución española de 1978, llama la atención para la 

doctrina italiana, para la cual la cláusula de accesibilidad a la propiedad sería 

precisamente el trámite que instituiría la directa relación entre principio de igualdad 

sustancial y función social, “de tal modo que brotaría, como uno de los posibles fines 

de ésta, la indicada consecución del acceso, por parte de todos, a la propiedad”116. 

 

Cuando la Constitución brasileña declara que la República Federativa de Brasil, se 

constituye en Estado Democrático de Derecho significa así, no solo que los ciudadanos 

deben cumplir el derecho que promulga el legislador constituyente como representante 

de la voluntad del pueblo, sino al mismo tiempo que el legislador ordinario está sujeto y 

limitado por  el principio de la dignidad de la persona conectado con los Derechos y 

Garantías Fundamentales que les son inherentes, de acurdo con la Constitución, y que 

ésta desarrolla en el Título I y en el Título II. 

 

1.2.3. Los principios fundamentales en la Constitución117 de 1988 

 

                                                 
116 LÓPEZ Y LÓPEZ, Ángel M., op. cit., p. 49. 
117 “TITULO I DOS PRINCÍPIOS FUNDAMENTAIS – Art. 1º. A República Federativa do Brasil, 

formada pela união indissolúvel dos Estados e Municípios e do Distrito Federal, constitui-se em Estado 

Democrático de Direito e tem como fundamento I – a soberania; II - a cidadania; III – a dignidade da 

pessoa humana ; IV – os valores sociais do trabalho e da livre iniciativa; V – o pluralismo político. 

Parágrafo único. Todo poder emana do povo, que o exerce por meio de representantes eleitos ou 

diretamente, nos termos desta Constituição. Art.  2º. São Poderes da União, independentes harmônicos 

entre si, o Legislativo, o Executivo e o Judiciário. Art.  3º. Constituem objetivos fundamentais da 

República Federativa do Brasil: I - construir uma sociedade livre, justa e solidária; II – garantir o 

desenvolvimento nacional; III – erradicar a pobreza e a marginalização e reduzir as desigualdades sociais 

e regionais; IV – promover o bem de todos, sem preconceitos de origem, raça, sexo, cor, idade e 

quaisquer outra forma de discriminação. Art.  4º. A República Federativa do Brasil rege-se nas suas 

relações internacionais pelos seguintes princípios: I – Independência nacional; II - Prevalência dos 

direitos humanos; III – autodeterminação dos povos; IV – não-intervenção; V – igualdade entre os 

Estados; VI – defesa da paz; VII - solução pacífica dos conflitos; VIII – repúdio ao terrorismo e ao 

racismo; IX – cooperação entre os povos; X – concessão de asilo político. Parágrafo único. A República 

Federativa do Brasil buscará a integração econômica, política, social e cultural dos povos da América 

Latina, visando à formação de uma comunidade latino-americana de nação”.[destaque nuestro] 
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Los principios fundamentales en la Constitución se abordan en el Titulo I  y este lugar 

de preeminencia no tiene precedente en derechos históricos brasileños118.  Podríamos 

pensar en una confusión del legislador constituyente en lo que respecta a las 

definiciones de principios, fundamento y objetivo. Pese a ello, resulta evidente que con 

la expresión “Dos Princípios Fundamentais” el Título I de la Constitución extiende la 

definición de los principios a la totalidad de los Artículos (1, 2, 3 y 4 de la 

Constitución) comprendidos en el mismo. Ello significa, sin lugar a dudas, que ha de 

atribuirse ese carácter a todos los artículos de dicho Título conforme a los cuales ha de 

interpretarse la totalidad del ordenamiento jurídico brasileño, y por lo tanto, también el 

derecho privado y el Código Civil.  Es decir, los principios constitucionales actúan 

como una guía interna y como criterio inspirador de las normas civiles y otras normas 

reguladoras de derechos119. 

 

Los principios proclamados en el Titulo I de la Constitución se encuentran 

estrechamente conectados con los valores constitucionales consagrados en el 

Preámbulo Constitucional 120 . Pues bien, entre los principios fundamentales, la 

Constitución de 1988 coloca, en su Art. 1, apartado III, la dignidad de la persona 

humana. Eleva, así, a la dignidad humana a la categoría de principio fundamental, lo 

que proporciona unidad de sentido a los derechos fundamentales. Dicho de otra forma, 

el contenido axiológico del principio de la dignidad humana se exterioriza en todos los 

derechos fundamentales.  

 

                                                 
118 La Constitución de 1988 fue la primera en la historia del constitucionalismo brasileño que concibió un 

título propio destinado a los principios fundamentales en la propia introducción al texto, inmediatamente 

después del preámbulo y antes de los derechos fundamentales. Mediante dicho mecanismo la Asamblea 

Constituyente de 1987/1988 expuso de forma clara e inequívoca su intención de otorgar a los principios 

fundamentales la característica de normas embajadoras e informativas de todo el orden constitucional, 

incluso de los derechos fundamentales, que también integran aquello que puede denominarse núcleo 

esencial de la Constitución material. 
119 PERLINGIERI, Pietro, Introdução ao Direito Civil Constitucional, Rio de Janeiro, Renovar, 1999,          

p. 220. Sobre los prncipios e valores constitucionales véase, tambiém, ARAGÓN REYES. M., 

Constitución y Democracia, en Temas Claves de la Conatitución Española, Madrid, Tecnos, 1989. 
120 SARLET, Ingor Wolfgang, op. cit.,  pp. 106 y ss. 
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Resulta, entonces, que, por estar la Constitución de 1988 presidida por el principio de 

dignidad humana,  todos los derechos fundamentales, quedan impregnados por ese 

principio121 y, en consecuencia, queda impregnado también, en particular, el derecho de 

propiedad y su función social (Art. 5 aparatados XXII y XXIII).  

 

Hemos usado profusamente los términos “dignidad humana” y “dignidad de la persona 

humana”. Nos parece útil aclarar, aunque breve y sucintamente, qué entendemos por 

“dignidad”.  

 

La palabra dignidad es abstracta y se refiere a la “calidad de digno”122. Deriva del 

adjetivo latino dignus, a, um, que  se traduce por “valioso”. Aplicada en concreto a los 

hombres y mujeres, es una palabra que remite al valor intrínseco de cada persona, 

independientemente de factores externos123. La dignidad se basa en el reconocimiento 

de la persona como ser digno de respeto. Lo digno, porque tiene valor, debe ser siempre 

respetado y bien tratado. En el caso de hombres y mujeres su dignidad reside en el 

hecho de que son, no un qué, sino quién, un ser único, insustituible, dotado de 

intimidad, de inteligencia, voluntad, libertad, capacidad de trabajo, capacidad de amar y 

relacionarse a los demás124. La persona es un ser absoluto, en el sentido de algo único, 

irreductible a cualquier otra cosa. Sí es cierto que, la dignidad se manifiesta 

singularmente en la autodeterminación consciente y responsable de la propia vida125. 

Gutiérrez señala que: 

                                                 
121 SARLET, Ingor Wolfgang, op.cit., p.109.  
122 Según el diccionario enciclopédico El Ateneo (t. II), el significado de la palabra dignidad es: “la 

calidad de digno; que merece algo, en sentido favorable o adverso; correspondiente, proporcionado al 

mérito y condición de una persona o cosa”. 
123 La dignidad significa para Kant, tal y como expresa en su obra Fundamentación de la metafísica de 

las costumbres, que la persona humana no tiene precio, sino dignidad. Aquello – dice Kant – que 

constituye la condición para que algo sea un fin en sí mismo, eso no tiene meramente valor relativo o 

precio, sino un valor intrínseco, esto es, dignidad” KANT, Immanuel, Fundamentación de la metafísica 

de las costumbres, p. 35. 
124 CASTAN TOBEÑAS, José, Los Derechos del Hombre, Madrid, Reus, 1992, p. 24. 
125 Sobre el tema, véase,  entre otros autores, GONZÁLEZ PÉREZ, J., La Dignidad Humana de la 

Persona, Madrid: Civitas, 1983; FERNÁNDEZ, E., Dignidad humana y ciudadanía cosmopolita – 
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Si la concreción de la imagen del hombre corresponde en última 

instancia al hombre real, es preciso reconocer a cada hombre la 

capacidad de decidir sobre el alcance de su dignidad de acuerdo 

con su propia responsabilidad126.  

 

Así pues, el reconocimiento constitucional de la dignidad humana como principio 

fundamental debe garantizar las posibilidades de desarrollo de cada identidad 

personal127 y, de este modo, la legitima pluralidad efectiva de los hombres y mujeres en 

función del ejercicio legítimo de las libertades128 . Por eso la preocupación por la 

dignidad de la persona humana es hoy universal y las declaraciones de los derechos 

humanos la reconocen129, y tratan de proteger e implementar el respecto que merece a 
                                                                                                                                               
Cuadernos Bartolomé de las casas – Instituto de Derechos Humanos, Universidad Carlos III. Madrid, 

Dykinson, 2001. 
126 GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, Ignacio, Dignidad de la persona y derechos fundamentales, Madrid, 

Marcial Pons, pp. 26 y ss. 
127 El valor que tiene el reconocimiento constitucional de la dignidad humana es el servir de pauta 

interpretativa de las normas jurídica. En este sentido, una sociedad verdaderamente democrática a la que 

se refiere la propia Constitución de 1988 (Art. 1) debe dar prioridad a ultranza a los derechos esenciales 

que atañen a la dignidad de la persona. 
128 Sin embargo,  PECES-BARBA señala que en su origen dignidad humana no es un concepto jurídico 

como puede ser el derecho subjetivo, ni tampoco político como Democracia o Parlamento, sino más bien 

una construcción de la filosofía para expresar el valor intrínseco de la persona derivado de una serie de 

rasgos de la identificación que la hacen única e irrepetible, que es el centro del mundo y que está 

centrada en el mundo. La persona es un fin que ella misma decide sometiéndose a la regla, que no tiene 

precio y que no puede ser utilizada como medio, por todas las posibilidades que encierra su condición 

que suponen esa idea de dignidad humana en el punto de partida (PECES-BARBA G., Ética Poder y 

Derecho, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1995, pp.65 y ss.). 
129 En las normas de Derecho internacional reguladora de Derechos Humanos es frecuente la referencia a 

la dignidad de la persona humana. En ocasiones la referencia a la dignidad de la persona humana en 

forma de derecho. Así lo hace, por ejemplo, el Art. 11.1 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos: Toda persona tiene derecho (...) al reconocimiento de su dignidad. En otras ocasiones la 

dignidad aparece reconocida como fundamento de los derechos. Esto tiene lugar en multitud de normas. 

Entre ellas pueden señalarse la Declaración Universal de los Derechos Humanos. El Preámbulo de la 

Declaración afirma – en el primer considerando – que: la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen 

por base el reconocimiento de la dignidad (...); el quinto considerando del Preámbulo afirma que: los 
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lo largo y ancho del mundo130. Como señala Castan Tobeñas, “la dignidad parece ser el 

único concepto reconocido de manera universal e incontrovertida como fundamento de 

los derechos humanos en los textos jurídicos internacionales”131. 

 

Al considerar la cuestión agraria en Brasil, la información axiológica del concepto de 

derecho de propiedad está presidida por los principios fundamentales de la República 

Federativa de Brasil, entre los cuales se encuentra la dignidad humana, principio 

fundamental para la democracia sancionada por el Art.1 apartado III de la 

Constitución132. El precepto se conecta con el Art. 3, de la misma, que fija otros 

principios  fundamentales de la República Federativa, a saber:  

 

I - Construir una sociedad libre, justa y solidaria  

II - Garantizar el desarrollo nacional  

III - Erradicar la pobreza y la marginalidad y reducir las 

desigualdades sociales y regionales  

IV - Promover el bien de todos, sin prejuicios de origen, raza, sexo, 

color, edad, o cualquier otra forma de discriminación.133 

 

Los principios constitucionales mencionados, son, a su vez, límites que frenan la 

excesiva libertad del derecho de propiedad como derecho fundamental134. Es decir, 
                                                                                                                                               
pueblos de la Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en (...) la dignidad y el valor de la 

persona (...). El Artículo primerpo de la Declaración Universal proclama que: todos los seres humanos 

nacen libres e iguales en dignidad (...). 
130 CANÇADO TRINDADE, A. A., O Brasil e o Pacto Internacional dos Direitos Econômicos, Sociais e 

Culturais, en Lower House, Human Rights Commission, Report of the Conference on Human Rights, 

(Publications Coordinatio Unit), Brasilia, 2000, p.18. 
131 CASTAN TOMEÑAS, José, Los derechos del hombre, Madrid, Reus, 1992, p. 24. 
132 Constituição Federal de 1988,  Art. 1 - “La República Federativa de Brasil, formada por la unión 

indisoluble de los Estados y Municipios y del Distrito Federal, se constituye en Estado Democrático de 

Derecho y tiene como fundamentos: I - la soberanía; II - la ciudadanía; III - la dignidad de la persona 

humana; IV - los valores sociales del trabajo y de la libre iniciativa; V - el pluralismo político”. 
133 Véase Constituição Federal de 1988,  Art. 3. 
134 SARLET, Ingor Wolfgang, op. cit., p. 121.  Sobre los límites de los derechos fundamentales, en 

España, véase CAMAZANO, Brage Joaquín, Los Límites a los Derechos Fundamentales, Madrid, 

Dykinson, 2004, pp. 77 y ss. 
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frente a la concentración de la propiedad rural en detrimento de los derechos 

fundamentales de la colectividad135. Esos límites se deducen de una interpretación 

unitaria y sistemática de la Constitución ante la colisión con derechos fundamentales de 

terceros u otros valores de rango constitucional136.  

 

De este modo, el principio fundamental establecido en el Art.  3, apartado III de la 

Constitución de “Erradicar la pobreza y la marginalidad y reducir las desigualdades 

sociales”,  tiene el mismo rango, eficacia  y fuerza normativa que la Constitución que 

lo ha positivado. Su consagración en categoría constitucional, por supuesto, altera su 

tradicional eficacia jurídica, relegada por el “Estatuto da Terra”, para situarlo en ese 

lugar privilegiado que les confiere el formar parte de la Norma Suprema del Estado 

Democrático137. 

 

En esta misma línea, entendemos que los  apartados  XXII y XXIII, del artículo 5  de 

nuestra Constitución no pueden ser artificialmente separados.138  Por lo tanto, si los dos 

apartados no pueden ser artificialmente disociados, la dimensión individual y social del 

derecho de propiedad tampoco podrá serlo. 

 

                                                 
135 CRETELLA JÚNIOR, José, Comentários à Constituição Brasileira de 1988. Rio de Janeiro, Forense, 

1997, p.187. En términos muy similares encontramos la obra de LEAL, Gesta Rogério, A função social 

da propriedade e da Cidade no Brasil, Santa Cruz do Sul, Edunisc, 1998, p. 154. 
136 CAMAZANO, Brage Joaquín, Los limites a los derechos fundamentales, Madrid, Dykinson, 2004, p. 

215. 
137 Sobre la Norma Suprema del Estado Democrático, véase AGUIAR DE LUQUE, L., Costumbre 

constitucional, en  ARAGON REYES, M. (Coord), Temas básicos de Derecho Constitucional, Madrid, 

Civitas, 2001, pp. 43-45. Véase, también,  ÁLVAREZ CONDE, E., Curso de Derecho Constitucional, 2ª. 

Ed., v. I, Madrid, Tecnos, 1996, pp. 55 y ss; ARAGON REYES, M., Principios Constitucionales, en 

ARAGON REYES, M., (Cood.), Temas básicos de Derecho Constitucional, Madrid, Civitas, 2001, pp. 

39-43; BALAGUER CALLEJÓ, F., Las fuentes del Derecho, en BALAGUER CALLEJÓ, F. (Coord.), 

Derecho Constitucional, v. I, 2ª. ed., Madrid, Tecnos, 2004, pp. 61- 68.  
138 BARRETO, Cunha, As novas exigências do direito renovado, en Revista Forense, v. 116, Rio de 

Janeiro: Forense, 1948, p. 285; FERREIRA, Valdemar, O conteúdo econômico da Constituição 

brasileira de 1946, en  Revista Forense, v. 122, Rio de Janeiro, Forense, 1949, p.17.  
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Además, la función social de la propiedad entre los derechos y garantías fundamentales 

también puede considerarse como proyección de la efectiva realización de igualdad 

material (Art. 5, Encabezamiento) en el marco de la utilización de los bienes 

(propiedad), pues contribuye para una distribución de renta y riqueza139 más equitativa 

en aras de superar la gran desigualdad de hecho en el medio rural brasileño140.  

 

Sin embargo, aunque no basta que el Poder Constituyente reconozca una serie de 

principios y derechos fundamentales en la Constitución. A esos principios y derechos le 

corresponde al Estado: al Poder Ejecutivo,  al Poder Legislativo y al Poder Judicial el 

deber de hacerlos efectivos141.  

 

Sabemos que hay una estrecha relación entre política y derecho142, si antes el derecho 

quedaba subordinado a la política como su instrumento, ahora también la política se 

                                                 
139 Sobre el tema distribución de renta y riqueza véase la obra de RAWLS, John, Teoría de la Justicia, 

México, Fondo de Cultura Económica, 1971. 
140 ALFONSIN, Jacques Távora, A terra como objeto de colisão entre o direito patrimonial e os direitos 

fundamentais, en Revista de estudos jurídicos, núm. 86,  São Leopoldo, UNISINOS, 1999 p. 131. El 

autor recuerda que el llamado crecimiento económico es usado como fórmula para excluir cualquier otra 

prioridad que pretenda la satisfacción de las necesidades vitales de alimentación y vivienda.” 

(ALFONSIN, Jacques Távora, op.cit., pp. 132). 
141 LOBATO, Anderson Cavalcante, O reconhecimento e as Garantias Constitucionais dos Direitos 

Fundamentais, Cadernos de Direitos Constitucional e Ciências Políticas, São Paulo, Nova Cultural, 

1997, p. 70; BARACHO, José Alfredo de Oliveira, Direito Processual Constitucional, Belo Horizonte, 

Fórum, 2008.  Véase, también, FERRAJOLI, L., El Estado constitucional de derecho hoy, en ANDRÉS 

IBÁÑEZ, P. (Coord.), Corrupción y Estado de Derecho. El papel de la jurisdicción, Madrid, Trotta, 

1996, 24 (Trad. Perfecto Andrés Ibáñez). 
142 FERRAJOLI ya ha afirmado que en el paradigma del Estado constitucional de derecho, la relación 

entre derecho y política se invierte y ya no se concibe más el derecho como instrumento de la política, 

sino que es ésta la que se convierte en instrumento para actuación del derecho. (FERRAJOLI, L., El 

Estado constitucional de derecho hoy, en ANDRÉS IBÁÑEZ, P. (Ed.), Corrupción y Estado de Derecho. 

El papel de la jurisdicción, Madrid, Trotta, 1996; FERRAJOLI, L., El Garantismo y la Filosofía del 

Derecho, Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2000, p.170 (Trad. Gerardo Pisarello, Julio 

Estrada y José Manuel Díaz Martín). 
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convierte en instrumento de actuación del derecho, sometida a los vínculos y límites 

impuestos por los derechos fundamentales143. 

 

Así, es como tanto el vínculo que corresponde en general al derecho de propiedad no 

puede ser violado, como el límite generado por la función social de la propiedad debe 

ser respetado, para que aquel, no viole derechos fundamentales de terceros.  Los 

derechos fundamentales, garantizados a todos, no pueden ser violados y nadie puede 

impedir que sean satisfechos.  

 

La dignidad humana como hemos visto es inseparable del ser humano. Como una 

brújula que orienta todo el ordenamiento  jurídico, la dignidad humana, en todos sus 

aspectos, físicos(o externos) y morales, está por encima de los poderes del Estado144. 

Sucede que la dignidad humana sólo puede realizarse mediante la satisfacción de las 

necesidades básicas de la persona145.  

 

Este principio, conceptuado como fundamental por la norma constitucional, constituye 

la clave del orden de principios del sistema jurídico-político brasileño, pues está 

destinado a vertebrar, a articular, todos los demás principios y derechos que aparecen 

en nuestro sistema jurídico146. 

 

De ahí la importancia del reconocimiento de la función social de la propiedad en el 

capitulo de los derechos y garantías fundamentales en la Constitución de 1988. De esta 

forma, en la perspectiva de un derecho constitucional147, la propiedad rural posee una 

                                                 
143  FERRAJOLI, L., Los Derechos Fundamentales en la Teoría del Derecho, en CABO, A. Y 

PISARELLO, G. (Ed.), Los Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001 p.171 

(Trad. Antonio de Cabo y Gerardo Pisarello). 
144 CASTAN TOBEÑAS, José, op. cit., p. 24; GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, Ignacio, Dignidad de la 

persona y derechos fundamentales, Madrid, Marcial Pons, 2005. 
145 STRECK, Lenio Luiz  e  MORAES, Bolzan José Luis, Ciência Política e Teoria Geral do Estado, 

Porto Alegre, Livraria do Advogado, 2000, p. 91. 
146 LOBATO, Anderson Cavalcante, op. cit., p. 72. 
147  HESSE, Konrad, Derecho Constitucional y Derecho Privado, Madrid, Centro de Estudios 

Constitucionales, 1995,  p. 348.  
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función social, basada en el respeto a la dignidad de la persona humana y a sus 

derechos fundamentales148 . Este reconocimiento es la base de sustentación de una 

sociedad justa, solidaria, menos desigual, y dentro de un medio ambiente más 

equilibrado, que a los poderes públicos cabe construir con base en los principios 

fundamentales, como impone la Constitución 149 . Además, las necesidades de la 

convivencia y del todo social no pueden afectar jamás a los hombres y mujeres en su 

valor de persona, o sea, a su plenitud150. 

 

En efecto, los principios constitucionales, además de servir para interpretar normas, 

también pueden alcanzar “proyección normativa” tanto por obra del legislador como 

del juez151. Así, el legislador puede transformar un principio en ley. También el juez, 

por defecto de norma (fuente subsidiaria) puede extraer del principio jurídico la regla 

para el caso152. Esto hace que  PÉREZ LUÑO llegue a afirmar que: 

 

Los principios, por su parte, entrañan un grado mayor de 

concreción y especificación que los valores respecto a las 

situaciones a las que pueden ser aplicados y a las consecuencias 

jurídicas de su aplicación153. 

                                                 
148  MORAES, José Diniz de,  A função social da propriedade e a Constituição de 1988, São 

Paulo, Malheiros, 1999, pp. 89 y ss. 
149 Para FERRAJOLI, el futuro del constitucionalismo jurídico y de la democracia se articula en tres 

direcciones: en un constitucionalismo global, sumado al estatal; en un constitucionalismo social, sumado 

al liberal; y en un constitucionalismo de derecho privado, sumado al estatal (FERRAJOLI, L., Los 

Fundamentos de los Derechos Fundamentales, en CABO, A. Y PISARELLO, G. (Coord.), Los 

Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001, pp. 374-375 (Trad. Antonio de 

Cabo y Gerardo Pisarello). 
150 CASTAN TOBEÑAS, José, op. cit., p. 25. 
151 ARAGÓN REYES, Manuel, Constitución y Democracia, Madrid, Tecnos, 1989,  p. 86. 
152 CANOSA USERA, Raúl, Interpretación constitucional y Fórmula Política, Madrid, Centro de 

Estudios Constitucionales, 1998. 
153 PEREZ LUÑO, E. A., Estado social y derechos fundamentales, en Derechos Humanos, Estado de 

Derecho y Constitución, Madrid, Tecnos, 1984, pp. 291-292.  
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Por su parte, Dworkin concibe los principios como estándares o cláusulas genéricas que 

enuncian un modo de ser del derecho. Para el autor, “los principios ofrecen argumentos 

para decidir”154.  Pero, el autor señala que: 

 

 Los principios son dinámicos, cambian con rapidez y no hay una 

jerarquía preestablecida entre ellos, lo que torna más difícil 

encontrar la ”respuesta correcta” para los casos difíciles155.  

 

En la medida en que los principios no devienen de un proceso meramente 

contemplativo, sino que, al contrario, constructivo156, se exige un razonamiento del 

juez, que, tras balancear los principios, debe decidirse por el que tiene más peso.  

 

Para Cittadino157 la teoría de Dworkin no propone, así, un procedimiento mecánico para 

demostrar cuales son los derechos de las partes en los casos difíciles, sino que crea el 

juez Hércules158.  Es decir:  

 

el juez que acepta que las leyes tienen el poder general de crear 

y extinguir derechos, y que los jueces tienen el deber general de 

ajustarse a las decisiones anteriores de su tribunal o tribunales 

superiores cuyas bases lógicas abarquen el caso que tienen entre 

manos159.   

 

                                                 
 154 Un  repaso a las  interpretaciones constitucionales se encuentra en DWORKIN, Ronald, los derechos 

en serio, Barcelona, Ariel, 1984.  
155 DWORKIN, Ronald, op cit., p. 87. 
156  CITTADINO, G. O., Pluralismo, Direito e Justiça Distributiva. Elementos da Filosofia 

Constitucional Contemporânea, Rio de Janeiro, Lumen Juris, 2000, p. 187. 
157 CALSAMIGLIA, A.,  Ensayo sobre Dworkin. En  Los derechos en serio, Barcelona, Ariel, 2002, p. 

14. 
158 DWORKIN imagina que “Hércules” está dotado de habilidad, paciencia y perspicacia sobrehumanas, 

y supone que él acepta las principales normas constitutivas y regulativas no controvertidas del derecho en 

su jurisdicción. 
159 DWORKIN, Ronald, op. cit., p.177. 
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Digan lo que digan, no cabe duda que los “principios fundamentales” declarados en la 

Constitución de 1988 deben ser considerados como referencia ante cualquier 

interpretación del derecho de propiedad, y es evidente que la actual realidad agraria 

brasileña contradice dichos “principios fundamentales”. Los datos son elocuentes. 

Según el Instituto Brasileño de Análisis Sociales y Económicas (IBASE), hay 

20.291.412 (veinte millones doscientos noventa y un mil, cuatrocientas doce) hectáreas 

de tierra que pertenecen a veinte latifundistas, los veinte mayores dueños de 

propiedades rurales, siendo que existen siete con más de un millón de hectáreas y nueve 

con más de 500 mil hectáreas. Mientras estos veinte propietarios detentan el control de 

más de 20 millones de hectáreas, una investigación, paradójicamente realizada por el 

Instituto de Pesquisas Económicas e Aplicadas - IPEA, (Instituto de Investigaciones 

Económicas y Aplicadas) del Ministerio de Planificación, en 1993, divulgó los datos 

que se volvieron conocidos como O Mapa da Fome160, que revela la existencia de 32 

millones de personas que pasan hambre todos los días en Brasil161. Entre esos datos, se 

cuentan aproximadamente 16 millones de personas que viven en el medio rural162. 

 

Para combatir esta realidad la Constitución de 1988 conecta el principio de la dignidad 

de la persona humana con el imperativo de la erradicación de la pobreza y la 

marginalización, y la reducción de las desigualdades sociales y los declara principios 

fundamentales de la República Federativa.  

 

Por otro lado, el párrafo 2 del Art. 5163 permite la abertura de la Constitución a otros 

derechos fundamentales164, siempre que sean derivados de los principios adoptados por 

                                                 
160  El mapa del hambre. 
161 STRAHM, Rudolf H., Subdesenvolvimento. Por que somos tão pobres?- Petrópolis, Vozes, 1991, p. 

41. El autor analiza el hambre en el mundo con datos retirado de la FAO y del Banco Mundial, y 

argumenta que: “El hambre no es simplemente una fatalidad. El hambre y la desnutrición no provienen, 

por lo tanto, de una penuria alimentaria, son consecuencias de una distribución desigual” (STRAHM, 

Rudolf H., op. cit., pp. 41 y ss). 
162 Véase datos del  Instituto Brasileiro de Análises Sociais e Econômicas (IBASE) -  Brasil, 1997. 
163 Art. 5º § 2º - “Os direitos e garantias expressos nesta Constituição não excluem outros decorrentes do 

regime e dos princípios por ela adotados, ou dos tratados internacionais em que a república federativa do 

Brasil seja parte”. 
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el Texto Constitucional165. Estos imperativos configuran un verdadero conjunto general  

de tutela y promoción de la igualdad material considerada como valor superior por el 

ordenamiento jurídico166. 

 

Los “principios fundamentais” son, además, el punto de partida, la brújula, para la 

interpretación o aplicación de todo el ordenamento jurídico brasileño. Como hemos 

dicho, la Constitución de 1988 adoptó, en su preámbulo y en el Art. 1, la expresión de 

Estado Democrático de Derecho. A esta expresión no puede vincularse la idea de 

inviolabilidad de la propiedad, ya que, en realidad, la inviolabilidad de la propiedad en 

el preámbulo constitucional es fruto de la negociación entre las concepciones liberales 

y socializantes de Estado y los intereses representados en la Asamblea Constituyente de 

1987/1988167.  

 

Sin embargo, el mismo legislador constituyente  limitó el derecho de propiedad a través 

de la función social que la misma está llamada a cumplir en el Art. 5 apartado XXIII. 

Por esta razón, muchas veces, encontramos preceptos constitucionales aparentemente 

contradictorios entre sí, o que dejan serias dudas sobre su modo de aplicación. Para 

Lobato “sólo la idea de intereses creados puede explicar esa contradicción”, pero 

también puede contribuir a la interpretación de esos preceptos 168.  

La Constitución de 1988 muestra claramente esa contradicción política, cuando por un 

lado garantiza el derecho de propiedad entre los derechos fundamentales en el Art. 5 

apartado XXII y, por otro lado, declara que la propiedad atenderá a su  función social 

en el mismo Artículo, apartado  XXIII.  

 

                                                                                                                                               
164 En Brasil, sobre la abertura de la Constitución, véase CARVALHO NETO, Menelick, Requisitos 

pragmáticos da interpretação jurídica sob o paradigma do Estado Democrático de Direito, Belo 

Horizonte, UFMG, 1999. 
165 Constituição Federal de 1988, Art. 5, Párrafo 2 . 
166 SARLET, Ingo Wolfgang, Os direitos fundamentais na Constituição de 1988, Porto Alegre, Livraria 

do Advogado, 1999, p. 177.  
167 LOBATO, Anderson Cavalcante, Os Reconhecimentos e as Garantias Constitucionais dos Direitos 

Fundamentais, en Cadernos de Direito Constitucional e Ciência Política, núm. 22. São Paulo, RT., 1998. 
168 LOBATO, Anderson Cavalcante, op. cit., pp. 147 y ss. 
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La positivación de los derechos fundamentales como límites y vínculos al legislador 

ordinario representa una verdadera revolución en la naturaleza del derecho169. Ferrajoli 

señala que la democracia constitucional170
 que surgió en la segunda posguerra, y que 

está configurada en los ordenamientos estatales democráticos, produjo un cambio 

respecto al paradigma positivista clásico. Tras la catástrofe de la segunda guerra, se 

comprendió, por ejemplo, que el principio de mera legalidad era insuficiente respecto a 

los abusos de la legislación171. 

 

La validez de la ley ya no se basa tan sólo en su vigencia (validez formal) sino, 

principalmente, en su validez material. Para Ferajoli: 

 

La producción de leyes está determinada, normalmente con 

rango constitucional, tanto por normas formales sobre la 

competencia y los procedimientos para formación de normas, 

                                                 
169  Para FERRAJOLI, la rigidez de la constitución o la garantía de dicha rigidez es la verdadera 

invención del siglo XX. (FERRAJOLI, L.,  El garantismo y la Filosofía del Derecho, Colombia, 

Universidad Externado de Colombia, 2000, pp. 161-162 (Trad. Gerardo Pisarello, Julio Estrada y José 

Manuel Díaz Martín).  
170 Para FERRAJOLI, el paradigma de la democracia constitucional es hijo de la filosofía contractualista, 

tanto en el sentido de que las constituciones son pactos sociales de convivencia civil impuestos 

históricamente por movimientos revolucionarios a los poderes públicos como fuentes de su legitimidad, 

como en el sentido de que la idea del contrato social es una metáfora de la democracia: de la democracia 

política, dado que alude al consenso de los contratantes y, por consiguiente, vale para fundar, por primera 

vez en la historia, una legitimación del poder político desde abajo; pero también una metáfora de la 

democracia sustancial, puesto que este contrato no es un acuerdo vacío, sino que tiene como cláusulas y a 

la vez como causa precisamente la tutela de los derechos fundamentales, cuya violación por parte del 

soberano legitima la ruptura del pacto y el ejercicio del derecho de resistencia. (FERRAJOLI, L., Los 

Fundamentos de los Derechos Fundamentales, en CABO, A. Y PISARELLO, G. (ed.), Los 

Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001, pp. 381 (Trad. Antonio de Cabo y 

Gerardo Pisarello).  
171 FERRAJOLI, L., Derechos Fundamentales, en CABO, A. y PISARELLO, G. (ed.), Los Fundamentos 

de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001, pp. 52 -54 (Trad. Perfecto Andrés Ibáñez). 
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como por normas sustanciales, como el principio de la igualdad 

y los derechos fundamentales172. 

 

Es en este contexto que analizaremos el derecho de propiedad en la Constitución 

brasileña de 1988. Entre los apartados del Art. 5º de dicha Constitución, el  XXII, el 

derecho de propiedad, y el apartado XXIII, la función social de la propiedad, son 

puntos esenciales en el desarrollo del presente trabajo de investigación, el cual 

enmarcamos concretamente la propiedad rural. 

 

 

1.2.4. El derecho de propiedad como derecho fundamental 

 

En la segunda mitad del siglo XVIII la expresión derechos del hombre pasó a sustituir 

la expresión clásica derechos naturales. El nuevo término derechos del hombre fue 

popularizado en la famosa obra de Thomas Paine, The rights of the man, de 1791-1792.  

 

También el término “derechos fundamentales” surgió en el siglo XVIII, en el marco del 

movimiento político francés que llevó a la Declaración de los Derechos del Hombre y 

del Ciudadano, en  1789. Ambas expresiones, derechos del hombre y derechos 

fundamentales revelan la aspiración del constitucionalismo iluminista por 

constitucionalizar, o sea, por convertir en derecho positivo, en preceptos del máximo 

rango normativo, los derechos naturales173.  PÉREZ LUÑO señala que: 

 

Derechos fundamentales representan el resultado del acuerdo 

básico de las diferentes fuerzas sociales, logrado a partir de 

relaciones de tensión y de consiguientes esfuerzos de 

cooperación encaminados al logro de metas comunes174. 

                                                 
172  FERRAJOLI, L., Derechos y Garantias. La ley del más débil, Madrid, Trotta, 2001, p. 21 (Trad. 

Perfecto Andrés Ibáñez y Andrea Greppi). 
173 PÉREZ LUÑO, E. Antonio, Los Derechos Fundamentales, Madrid, tecnos, 1991, pp. 32-33. 
174 PÉREZ LUÑO, E. Antonio, op. cit., p. 33. 
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La constitucionalización de los derechos fundamentales inyectó una dimensión 

“sustancial” no sólo en el derecho sino también en la democracia, en añadidura a la 

tradicional dimensión “política”, puesto que la Constitución ahora no sólo se limita a 

programar las formas de producción del derecho, sino que también determina sus 

contenidos175. 

 

Así, las normas formales de la Constitución que determinan el quién y el cómo de las 

decisiones garantizan la dimensión formal de la democracia política, mientras que las 

normas sustanciales de la constitución, las que establecen principios y derechos 

fundamentales, que se refieren a qué cosa no puede o debe ser decidida por la 

mayoría176, garantizando la dimensión material de la democracia sustancial177.   

 

En efecto, el derecho de propiedad, en Brasil, como hemos mencionado, hace parte del 

catálogo de los derechos fundamentales. No obstante, el Poder Constituyente de 1988 

regula el derecho de propiedad juntamente con la función social de la propiedad, en el 

Artículo 5 del  Capítulo I - de los derechos y deberes individuales y colectivos -  del 

Título II - de los derechos y garantías fundamentales178. Por tanto, el Titulo II de los 
                                                 
175  BOBBIO distingue entre democracia formal, que se refiere a forma de gobierno y democracia 

sustancial, que se refiere al contenido de esta forma. (BOBBIO, Norberto, Estado, Gobierno, Sociedad. 

Contribución a una teoría General de la Política, Barcelona, Plaza & Janes, 1987, p. 177 ( Trad. Luisa 

Sánchez Garcia). 
176  PISARELLO propone una lectura más “republicanista” de la teoría de FERRAJOLI. Véase 

PISARELLO, G.,  Ferrajoli y los derechos fundamentales. ¿Qué Garantías? en Jueces para la 

Democracia, núm. 41, 2001,  p. 8. 
177 FERRAJOLI, L., El garantismo y la Filosofía del Derecho, Colombia, Universidad Externado de 

Colombia 2000, pp.169-170 (Trad. Gerardo Pisarello, Julio Estrada y José Manuel Díaz Martín). 
178 En derecho comparado: El derecho de propiedad se encuentra reconocido en los –Artículo 17 de la 

Declaración francesa de Derechos del Hombre y del Ciudadano; los tres primeros párrafos del Artículo 

42 de la Constitución italiana; Artículo 14 de la Ley fundamental de Bonn; Artículo 62 de la Constitución 

portuguesa; Artículo 33, párrafos 1, 2 y 3  de la Constitución española; Artículo 17 de la Constitución 

griega; Artículo 73 de la Constitución danesa; Artículo 1º., párrafo 4º. Del capítulo 8º. de la Constitución 

sueca;  Artículo 107 de la Constitución Noruega; Artículo 11 de la Constitución belga; Artículo 16 de la 

Constitución de Luxemburgo; enmienda XIV, sección 1ª. de la Constitución  de los Estados Unidos de 

América; Artículo 17.1, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, PIDESC, Pacto San josé de 

Costa Rica etc. 
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derechos y garantías fundamentales supone un desarrollo, en la propia Constitución, de 

los valores y principios fundamentales. En concreto, la función social de la propiedad 

en el mismo Título de los derechos y garantías fundamentales representa un desarrollo, 

sobre todo, del valor superior de igualdad179 y del principio fundamental de la dignidad 

humana180. 

 

El Art. 5 de la Constitución de 1988 se refiere a la igualdad, a la propiedad y la función 

social de la propiedad con la siguiente redacción:  

 

Todos, sin distinción de ninguna naturaleza son iguales ante la 

ley, que garantiza a los brasileños y a los extranjeros residentes 

en el país la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a 

la igualdad, a la seguridad y a la propiedad181, en los términos 

siguientes: 

[...] 

XXII – Se garantiza el derecho de propiedad; 

XXIII - La propiedad atenderá a su función social; 

XXIV – La ley establecerá el procedimiento para la expropiación por 

necesidad o utilidad pública, o por interés social, mediante justa y 

previa indemnización en dinero, exceptuando los casos previstos en 

esta Constitución182; 

XXV – En caso de inminente peligro público, la autoridad competente 

podrá hacer uso de la  propiedad particular, asegurando al propietario 

indemnización posterior, si hubiera perjuicio o daño; 

XXVI- La pequeña propiedad rural, así definida por ley, desde que sea 

trabajada por la familia, no será objeto de prenda para pago de 

                                                 
179 Véase Constituição Federal de 1988, Preâmbulo. 
180 Véase Costituição Federal de 1988, Art. 1. III. 
181 Véase Ley núm.  5.707, del 7 de octubre de 1971, que  dispone sobre la adquisición de bienes 

inmuebles rurales por extranjeros, reglamentada por el Decreto núm. 74.965, del 26 de noviembre de 

1974.   
182 Véase legislación sobre expropiación. Decreto-ley  núm. 3.365, del 21 de junio de 1941 (por utilidad 

pública); Ley núm. 4132 del 10 de septiembre de 1962 (por interés social); Ley núm.  6.602, del 7 de 

diciembre de 1978 y Decreto-ley núm. 1.075, del 22 de enero de 1970. 
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deudas  derivadas de su actividad productiva, disponiendo la ley sobre 

los medios de financiar su desarrollo183. 

Párrafo 1 – Las normas que definen los derechos y garantías 

fundamentales tienen aplicación inmediata. 

 

Así, el régimen jurídico-constitucional del derecho de propiedad, en Brasil, queda 

contenido, básicamente, en esos apartados del Art. 5 de la Constitución. Todos ellos  

unifican y orientan toda la materia dominical de la propiedad, especialmente, la 

propiedad rural. La propiedad rural, en la Constitución brasileña, se encuentra limitada 

no sólo por el respeto a los principios fundamentales constitucionalmente garantizados 

y protegidos, en el Titulo I como lo son la ciudadanía184, la dignidad de la persona 

humana185, la igualdad186,  sino también por los  apartados XXIII, XXIV, XXV y 

XXVI del Art.  5 de la Constitución que no pueden ser interpretados de forma separada. 

En su conjunto, el Art. 5, con dichos apartados, revelan la naturaleza del derecho de 

propiedad (rural) en su formulación constitucional187. 

 

Desde la perspectiva sistemática-formal, en el apartado XXII, Se garantiza el derecho 

de propiedad, del Art. 5 de la Constitución brasileña se afirma  explícita e 

implícitamente que la propiedad es un derecho fundamental188. La propiedad es vista 
                                                 
183 Véase Ley núm.  4.504, del 30 de noviembre de 1964, regulada por los decretos núm.  55.891, del 31 

de marzo de 1965; núm.  56.792, del 26 de agosto de 1965; núm. 59.428, del 27 de octubre de 1966; 

núm.  59.566, del 14 de noviembre de 1966; núm.  61. 435, del 3 de octubre de 1967; núm. 62.504, del 8 

de abril de 1968 y  núm. 63.058, del 30 de julio de 1968, que dispone sobre el Estatuto da Terra. 
184 Véase Constituição Federal de 1988, Art.  1. II – a cidadania. 
185 Véase Constituição Federal de 1988, Art.  1. III – a dignidade da pessoa humana. 
186 Véase Constituição Federal de 1988, Art. 3. IV - promover o bem de todos, sem preconceitos de 

origem, raça, sexo, cor, idade e quaisquer outra  forma de discriminação. 
187 GRAU, Roberto Eros, A ordem econômica na Constituição de 1988, São Paulo, RT., 1990, p. 181.  El 

autor recuerda que “No se interpreta la Constitución por tiras, de a pedazos” (GRAU, Roberto Eros, op. 

cit., p. 67). 
188 COMPARATO señala que “la atribución de relevancia al derecho de propiedad ha predominado tanto 

en nuestro ámbito jurídico como en el sistema internacional; históricamente, ha prevalecido la idea de 

que el derecho de propiedad  es un  derecho fundamental y merece protección. Puede citarse en este 

sentido a Rousseau, Locke, Montesquieu, quienes, en sus clásicos trabajos sobre los conceptos de 

propiedad, la expresaron como un derecho absoluto. Pero este concepto hoy por hoy ha resultado como 
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como una garantía individual, como queda establecido en dicho Artículo siguiendo la 

orientación de la mayoría de las Constituciones del mundo, inspiradas en el  Art.  17 de 

la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 26 agosto de 1789189.  

 

En definitiva, la actual configuración jurídica de la propiedad se encuentra íntimamente 

ligada a la declaración constitucional de que Brasil es un Estado Democrático de 

Derecho190 destinado a asegurar como valores superiores191 de su ordenamiento jurídico 

(entre otros) la igualdad192, el bienestar y la justicia193. De esta manera, la Constitución 

brasileña garantiza el derecho de propiedad (rural) que se configura como derecho 

fundamental de las facultades individuales  sobre los bienes (propiedad rural), pero 

también, y al mismo tiempo, como un conjunto de deberes y obligaciones establecidos, 

de acuerdo con los otros preceptos constitucionales y con las leyes, en atención a 

valores, principios o intereses sociales de la colectividad194. 

 

                                                                                                                                               
factor de asignación de responsabilidad y, a la vez, como un cuerpo extraño al constitucionalismo actual” 

(COMPARATO, Fábio Konder, A afirmação histórica dos Direitos Humanos, São Paulo, Saraiva, 2001, 

p. 89). 
189 Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 26 de agosto de 1789,  Art.  17 - 

“Siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado de ella, salvo cuando lo 

exija evidentemente la necesidad pública, legalmente comprobada y a condición de una indemnización 

justa y previa”. 
190  MAGALHÃES, Quadros José Luiz de, Direitos Humanos na Ordem Jurídica Interna, Belo 

Horizonte, Interlivros, 1992, p. 97. 
191 Véase la Constituição Federal de 1988, Preámbulo. 
192 Constituição Federal de 1988, Art. 5. “Todos, sin distinción de ninguna naturaleza son iguales ante la 

ley, que garantiza a los brasileños y a los extranjeros residentes en el país la inviolabilidad del derecho a 

la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la propiedad”.  
193 Sobre la justicia ARAGÓN REYS señala que “La  justicia, más que un valor, es una condición del 

Estado Democrático de Derecho” (ARAGÓN REYES, Manuel, Constitución y Democracia, Madrid, 

Tecnos, 1989, p. 99). Sobre la dignidad PECES-BARBA señala que la Ley  Fundamental de Bonn de 23 

de mayo de 1949 se refiere a los objetivos de los poderes públicos en el Art.  1.1: “La dignidad del 

hombre es intangible. Respetarla y protegerla es obligación de todo poder público” (PACES-BARBA, 

Gregorio, op. cit., p. 22.). 
194 VAZ, Isabel, Direito econômico das propriedades, Rio de Janeiro, Forense, 1992, pp. 47 y ss. 
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Reconocida la existencia de deberes y obligaciones para la protección del derecho de 

propiedad, la igualdad a que nos remite el Art. 5  no puede ser entendida como un 

derecho negativo, el cual quedaría garantizado con la mera falta de acción estatal195. La 

igualdad en el derecho de propiedad, debe convertirse en un auténtico derecho positivo, 

para cuya efectiva realización todos los poderes del Estado el Poder Ejecutivo, el Poder 

Legislativo y el Poder Judicial desarrollan un papel imprescindible196.  

 

Porque, cuando se trata de derechos constitucionalizados, a los mismos corresponden 

prohibiciones y obligaciones a cargo del Estado. La igualdad es una pieza fundamental 

para el aseguramiento de la democracia, y la actuación de los poderes públicos debe, 

por lo tanto, basarse en ella y, en caso de desacuerdo entre el derecho de propiedad y 

otros derechos fundamentales previstos en sede constitucional, cabe al Estado, 

principalmente, al Poder Judicial garantizar la tutela de la Constitución197.   

 

La Constitución brasileña de 1988 proclamó en su Art. 5, que  “Todos, sin distinción de 

ninguna naturaleza son iguales ante la ley, que garantiza a los brasileños y a los 

extranjeros residentes en el país la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a la 

igualdad, a la seguridad y a la propiedad”. Y el apartado XXII del mismo artículo - 

garantiza el derecho de Propiedad198. Con esto la Constitución brasileña de 1988 

garantiza y protege  la libertad que tiene todo propietario para elegir el destino aplicable 

a los bienes (por ejemplo, la propiedad rural) que le pertenecen, siempre que asegure 

                                                 
195  SILVA, José Afonso de, Curso de Direito Constitucional positivo, São Paulo, Malheiros, 1998, p. 

273. 
196 COLINA GAREA, Rafael, la función Social de la Propiedad Privada en la Constitución Española de 

1978, Barcelona, Bosch, 1997,  p. 71. 
197  SARLET señala que “a necessidade de os órgãos públicos observarem nas suas decisões os 

parâmetros contidos na ordem de valores da Constituição, especialmente dos direitos fundamentais, o que 

assume especial relevo na esfera da aplicação e interpretação de conceitos abertos e cláusulas gerais, 

assim como no exercício da atividade discricionária” (SARLET, Ingo Wolfgang, A eficácia dos direitos 

fundamentais, Porto Alegre, EST, 2005, pp. 331-332). 
198 Constituição Federal de 1988, Art. 5. XXII - é garantido o direito de propriedade.  
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también la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la 

seguridad199 de terceros, sean propietarios o no200.  

 

Dicho esto, en aquellos supuestos en los que el destino elegido convierte al ejercicio del 

derecho de propiedad en un obstáculo a la realización del interés social, la imposición 

del Estado está garantizada constitucionalmente en el apartado XXIV201 del mismo 

artículo y en el Art.184 del Título VII, “Da Política Agrícola e fundiária e da Reforma 

Agrária”, en la Constitución. En estos casos, el poder público podrá acudir a medidas 

como expropiación de la propiedad para fines de reforma agraria202.  

 

Art.  184. Compete a la Unión expropiar en beneficio del interés 

social, para fines de reforma agraria, el bien inmueble rural que 

no cumpla su función social, mediante previa y justa 

indemnización en títulos de la deuda agraria, con cláusula de 

preservación del valor real, pagables en el plazo de hasta veinte 

años a partir del segundo año de su emisión, y cuya utilización 

será definida por ley.  

 

Partiendo de la base de que existen condiciones para la protección de la propiedad   

rural como derecho fundamental, veremos que la propiedad privada ya no es un 

derecho individualista, sino individual o colectivo203. De este modo, el propietario ya 

                                                 
199 La “Constituição Federal de 1988”, en el Art. 5 [encabezamiento] dice que: "(...) garantiza a los 

brasileños y a los extranjeros residentes en el país la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a 

la igualdad,(...)”. 
200 VAZ, Isabel, op. cit.,  p. 43. 
201  Constituição Federal de 1988,  Art.  5. XXIV - La ley establecerá el procedimiento para la 

expropiación por necesidad o utilidad pública, o por interés social, mediante justa y previa 

indemnización en dinero, exceptuando los casos previstos en esta Constitución (Traducción libre). 

Véase, también, legislación sobre expropiación: Decreto-ley núm. 3.365, del 21 de junio de 1941 (por 

utilidad pública); Ley núm. 4132 del 10 de setiembre de 1962 (por interés social); Ley núm.  6.602, del 7 

de diciembre de 1978 y Decreto-ley núm. 1.075, del 22 de enero de 1970. 
202  Véase Constituição Federal de 1988, Art.  184.  
203 Como dicho en páginas anteriores, el derecho de propiedad en Brasil hace parte de los Derechos y 

Deberes Individuales y Colectivos del Capítulo I  del Titulo II  de la Constitución brasileña de 1988. 
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no es absolutamente libre en el ejercicio de su derecho, ya que ha de atender también a 

las necesidades sociales de la colectividad204. Colina Garea, en su obra “La función 

social de la propiedad privada” entiende que: 

 

 Sería mera ideología, simples palabras declarativas, carentes de 

consecuencias jurídicas, si no se previesen los mecanismos 

necesarios para garantizar una efectiva realización de la función 

social que la propiedad es llamada a cumplir205. 

 

En un sistema democrático de derecho como el nuestro, la incorporación de exigencias 

sociales al contenido del derecho de propiedad, que se traduce en la previsión legal de 

intervenciones públicas –no meramente declarativas en la esfera de las facultades y 

responsabilidades del propietario –, se reconoce hoy en día como una necesidad206. A la 

luz de esta perspectiva, en España, el Tribunal Constitucional español añade que: 

 

 esa dimensión social de la propiedad privada, en cuanto 

institución llamada a satisfacer necesidades colectivas, es en 

todo conforme con la imagen que de aquel derecho se ha 

formado la sociedad contemporánea y por donde debe ser 

rechazada la idea de que la previsión legal de restricciones a las 

otrora tendencialmente ilimitadas facultades  de uso, disfrute, 

consumo y disposición o la imposición de deberes positivos al 

propietario hagan irreconocible el derecho de propiedad como 

perteneciente al tipo constitucionalmente descrito. Por otra 

parte, no debemos olvidar que la incorporación de tales 

exigencias a la definición misma del derecho de propiedad 

                                                 
204 TEPEDINO, Gustavo, op. cit., p. 47  
205 COLINA GAREA, Rafael, la función Social de la Propiedad Privada en la Constitución Española de 

1978, Barcelona, Bosch Editor, 1997, p. 75. 
206 Véase TEPEDINO, Maria Celina, A caminho de um direito civil constitucional, en Revista  de Direito 

Civil Imobiliário, Agrário e Empresarial, año 17, Julio-septiembre de 1993. Para España, véase el 

Tribunal Constitucional, STC 37/1987 (FJ.2º). 
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responde a principios establecidos e intereses tutelados por la 

propia Constitución207.  

 

El derecho de propiedad como derecho fundamental no puede equiparase a otros 

derechos fundamentales como es el derecho a la vida por ejemplo. Ferrajoli describe los 

derechos fundamentales como aquellos derechos cuya garantía es necesaria para 

satisfacer el valor de las personas y para realizar su igualdad208.  

 

Ferrajoli también propone una definición formal de derechos fundamentales: aquellos 

derechos que correspondan universalmente a “todos” los seres humanos en cuanto 

dotados del status de personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar209.  

 

Partiendo de su definición de derechos fundamentales210, Ferrajoli desarrolla cuatro 

tesis, las cuales considera esenciales para una teoría de la democracia constitucional211. 

                                                 
207 STC 37/1987 (FJ. 2º), sobre la Ley de Reforma Agraria de Andalucía. En este sentido, véase, también, 

TEPEDINO, Gustavo, op. cit., p. 142. 
208 FERRAJOLI, en su obra Derecho y Razón. Teoría del Garantismo Penal, sugiere el abandono de la 

“genérica y sumamente ambigua” expresión “derecho subjetivo”, que comprende conceptos de 

contenidos opuestos como son las libertades y la propiedad (FERRAJOLI, L., Derecho y Razón. Teoría 

del Garantismo Penal, Madrid, Trotta, 2001 p. 909). Sin embargo, su obra “Derechos Fundamentales”, 

generó críticas “por el cambio de opinión”, como, por ejemplo, la de ZOLO que afirma que FERRAJOLI 

parece abandonar las motivaciones éticas y políticas que en los textos anteriores animaban su proyecto de 

“mejora” del léxido teórico de los juristas (ZOLO, D., Libertad, propiedad e igualdad en la teoría de los 

«derechos fundamentales». A propósito de un ensayo de Luigi Ferrajoli, en CABO, A. Y PISARELLO, 

G. [Coord.], Los Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001, p. 78).  
209  FERRAJOLI, L., Derechos Fundamentales, en CABO, A. y PISARELLO, G. (Coord.), Los 

Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001, p. 19 (Trad. Perfecto Andrés 

Ibáñez). 
210 La definición de derechos fundamentales de Ferrajoli, ZOLO cuestiona la utilidad teórica de la 

definición de Ferrajoli ( ZOLO, D., op. cit., p. 81-104).  
211 Sin embargo, PISARELLO,señala que tal definición teórica o formal prescinde tanto del hecho de que 

los derechos se encuentren formulados en cartas constitucionales o en normas de derecho positivo, así 

como de la naturaleza de los intereses y de las necesidades tutelados, basándose únicamente en el 

carácter universal de dichos derechos. Tal definición no dice (ni debe decir) «cuáles son» los derechos 

fundamentales previstos en un determinado ordenamiento jurídico, ni «cuáles deberían ser» los derechos 
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En la primera tesis el autor señala que la distinción entre derechos fundamentales y 

derechos patrimoniales, posee cuatro diferencias básicas: los primeros son universales, 

indisponibles 212
  ex lege y producen relaciones jurídicas “verticales”, mientras los 

segundos son derechos singulares, disponibles (negociables y alienables), se configuran 

como actuaciones singulares predispuestas por normas y generan relaciones 

“horizontales” (relaciones intersubjetivas del tipo civilista, y a los cuales corresponden 

la genérica prohibición de no lesión o en el caso de los derechos reales o de 

obligaciones de deber en el caso de derechos personales o de crédito)213. 

 

En la segunda tesis, Ferrajoli sostiene que los derechos fundamentales son el 

fundamento y el parámetro de la igualdad jurídica y, por ello, de la “dimensión 

sustancial de la democracia”, en oposición a la “dimensión política o formal” de ésta. 

Debido a su universalidad, igualdad, indisponibilidad, atribución ex lege y rango 

habitualmente constitucional, los derechos fundamentales se configuran como la causa 

o razón social del Estado214.  

 

                                                                                                                                               
considerados fundamentales en cualquier ordenamiento, sino que dice únicamente «cuál es la forma o 

estructura lógica» de los derechos fundamentales, y que sirve para informarnos no ya sobre el contenido, 

sino más bien sobre la forma de tales derechos, es decir, para identificar la estructura que permite su 

tutela como derechos iguales universales e indisponibles (PISARELLO, G., Los Fundamentos de los 

Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001 p. 146 (Trad. Antonio de Cabo y Gerardo Pisarello).  
212 Para FERRAJOLI  la indisponibilidad de los derechos fundamentales quiere decir que estos derechos 

están sustraídos tanto a las decisiones de la política como al mercado. Debido a su indisponibilidad 

pasiva, no son expropiables o limitables por otros sujetos, comenzando por el Estado: ninguna mayoría, 

por aplastante que sea, puede privarme de la vida, de la libertad o de mis derechos de autonomía. 

(FERRAJOLI, L., op. cit., p. 32.). 
213 Véase FERRAJOLI L., Derechos Fundamentales, en CABO, A. y PISARELLO, G. (Coord.), Los 

Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001, pp 29-35 (Trad. Perfecto Andrés 

Ibáñez). 
214 FERRAJOLI sostiene que los derechos fundamentales representan un sistema de límites y de vínculos 

supraordenado al poder soberano, y no una mera autolimitación siempre revocable del mismo. Es decir, 

no se trata de “derechos del Estado”, “para el Estado” o “en interés del Estado”, como escribían Gerber o 

Jellinek, sino de derechos hacia y, si es necesario, contra el Estado, o sea, contra los poderes públicos 

aunque sean democráticos o de mayoría.  
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Para él las normas de derechos fundamentales, tanto los derechos de libertad como los 

derechos sociales, son sustanciales por referirse al contenido de las decisiones. Para el 

autor, no es cierta la concepción corriente de la democracia como sistema político 

fundado en reglas que aseguran la omnipotencia de la mayoría, sino que estas reglas 

son normas formales respecto a lo que es decidible por la mayoría, mientras los 

derechos fundamentales determinan la esfera de lo indecidible: de lo no decidible que, 

es decir, de las prohibiciones determinadas por los derechos de libertad, y de lo no 

decidible que no, es decir, de las obligaciones públicas determinadas por los derechos 

sociales215.  

 

En su tercera tesis, Ferrajoli se refiere a la internacionalización de los derechos 

fundamentales, en la medida en que las convenciones internacionales de derechos 

humanos suscritas por los Estados y recibidas por sus Constituciones confieren a dichos 

derechos el carácter de supranacionales, a los cuales los Estados están vinculados y 

subordinados. Pese a ello, todavía se niega el carácter universal de diversos derechos 

fundamentales, que sólo se atribuyen a los  ciudadanos216.  

 

En la cuarta tesis, el autor distingue los derechos fundamentales (expectativas positivas 

de prestaciones o negativas de no lesiones) y sus garantías (obligaciones de prestación o 

prohibición de lesión a cargo de otros sujetos), y sostiene que la ausencia de las 

garantías no implica la inexistencia de los derechos, sino que significa una laguna en el 

ordenamiento, que debe ser colmada.217
.  

 

Según el autor, estas cuatro tesis sirven para: 1) precisar las diferencias de estructura 

entre los derechos fundamentales y los derechos patrimoniales y entre las diversas 

subclases en las que estas dos clases de derechos pueden distinguirse según las 

expectativas en que consisten (negativas o positivas, erga omnes o erga singulum); 2) 
                                                 
215  FERRAJOLI, L., Derechos Fundamentales, en CABO, A. y PISARELLO, G. (Ed.), Los 

Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001, p. 36 (Trad. Perfecto Andrés 

Ibáñez). 
216 FERRAJOLI, L., op. cit., p. 40. 
217 FERRAJOLI, L., El garantismo y la Filosofía del Derecho, Colombia, Universidad Externado de 

Colombia, 2000 (Trad. Gerardo Pisarello, Julio Estrada y José Manuel Diaz Martín). 
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para identificar los límites y vínculos sustanciales que generan los diferentes tipos de 

derechos fundamentales tanto frente a la esfera pública del Estado como a la esfera 

privada del mercado;  3) para sugerir los diversos criterios de solución de las lagunas y 

antinomias que suponen la violación de los derechos fundamentales; y 4) para analizar 

los diversos tipos de garantías primarias que los derechos exigen, y las diversas técnicas 

de garantías secundarias, necesarias para asegurar la efectividad de las garantías 

primarias y, como reflejo, de los derechos 218. 

 

Al partir de las garantías fundamentales, el derecho de propiedad en Brasil solamente 

podrá ser considerado derecho fundamental si se vincula a su función social, ya que 

ambos preceptos se encuentran entre los derechos y garantías fundamentales en el 

Titulo II. O sea, la función social de la propiedad es la garantía del derecho de 

propiedad. Al referirse a la propiedad privada, Bobbio señala que: 

 

Aun cuando el derecho de propiedad se presente como 

igualitario, es decir, teóricamente accesible a todos, los 

mecanismos previstos para su adquisición imponen, en realidad, 

limitaciones a la posibilidad de que todos puedan ser sus 

titulares en igual medida219. 

 

En efecto, hay que recordar, al referirnos a Brasil que  los principios fundamentales del 

Titulo I Art.  3, de la Constitución de 1988 son: I - Construir una sociedad libre, justa y 

solidaria, II - Garantizar el desarrollo nacional, III - Erradicar la pobreza y la 

marginalidad y reducir las desigualdades sociales y regionales, IV - Promover el bien 

de todos, sin prejuicios de origen, raza, sexo, color, edad, o cualquier otra forma de 

discriminación220. Al tratarse de la cuestión agraria, este principio del artículo 3 obliga 

al legislador a ponderar armónicamente la utilidad privada del titular del derecho de 

                                                 
218 FERRAJOLI, L., Los Derechos Fundamentales en la Teoría del Derecho, en CABO, A. Y 

ISARELLO, G. (Coord.), Los Fundamentos de los Derechos Fundamentales,  Madrid, Trotta, 2001, p, 

151 (Trad.  Antonio de Cabo y Gerardo Pisarello).  
219 BOBBIO, Norberto, La era de los derechos,  Barcelona, Ariel. 1984.  
220 Constituição Federal de 1988, Art. 3.  



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

73 

propiedad y la utilidad social que corresponde al objeto sobre el que recae el dominio. 

O sea en el ejercicio de su derecho, el titular dominical satisfaga su interés individual y 

lo de la colectividad de conformidad con las exigencias constitucionales221.  

 

Es decir,  el ordenamiento jurídico constitucional brasileño otorga protección al titular 

dominical per se en cuanto titular. Esto no significa que el derecho de propiedad 

represente un vehículo utilitario para la consecución de intereses exclusivistas, 

patrimoniales, del uso individual. Esto se opondría al propio concepto constitucional de 

propiedad volcado a la función social que le hace  merecedora de protección jurídica222. 

 

Esta nueva concepción “constitucionalista” no vuelve a la idea de derecho natural, pero 

tampoco se identifica con la que recibimos del siglo XIX223. Para esta concepción, el 

ordenamiento jurídico positivo tiene que apoyarse en un conjunto de principios 

fundamentales, e incluso materiales, de valor universal, formulados como “derechos 

subjetivos” del ser humano, que toda Constitución democrática ha de consagrar224.  

Todos los derechos fundamentales enunciados en el texto constitucional, es decir, no 

sólo el derecho de propiedad, constituyen el fundamento de legitimidad del derecho 

positivo y la clave de bóveda de su unidad.  

 

La Constitución es por ello norma suprema que todos los jueces han de aplicar225, y esa 

aplicación debe hacerse con arreglo a una interpretación cuya unidad requiere la 

existencia de un “intérprete supremo226”. Esa función puede desempeñarla, de formas 
                                                 
221 Además, ya se sabe, en el marco de las exigencias constitucionales los principios fundamentales en 

conjunto con los valores superiores guían, explican e interpretan la voluntad del legislador constituyente 

DE 1988, y constituyen un punto de partida para todo el resto del ordenamiento jurídico brasileño, por 

eso se afirma la República Federativa de Brasil como Estado Democrático de Derecho. 
222 TEPEDINO, Gustavo, op. cit., pp. 128 y ss. 
223 GRAU, Roberto Eros, A Ordem Económica na Constituição de 1988: Interpretação e Crítica, São 

Paulo: Malheiros, 1997. Véase, también, TEPEDINO, Gustavo Parte Geral do Código Civil: Estudos na 

Perspectiva Civil-Constitucional, Rio de Janeiro, Renovar, 2003.  
224 FIORAVANTI, Maurizio, Los derechos fundamentales, Madrid, Trotta, 1996, pp. 129 y ss. 
225  GARCÍA MORILLO, Joaquín, La protección judicial de los derechos fundamentales, Valencia, 

Tirant lo Blanch alternativa, 1994, pp. 87 y ss. 
226 Sobre el tema intérprete supremo, véase la obra de GARCÍA MORILLO, Joaquín, op. cit., 85 y ss. 
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distintas, como en los Estados Unidos de América, el Tribunal Supremo del país, en 

Europa el Tribunal Constitucional y en Brasil el Supremo Tribunal Federal.  

 

En un futuro previsible, en Brasil el guardián de la Constitución ha de seguir siendo el 

Supremo Tribunal Federal. Pese a ello, su composición y sus atribuciones son objeto de 

discusión, y su existencia misma está siendo enjuiciada por aquellos que defienden la 

creación de un Tribunal Constitucional en Brasil227.  

 

Pero, no está clara en Brasil la función del Supremo Tribunal Federal como órgano  

garantizador de los derechos fundamentales. Mucho menos claras, más abiertas al 

debate, están las cuestiones que inciden sobre el tema de la propiedad rural. Sabemos 

que la propiedad es un derecho fundamental, y lo es porque la Constitución la ha 

consagrado como tal, pero está conectada con los principios fundamentales que también 

son normas constitucionales. Sin embargo, el Supremo Tribunal Federal todavía no ha 

firmado ninguna jurisprudencia en este sentido. Sus fallos casi siempre se resumen en 

sentencias como ésta: 

 

República en el Estado Democrático de Derecho. - El derecho 

de propiedad no está revestido de carácter absoluto, ya que 

sobre él pesa una grave hipoteca social. Esto significa que, si no 

cumple la función social que le es inherente,  (CF, Art.  5º XXIII) 

se legitimará la intervención estatal en la esfera dominical 

privada, aunque para eso es preciso observar los límites, formas 

y procedimientos fijados en la propia Constitución de la 

República, - el acceso a la tierra, la solución de los conflictos 

sociales, el aprovechamiento racional y adecuado del medio 

ambiente constituyen elementos de realización de la función 

social de la propiedad228. (traducción libre) 

                                                 
227 BARACHO JÚNIOR, José Alfredo, Controle de Constitucionalidade na Constituição de 1988, Belo 

Horizonte, Saraiva, 1999, pp. 87 y ss. 
228 Original -“República no Estado Democrático de Direito. - O direito de propriedade não se reveste 

de caráter absoluto, eis que, sobre ele, pese grave hipoteca social, a significar que, descumprida a função 
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Y añade aquel Tribunal: 

 

 La expropiación, en ese contexto – como sanción constitucional 

de la propiedad- refleja un instrumento importante destinado a 

conseguir los compromisos asumidos por el Estado en el Orden 

económico y social229. (traducción libre) 

 

Concluye el Tribunal: 

 

Incumbe al propietario de la tierra el deber jurídico-social de 

cultivarla y de explotarla adecuadamente, so pena de incidir en 

las disposiciones constitucionales y legales que sancionan los 

propietarios de tierras ociosas, no cultivadas y/o improductivas, 

ya que sólo se da por atendida la función social que condiciona 

el ejercicio del derecho de propiedad, cuando el titular del 

dominio cumple con (1) favorecer el bienestar de los que 

trabajan en la tierra: (2) mantener niveles satisfactorios de 

productividad; (3) garantizar la conservación de los recursos 

naturales; y (4) observar las disposiciones legales que regulan 

las justas relaciones de trabajo entre los que poseen el dominio y 

aquellos que cultivan la propiedad en el Estado Democrático de 

Derecho230. (traducción libre) 
                                                                                                                                               
social que lhe é inerente (Constituição Federal, Art. 5. XXIII), legitimar-se-á a intervenção estatal na 

esfera dominical privada, observados, contudo, para esse efeito, os limites, as formas e os procedimentos 

fixados na própria Constituição da República. – o acesso à terra, a solução dos conflitos sociais, o 

aproveitamento racional e adequado do meio ambiente constituem elementos de realização da função 

social da propriedade. Véase Mandato de Segurança, MS 22.164-0-SP (Publicado en DJU, 17.11.1995). 
229  Original - A desapropriação, nesse contexto – enquanto sanção constitucional imponível ao 

descumprimento da função social da propriedade – reflete importante instrumento destinado a dar 

conseqüência aos compromissos assumidos pelo Estado na Ordem econômica e social. 
230 Original – “Incumbe, ao proprietário da terra, o dever jurídico – social de cultivá-la e de explorá-la 

adequadamente, sob pena de incidir nas disposições constitucionais e legais que sancionam os senhores 

de imóveis ociosos, não cultivados e/ou improdutivos, pois só se tem por atendida a função social que 
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Con esa sentencia, el Supremo Tribunal Federal opta por mencionar la función social 

en el orden económico231 y no como parte de las  garantías fundamentales presentes en 

el Titulo II de la Constitución de 1988.  

 

El notorio desinterés del Supremo Tribunal Federal por esa cuestión provoca que la 

mayor parte de los Tribunales ordinarios sigan  aplicando normas del Código Civil. Lo 

más grave es que estos problemas de la propiedad rural involucran derechos 

fundamentales inviolables y absolutos, como la vida o la seguridad232. Para comprobar 

esto podemos examinar algunas estadísticas sobre muertes de campesinos en conflictos 

que atañen la propiedad rural233.  

Según el Informe Nacional de la Comissão Pastoral da Terra - 2004, de los 1.373 

homicidios de agricultores, abogados, sindicalistas y religiosos involucrados en la 

cuestión agraria registrados entre 1985 y 2003 en todo Brasil, sólo 122 casos fueron 

llevados a juicio. Nueve instigadores de los crímenes fueron condenados. Ninguno de 

ellos se encuentra preso –o se encuentran fugitivos o hicieron apelación a la justicia y 

están esperando la decisión en libertad. Más de 90% de esos casos nunca llegaron a la 

                                                                                                                                               
condiciona o exercício do direito de propriedade, quando o titular do domínio cumprir (1) de favorecer o 

bem-estar dos que na terra labutam; (2) de manter níveis satisfatórios de produtividade; (3) de assegurar a 

conservação dos recursos naturais; e (4) de observar as disposições legais que regulam as justas relações 

de trabalho entre os que possuem o domínio e aqueles que cultivam a propriedade no Estado 

Democrático de Direito”. Véase el  Mandato de Segurança, MS 22.164-0-SP (Publicado en DJU, 

17.11.1995). 
231 Véase Constituição Federal de 1988, Titulo VII. 
232  STROZAKE, Juvelino José,  Questões Agrárias: Julgados comentados e Pareceres, São Paulo, 

Método, 2002; STÉDILE, João Pedro, A Questão Agrária Hoje, Porto Alegre, Anca, 1994. Véase, 

también, GARCIA, José Carlos, De Sem-rosto a Cidadão: A luta pelo reconhecimento dos sem terra 

como sujeitos no ambiente constitucional brasileiro, Rio de Janeiro, Lumen Juris, 1999; FERNANDES, 

Mançano Bernardo, MST: formação e territorialização,  São Paulo, Hucitec, 1996. 
233 Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional dos conflitos no Campo 1998, Gioania, CPT, 

1999. 
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justicia, otros se arrastran hace diez años, o más, sin que se haya llegado a una decisión 

judicial.234 

 

Para algunos autores, por ejemplo, Satrozake, la violencia practicada en el medio rural 

brasileño está directamente relacionada con la noción, ya ultrapasada, del derecho de 

propiedad como siendo absoluto235. 

 

Ciertamente, como señala Lobato, el derecho de propiedad garantizado entre los 

derechos fundamentales no deja de ser una estrategia del legislador constituyente236 

para perpetuar el status quo de una clase burguesa a la cual pertenece, y que representa 

un sector muy minoritario de la población de Brasil237. Es esa clase social, con gran 

influencia en la esfera del poder judicial, que, al  interpretar  el Art.  5  apartado XXII 

de la Constitución, lo separa artificialmente de los cuatro apartados siguientes238 del 

propio Texto Constitucional.  

Aunque la Constitución de 1988 deliberadamente le ha atribuido el carácter de derecho 

fundamental a la propiedad239, este derecho no es absoluto240, ya que el mismo artículo 

                                                 
234  Fuente: Setor de documentación de la CPT Nacional. Véase, también, CAVALCANTI, Klester, 

Viúvas da Terra: Morte e impunidade nos rincões do Brasil,  São Paulo, Planeta, 2004. p. 17.  
235 Véase STROZAKE, Juvelino José, Questões Agrárias: Julgados comentados e Pareceres, São Paulo, 

Método, 2002 (obra colectiva). 
236 En su mayoría propietarios de tierra. 
237 LOBATO, Anderson Cavalcante, op. cit., 78. 
238  Constituição Federal de 1988, Art. 5.  XXIII - La propiedad atenderá a su función social; XXIV – La 

ley establecerá el procedimiento para la expropiación por necesidad o utilidad pública, o por interés 

social, mediante justa y previa indemnización en dinero, exceptuando los casos previstos en esta 

Constitución; XXV – En caso de inminente peligro público, la autoridad competente podrá hacer uso de 

la  propiedad particular, asegurando al propietario indemnización posterior, si hubiera perjuicio o daño; 

XXVI- La pequeña propiedad rural, así definida por ley, desde que sea trabajada por la familia, no será 

objeto de prenda para pago de deudas  derivadas de su actividad productiva, disponiendo la ley sobre los 

medios de financiar su desarrollo. (Traducción libre) 
239 No obstante,  la Constitución Brasileña no deja explícita la protección de los derechos fundamentales 

como lo hace la Constitución Española, que en su Artículo 53.2 prevé, también, que los derechos 

fundamentales pueden ser protegidos, “en su caso, a través del recurso de amparo ante el TC”. Este 

recurso, ante el supremo intérprete de la Constitución cierra el círculo del complejo y acabado sistema de 
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lo limita a través de la función social. Incluso prevé la expropiación por interés 

social241, en el apartado siguiente, remitiendo al legislador su desarrollo por una ley 

ordinaria cuya aprobación requirió la mayoría absoluta en el Congreso de los 

diputados242.  

 

La Constitución brasileña, por lo tanto, a la vez que garantiza el derecho de propiedad, 

lo que es consecuente, como hemos visto, con la tradición del constitucionalismo, lo 

concibe como un derecho limitado, no absoluto, identificando los límites del derecho 

con su función social, término que aparece usado, por primera vez,  directamente en el 

título de los derechos fundamentales. 

 

Así, desde la perspectiva de la realidad actual brasileña, asentada sobre los 

presupuestos del Estado Democrático de Derecho, en todas las formulaciones 

conceptuales, el derecho de propiedad debe ser considerado como algo limitado. Esto 

nos lleva a considerar que al tratar del derecho de propiedad en Brasil, especialmente, 

la propiedad rural, objeto de nuestro estudio, con base en las estadísticas que atestiguan 

la concentración de la propiedad, en detrimento de derechos sociales fundamentales 

(entre otros la vivienda y la alimentación), no es correcto considerar como derecho 

fundamental absoluto como lo es el derecho a la vida, por ejemplo243. Este derecho 

debe adaptarse a la realidad  social y económica que atienda a principios e intereses 

constitucionalizados244. El ejercicio del derecho de propiedad puede revelarse inútil o 

                                                                                                                                               
garantías que la Constitución dispone para asegurar la eficacia de los derechos fundamentales. Véase la 

obra de GARCÍA MORILLO, Joaquín, op. cit., p. 45.   
240 Sin embargo, el carácter limitado de algunos derechos fundamentales es hoy doctrina común en la 

jurisprudencia constitucional de los países occidentales. Así el  Tribunal Constitucional Español en una 

de sus sentencias (SSTC11/1981, de 8 de abril, FJ. 9º; SSTC 98/2000, de 10 de abril, FJ. 5º; SSTC 

111/1983, de 2 de diciembre, FJ. 8º). 
241 Véase Constituição Federal de 1988, Art. 184. 
242 Véase Constituição Federal de 1988, Arts. 59 y 60. Véase, también, Ley núm. 8.629/1993. 
243 MARÉS, Carlos Frederico, A função social da terra, Porto Alegre, Sergio Antonio Fabris, 2003, pp. 

45 y ss. 
244 TEPEDINO, Gustavo, op.cit., XV – XXXIII. 
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peligroso, en sociedades con graves problemas de desigualdades económicas y sociales 

como la nuestra245.  

 

Es evidente que, desde el punto de vista constitucional, no tiene sentido interpretar el 

derecho de propiedad, en especial la propiedad rural, codificada de manera general  por 

el Código Civil246. Así como tampoco se puede concebir el derecho de propiedad del 

apartado  XXII del Art. 5 del capítulo I del Título II desconectados de los valores, 

principios  y demás derechos fundamentales consagrados en el texto constitucional, 

como ya hemos tratado en páginas anteriores247. 

 

Pues bien, la importancia de esa conexión en el ordenamiento jurídico brasileño va más 

allá del reconocimiento de la propiedad como derecho fundamental, para exigir en el 

plano individual un compromiso con la colectividad, de manera que la función social y 

el interés público se erigen en condiciones para su protección248.  

 

De esta forma, cuando hay dos derechos en conflictos puede asumir  que uno de ellos 

prevalezca, tenga, en el caso concreto, una posición preferente, por ejemplo, cuando un 

derecho se enfrenta a otro derecho o valor de superior relevancia249. En España el 

Tribunal Constitucional ha señalado que: 

 

  No se trata de establecer jerarquías de derechos ni prevalencias 

a priori, sino de conjugar, desde la situación creada, ambos 

derechos o libertades, ponderando, pesando cada uno de ellos, 

                                                 
245 STROZAKE, Juvelino José, op. cit., XII. 
246 TEPEDINO, Gustavo, op.cit., pp. 46 y ss. 
247 Véase el apartado “De los Principios fundamentales” de este trabajo. 
248 LEAL, Roremiro Pereira, Soberania e mercado mundial: a crise jurídica das economias nacionais, 

Belo Horizonte: Leme 1999; VAZ, Isabel, Direito econômico das propriedades. Rio de Janeiro: Forense, 

1993; TEPEDINO, Gustavo, A nova propriedade e sua função social, Revista Forense v. 306. Rio de 

Janeiro: Forense, 1989, pp. 75 y ss.; SOUZA, Washington Peluso Albino de, Primeiras linhas de direito 

econômico, São Paulo, LTr, 1999. 
249  Expresión utilizada por el Tribunal Constitucional Español en la sentencia 320/1994 de 28 de 

noviembre. 
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en su eficacia recíproca, para determinar decidiendo y dar 

preeminencia al que se ajuste más al sentido y finalidad que la 

Constitución señala250. 

 

Ciertamente, el derecho de propiedad es distinto del derecho a la vida. El derecho de 

propiedad queda esencialmente limitado por la función social de la propiedad y por el 

principio fundamental de la dignidad humana, componentes que dan sentido al 

ejercicio de ese derecho, ya que se reconoce desde la vertiente institucional y desde la 

vertiente individual, esto es, como un derecho subjetivo debilitado251. 

 

Quizás no haya otro derecho que refleje de manera más clara la concepción de 

relatividad de los derechos fundamentales, como el derecho de propiedad rural en 

Brasil252, ya que con la concepción errónea de absoluto, pone en juego la dignidad de 

muchos campesinos no propietarios253.  

 

No obstante, La dignidad de la persona humana, garantizada en el Artículo 1, apartado 

III de la Constitución de 1988, debe ser utilizada como límite a la libertad del derecho 

de propiedad254, ya que, sin este límite, la propiedad rural comprende la posibilidad de 

que sus titulares ejerzan sobre terceros una indirecta violencia255, como el hambre, o 

una coacción por vía de la intimidación, lo cual se opone a la protección constitucional 

que merecen los derechos a la alimentación, vivienda, trabajo, por ejemplo256 y que 

                                                 
250 En España, Véase el Tribunal Constitucional, SSTC 320/1994, de 28 de noviembre - RTC 1994/320. 

FJ. 2º. 
251 SSTC 111/ 1983, de 2 de diciembre - RTC 1983/ 111, FJ. 8º . En la doctrina brasileña, véase 

TEPEDINO, Gustavo, op. cit., p. 35. 
252 Para evitar la concentración de la tierra en manos de pocos propietarios, como ocurre en la actualidad. 

Véase datos estadísticos de la  Comissão Pastoral da Terra -2004. 
253 Según la Comissão Pastoral da Terra “Não há como falar de dignidade humana quando o camponês 

não tem terra para trabalhar e sustentar sua família”. “Caderno Conflitos de Terra 2003”.  
254 Véase MUÑOZ ARNAU, Juan Andrés, Los Límites de los Derechos Fundamentales en el derecho 

Constitucional Español,  Navarra, Aranzadi, 1998, p. 49. 
255 Véase el informe de la Comissão Pastoral da Terra, A Luta pela Terra - a Comissão Pastoral da Terra 

20 anos depois, São Paulo, Paulus, 1997. pp. 70-78. 
256 Relativo a estos derechos véase Artículos 6 a 11 del Titulo II de la Constitución de 1988. 
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deben  ser protegidos por todos los poderes del Estado por el Poder Legislativo, por el 

Poder el  Ejecutivo y por el Poder Judicial en los términos ya referidos. 

 

Aunque sea ésta una posición radical, no se niega que la función social de la propiedad 

está vinculada y es uno de los requisitos para el goce efectivo de los derechos a la vida, 

a la libertad y a la igualdad y, asimismo, a la dignidad de la persona humana257. Es, así, 

además de límite al derecho de propiedad, un medio para alcanzar otros derechos, como 

el de vivir en un medio ambiente equilibrado258, por ejemplo.   

 

La doctrina mayoritaria entiende el derecho de propiedad como derecho fundamental, 

categoría que genera discusiones respecto su limitación. Sin embargo, BRAGE CAMAZO 

afirma que: 

 

Los derechos fundamentales no son, ni pueden ni han podido 

nunca ser, derechos ilimitados, sino que todos en su conjunto y 

cualquiera de ellos considerado en particular están 

irremediablemente sujetos a limitaciones y ello es así en cuanto 

que el titular de derechos fundamentales no es un individuo 

aislado y soberano, sino un individuo que necesariamente ha de 

vivir, convivir y relacionarse en sociedad, debiendo por 

consiguiente cohonestarse el ejercicio de sus libertades con las 

de los demás y con la convivencia ordenada en el Estado259.  

 

Es el caso de la propiedad rural en Brasil que a pesar de que el derecho de propiedad 

consta en el catálogo de los derechos fundamentales del Título II de la actual 

                                                 
257 Huelga decir que en un Estado Democrático de Derecho la dignidad de la persona constituye una 

exigencia constitucional; es decir, uno de los criterios para la delimitación de todos los derechos, véase 

GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, Ignacio, op. cit., pp. 77 y ss. 
258  Constitución Federal de 1988,  Art. 186. III - garantizar la conservación de los recursos 

naturales. Aquí se encuentra uno de los  requisitos del cumplimento de la función social de la 

propiedad. 
259 BRAGE CAMAZO, Joaquín, Los Límites a los Derechos Fundamentales, Madrid, Dykinson, 2004, p. 

36. 
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Constitución, no puede ser considerado ilimitado al aplicarse, en los casos de conflictos 

agrarios, con fines de reforma agraria para evitar la violación de otros derechos de los 

campesinos. Para evitar, también, ciertas desigualdades inmerecidas, como la pobreza, 

la carencia de salud, vivienda, alimentación o educación, entre otras que no pueden ser 

toleradas260. 

 

Al referirse al derecho de propiedad, Borges señala que el derecho de propiedad une el 

concepto de derecho subjetivo con la función social, que dejan de ser antagónicos para 

componer, juntos, el contenido contemporáneo de este derecho261. De esta manera, la 

propiedad continúa siendo un derecho subjetivo, pero su contenido abriga, también, el 

concepto de función social. El hecho de que el precepto de la función social incide 

sobre el derecho de propiedad implica un deber262. Es irrefutable, pues, la vinculación 

de la función social que la propiedad rural está llamada a cumplir a la dignidad de la 

persona humana y al desarrollo personal y social, de las personas que viven el medio 

rural. 

 

Así, en el ámbito de Brasil, al observar las raíces históricas del derecho de propiedad y 

las luchas históricas por la democratización de la propiedad rural, creemos que sólo es 

posible interpretar el derecho de propiedad como propone Bonavides, como un 

“Derecho Constitucional provisto de máxima  aplicabilidad y eficacia”263. 

Es imposible tentar prever el futuro de los derechos fundamentales, si habrá regresión, 

expansión o regresiones y expansiones simultáneas del paradigma de la democracia 

                                                 
260 Los derecho fundamentales, es la satisfacción de las necesidades más elementares (Contreras Peláez, 

1989; Pietro Sanchís, 2000; Alexy, 2002; Pérez Luño, 1988; Tepedino Maria Celina, 1993; Tepedino 

Gustavo,1989, Isabel Vaz, 1993).  
261 BORGES, Roxana Cardoso Brasileiro, Função ambiental da propriedade rural, São Paulo, LRT, 

1999, pp. 81-82. 
262 STROZAKE, Juvelino José, op. cit., pp. 123 y ss. Véase, también, ROCHA, Olavo Acyr de Lima, A 

desapropriação no Direito Agrário, São Paulo, Atlas, 1992. 
263 BONAVIDES, Paulo, Do país constitucional ao país neocolonial, São Paulo, Malheiros, 2004, p. 39. 
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constitucional 264 . Para Ferrajoli el constitucionalismo democrático no es sólo una 

conquista y herencia del pasado, sino también un programa para el futuro, en un doble 

sentido: en el sentido de que los derechos fundamentales deben ser garantizados y 

satisfechos, y en el sentido de que el paradigma de la democracia constitucional es 

todavía un paradigma embrionario que puede y debe ser extendido en tres direcciones: 

en garantía para todos los derechos, tanto de libertad como sociales; frente a todos los 

poderes, públicos o privados, nacionales o transnacionales; y a todos los niveles, tanto 

estatal como internacional265. 

 

 

1.2.5. Constitucionalización de la función social de la propiedad 

 

Hemos visto que el Poder Constituyente de 1988 regula el derecho de propiedad en el 

Art. 5 del  capítulo I - de los derechos y deberes individuales y colectivos -  del Título 

II - de los derechos y garantías fundamentales de la Constitución. El apartado XXIII del 

Art. 5 de la Constitución declara que La propiedad atenderá a su función social266. El 

legislador ha dado relevancia a la propiedad rural que es donde, probablemente, se 

manifiestan con mayor claridad los efectos de la función social como límite de su 

contenido esencial, al restringir las facultades del propietario267.  

 

Para Comparato cuando se habla de función social de la propiedad no se indican las 

restricciones al usufructo de los bienes propios. Estas restricciones, según el autor, 

representan límites negativos a los derechos del propietario. La noción de función, en el 

sentido en que se emplea el término en relación con la materia, significa un poder, y de 

                                                 
264 FERRAJOLI, L., Los Fundamentos de los Derechos Fundamentales, en CABO, A. Y PISARELLO, 

G. (Coord.), Los Fundamentos de los Derechos Fundamentales, Madrid, Trotta, 2001 p. 374 (Trad. 

Antonio de Cabo y Gerardo Pisarello).  
265 FERRAJOLI, L., op. cit., pp. 374 y ss. 
266 En efecto, las encíclicas papales, a partir de la  Rerum Novarum, que publicó S.S. León XIII el 15 de 

mayo de 1891, empalmando con la tradición de la Iglesia  Bula Detestabilis del 21 octubre 1586, han 

insistido en la idea de que la propiedad debe cumplir una función social. 
267 TEPEDINO, Gustavo, A nova propiedad e sua função social, en Revista Forense, v. 306, Rio de 

Janeiro, Forense, 1989, p.74.  
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forma más específica, el poder de dar al objeto de la propiedad un destino determinado, 

de vincularlo a cierto objetivo. El adjetivo social muestra que ese objetivo corresponde 

al interés colectivo y no al interés propio de dominius; lo que no significa que no pueda 

haber armonía entre uno y otro. De cualquier manera, estamos ante un interés colectivo, 

esa función social de la propiedad corresponde a un poder-deber del propietario, 

sancionable por el orden jurídico268. 

 

La constitucionalización de la función social de la propiedad, entre los derechos y 

garantías fundamentales en el ordenamiento jurídico brasileño representa, en concreto, 

la posibilidad de un quiebre en la interpretación del derecho de propiedad como 

exclusivo del poseedor del título dominical por el poder judicial. Con dicha 

constitucionalización, la Constitución de 1988 persigue la superación de la igualdad 

formal269 entre los propietarios y los no propietarios, para promover un principio de 

igualdad que esté más de acuerdo y sea más coherente con la realidad actual de la 

sociedad brasileña 270 , que el poder judicial está obligado a aplicar en los casos 

concretos.  

 

Por lo tanto, tratándose de la cuestión agraria en Brasil, el concepto de igualdad formal 

del Art. 5, (Encabezamiento) Todos son iguales ante la ley, no tendría sentido en 

                                                 
268 COMPARATO Fábio Konder, Função social da Propriedade dos bens de Produção, en Revista de 

Direito Mercantil, núm. 63, 2001, p.75.  En España, LÓPEZ Y LÓPEZ  entiende que para una 

aproximación al concepto de función social, podemos agrupar las manifestaciones principales de dicho 

concepto, entendiendo como tales aquellas técnicas operativas que modelan el contenido del derecho del 

propietario como: a) falta de atribución al propietario de determinadas facultades: reducción del 

contenido de la propiedad, hecha con carácter general y definitivo en relación con los poderes del sujeto 

sobre una categoría de bienes. B) Establecimiento de un conjunto de condiciones, variables según los 

supuestos, para el ejercicio de las facultades atribuidas. C) Fijación de obligaciones y cargas que 

imponen actividad al poder del propietario y que pueden determinar la pérdida de la titularidad o recortes 

en el ejercicio de las facultades nucleares en el derecho subjetivo (LÓPEZ Y LÓPEZ, Ángel M., La 

Disciplina Constitucional de la Propiedad Privada, Madrid, Tecnos, 1988, p. 39). 
269 Constituicão Federal de 1988, Art. 5 - Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer 

natureza(...). 
270 SILVA, José Afonso, Curso de Direito Constitucional Positivo, São Paulo, Malheiros, 1998, p, 196. 
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nuestro siglo XXI, si no lo relacionamos  con el derecho de propiedad (rural) conectado 

con la función social que ésta es llamada a cumplir en términos constitucionales.  

 

La función social constituye un elemento estructural de la definición misma del derecho 

de propiedad y un factor determinante de la delimitación legal de su contenido271. Esta 

referencia en el apartado XXIII del Art. 5 pone de manifiesto que la Constitución de 

1988 no ha establecido una concepción general del derecho de propiedad como un 

ámbito subjetivo de libre disposición sobre el bien objeto del dominio reservado 

solamente al titular de ese derecho272. Porque, en un Estado democrático, como el 

sancionado por la Constitución de 1988, los intereses sociales deben enmarcarse dentro 

de los fines supraindividuales de carácter solidario, situándose en el marco de los 

valores superiores de  igualdad y  libertad constitucionalmente protegidos273, que, por 

supuesto, viene a cambiar la concepción civilista de la propiedad privada274. 

 

De esta manera, la Constitución de 1988 integra la función social dentro del derecho de 

propiedad. El incumplimiento de esta integración torna la propiedad  susceptible de 

expropiación en aras de los intereses sociales, de acuerdo con el Art. 184:  

 

Compete à União desapropriar por interesse social, para fins de 

reforma agrária, o imóvel rural que não esteja cumprindo sua 

função social, mediante prévia e justa indenização em títulos da 

dívida agrária, com cláusula de preservação do valor real, 

                                                 
271 COMPARATO, Konder Fábio, Direitos e deveres fundamentais em matéria de propriedade, en  A 

Questão Agrária e a Justiça, São Paulo, Editora Revista dos Tribunais, 2000, pp. 145 – 146.  
272 TEPEDINO, Maria Celina, A caminho de um direito civil constitucional, en Revista de Direito Civil 

Imobiliário, Agrário e Empresarial, Año 17, julio-setiembre de 1993, p. 29. 
273 No es, en efecto, una igualdad absoluta lo que el derecho a la igualdad pretende, sino sólo excluir 

aquellas diferenciaciones que, por no ser razonables, no estén justificadas tratando igualmente los hechos 

y circunstancias que sean sustancialmente iguales y desigualmente los que sean desiguales. Véase, en 

este tema, BRAGE CAMAZANO, Joaquín, Los Límites a los Derechos Fundamentales, Madrid, 

Dykinson, 2004.  
274 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p. 31. 



Capítulo I 

86 

resgatáveis no prazo de até vinte anos, a partir do segundo ano 

de sua emissão, e cuja utilização será definida em lei275.  

 

No obstante, la fijación de una serie de deberes y obligaciones que imponen una acción 

del  propietario276 ha conllevado que se reconozca, actualmente, en Brasil una doble 

vertiente en el derecho de propiedad: una vertiente institucional que no es sino 

consecuencia de los efectos de la función social y que, siendo generalmente admitida, 

limita sin desnaturalizar en ningún caso el concepto  de propiedad277; y, por otro lado, 

una vertiente individualista que concibe la propiedad como derecho subjetivo en sí 

mismo278. 

 

La propiedad se protege y se garantiza, sobre todo, en razón de su función social. Ya no 

estamos en aquella época del individualismo absorbente del siglo XIX279, concepción 

que contribuyó a la concentración de la propiedad rural en el siglo XX  en Brasil280.  

 

Duguit en el inicio del siglo XX  ya  utilizaba la expresión función social de la 

propiedad. Decía él que la propiedad no es el derecho del propietario, sino la función 

social, la tarea que el propietario tiene, la obligación de realizar en virtud del propio 

                                                 
275 “Compite a la Unión expropiar por interés social, para fines de reforma agraria, la propiedad rural que 

no cumpla su función social, mediante previa y justa indemnización en títulos de la deuda agraria, con 

cláusula de preservación del valor real, restituibles en un plazo de hasta veinte años a partir del segundo 

año de su emisión, y cuya utilización será definida por ley”. (Traducción libre) 
276 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., pp. 97 y ss. En España, véase la obra de REY MARTÍNEZ, 

Fernando, Sobre la paradójica jurisprudencia constitucional en materia de propiedad, en Derecho 

Privado y Constitución, núm. 3, 1994, pp.175 y 176. 
277 SILVA, José Alfonso da, Curso de Direito Constitucional Positivo, São Paulo, Malheiros, 1998, p. 

213.  
278 MONTEIRO, Washington de Barros, Curso de Direito Civil, Direito das Coisas, São Paulo, Saraiva, 

1973 pp. 57 y ss. 
279  Podemos encontrar una concepción clásica de derecho de propiedad en Brasil en autores como 

MONTEIRO, Washington de Barros, op.cit., 197 y ss. 
280 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p. 27. En esse sentido, véase, tanbién, STROZANKE, Juvelino 

Sosé, Questões Agrárias. Julgados comentados e Pareceres. São Paulo, Método, 2002 
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lugar que ocupa en la sociedad281. El derecho de la comunidad  supera al derecho del 

individuo, y la propiedad es condición social, quedando siempre subordinada a su 

finalidad, su aplicación al interés colectivo.282 

 

Esto hace que  Ferreira  manifieste que el concepto de propiedad sólo se formula en el 

plan común de la colectividad. Lo que equivale a decir que la propiedad se socializó, 

sin dejar de ser privada283. 

 

López y López entiende que, la constitucionalización de la función social de la 

propiedad es una de las manifestaciones esenciales de la constitucionalización de la 

propiedad privada: piedra angular del Estado Social de Derecho que se asienta en el 

Estado de Derecho, precisamente, como reacción contra el ultraindividualismo latente 

en los códigos civiles decimonónicos284. 

 

Con esto no se quiere decir que el dominio deba atender, exclusivamente, al interés 

social. Tampoco se pretende excluir del derecho subjetivo su vocación individual,  

volcada a responder a las necesidades individuales de su titular285. Extiende su cuidado, 

por el contrario, para dotar al derecho subjetivo de una capacidad expansiva, de manera 

que, simultáneamente con la satisfacción de las necesidades del propietario286, se pueda 

atender a intereses de terceros propietarios o no propietarios 287 , legitimadores del 

                                                 
281 DUGUIT, Leon, Les Transformations du Droit Privé depuis le Code Napoléon, Paris, Librarie Félix 

Alcan, 1920. Véase, también,  REY FERNADÉZ, Fernando, op. cit., pp. 70 y ss. 
282 CRETELLA, Júnior José, Comentários à Constituição Brasileira de 1988, Rio de Janeiro, Forense, 

1997, p.187. 
283  FERREIRA, Valdemar, O Conteúdo econômico da Constituição brasileira de 1946, en Revista 

Forense, v. 122, Rio de Janeiro, Forense, 1949, p.17. 
284  LÓPEZ Y LÓPEZ, M. Ángel, La Disciplina Constitucional da la Propiedad Privada, Madrid, 

Tecnos, 1988, p. 32. 
285  DIEZ-PICAZO, Luis, Propiedad y Constitución, Madrid, Centro de Estudios y Comunicación 

Económica, 1977, pp. 64 y ss. 
286 LÓPEZ Y LÓPEZ, M. Ángel, op. cit., pp. 35 y s. 
287 Para COMPARATO, “En relación con los demás sujetos privados, la falta de cumplimiento del deber 

social del propietario significa una lesión al derecho fundamental de acceso a la propiedad, reconocido de 

ahora en adelante por el sistema constitucional. En esta hipótesis, las garantías relacionadas normalmente 
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dominio, de acuerdo con el orden público definido por la Constitución. En palabras de 

Pugliatti288, 

 

 congli obblighi imposti al proprietario si vuole la realizzazione 

di un interesse pubblico, non contro il suo privado interesse, ma 

insieme e per mezzo della realizzazione di questo289. 

 

La propiedad permanece, de esta forma, como derecho subjetivo, aunque remodelado 

en su contenido interno, vinculado o gravado con deberes de actuación positiva, en 

servicio de los intereses sociales, que varían de acuerdo con la relación jurídica 

concreta en la cual se insertan. Subraya  Perlingieri que: 

 

 La función social, constituida como conjunto de los límites, 

representaría una noción sólo de tipo negativo destinada a 

comprimir los poderes propietarios, los cuales, sin límites serían 

íntegros y libres. Este resultado está próximo a la perspectiva 

tradicional. En un sistema inspirado en la solidaridad política, 

económica y social y en el pleno desarrollo de la persona, el 

contenido de la función social asume un papel de tipo 

promocional, en el sentido de que la disciplina de las formas de 

propiedad y sus interpretaciones deberían ser actuadas para 

                                                                                                                                               
con la propiedad, especialmente la de exclusión de las pretensiones de posesiones ajenas, deben ser 

descartadas. (...) Quien no cumple la función social de la propiedad pierde las garantías, judiciales y 

extrajudiciales, de protección de la posesión/propiedad, inherentes a la propiedad, como desagravio 

privado inmediato (...). La aplicación de las normas del Código Civil, nunca está demás reiterarlo, debe 

hacerse a la luz de los mandamientos constitucionales, y no de modo ciego y mecánico, sin atención a las 

circunstancias de cada caso” (COMPARATO, Fábio Konder, Estado, empresa e função social, en 

Revista dos Tribunais, v. 732, São Paulo, Revista dos Tribunais, 1999, p. 52).  
288 PUGLIATTI,  Salvatore,  La propietà nel nuovo code civile, Milan, Giuffrè Editore, 1964, p.154. 
289 Con las obligaciones impuestas al propietario se busca la realización de un interés público, no contra 

su interés privado, sino en conjunto y por medio de su realización. (Traducción libre) 
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garantizar y para promover los valores sobre los cuales se funda 

el ordenamiento jurídico290. 

 

La función social no se limita, así, a un mero conjunto de restricciones externas al 

dominio291, la funcionalidad de la propiedad representa la introducción de un criterio de 

valoración del propio título, que pasa a exigir actuaciones positivas de su titular, con el 

propósito de adecuarse a la tarea que de él se espera en la sociedad292.  

 

Por consiguiente, los dos apartados del Art. 5  XXII – se garantiza el derecho de 

propiedad y  XXIII - la propiedad atenderá a su función social293, desde la perspectiva 

constitucional ciertamente han de ser interpretados conjuntamente. El reconocimiento 

del derecho es portador del límite, de tal manera que no se puede considerar que la 

delimitación del derecho de propiedad  por su función social contenida en el apartado 

XXIII sea una especie de límite externo a la definición de ese mismo derecho en el 

apartado XXII.  

 

El Tribunal Constitucional español, haciendo referencia a la propiedad en la 

Constitución Española de 1978, ha subrayado que la fijación del contenido esencial de 

la propiedad privada no puede hacerse desde la exclusiva consideración subjetiva del 

derecho o de los intereses individuales, sino que debe incluir igualmente la necesaria 

referencia a la función social, entendida no como mero límite externo a su definición o 

a su ejercicio, sino como parte integrante del derecho mismo294.  

 

Por supuesto, en los términos arriba señalados, la función social de la propiedad pasa a 

ser vista como elemento interno de la estructura del derecho subjetivo, determinando su 

                                                 
290 PERLINGIERI, Pietro, Perfis de Direito Civil – Introdução ao Direito Civil Constitucional, Rio de 

Janeiro, Renovar, 1999, p. 226.  
291 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., pp. 23 y ss.   
292 COMPARATO, Fábio Konder, op.  cit., p. 38. 
293 Constituição Federal de 1988, Art. 5. XXIII.  
294  Véase Tribunal Constitucional Español, SSTC 37/1987- FJ. 2º. 
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destino, y las facultades del propietario de usar, gozar y disponer, son reducidas a lo 

que la Constitución le concede295. 

 

El requisito necesario para la tutela del derecho de propiedad es el cumplimiento de la 

función social, que a su vez tiene un contenido determinado, volcado hacia la dignidad 

de la persona humana y la igualdad con terceros296, propietarios o no.  

 

Por otro lado, no podemos olvidar que la incorporación de tales exigencias a la 

definición misma del derecho de propiedad responde a principios establecidos e 

intereses tutelados por la propia Constitución de 1988, y cuya eficacia normativa o 

aplicación directa es posible sustentar a la hora de pronunciarse sobre la vulneración o 

no del contenido esencial del derecho de propiedad. Porque la propia Constitución 

delimita y regula, en parte, ese derecho. En este sentido la Constitución de 1988 exige 

la observancia entre otros principios fundamentales: Construir una sociedad libre, justa 

y solidaria, II - Garantizar el desarrollo nacional, III - Erradicar la pobreza y la 

marginalidad y reducir las desigualdades sociales y regionales, IV - Promover el bien 

de todos, sin prejuicios de origen, raza, sexo, color, edad, o cualquier otra forma de 

discriminación297. 

 

Se puede decir, con base en los principios fundamentales, como norma material, que la 

función social de la propiedad, entre los derechos y garantías fundamentales, parece 

capaz de moldear el estatuto propietario en su esencia. De esto deriva la consecuencia 

que si una determinada propiedad (rural) no cumple su función social, pierde la garantía 

que la justifica298. De hecho, si la función social es una noción que surge precisamente 

en busca de una legitimidad de la propiedad privada299, no sería excesivo afirmar que, 

                                                 
295  TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p. 31. 
296 GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, Ignacio, Dignidad de la persona y derechos fundamentales, Madrid, 

Marcial Pons, 2005. El autor hace un repaso completo sobre la dignidad de la persona y derechos 

fundamentales. 
297 Véase Constituição Federal de 1988, Art.  3. 

298 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., p. 42. 
299 COLINA GAREA, Rafael, La Función Social de La Propiedad privada, Barcelona, José María Bosch 

editor, 1997,  p. 22. 
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en su ausencia, sea retirada la tutela jurídica del dominio, en situaciones concretas de 

conflictos, para garantizar el interés de la colectividad300.  

 

Por otra parte, se percibe, desde luego, lo infructuosa que resulta la tentativa de atribuir 

un concepto unitario al derecho de propiedad, visto que se trata de una noción flexible, 

variable, en virtud propiamente de la variedad  de los requisitos para el cumplimiento 

de la función social en cada tipo de propiedad o de bienes301.  

 

De hecho, se consolida poco a poco el pensamiento doctrinal que trata la propiedad 

privada en una perspectiva pluralista, frente a las diversas disciplinas jurídicas que 

sobre ella inciden302. La diversidad de propiedades, sea bajo el aspecto cualitativo 

(propiedad urbana o propiedad rural; propiedad de bienes de consumo o propiedad de 

bienes de producción, etc.), cuantitativo (pequeña o gran propiedad) o subjetivo 

(propiedad pública o privada), y de los regímenes legales que a ella se aplican, 

desaconseja y desautoriza su análisis unitario, tratándose en última instancia de 

situaciones jurídicas diversas, reguladas por estatutos distintos303. 

                                                 
300 ALFONSIN, Jacques Távora, A terra como objeto de colisão entre o direito patrimonial e os direitos 

humanos fundamentais, en Revista de estudos jurídicos num. 86, p. 46, São Leopoldo, Unisinos, 1999, p. 

54. 
301 COLINA GAREA, Rafael, La Función Social de la Propiedad Privada en la Constitución española 

de 1978, Barcelona, José María Bosch, 1997; Véase, también, REY MARTÍNEZ, Fernando, La 

Propiedad en la Constitución Española, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1988.  
302 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p.17. TEPEDINO, Gustavo, Parte geral do Código Civil: Estudos 

na Perspectiva Civil Constitucional, Rio de Janeiro, Renovar, 2003, p. 34; LÓPEZ Y LÓPEZ, M. Ángel, 

La disciplina Constitucional de la Propiedad Privada, Madrid, Tecnos 1988. En sentido muy similar 

PERLINGIERI, Pietro, Perfis de Direito Civil – Introdução ao Direito Civil Constitucional, Rio de 

Janeiro, Renovar, 1999. 
303  Sobre la propiedad rural en Brasil, véase la  Constituição Federal de 1988,  el “Estatuto da Terra” y 

la Ley Agraria núm. 8.629/1993. 
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Así como el derecho de propiedad, también la función social se modifica de un estatuto 

a otro, siempre de conformidad con los preceptos constitucionales y con  el desarrollo 

concreto de los intereses en juego304.  

 

Ante la flexibilidad del concepto de función social, el Poder Constituyente de 1988, 

esquivando los escollos conceptuales, definió, en términos objetivos en el Art. 186 de la 

Constitución, los requisitos básicos necesarios para el cumplimiento a la función social 

de la propiedad rural.  

 

Dicho Artículo de la Constitución exige que atienda, simultáneamente, según criterios y 

grados de exigencia establecidos por ley, los siguientes requisitos: 

 

Aprovechamiento racional y adecuado; utilización adecuada de 

los recursos naturales disponibles y preservación del medio 

ambiente; observación de las disposiciones que regulan las 

relaciones de trabajo; explotación  que favorezca el bienestar de 

los propietarios y de los trabajadores305. 

 

Se revela así el contenido constitucional de la disciplina de la propiedad rural: un 

estatuto propietario sólo será merecedor de tutela si sirve a la función social 

preestablecida en la Constitución sistemáticamente interpretada306. Al poder judicial 

cabe la tarea de observancia en cada caso concreto307. No podemos olvidar que la 

                                                 
304 ANDRADE, José Carlos Vieira de, Os Direitos Fundamentais na Constituição Portuguesa, Coimbra, 

Almedina, 1987, pp. 83 y ss.; Véase, también, PÉREZ LUÑO, A. Enrique, Derecho Humanos, Estado de 

Derecho y Constitución,  Madrid, Tecnos, 1995. 
305 Véase  el Titulo VII, Capítulo III, Art. 186 de la Constituição Federal de 1988. 
306 GRAU, Roberto Eros, Direto Econômico, Belo Horizonte, Forense, 2001. 
307 En este sentido, véase PAULIAT, Hélène, Le droit de propriété dans la jurisprudence du Conseil 

Constitutionnel et du Conseil d’Etat, T.I. Paris, 1994, p.151, al referirse a la decisión del Conseil 

Constitutionnel francés de 16 de enero de 1982. 
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función social, que delimita el contenido del derecho de propiedad, no puede, sin 

embargo, vaciar a éste de su contenido mínimo308. 

 

Esas consideraciones no desembocan, sin embargo en un entendimiento “liberal” de la 

propiedad, sino en su comprensión como derecho fundamental en el Estado 

Democrático de Derecho; ni la función social elimina el significado de derecho de 

libertad que la propiedad tiene ni la dimensión subjetiva de ese derecho impide 

reconocer la carga social que sobre el mismo se proyecta309. 

 

Como se ha visto, la inclusión de la función social en el mismo Artículo que garantiza 

el derecho de propiedad en la Constitución de 1988 no radica, pues, en el no 

reconocimiento del derecho, y tampoco en la configuración del derecho de propiedad 

como un derecho ilimitado. La función social es parte integrante del contenido de 

derecho de propiedad que se reconoce constitucionalmente310.  

 

La Constitución le atribuye un contenido positivo a la función social, condicionando la 

legitimación del dominio al servicio, por el título, de valores sociales existenciales no 

sólo de los  propietarios. Si la función social, así concebida por el constituyente de 

1988, se inserta en el rol de los derechos y garantías fundamentales, no se puede dejar 

de vincular la protección de la titularidad del dominio a su cumplimiento311. De esta 

manera, siguiendo los principios fundamentales de la Constitución de 1988, la función 

social conecta directamente con el derecho la propiedad para obtener su garantía, 

conforme establece, como se recordará, el Art. 5 de dicha Constitución. 

 

Hasta aquí nos hemos referido al tratamiento que la Constitución de 1988 hace de la 

propiedad, especialmente la propiedad rural, como derecho fundamental. La exposición 

desarrollada a lo largo del presente apartado ha pretendido clarificar que, como 

                                                 
308 Sobre el contenido esencial de los derechos, véase LÓPEZ Y LÓPEZ, Ángel M., La Disciplina 

Constitucional de la Propiedad, Madrid, Tecnos, 1988; Véase, también, la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional Español - SSTC 37/1987 de 26 de marzo. 
309 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p.57. 
310 COLINA GAREA, Rafael, op. cit.,  p. 87. 
311 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p. 24.  
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consecuencia del advenimiento del Estado de Bienestar y la recepción a nivel 

constitucional de la función social, el derecho de propiedad ha sufrido grandes 

transformaciones y ya no  puede ser entendido como un mero ámbito subjetivo de 

libertad, porque en su contenido la función hace parte integrante del derecho mismo, 

una función social que impone al poder judicial una interpretación con base en los 

valores y principios declarados en la Constitución de 1988. 

 

De esta manera, la propiedad no es un concepto abstracto, ni un derecho basado en 

puras consideraciones filosóficas. Es menester relacionar este concepto a su contexto 

material y social, y el próximo apartado lo dedicaremos a la relación de este derecho 

con el orden económico del cual no se puede disociar. 

 

1.2.6. La propiedad privada  y la función social de la propiedad en el orden 

económico 

 

La palabra ORDEN, de partida, se opone a todo lo que es desorganizado, o 

desestructurado. Sin embargo, este orden, en el que se armonizan diversos elementos, 

puede parecer un concepto estático, lo cual por cierto no corresponde a la realidad. Este 

concepto va asociado a una perspectiva dinámica, mostrando que los elementos 

ordenados están volcados hacia el futuro, modificando sus definiciones de acuerdo con 

la evolución de la sociedad312. 

 

Los elementos ofrecidos por el orden económico, para denotar el sistema y el régimen 

adoptados por cada sociedad, requieren una organización jurídica positiva que 

determine las prácticas económicas permitidas. Así, consolidando la ideología adoptada 

por el texto constitucional,  el orden político define, a su vez, el régimen (democrático o 

no) y el sistema vigente, mediante las instituciones, normas y principios de cuño 

económico que, de alguna forma, favorecen uno u otro de los destinos de la propiedad 

privada313.  

                                                 
312 FONSECA, João Bosco Leopoldino, Direito Econômico, Belo Horizonte, Brasiliense, 2001, p.43. 
313 VAZ, Isabel, op. cit., p. 49.   
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Según Fonseca, es notoria la influencia liberal del siglo XIX, inspirada en el 

pensamiento de Adam Smith, en los textos constitucionales en el que el derecho de 

propiedad tiene carácter absoluto 314 . Estas características, como hemos dicho en 

páginas anteriores, se encuentran en las constituciones brasileñas de 1824 y 1891.  

 

No obstante, con los desmanes cometidos en nombre de la libertad, los Estados pasaron 

a actuar en la actividad económica a partir del siglo XX, disponiendo sobre el interés 

público en lo pertinente a la propiedad y a las condiciones de existencia digna del 

hombre, siendo que fue la Constitución mejicana de 1917 que constituyó el marco de la 

organización económica de cuño social, seguida por la  alemana de Weimar de 1919. 

En esa línea, la Constitución brasileña de 1934 fue la primera Constitución que utilizó 

la expresión Orden Económico y Social. A partir de ahí todas las otras Constituciones 

brasileñas han mantenido el orden económico en sus textos315.   

 

El régimen jurídico de la propiedad privada ha sido uno de los elementos básicos de la 

arquitectura de casi todos los ordenamientos jurídicos, dado que expresa y racionaliza 

el aspecto esencial de la estructura económica de la sociedad en general316.  Según 

López y López los grandes cambios y reformas políticas en la sociedad han tenido 

como punto de partida y como consecuencia una revisión de su concepto y límites317. 

 

Se habla aquí de propiedad privada, pues es justamente ésta, como hemos dicho antes, 

que indicará el sistema y el régimen adoptado por el Estado. Al determinar el desarrollo 

de las principales actividades sociales y económicas la propiedad es siempre una 

cuestión constitucional central, configuradora no sólo del orden político estatal, sino 

también social y económico.  

Para Perlingieri cada orden social se caracteriza, esencialmente, por el orden de 

propiedad vigente en él, de manera que al constituir la expresión típica de sociedad en 

                                                 
314 FONSECA, João Bosco Leopoldino, op. cit., p. 24. 
315 HORTA, Raul Machado, op. cit., p.43. 
316 FONSECA, João Bosco Leopoldino, op. cit., p. 35. 
317 LÓPEZ  y LÓPEZ, Antonio, Derecho Civil. Derechos reales y Derecho inmobiliario y registral, 

Valencia, Tirant lo Blanch, 2001,  p.170.  
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la cual vive el intérprete, la institución de la propiedad goza de un valor socialmente 

paradigmático318. 

 

Ello explica la aparente paradoja que siempre ha acompañado al derecho de propiedad, 

por lo que, desde el comienzo, siempre ha habido disputas. Por una parte, 

históricamente ha sido considerado como derecho fundamental. Por otra parte, la 

protección de la propiedad como uno derecho fundamental siempre ha habido 

conflictos entre los propietarios y los campesinos319. 

 

Este marco histórico es como una caja de resonancia para el legislador brasileño dado 

que el Poder Constituyente de 1987/1988 consagra la propiedad privada y la función 

social de la propiedad en dos momentos: primero entre los derechos y garantías 

fundamentales en el Titulo II de la Constitución, como vimos en páginas anteriores. El 

derecho de propiedad queda limitado por los principios fundamentales, por los valores 

superiores y por la función social que la propiedad es llamada a cumplir.  

 

Pese a ello, al tratar del orden económico vuelve el tema de propiedad privada y la 

función social de la propiedad, al figurar como principios que forman la concepción 

constitucional del Orden Económico en el Art. 170 320  aparatados II y III con la 

siguiente redacción:  

 

El orden económico, fundamentado en la valorización del 

trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene como finalidad 

                                                 
318 PERLINGIERI, Pietro, Introduccione alla problematica della propietà, Camerino, 1970, p.10. 
319 COMPARATO, Konder Fábio, Direitos e deveres fundamentais em matéria de propriedade, en A 

Questão Agrária e a Justiça, São Paulo, RT., 2000, p. 56. 
320 Constituição Federal de 1988, Art. 170 - “A ordem econômica, fundada na valorização do trabalho 

humano e na livre iniciativa, tem por fim assegurar a todos uma existência digna, conforme os ditames da 

justiça social, observados os seguintes princípios: I - soberania nacional; I – propriedade privada; III – 

função social da propriedade; IV - Livre concorrência; V – defesa do consumidor; VI – defesa do meio 

ambiente; VII – redução das desigualdades  regionais e sociais; VIII – busca de pleno emprego; IX – 

tratamento favorecido para as empresas de pequeno porte constituídas sob as leis brasileiras e que tenham 

sua sede e administração no país”.  
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garantizar a todos una existencia digna, de conformidad con los 

dictámenes de la justicia social, observados los siguientes 

principios: II – propiedad privada; III – función social de la 

propiedad321. 

 

En verdad, la consagración de la propiedad privada y la función social de la propiedad 

como principios del orden económico no invalida la función social como límite al 

derecho de la propiedad. Según Aronne, ambos principios se jerarquizan 

axiológicamente ante los casos concretos, informando siempre materialmente el 

derecho de acceso a la propiedad 322. 

 

Con la consagración de la propiedad privada y la función social de la propiedad en el 

Orden Económico, ambos siguen siendo, así también, parte integrante de una Política 

Agraria y de la Reforma Agraria adecuada a los parámetros Constitucionales de la 

Federación Brasileña como Estado Democrático de Derecho323.  

 

Ya hemos recordado con anterioridad que históricamente  el centro de gravedad del 

sistema económico lo ha constituido la propiedad privada, que ha sido, y sigue siendo, 

piedra angular y base primordial sobre la cual se desarrolla la totalidad de la estructura 

social y el funcionamiento del sistema económico324 adoptado por el Estado.  

 

Sin embargo, de acuerdo con lo descrito en el encabezamiento del Art. 170 de la 

Constitución de 1988, el orden económico tiene como finalidad asegurar a todos una 

existencia digna, conforme a los dictámenes de la justicia social. Y la justicia social325  

sólo se cumple si todos los miembros de la colectividad pueden vivir dignamente, al 

                                                 
321 Véase Constituição Federal de 1988, Art.  170. 
322 ARONNE, Ricardo, Propriedade e domínio: Reexame sistemático das normas nucleares de direitos 

reais, Rio de Janeiro, Renovar, 1999,  p. 152.   
323 FONSECA, João Bosco Leopoldino, op. cit., pp.10- 11. 
324 COLINA GAREA, Rafael, La función social de la propiedad privada, Barcelona, José María Bosch 

Editor, 1997, p. 270. 
325 Sobre el tema de justicia social puede consultarse  la obra de RAWLS, John, Teoría de La Justicia,  

México, Fondo de Cultura Económico, 1971. 
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mismo tiempo que el ser aislado debe producir para la colectividad – y aquí no se 

excluye el Estado, como representante último de esta colectividad, incluso porque, a la 

vez que recauda tributos, le retribuye a la colectividad bajo la forma de seguridad, 

oportunidades de trabajo, salud, educación, cultura326. Se trata de un ciclo, en el cual 

cada elemento – individuo, colectividad, Estado – contribuye para la justicia social y 

consiguiente la dignidad humana, haciendo difícil su separación, mostrando que, 

mientras más evolucionado sea el sistema de distribución de la propiedad, de los 

ingresos y trabajo digno, mejores serán las condiciones de vida de la colectividad con 

reflejo en el funcionamiento del sistema económico del Estado327. 

 

Bajo la perspectiva de la teoría de los derechos fundamentales de Alexy, hay un 

derecho definitivo a prestación cuando la exige el principio de libertad fáctica, que en el 

caso tiene un peso mayor que el principio de la división de poderes y de la democracia, 

así, como los principios materiales opuestos (como la libertad jurídica de otros), 

condiciones que el autor sostiene que están satisfechas en el caso de los llamados 

derechos fundamentales sociales mínimos, como el derecho a un mínimo vital, a una 

vivienda simple, a la educación escolar, a la formación profesional y a un nivel de 

estándar mínimo de asistencia médica328.  

 

Dicho esto, los principios del orden económico, entre ellos la propiedad privada (II) y 

la función social de la propiedad (III) catalogados en el Art. 170 de la Constitución de 

1988 se encuentran directamente relacionados con el Art. 5 encabezamiento del mismo 

texto constitucional, que dispone que todos son iguales ante la ley,  lo que conecta 

directamente con el Título I de los principios fundamentales, principalmente con el 

                                                 
326 VAZ, Isabel, op. cit., p.84. 
327 ALFONSIN, Jacques Távora, O acesso à terra como conteúdo de direitos humanos fundamentais à 

alimentação e à moradia, Porto Alegre, Fabris, 2003, pp. 65 y ss. Sobre justicía distributiva, véase la 

obra de RAWLS, John, Teoría de La Justicia,  México, Fondo, 1971. 
328 ALEXY, Robert, Teoría de los Derechos Fundamentales, Madrid, Centro de Estudios Políticos y 

Constitucionales, 2002, pp. 494-495 (Trad.  Ernesto Garzón Valdés). 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

99 

Artículo 1 que dispone sobre las bases de la República Federativa de Brasil, como 

siendo un Estado Democrático de Derecho329.  

 

Respecto a los argumentos que apelan a la igualdad como justificación de los derechos 

fundamentales, los mismos se basan en el proceso de especificación en el 

reconocimiento de los derechos humanos para reconocer las capacidades y 

oportunidades de los seres humanos. Parten de la constatación de la desigualdad o 

discriminación de hecho para sostener el vínculo entre derechos fundamentales e 

igualdad material, por medio de la diferenciación y a través de medidas 

redistributivas330. 

 

Vimos que el carácter democrático de la Constitución de 1988 impregna toda la 

Constitución, y su esencia está resumida en los cuatros primeros artículos. En ellos, 

encontramos los Principios Fundamentales en el Título I, o sea, las prescripciones 

normativas constitucionales destinadas a traducir todos los derechos sobre los cuales se 

forma una sociedad331.  Los principios fundamentales, como hemos dicho, se relacionan 

con los valores que necesariamente deben orientar la práctica social y económica, la 

acción del Estado y la interpretación de las normas jurídicas por el poder judicial332. 

 

                                                 
329 SILVA señala que “el Art. 170 de la Constitución de 1988 inscribe la propiedad privada y su función 

social como principios del Orden económico (apartados II e III) La propiedad ya no podrá ser 

considerada puro derecho individual, relativizándose su concepto y significado, especialmente porque los 

principios de orden económica, preordenados a la vista de la realización de su fin, son los de asegurar a 

todos una existencia digna, de acuerdo con los dictámenes de la justicia social” (SILVA, José Afonso, 

Curso de Direito Constitucional positivo,  São Paulo, Malheiros, 1998,  p. 273). 
330 AÑÓN, M. J., Ciudadanía Social: la lucha por los derechos sociales, en: Cuadernos Electrónicos de 

Filosofía del Derecho, n. 6, 2002, disponible en internet el 10.12.2006 en 

http://www.uv.es/CEFD/6/anyon.htm. 
331 DERANI, Cristiane, Direito ambiental econômico, São Paulo, Max Limond, 1997, p. 246. 
332  CANOTILHO, Gomes José Joaquim, Direito Constitucional, Coimbra, Almedina, 1989, p.122. 

Véase, también, DERANI, Cristiane, op. cit., p.247. 
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Para Canotilho, entre los principios fundamentales encontramos los principios 

impositivos, que imponen a los agentes políticos que integran los órganos de Estado a 

la ciudadanía, como un todo, la realización de fines y la ejecución de tareas333.  

 

Los principios a los que se refiere el orden económico definido constitucionalmente334, 

como la soberanía nacional y la función social de la propiedad, son algunos principios 

básicos que deben estructurar la organización de las actividades económicas335. 

 

Dicho esto, debemos destacar que la Constitución de 1988 es, sobre todo, la norma 

suprema del Estado democrático brasileño, y que el poder judicial al interpretar el 

ordenamiento jurídico debe tener como base: a) la igualdad, por lo que se reconoce que 

las desigualdades sociales han sido construidas históricamente, y, por lo tanto, pueden 

eliminarse. Es en razón de esto que los brasileños admiten la construcción de una 

sociedad justa e igualitaria; b) la supremacía del interés público sobre el privado, que 

subordina la propiedad privada al interés social y a la función social; c) la promoción 

del bien común, que impone a los agentes políticos que integran los órganos de Estado, 

así como a la ciudadanía, como un todo, el deber de crear todas las condiciones de la 

vida social que permitan y favorezcan el desarrollo íntegro de todas las personas, 

propietarias o no, sin distinción y sin prejuicios, garantizando, de ese modo, una 

existencia digna a todos336. 

 

Ya hemos señalado que la propiedad rural y su función social se conciertan a través del 

Derecho Constitucional brasileño, como queda claro mediante la lectura de la 

Constitución de 1988, donde se nos revela el aspecto dinámico de la propiedad337, como 

camino para la implantación de la política agrícola y de la reforma agraria.  

                                                 
333 CANOTILHO, Gomes José Joaquim, op. cit., p. 124. 
334 Véase Constituição Federal de 1988, Art.  170. I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX. 
335 VAZ, Isabel, op. cit., pp. 87-89. 
336 GRAU, Roberto Eros,  A Ordem Económica na Constituição de 1988: Interpretação e Crítica, São 

Paulo, Malheiros, 1998, pp. 189 y ss. 
337  TEPEDINO, Gustavo, A Parte Geral do Novo Código civil: Estudos na Perspectiva Civil-

Constitucional, Rio de Janeiro, Renover, 2003, p. 24. 
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La propiedad privada, como instituto jurídico destinado a producir riquezas, encuentra 

los parámetros de su garantía en la función social y en los principios fundamentales de 

la República Federativa de Brasil. En otras palabras, los límites al derecho de 

propiedad, su esfera de libertad inherente al principio de la dignidad humana, 

encuentran en la función social el fundamento de su garantía y, principalmente, el 

compromiso del Estado con la erradicación de la pobreza y la marginalización338, en los 

términos que ya hemos comentado en las páginas anteriores. 

 

Para una parte de la doctrina, la finalidad de los derechos sociales fundamentales es la 

satisfacción de las necesidades humanas básicas339. De esta manera, por ejemplo, las 

necesidades 340  de alimentación, vivienda, educación, vestido, salud, protección y 

asistencia social, (que son derechos sociales contemplados en la constitución del Art.  6 

a 11)  suelen satisfacerse a través del intercambio comercial341, pero las Constituciones 

contemporáneas le atribuyen al Estado el deber de garantizar que los miembros más 

desvalidos de la sociedad no carezcan del mínimo necesario, por medio de políticas 

públicas y programas distributivos342. 

                                                 
338 Véase Constituição Federal de 1988, Titulo I,  “Dos Princípios Fundamentais”. 
339 Véase CONTRERAS PELÁEZ, F. J., Derechos sociales: teoría e ideología, Madrid, Tecnos, 1994;  

PRIETO SANCHÍS, L., Los Derechos Sociales y el Principio de la Igualdad Sustancial, en 

CARBONELL, M., CRUZ PARCERO, J. A. y VÁZQUEZ, R. Derechos Sociales y Derechos de las 

Minorías, México, UNAM, 2000 pp. 15-65;  ALEX, Robert, Teoría de los Derechos Fundamentales, 

Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2002 (Trad. Ernesto Garzón Valdés). 
340 El concepto de necesidad no es unánime, aunque haya consenso que el mismo no se confunde con 

deseo, preferencia, interés o aspiración. Para CONTRERAS PELÁEZ, la necesidad que fundamenta los 

derechos sociales no es intencional, sino que es una cualidad objetiva de la  relación entre el sujeto con 

su entorno, una cualidad inamovible que no depende en manera alguna de las decisiones, reflexiones o 

estado de ánimo del agente. (CONTRERAS PELÁEZ, F.J., op. cit., p. 53.) 
341 LEAL, Rosemiro Pereira, op. cit., pp. 89 y ss. 
342  PRIETO SANCHIS, L., Los Derechos Sociales y el Principio de la Igualdad Sustancial, en: 

CARBONELL, M., CRUZ PARCERO, J. A. y VÁQUEZ, R.,  Derechos Sociales y Derechos de las 

minorías, México, UNAM, 2000, p. 27; ALEXY, Robert, Teoría de los Derechos Fundamentales, 

Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 2002, p. 482 (Trad.  Ernesto Garzón Valdés). 
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En efecto, la Política Agrícola y Agraria y la Reforma Agraria, a su vez, recibieron 

atención, en la Constitución de 1988 343 , a través de las reglas constitucionales 

pertinentes a cada una. La Reforma Agraria, que se apoya en la competencia de la 

Unión para expropiar por interés social, como ya lo preveían las Constituciones de 

1946 y de 1967, recibió un  componente nuevo que vino a alterar el rostro anterior de lo 

instituido, pues amplía el alcance de la reforma agraria permitiendo la expropiación del 

bien inmueble rural que no esté cumpliendo la función social, en los artículos 184 y 

siguientes. De este tema trataremos en el capítulo II de este trabajo.   

 

Parece lógico dar el paso de los conceptos y principios de la Constitución a una reforma 

agraria que permite la efectiva realización de la justicia en el medio rural. Pero antes, 

debemos referirnos a otro aspecto de la legislación brasileña que también atañe a la 

propiedad: el Código Civil, que tiene su propia historia y tradición. 

 

Así, desde el momento de la independencia política de la corona portuguesa, se planteó 

la necesidad de reformular una propiedad de la tierra que se basaba en sexmos y 

capitanías hereditarias. Pero fue con la proclamación de la República que el primer 

Código Civil brasileño puede ver la luz. El Código Civil representa la esfera de 

circulación de los bienes, describe las relaciones de intercambio, es decir, compra, 

venta, incluyendo la compra y venta de la fuerza de trabajo. Históricamente, es sobre el 

Código Civil que se apoya el derecho privado en Brasil. Pero, una tradición de origen 

liberal y positivista no se adecua sin roces a los principios de una Constitución de 

inspiración humanista, democrática como es la Constitución de 1988. Aunque el hecho 

de que se produzcan roces no tiene por qué llevar a confusión.   

 

Por supuesto, si el derecho de propiedad ha sido contemplado en la Constitución, toda y 

cualquier norma que regula el derecho de propiedad debe remitirse a la Constitución. 

Esto no sólo se refiere a la legislación, sino que se proyecta también a la interpretación. 

De esta forma, la reforma agraria se enmarca en el panorama constitucional, pero no 

podemos pasar por alto lo que se refiere al Código Civil en materia de propiedad. 

 

                                                 
343 Véase Constituição Federal de 1988, Título VII. 
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1.3. El derecho de propiedad en el Código Civil Brasileño 

 

1.3.1. La Ley de introducción al Código Civil 

 

Aunque el Código Civil Brasileño es de 2002, la Ley de Introducción al Código Civil, 

Decreto Ley núm. 4.657, es del 4 de setiembre de 1942, actualizada con el Nuevo 

Código. La lectura de los artículos 4 y 5 de la Ley de Introducción en la perspectiva 

constitucional, permite afirmar que dichos artículos inspiraron el poder Constituyente 

de 1988 en el sentido de constitucionalizar los valores superiores y los principios 

fundamentales. 

 

En su Art. 4 dicha Ley establece que: En ausencia de Ley o en caso de laguna legal, el 

juez decidirá el caso de acuerdo con la analogía, las costumbres y los principios 

generales del derecho. Como vimos anteriormente, son los principios fundamentales 

definidos por la Constitución que orientan a todos los demás principios del 

ordenamiento jurídico. 

 

El Art. 5  agrega que: En la aplicación de la ley, el juez atenderá a los fines sociales a 

que se destina y a las exigencias del bien común. Basado en este dispositivo, la ley 

debe ser, en manos de quien la aplica, un instrumento de realización del bien social y, 

para tal, debe ser investigada su finalidad procurando interpretarla de forma que venga 

a servir a los intereses sociales. Para conseguir dicho resultado, se puede dar a la ley la 

necesaria elasticidad, en un intento por adaptarla para conformarla a la realidad 

presente.  

 

Con López Peña destacamos que: El derecho civil, entonces, ya no tiene su fuente 

suprema en el Código Civil sino en la Constitución, “y sus principios supremos, por lo 

tanto, no son ya los del Código, sino los constitucionales”344, que, por consiguiente, 

desde ahora, serán “el punto de referencia última para la calificación de cualquier 

                                                 
344 LÓPEZ PEÑA, José  María, en el Prólogo del  libro de COLINA GAREA, Rafael, La función Social 

de la Propiedad Privada en la Constitución Española de 1978, Barcelona, Bosch,1997, p. 11. 



Capítulo I 

104 

precepto, aunque éste sea del Código Civil, claro está, como Derecho normal o 

excepcional”345. 

 

Por supuesto, la nueva lectura de los Artículos 4 y 5 de la Ley de Introducción con toda 

seguridad abrirá camino a nuevas reflexiones, indispensables a la formación de una 

cultura jurídica capaz de interpretar el Código Civil, en materia de propiedad, en 

consonancia con la Norma constitucional346.  

 

Por tradición, se ha considerado que el Código Civil constituye la columna vertebral del 

derecho privado brasileño347. Por lo tanto, debería ser un vehículo privilegiado para 

concretar los valores y principios y derechos fundamentales constitucionalmente 

consagrados. 

 

1.3.2. El Código Civil 

 

A. La estructura del Código 

 

El Código Civil Brasileño es el texto legal que establece la normativa en lo civil en la 

República Federativa de Brasil, especialmente, la Ley núm. 10.406 del 10 de enero de 

2002, en vigor desde el 11 de enero de 2003, con un año de periodo de vacancia legal. 

 

Al producirse el proceso independentista brasileño no se redactó de inmediato un 

Código Civil, permaneciendo en vigencia la legislación civil portuguesa. En el siglo 

XIX, hubo un esbozo de Código Civil, que no fue aprobado, por parte de Augusto 

Teixeira de Freitas. El primer Código Civil de Brasil surgió en 1916, con vigencia 

establecida para 1917348. Dicho texto legal fue elaborado por Clóvis Bevilácqua en 

                                                 
345 LÓPEZ PENA, José María, op. cit., p.15. 
346 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., pp. 19 y ss. 
347 BEVELÁCQUA, Clovis, Direitos das coisas, Rio de Janeiro, Forense, 1956.  
348 El Código Civil de 1916 conocido como Código de Bevelácqua, es una obra de su tiempo, proyectada 

en abril de 1889 y concluida en noviembre del mismo año, que fue aprobada por el Senado Federal con 

186 enmiendas, y entró en vigor a partir del 1º de enero de 1917.  
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1889 año de la proclamación de la República. Además, el Código Civil de 1916, que 

revocó las Ordenanzas del Reino349, editadas por el Rey Felipe al final del siglo XVI y 

comienzos del siglo XVII. Estuvo en vigor hasta el 10 de enero de 2003, cuando entra 

en vigor el actual Código Civil Brasileño. 

 

El actual Código Civil tiene 2.046 Artículos, organizados de la siguiente manera: Parte 

General. I – Las Personas, II – Los Bienes, III – Los Actos Jurídicos. Parte Especial: 

Libro I – Del Derecho de las Obligaciones; Libro II – Del Derecho de Empresa; Libro 

III – Del Derecho de las cosas; Libro IV – Del Derecho de Familia; Libro V – Del 

Derecho de las Sucesiones; Parte Final de las disposiciones finales y transitorias. El 

Capítulo I del Titulo III del Libro III,  habla de la Propiedad en general en la Sección I 

– de las Disposiciones preliminares – en el Art. 1.228.  

 

El Código Civil brasileño en el tema de Propiedad es, todavía en la actualidad, más un 

derecho de bienes (del patrimonio) que un derecho de las personas, tiene como objetivo 

representar la esfera de circulación y describir la fenomenología de aquella relación de 

intercambio (compra y venta de la fuerza de trabajo y de la producción)350 . Para 

percatarse de esto, basta examinar el Código y el trato que le da a la propiedad, a la 

posesión y a los demás bienes. Siguiendo el camino del Código Civil anterior 

                                                 
349 El Código Civil, en 1917, estableció la vía judicial para la delimitación de las tierras. No se permitió 

ya la revalidación de las “sexmas” ni la legitimación de las posesiones. Quien no tuviese regularizada su 

propiedad según la “Lei de Terras”, solamente podrían hacerlo en la forma de usucapión. El plazo 

establecido para adquirir este derecho era de diez años continuos, sin oposición ni reconocimiento de 

dominio ajeno en un área de hasta diez hectáreas.  
350 El derecho de propiedad fue concebido como relación entre una persona y una cosa, de carácter 

absoluto, natural e imprescindible. Más tarde se comprobó que la teoría no podía prosperar, ya que entre 

una persona y una cosa no puede haber relación jurídica, que sólo opera entre personas. Luego, el 

Derecho de propiedad pasó a ser entendido como una relación entre un individuo (sujeto activo) y un 

sujeto pasivo universal, integrado por todas las personas, que tienen el deber de respetarlo. Así, el 

derecho de propiedad se revela como un modo de imputación de una cosa a un sujeto. Sin embargo, para 

José Afonso da Silva, la perspectiva civilista no alcanza la complejidad del tema, que es resultante de un 

complejo de normas judídicas del dercho público y de derecho privado y que podría interesar como 

relación jurídica y como institución jurídica (SILVA, José Afonso da, Curso de Direito Constitucional 

positivo, São Paulo, Malheiros, 1998). 
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concebido para una sociedad burguesa,  el actual Código le dio un trato privilegiado a 

las cosas en perjuicio de las personas y, fundamentalmente, de la colectividad351.  

 

El nuevo Código todavía puede considerarse un proyecto preconstitucional para la 

sociedad actual. No obstante, entra en vigor dieciséis años después de la promulgación 

de la actual Constitución de 1988. El Código  se tramitó durante más de veinte años en 

el Congreso Nacional, para ser promulgado en el año de 2002 con vigencia para 2003. 

No es exagerado decir que se trata de un rostro nuevo en un cuerpo de viejo. 

 

Durante el período de 1916 a 2002, el Código anterior fue profundizándose de manera 

gradual, por medio de la magistratura y del legislador especial, sobre todo después de la 

promulgación de la Constitución de 1988352.  

 

Poco a poco, el enfriamiento del interés por los diversos, y antiguos, proyectos de ley, 

parecía coincidir con la pérdida de centralidad del Código en el sistema de fuentes 

normativas de Brasil353.  

 

De ahí que numerosas leyes especiales pasaran a regular sectores relevantes del 

ordenamiento civil. Finalmente, la noción individualista de propiedad se ve alterada por 

la Constitución de 1988.  

 

En el Estado Social y Democrático de Derecho, se opera un cambio total en el concepto 

de propiedad, con el objetivo de desvincularla del liberalismo individualista marcado 

por el Código Civil de 1916. Ferreira señala que  el régimen de la propiedad  del 

Código Civil cedió  mucho de su carácter individualista para asumir el de socialización 

de derecho de propiedad declarado en la Constitución354. 

 
                                                 
351 ALFONSIN, Jacques Távora, op. cit. p. 112. 
352 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p. 39. Véase, también, TEPEDINO, Gustavo, A nova propriedade 

e sua função social, en Revista Forense, v. 306, Rio de Janeiro, Forense, 1989.  
353 TEPEDINO, Gustavo, op. cit.,  p. 42. 
354  FERREIRA, Valdemar, O Conteúdo econômico da Constituição brasileira de 1946, en Revista 

Forense, v. 122, Rio de Janeiro, Forense, 1949, p.17. 
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B. El Código Civil y la Constitución 

 

No cabe duda que la Constitución de 1988 instauró un nuevo orden jurídico en el país, 

reformuló valores, instituyó principios fundamentales, obligando de esta forma a 

repensar todo el sistema jurídico brasileño. La normativa constitucional, su conjunto de 

reglas y principios, pasa a incidir directamente en las relaciones intersubjetivas355.  

 

Un  problema  específico enfrentado por los civilistas pasó a ser la adecuación de la 

propiedad privada del Código Civil al derecho de propiedad garantizado por la 

Constitución de 1988356.  

 

El Capítulo I, del Titulo III, del Libro III del Código Civil Brasileño, se abre con una de 

las más importantes normas del sistema jurídico privado en Brasil, pero que presenta en 

sí misma una conexión con la norma de origen liberal burguesa del siglo XIX, tanto en 

su función como en su dinámica, y hasta podríamos decir que, en materia de derecho de 

propiedad (rural), presenta un carácter obsoleto dentro del sistema jurídico actual.  

 

El “nuevo” Código Civil presenta la propiedad privada de manera general, el Art. 1.228 

establece que: el propietario tiene la facultad de usar, gozar y disponer de sus bienes, y 

de recuperarlos de manos de quienquiera los  posea injustamente. Siguiendo el camino 

del Código Civil de 1916 que definía la propiedad en el Art. 524 como el derecho de 

usar, gozar, y disponer de los bienes, y de recuperarlos de manos de quienquiera los  

posea injustamente. Pues bien, lo que ocurre con el Artículo 1.228, del actual Código, 

es que cambia la expresión el derecho por la expresión  la facultad. 

 

Sin embargo, la novedad357 del Artículo 1.228 del actual Código es la inclusión en el 

texto codificado de la “función social” de la propiedad privada, en el párrafo 1 de dicho 

                                                 
355 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p.18. 
356 TEPEDINO, Gustavo, A Parte Geral do Código Civil: Estudo na Perspectiva Civil Constitucional, 

Rio de Janeiro, Renovar, 2003. 
357 TEPEDINO, Gustavo, Crise de fontes normativas e técnica legislativa na parte geral do Código Civil 

de 2002, en A parte geral do Código Civil, Rio de Janeiro, Renovar, 2003, XVIII. 
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Artículo que establece que el derecho de propiedad debe ser ejercido de acuerdo con 

sus finalidades económicas y sociales. 

 

Ciertamente, con la entrada en vigor del Código Civil de 2002, la doctrina del derecho 

civil brasileño se aboca a la tarea de construcción de nuevos modelos interpretativos, en 

un intento de abandonar el discurso hostil de los que, justamente, vislumbraban la  

propiedad como un derecho exclusivamente privado 358 , en la perspectiva de una 

relación axiológica entre el texto codificado de 2002 y el Modelo de Estado 

Constitucional de 1988359. 

 

Sin embargo, este cambio de perspectiva, que se extiende por el espíritu de los civilistas 

brasileños, no debe confundirse con una postura pasiva y servil ante el nuevo orden 

civil codificado. Al contrario, parece indispensable mantener un comportamiento atento 

y una crítica permanente de cara al Código Civil de 2002, para que, en el intento de 

atribuirle la máxima eficacia económica, no se pierdan de vista los valores superiores y 

principios fundamentales consagrados en el ordenamiento constitucional360. 

 

Según Comparato la propiedad siempre fue tratada de manera diferente entre los 

civilistas clásicos y los constitucionalistas. El autor identifica una diferencia entre los 

conceptos de propiedad en el Derecho Civil y en el Derecho Constitucional. Para eso, 

establece una distinción en el concepto de propiedad y reconoce dos aspectos: uno 

estructural, como hasta entonces tratada por el derecho Civil, y otro funcional, dada la 

función social que tiene que desempeñar en el mundo jurídico y económico361. Se 

observa, antes que nada, que el concepto constitucional de propiedad es más amplio 

que el tradicional de Derecho Civil362. Cada día que pasa, el legislador se da más 

                                                 
358 Veáse por ejemplo, MONTEIRO, Washington de Barros, Curso de Direito Civil, Direito das Coisas, 

São Paulo, Saraiva, 1973. 
359 TEPEDINO, Gustavo, op.cit., pp. 54. 
360 TEPEDINO, Gustavo, op. cit., p. XVII. 
361 COMPARATO, Fábio Konder, Estado, empresa e função social, en Revista dos Tribunais, v. 732. 

São Paulo, R.T., 1996. 
362 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., p. 43. 
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cuenta que las cosas, los bienes, deben ser disciplinados según la función que 

representan para la sociedad363. 

 

De esta forma, es al derecho civil, en lo que atañe al derecho de propiedad, a quien le 

cabe regular las relaciones civiles que derivan del derecho de propiedad, pero no su 

régimen jurídico, que es constitucional364.  

 

Ciertamente, el Código de 2002, inspirado en el modelo de Estado de los años 1970, 

introduce la función social de la propiedad de manera general, como un concepto 

jurídico indeterminado, sin ningún otro punto de referencia valorativo, y se omite con 

respecto a la función social de propiedad rural365.  

 

Por eso mismo, se torna imprescindible que el intérprete promueva la conexión 

axiológica entre el Código y la Constitución, pues ésta define tanto los valores 

superiores y los principios fundamentales de la República Federativa de Brasil, como 

los requisitos para el cumplimiento de la función social de la propiedad rural, como 

hemos visto en apartados anteriores. 

 

Las finalidades económicas y sociales de la propiedad privada previstas en el Código 

Civil de 2002 podrán representar una alteración relevante en el panorama del derecho 

privado brasileño, siempre que se interprete según la lógica de la dignidad humana 

(Art. 1 apartado III de la Constitución) y de la solidaridad (Preámbulo constitucional) 

asumidos como principio y valor constitucional en 1988. 

 

El punto de partida de un análisis actualizado del derecho de propiedad se encuentra, 

sin duda, en el abandono de la concepción de propiedad tal como se presenta en el Art. 

544 del Código Napoleón, causante del Art. 524 del Código Civil de 1916 y de los 

Artículos 1.228 y 1.231 del Código Civil de 2003. Puesto que el Art.  544 del Code 

                                                 
363 VAZ, Isabel, op. cit., p. 98. 
364 COMPARATO, Fabio Konder, op cit, pp. 43- 44. 
365 Código Civil Brasileiro Art. 1.228 – el propietario tiene la facultad de usar, gozar y disponer de sus 

bienes, y de recuperarlos de manos de quienquiera los  posea injustamente. (Traducción Libre) 
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Napoleón condensa las líneas del pensamiento predominante de la época366.  El Art. 

544 del Código francés representa el cumplimiento de un proyecto político y  un 

instrumento legal para destacar la idea individualista en la disciplina de los derechos, 

superada hace mucho por el sistema constitucional contemporáneo367.  

 

Si tomamos como punto de partida estas observaciones, el hecho que la doctrina 

civilista brasileña continúe realizando lo que pudiéramos llamar  una “lectura liberal del 

Código”368 representa un grave riesgo para la efectiva realización de una sociedad justa 

y democrática. 

 

Dicho esto, son muchas las razones por las cuales el legislador ha mantenido la noción 

de propiedad y de función social de manera genérica. Entre ellas, se destaca el hecho de 

que el actual Código, a pesar de promulgado tras la Constitución de 1988, deriva de un 

proyecto de Ley elaborado en 1977 en pleno régimen militar, ya que la dictadura 

requería, ante todo, la modificación del régimen de la propiedad, de su estructura, 

liberándola para el desarrollo capitalista369.  

                                                 
366  Sin embargo, como hemos dicho, la noción de propiedad como derecho absoluto vino a ser 

modificada en el momento de la publicación de la Constitución de Weimar, en 1919, en Alemania, ya 

que contenía la regla de que la propiedad obliga, imponiendo el deber de ejercer el derecho, en caso de 

ser de interés público, y el ejercicio del derecho de forma de satisfacer ese interés.  Aunque el Código 

Civil Brasileño de 1916 (Art. 524) haya adoptado el pensamiento individualista, inspirado en el Código 

Napoleón, la idea de función social ganó espacio en la sede constitucional brasileña en la Constitución de 

1934 (Art. 113, apartado 17), según el cual se garantiza el derecho de propiedad, “que no podrá ser 

ejercido contra el interés social o colectivo, en la forma que la ley determine”. La Constitución de 1937, 

en su Art.122, párrafo 14, garantizaba “el derecho de propiedad, salvo la expropiación por necesidad o 

utilidad pública, mediante indemnización previa”. La Constitución de 1946 (Art. 141, párrafo 16) 

garantizaba el derecho de propiedad, “salvo el caso de expropiación por utilidad pública o por interés 

social, mediante previa indemnización en dinero” y el Art. 147 establece que “el uso de la propiedad 

quedará condicionado al bienestar social”. La Enmienda Constitucional núm. 1 de 1969 garantizó la 

función social de la propiedad como principio para el desarrollo nacional y la justicia social en el Art. 

160, III (HORTA, Raul Machado, op. cit., pp. 34 y ss). 
367 TEPEDINO, Gustavo, op. cit., p. XIX. 
368 TEPEDINO, Gustavo: op. cit., XIX. 
369 GOHN, Maria da Gloria, História dos Movimentos e Lutas Sociais: A Construção da Cidadania dos 

Brasileiros, São Paulo, Loyola, 1995. 
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El Art. 1.228 del Código Civil Brasileño, efectivamente, evitando definir estos 

conceptos, define los poderes del titular del dominio calificando como la facultad de 

usar, gozar y disponer de sus bienes, y de recuperarlos de manos de quienquiera los  

posea injustamente370, fijando así, el aspecto interno o económico, caracterizado como 

del señorío, y otro externo, que es el aspecto propiamente jurídico de la estructura de la 

Propiedad371. 

 

Para Comparato el primer aspecto interno o económico, está compuesto por las 

facultades de usar, gozar y disponer. El segundo, externo o jurídico, se traduce por la 

facultad de exclusión de las injerencias ajenas. Estos dos aspectos (estáticos), por lo 

tanto, componen aún la estructura de la propiedad privada en Brasil372.  

  

Es evidente que el aspecto funcional de la propiedad, siempre más polémico, es un 

blanco de disputa ideológica, pues se refiere al dinamismo de la propiedad, la función 

que ésta desempeña en el mundo jurídico y económico - la función social de la 

propiedad - está consagrada en la Constitución en el Título II - de los derechos y 

garantías fundamentales, como hemos expuesto en páginas anteriores. 

 

Dicho esto, no se concibe una lectura liberal del Código373  sobre el  derecho de 

propiedad (rural) que pueda tener una interpretación en oposición a la Constitución, o 

que se desarrolle de forma paralela a ésta. Sin embargo, algunos autores, como Viana, 

sostienen que el derecho de propiedad es absoluto como cualquier otro derecho real, y 

tiene efecto erga omnes374. En sentido parecido, para Monteiro, el carácter absoluto de 

la propiedad no se debe solamente a su efecto erga omnes, sino también al hecho de ser 

el más completo de todos los derechos reales que de él se desprenden y al hecho de que 

                                                 
370 Véase Código Civil Brasileiro, Art. 1.228. 
371 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., p. 52. 
372 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., p.42 y ss. 
373 TEPEDINO, Gustavo, op. cit., pp. 67-68 
374 VIANA, Marco Aurélio, Teoria e política do direito das coisas, São Paulo, Saraiva, 1983, p. 47. 



Capítulo I 

112 

el titular puede disfrutar y disponer del bien como le parezca, sometiéndose sólo a las 

limitaciones del derecho de propiedad de otros titulares375. 

 

El concepto de “propiedad privada” que se obtiene de la doctrina civilista en el 

contexto histórico en que se produjo la formulación del Art. 1.228, del “Código Civil 

Brasileiro” se nos presenta como uno de los pilares del sistema de Derecho Civil 

codificado y, a juicio de algunos de los juristas brasileños del siglo XXI, como uno de 

los fundamentos inamovibles del orden social instaurado o consolidado por el Código 

anterior376. 

 

Comparando la propiedad en la Constitución y la propiedad del ya citado Artículo  

1.228 del Código Civil, queda en evidencia que el actual Código Civil brasileño es hijo 

del Código Civil de 1916, y que en el tema de la propiedad, no implica una renovación 

o una innovación sustancial377.  

 

Pese a ello, tal concepto contrasta a primera vista con el que cabe deducir de una lectura 

sistemática de los preceptos actualmente vigentes sobre diversos tipos de propiedad, 

orientados desde los principios y derechos fundamentales que actualmente están 

contenidos en el texto constitucional378.  

                                                 
375 MONTEIRO, Washington de Barros, op. cit., pp. 89-90. 
376 TEPEDINO, Maria Celina, op. cit., p. 42. 
377 TEPEDINO, Gustavo, op. cit., p. 69. 
378 Con la Constitución de 1988, la función social se incorporó al concepto de propiedad. La Constitución 

dio una determinada finalidad a la propiedad rural, a saber, ser productiva (Art. 186). Y, junto a la 

finalidad, la Constitución establece sanciones en caso de incumplimiento de la función social, sea a través 

de la expropiación (Arts. 184 y 182, párrafo 4, apartado III) sea a través de la progresividad del impuesto 

(Arts. 153, párrafo 4, y 182, párrafo 4, apartado III) o a través del “usocapión”, es decir, el derecho a 

regularizar la situación de propiedad en el caso de uso efectivo prolongado (Arts. 191 y 183). Así, la 

propiedad tuvo nueva lectura, ya que el Código cedió su lugar de centro del sistema para la Constitución. 

Es ésta la que informa y da los valores al Derecho Civil. La Constitución pasa a disciplinar directamente 

materias que hasta entonces eran tratadas exclusivamente por la Ley ordinaria,  muy especialmente por la 

materia que hasta entonces era de reglamentación exclusiva del Código Civil (TEPEDINO, Gustavo, op. 

cit., pp. 25 y ss.).  
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La función social de la propiedad se presenta, desde la perspectiva constitucional, como 

un criterio de solución de los conflictos entre el interés egoísta del propietario y el 

interés de la colectividad, y no guarda relación con otros principios o normas 

establecidos para regular las colisiones interindividuales379.  

 

Por lo tanto, la propiedad sólo es garantizada, en el derecho civil, o en cualquier otro 

derecho, si cumple su función social. Además, la protección constitucional de, la 

función social de la propiedad, la dignidad humana, altera la vieja imagen del dominio, 

que es ya un poder subordinado a superiores exigencias constitucionales380. 

 

Es, por ello, que desde el punto de vista constitucional, no resulta tolerable un 

desarrollo legislativo que prevea una disciplina del ejercicio de las facultades 

dominicales que se traduzcan en situaciones patrimoniales de ventajas absolutas, 

inviolables o intangibles, pues tal posibilidad aparece de antemano condenada por la 

Constitución381. 

 

Al leer en la Constitución de 1988 que se garantiza el derecho de propiedad, no 

perdemos de vista que dicha redacción tiene su origen en el liberalismo del siglo XVIII 

adoptado por muchas constituciones del mundo. Esta es una concepción clásica, donde 

las limitaciones al derecho de propiedad han sido siempre algo exepcional y que debía 

ser sujeto a interpretación restrictiva382.  

                                                 
379  Esa modificación es consecuencia del modelo de organización política adoptada por la Asamblea 

constituyente de 1988, es decir, el Estado Social y Democrático de Derecho, que pone énfasis en la justicia 

social. La propiedad y su función social están colocadas lado a lado como garantías constitucionales y 

como principios generales del orden económico y financiero. La Constitución muestra claramente la 

modificación de lo que abarca el Derecho Público Constitucional, cuando garantiza el derecho de propiedad 

(Art. 5. XXII) siempre que atienda a su función social (Art. 5. XXIII). 
380 Como hemos dicho en páginas anteriores de este trabajo. 
381 COMPARATO, Fábio Konder, Estado: empresa e função social, en Revista dos Tribunais, v. 732. São 

Paulo, RT., 1996. p. 45. 
382 ALZAGA VILLAAMIL, Oscar, Comentario Sistemático a la Constitución española de 1978, Madrid, 

Ediciones Del Foro, 1978, p. 289. 
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Se pensaba que tales limitaciones podían producirse en interés privado o en interés 

público; las primeras las auto-imponía el propietario libremente, es decir, eran 

limitaciones basadas en la voluntad. Las segundas limitaciones eran las establecidas por 

las leyes; las cuales, incluso, se han llegado a interpretar a través del Código Civil383.  

 

En los contornos civilistas clásicos, la propiedad se define como un derecho de goce en 

el máximo de su plenitud. El propietario puede gozar de sus bienes, en principio, del 

modo como estime conveniente. Ello significa que el propietario hace suyos todos los 

provechos, utilidades o réditos que de la cosa deriven y significa también que el 

propietario decide libremente el modo y la forma de utilización384. 

 

Sin embargo, en los contornos constitucionales contemporáneos, el derecho del 

propietario de usar, gozar y disponer ya no es un derecho absoluto. La situación del 

propietario sólo es relevante en la medida que presupone la obligación del 

comportamiento de abstención, a veces, la obligación de cooperación de los otros 

sujetos, que se pueden volver, de hecho y concretamente, titulares de la situación 

antagónica385. 

 

Gilissen destaca que el derecho de propiedad es un derecho real, o sea, una relación 

entre una persona y todas las otras en relación con un bien; un derecho real se puede 

oponer erga omnes386.  

 

En este contexto el concepto de propiedad del Art. 524 Código Civil de 1916 en vigor 

hasta 2003, no obstante, contrastaba a primera vista con el que cabe deducir de una 

lectura sistemática de los preceptos constitucionales, hasta el punto de que pudiera 

decirse que durante el periodo de 1988 a 2003, el Art. 524 del Código Civil de 1916, 

donde seguía leyéndose el propietario tiene la facultad de usar, gozar y disponer de sus 
                                                 
383 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., pp. 98 y ss. 
384 DIEZ-PICAZO, Luiz, Propiedad y Constitución, en el libro colectivo titulado Constitución y economía: 

La ordenación del sistema económico en las Constituciones occidentales, Madrid, Centro de Estudios y 

Comunicación Económica, 1977, p. 42. 
385 PERLINGIERI, Pietro, Perfis do Direito Civil, Rio de Janeiro, Renovar, 1999, p. 220. 
386 GILISSEN, John, Introdução histórica no direito, Lisboa, Fund. Calouste Gulbenkian, 1995, p. 633. 
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bienes, era una regla superada387 por la Constitución de 1988 que dice: Art.  5. XXII - 

Se garantiza el derecho; XIII- la propiedad atenderá a su función social. Además, 

como también se ha puesto de relieve, la función social de la propiedad rural el Art. 186 

establece los requisitos para su cumplimento388.  

 

Pese a la promulgación de la Constitución de 1988, el Código Civil de 1916 

permaneció en vigor hasta enero de 2003 y casi toda la teoría sobre el derecho de 

propiedad (rural) en Brasil es una teoría civilista que es asumida por la mayor parte del 

poder judicial, que aplicaba solamente, y muchos aún lo hacen, normas del derecho 

civil en cuestiones agrarias389. Esto puede explicar que se conserve la concentración de 

la propiedad rural en manos de pocos propietarios, lo cual provoca un elevado número 

de ocupaciones de propiedades390. En este período de más 15 años las interpretaciones 

sobre el derecho de propiedad rural todavía reflejan el carácter absoluto del derecho de 

propiedad del ya superado Código de 1916. Aunque, como ya se ha indicado, algunos 

autores han alertado que las categorías y conceptos del derecho civil deben ser 

criticados y reconstruidos, en el empeño de llevar a cabo el proyecto constitucional391. 

 

1.3.3. El Código Civil y la cuestión agraria 

 

A. El Código Civil y la propiedad rural 

 

El Código Civil, como hemos dicho, en su Art. 1.228, continúa sin definir el derecho de 

propiedad, y se limita a describir el propietario sin precisar lo que constituye el derecho 

de propiedad. Lo que se refiere a la propiedad rural queda silenciado. Trata la 

propiedad de manera general en el Art. 1.228 – El propietario tiene la facultad de usar, 

gozar y disponer de los bienes. 

                                                 
387 FIÚZA, César, Novo Direito Civil – Curso Completo, Belo Horizonte, Del Rey, 2002, p. 192.  
388 Véase Constituição Federal de 1988,  Art.  186.  
389 Son pocas las sentencias que involucran la cuestión agraria que hace referencia a la Constitución. Las 

referencias suelen limitarse al Código Civil y Código de Proceso Civil (STROZANKE, José Juvelino, 

Questões Agrárias. Julgados comentados e Pareceres, São Paulo, Método, 2002). 
390 Véase Anexo, los gráfico núm. 1 y 2. 
391 TEPEDINO, Maria Celina, op.cit., pp. 23 y ss. 
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La cuestión agraria se define fuera del Código Civil, y está regida, fundamentalmente, 

por la Constitución y por el estatuto de la tierra. Así, el Estatuto da Terra392, en su Art. 

1 establece: 

 

 Esta ley regula los derechos y obligaciones en lo que concierne los 

bienes inmuebles rurales, para los fines de ejecución de la Reforma 

Agraria y promoción de la Política Agrícola.  

Párrafo 1º. – Se considera Reforma Agraria el conjunto de medidas 

que tengan como objetivo promover una mejor distribución de la 

tierra, mediante modificaciones en el régimen de su posesión y uso, con 

el fin de atender a los principios de justicia social y al aumento de 

productividad. (Traducción libre) 

 

La Constitución cuidó, expresamente, de la función social de la propiedad rural en el 

Art. 186, que dispone: Art. 186: La función social se cumple cuando la propiedad rural 

atiende, simultáneamente, según criterios y grados de exigencia establecidos por ley, a 

los siguientes requisitos: I – aprovechamiento racional y adecuado; II – utilización 

adecuada de los recursos naturales disponibles y preservación del medio ambiente; III – 

observación de las disposiciones que regulan las relaciones de trabajo; IV – explotación 

que favorezca el bienestar de propietarios y trabajadores.  

 

La Constitución de 1988  y el Estatuto de la Tierra, de forma semejante manifiestan la 

preocupación por conceptuar la función social de la propiedad rural, indicando, en el 

propio texto legal, sus requisitos. El Estatuto da Terra en su Art. 2 establece que:  

queda asegurada a todos la oportunidad de acceso a la propiedad de la tierra, 

condicionada por su función social, en la forma prevista en esta ley.  Y el párrafo 1 

añade: “la propiedad de la tierra desempeña íntegramente su función social cuando 

simultáneamente: a) favorece el bienestar de los propietarios y de los trabajadores que 

en ella trabajan, así como de sus familiares; b) mantiene niveles satisfactorios de 

productividad; c) asegura la conservación de los recursos naturales; d) observa las 

                                                 
392 Véase Estatuto da Terra - Ley núm. 4.504 de 1964 
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disposiciones legales que regulan las justas relaciones de trabajo entre quienes poseen y 

quienes cultivan”. 

 

A su vez, la ley núm. 8.629, del 25 de febrero de 1993,  que desarrolla el precepto 

constitucional de la función social de la propiedad, en su Artículo 9 establece los 

mismos requisitos que constan en el Art.  186 de la Constitución, a saber: Ley núm. 

8.629, Art. 9. I – aprovechamiento racional y adecuado; II – utilización adecuada de los 

recursos naturales disponibles y preservación del medio ambiente; III – observación de 

las disposiciones que regulan las relaciones de trabajo; IV – explotación que favorezca 

el bienestar de los propietarios y de los trabajadores 

 

Estos preceptos que hemos transcrito anuncian un importante cambio conceptual: la 

propiedad rural ya no se presenta como un derecho de poder, sino como una posición 

más compleja, en la que se definen deberes e incluso obligaciones. Este cambio de 

posiciones está hoy centrado en la Constitución y sus apartados que tratan de la materia.  

 

Reconocida la función social de la propiedad rural, objetivamente, las normas sobre la 

cuestión agraria deben ser, como todas las otras normas, interpretadas de conformidad 

con la Constitución y con el Estatuto da Terra, lo que torna inválida la concepción 

civilista de la propiedad hasta ahora adoptada por el derecho civil brasileño393. Sobre 

ella recaen otros derechos de terceros, propietarios o no propietarios394.  Así pues, el 

poder judicial es llamado a aplicar estas normas, teniendo en cuenta los valores y 

principios fundamentales constitucionalmente declarados por el legislador 

constituyentes de 1988.  

 

B. La función social de la propiedad rural y el poder judicial 

 

La función social de la propiedad rural parece condenada al desprecio por parte del 

Código Civil brasileño. Esto afecta directamente a los campesinos en situaciones 

                                                 
393 COMPARATO, Fábio Konder, Função social da Propriedade dos bens de Produção, en Revista de 

Direito Mercantil, num. 63, 2001; TEPEDINO, Maria Celina,  op. cit., p. 54. 
394 VAZ, Isabel, op. cit., p. 67. 
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concretas. En la práctica, el Poder Judicial, amparado en el Código del Proceso Civil395, 

en los conflictos entre propietario y campesinos, sigue  aplicando sólo las normas del 

Código Civil. En caso de resistencia de los campesinos, el Poder Judicial aplica las 

normas del Código Penal, sobre todo, en los conflictos que involucran la cuestión 

agraria, contribuyendo así a no hacer efectiva la democracia en el medio rural,  a la 

concentración de la tierra y de la riqueza y a la exclusión de social de millones de 

familias campesinas en Brasil396 . 

 

En efecto, el sistema judicial se sitúa en el núcleo de los sistemas democráticos, en la 

medida en que garantiza los derechos fundamentales (que son el rasgo más importante 

de las democracias constitucionales), permite la interrelación por medio del sistema de 

pesos y contrapesos entre los demás poderes del Estado (lo que caracteriza las 

democracias representativas), y es un servicio público, central y necesario para el 

ejercicio de los derechos y deberes de los ciudadanos en una sociedad democrática397. 

 

Tanto cuando el sistema judicial se presenta como poder de Estado, como cuando se 

presenta como prestador de servicios, su función es distribuir la justicia, entendido esto 

como la última palabra en cualquier conflicto, sea de naturaleza pública, sea privada398. 

 

Es innegable, pues, la importancia del Poder Judicial y de los Tribunales (en Brasil el 

Supremo Tribunal Federal) en las democracias contemporáneas, porque el Estado 

democrático precisa de un Poder Judicial sólido, dotado de jueces que sean competentes 

                                                 
395 Comparable a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
396 STROZANKE, Juvelino José, op. cit., pp. 63-64. 
397 COMPARATO, Konder Fábio, Direitos e deveres fundamentais em matéria de propriedade, en A 

Questão Agrária e a Justiça, São Paulo, RT., 2000; RAMOS ROLLÓN, M., Sistema Judicial y 

Democracia en Centroamérica: la perspectiva de los Jueces. Ponencia presentada en el seminario de la 

Fundación CIDOB, Barcelona, el 20.01.2005, disponible en internet el 03/02/2007 en 

www.cidob.org/es/content/download/2758/24110/file/doc_américa  latina_8.pdf- 
398 SADEK, M. T., Introdução. Experiências de acesso à justiça, en SADEK, M. T., Acesso à Justiça, 

São Paulo, Fundação Konrad Adenauer, 2001, pp. 7-8. 
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jurídicamente y a la vez conscientes de la dimensión constitucional de la función que 

ejercen399.   

 

Ahora bien, el papel y los límites del Poder Judicial no son objetos de consenso por 

parte de la doctrina. El activismo judicial y la judicialización de la política son así 

cuestiones cruciales, pero, en este trabajo, no nos adentraremos en la discusión sobre el 

actual protagonismo de los jueces y magistrados. 

 

De todos modos, no se puede negar la  importancia asumida por la magistratura en los 

sistemas democráticos contemporáneos, siendo cierto que el protagonismo judicial 

asume formas e intensidades distintas en los diversos sistemas jurídicos y está 

íntimamente relacionado con la propia evolución del Estado como Estado Democrático 

de Derecho. 

 

La constitucionalización de los derechos sociales y la positivación de los mismos en los 

textos internacionales de derechos humanos, son  factores que conllevan un cambio en 

las funciones del Poder Judicial, puesto que la actividad de interpretación y realización 

de tales derechos puede implicar un alto grado de creatividad de parte de los jueces, en 

la medida en que estos derechos están normalmente relacionados con valores y 

principios constitucionales como: libertad, dignidad, igualdad  y, en gran parte, 

dependen de políticas públicas para su efectividad400. 

 

Pese a ello, en Brasil, ante la omisión del Estado en relación con el efectivo 

cumplimiento de la función social de la propiedad, constitucionalizada en 1988, los 

campesinos optaron por realizar manifestaciones públicas con ocupaciones de 

propiedades improductivas como medio de llamar la atención de la sociedad brasileña 

acerca de la necesidad de hacer efectiva la reforma agraria. Materializaban, así, el 

principio de ciudadanía (Art. 1, apartado II de la Constitución), para exigir del Estado la 

                                                 
399  COMPARATO, Konder Fábio, op. cit., p. 79; CARRILLO, M., Poder Judicial y Estado 

Democrático, en Noticia do Direito Brasileiro, Nova Série, núm. 9. Brasília, UnB,  2002, p. 42. 
400 CAPPELLETTI, M., Juízes legisladores? Porto Alegre, Sérgio Antônio Fabris, 1993, p. 67 (Trad. 

Carlos Alberto Álvaro de Oliveira). 
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reforma agraria, teniendo en cuenta la concentración de la tierra y el incumplimiento de 

la  función social de la propiedad401.  

 

Ante esas acciones, surge la cuestión de cómo calificar jurídicamente la conducta de 

esos campesinos rebeldes. ¿Están cometiendo un acto ilícito penal contra la propiedad? 

¿O están, por el contrario, amparados por la Constitución? 

 

Para algunos autores, a ejemplo de Alfonsin, el hecho de que violaran normas jurídicas 

del estatuto civil contrarias a la Constitución, al ocupar la propiedad de terceros, no 

excluye la calificación de su conducta como una expresión del ejercicio del derecho de 

libertad de expresión y de manifestación pública, encaminada a exigir el cumplimiento 

de la Constitución. Primero: porque la  Constitución brasileña define el derecho a la 

libertad de expresión y de manifestación en el Titulo II de los derechos y garantías 

fundamentales, en el  Art. 5, apartado XII402. Segundo, debido a que a diferencia de lo 

que se deriva de la configuración de la Constitución como norma material de obligado 

cumplimiento y desarrollo, por parte de los poderes públicos, en los términos que ya 

hemos expuesto, el Estado no ha hecho casi nada403. Tercero, dado que como también 

se ha puesto de relieve, el poder judicial no ha actuado  de acuerdo con esta condición 

material de la Constitución, puesto que no impone la observancia de valores, principios 

fundamentales y otros derechos constitucionales, cuando operan en materia de 

propiedad rural404,  como lo prueban las decisiones sobre el tema405. 

Por ejemplo, de los 150 procesos que involucran la cuestión agraria de 1993 hasta 2007 

(de parte de la asesoría jurídica de la Comissão Pastoral da Terra – CPT/PB) ninguna 

decisión hacía referencia a la Constitución. En el ámbito nacional, salvo  raras 

excepciones, las decisiones  justifican sus fallos a través de las normas del Código Civil 

                                                 
401 VARELLA, Marcelo Dias, Introdução ao direito a reforma agrária: o direito face aos novos conflitos 

sociais,  São Paulo, Anca, 1998, pp. 486 y ss. 
402 Constituição Federal de 1988, Art.  5. XVII – é plena a liberdade de associação para fins lícitos, 

vedada a de caráter paramilitar. 
403 Véase Comissão Pastoral da Terra, Conflitos no Campo, Brasil 2005, Goiânia, CPT, 2006. 
404 ALFONSIN, Jacques Távora, O Acesso à Terra como Conteúdo de Direitos Humanos Fundamentais 

à Alimentação e à Moradia, Porto Alegre, Fabris, 2003, p. 168. 
405 Véase procesos de la 1ª Vara de Conflitos  Agrários e Meio Ambiente  do Estado da Paraíba.  



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

121 

o del Código del Proceso Civil. Así, el Poder judicial en general ha decidido de la 

siguiente manera: 

 

O Esbulho Possessório - Mesmo tratando-se de propriedades 

alegadamente improdutivas – Constitui ato revestido de ilicitude 

jurídica. -  Revela-se contrária ao direito, porque constitui 

atividade à margem da lei, sem qualquer vinculação ao sistema 

jurídico, a conduta daqueles que – particulares, movimentos ou 

organizações sociais – visam, pelo emprego arbitrário da força e 

pela ocupação ilícita de prédios públicos e de imóveis rurais, a 

constranger, de modo autoritário, o poder público a promover 

ações expropriatórias, para efeito de execução do programa de 

reforma agrária406.  

 

Esto parece confirmar que la magistratura brasileña todavía guarda resquicios del 

liberalismo-individualista, que mantiene distancia de la interpretación constitucional407. 

Algunos autores, como Streck han alertado sobre el hecho de que  estamos, entonces, 

frente a un serio problema: por un lado tenemos una sociedad que carece de la 

realización de derechos y, por otro lado, una Constitución Federal que garantiza estos 

derechos de la forma más amplia posible408. Este es el contrapunto. De ahí se desprende 

la necesidad de indagar: ¿Cuál es el papel del Supremo Tribunal Federal en este 

contexto? 

                                                 
406 “La apropiación ilícita. Aun tratándose de propiedades alegadamente improductivas. Constituye acto 

revestido de ilícito jurídico.- Se revela contraria al derecho, porque constituye actividad al margen de la 

ley, sin ningún vínculo con el sistema jurídico, la conducta de aquellos –particulares, movimientos u 

organizaciones sociales- que, mediante el empleo arbitrario de la fuerza y la ocupación ilícita de predios 

públicos y de bienes inmuebles rurales, se proponen coaccionar, de modo autoritario, al poder público 

para promover acciones expropiatorias, a efecto de ejecución del programa de reforma agraria”. 

[Traducción libre] 
407 CINTRA, Dyrceu, Por uma reforma radical e abrangente, en Folha de São Paulo, Tendências e 

Debates. São Paulo, 25 de mayo de 1999, pp.1-3. 
408 STRECK, Lenio Luiz, A Constituição e o Construir da sociedade: função social da propriedade, en 

STROZAKE, Juvelino José, op. cit., p. 41.  
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La conducta de esos campesinos, según la doctrina más atenta a la cuestión agraria 

brasileña, tiene como finalidad exigir el cumplimiento de normas constitucionales sobre 

la función social de la propiedad rural409.  

 

Rocha señala que, en su calidad de campesinos desposeídos de tierras para trabajar y 

sustentar a sus familias, los trabajadores rurales tienen un legítimo interés en la 

ejecución de los principios y derechos  constitucionalmente protegidos como la vida, la 

dignidad,  la seguridad, y, por lo tanto, son titulares de derechos fundamentales, ya que 

son directamente afectados por su falta de cumplimiento, y que se encuentran ante la 

imposibilidad de tener acceso a la tierra, a la vivienda y al trabajo como derechos 

sociales fundamentales para obtener los recursos necesarios para la efectiva dignidad 

humana410.  

 

El cumplimiento de normas constitucionales sobre la función social de la propiedad 

rural es de responsabilidad de todos los órganos411 públicos para atender otros derechos 

sociales fundamentales. La misión de tutela de los derechos sociales fundamentales 

presupone ahora que los poderes públicos cumplan sus deberes constitucionales para 

con los ciudadanos.  

 

La labor judicial sobrepasa, así, los límites tradicionales de los litigios privados para 

alcanzar también litigios comprometedores de los poderes políticos 412 . Cappelletti 

                                                 
409 Entre otros autores, véase la obra de LAUREANO, Delze dos Santos, O MSR e a Constituição. Um 

sujeito histórico na luta pela reforma agrária no Brasil, São Paulo, Expressão popular, 2007, pp. 187 y 

ss. 
410 ROCHA, Albuquerque José, Questões Agrárias, São Paulo, Método, 2002,  pp. 55 y ss.. 
411  En Brasil para la cuestíón agrária, los órganos encargados son: Ministério do Desenvolvimento 

Agrário (MDA) y el Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária (INCRA). 
412 La concreción de los derechos sociales fundamentales exige la alteración de las funciones clásicas de 

los jueces  que se tornan co-reponsables por las políticas de los poderes estatales, teniendo que orientar 

su actuación en el sentido de  posibilitar y fomentar la realización de proyectos de mudanza social. 

(APOSTOLOVA, B. S., Poder Judicial: do Moderno ao Conteporâneo, Porto Alegre, Fabris, 1998, pp. 

183 y ss). 
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señala que la justicia administrativa y la justicia constitucional aparecen como 

componentes cada vez más importantes en el fenómeno judicial, frecuentemente, a 

través de Cortes administrativas y Constitucionales nuevas y altamente creativas413. El 

aumento de los sectores de la vida social sometidos a control judicial414.  

 

Para Guarnieri y Pederzoli la importancia de las decisiones judiciales convierte al juez 

en una especie de administrador, pero con poderes y status muy diferentes, lo que 

agudiza  la cuestión sobre su responsabilidad415
.   

 

Así, el protagonismo del Poder Judicial en la democracia contemporánea puede 

desembocar tanto en la discusión sobre su función como garantía de la primacía del 

derecho y sus límites, como en la denuncia de su incapacidad para cumplir su misión. 

En  Brasil, el poder judicial ha sido duramente criticado416, entre otros motivos: por su 

ineficacia, inaccesibilidad, morosidad,  ausencia de transparencia, privilegios 

corporativos, incompetencia en las investigaciones417 etc.  

 

Sin embargo, Santos admite que las críticas al Poder Judicial han sido menos severas 

que las dirigidas a los gobiernos y a los políticos electos. Según él, “la creciente 

desconfianza que recayó sobre éstos parece haber dado origen al proceso de 

judicialización de la política”418.  

                                                 
413 CAPPELLETTI, Mauro, Juízes Irresponsáveis? Porto Alegre, Sérgio Antonio Fabris, 1989, pp. 21-22 

(Trad. Carlos  Alberto Álvaro de Oliveira). 
414 Sobre la judicialización, Véase GUARNIERI, C. Y PEDERZOLI, P., Los Jueces y la Política. Poder 

Judicial y democracia, Madrid, Taurus, 1999, p. 163 (Trad. Miguel Ángel  Ruiz de Azua). 
415 GUARNIERI, C. Y PEDERZOLI, P., op. cit., p. 165. 
416 Especialmente por los movimientos sociales en el medio rural. 
417 Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional dos Conflitos no Campo 2000, Goiânia, CPT 

2001. 
418 SANTOS, Boaventura de Sousa, Direito e Democracia. A Reforma Global da Justiça, en PUREZA, J. 

M. y CASIMIRO FERREIRA, A. (Coord.), A Teia Global: Movimentos Sociais e Instituições, Porto 

Alegre, Afrontamento, 2001, p. 130. 
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Brasil, así como otros países latinoamericanos, pasa no sólo por una mala situación 

social y política, sino que también el propio Estado atraviesa una crisis419, la cual, 

según O´Donnell, se manifiesta en tres dimensiones: la del Estado como conjunto de 

burocracias capaces de cumplir sus funciones con razonable eficacia; la de la 

efectividad de la ley; y la vinculada a la pretensión de que los organismos estatales 

normalmente orientan sus decisiones basándose en algún concepto de bien público420.  

 

En este panorama, según Faria, el Poder Judicial brasileño tiene que enfrentarse a 

problemas diversos: leyes viejas frente a nuevos tipos de conflictos; una cultura 

técnico-profesional de los jueces desfasada e incapaz de entender los nuevos derechos 

consagrados en la Constitución; la baja calidad de los servicios de justicia debido a 

deficiencias burocráticas; número insuficiente de jueces; la existencia de ritos, plazos y 

procedimientos “kafkianos”, incomprensibles para los laicos421.  

  

Algunos autores, como Sadek, apuntan que la justicia en Brasil es muy receptiva a un 

cierto tipo de demandas, pero poco atenta a los pleitos de la ciudadanía. Para el autor, 

parece incuestionable que el sistema brasileño es más comprometido con un exceso de 

formalismo y procedimientos que con la efectiva garantía de los derechos422.  

 

                                                 
419 Para FARIA, por crisis en este contexto se entiende ‘la circunstancia en la cual un determinado 

sistema histórico se expande progresivamente hasta el punto en que los efectos acumulativos de sus 

contradicciones internas le impiden resolver sus dilemas por medio de simples ajustes en sus 

instituciones (FARIAS, J. E., O Poder Judicial no Brasil. Paradoxos, desafios e alternativas, Brasília: 

Conselho de Justiça Federal, 1996, pp. 17 y ss). 
420 O’DONNELL, G., Acerca del Estado la Democratización y algunos Problemas Conceptuales. Una 

perspectiva Latino-americana con referencia a Países Poscomunistas, en CARBONELL, M., OROZCO, 

W. (Coord.), Estado de Derecho. Concepto, Fundamentos y Democratización en América Latina, 

México, UNAM, 2002, p. 240. 
421 FARIA, J. E., As Transformações do Judiciário em face de suas Responsabilidades Sociais, en 

FARIA, J. E.(Coord.), Direitos Humanos, Direitos Sociais e Justiça, São Paulo, Malheiros, 2002, pp. 56-

57. 
422 SADEK, M. T., DIAS L., y CAMPOS, A., O Judiciário e a prestação de Justiça, en SADEK, M. T. 

(Org.),  Acesso à Justiça, São Paulo, Fundação Konrad Adenauer, 2001, p. 41.         
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Una investigación realizada en 1994, indicaba que el 35% de los brasileños evalúan el 

Poder Judicial como regular, 28% como malo y pésimo y sólo 26% como óptimo y 

bueno423. Según Faria, la duda sobre la confiabilidad del Poder Judicial está alimentada 

por las crisis de eficiencia y de identidad a las que se enfrenta el Poder Judicial 

brasileño.  Para él, la crisis de eficiencia se manifiesta en el desempeño del Poder 

Judicial, que no alcanza a decidir el 60% de las demandas que ingresan a cada año en 

los Juzgados de primer grado. Y la crisis de identidad se agudiza con la falta de 

modernidad de gran parte de las leyes brasileñas, por una magistratura excesivamente 

individualista y formalista424. 

 

Para Sadek y Bastos Arantes, la crisis del Poder Judicial en Brasil se verifica en tres 

áreas distintas: la institucional, la estructural y la relativa a los procedimientos. La crisis 

institucional se refiere a la posición del Poder Judicial frente a los otros dos poderes del 

Estado, y está directamente relacionada con el sistema de gobierno presidencialista 

consagrado por la Constitución, que, por un lado, fortaleció el Poder Legislativo y 

amplió sus poderes de control y de fiscalización, mientras, por otro lado, dotó el Poder 

Ejecutivo de la posibilidad de legislar por medio de medidas provisórias425.  

 

En este contexto, cabe al Poder Judicial la mediación política entre los otros dos 

poderes y el control constitucional de los actos de ambos, estimulando la “politización 

excesiva del Poder Judicial”426. 

 

                                                 
423 SADEK, M. T. y BASTOS ARANTES, R., A Crise do Judiciário e a Visão dos Juízes, en Revista da 

USP, núm. 21, São Paulo, USP, 1994, p. 36. 
424 FARIA, J. E., O Poder Judiciário no Brasil. Paradoxos, desafios e alternativas, Brasília, Conselho de 

Justiça Federal, 1996, pp. 11-16. 
425 La medidas provisórias – son actos da la competencia del “Presidente da República”, de carácter 

urgente, que no dependen de acuerdo previo de la legislatura, y que deben ser sometidas inmediatamente 

al Congreso para su revisión y, en caso de no convertirse en ley dentro de treinta días, pierden su eficacia 

desde el día de su promulgación. Previstas en la Constitución de 1988 en su Art.  62. 
426 SADEK, M. T. Y BASTO, A. R., A Crise do Judiciário e a Visão dos Juízes, en Revista da USP, 

núm. 21, São Paulo, USP, 1994. p. 37. 
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La crisis estructural es el aspecto más visible y más identificable de la crisis del Poder 

Judicial y abarca tanto la crisis de eficacia como la crisis de identidad. En primer lugar, 

se refiere, principalmente, a la estructura dura y a la falta de agilidad del Poder Judicial. 

Esta crítica es antigua y la Constitución Federal de 1988 trató de reorganizar y redefinir 

las atribuciones de los órganos judiciales, en un innegable avance respecto al modelo 

anterior. No obstante, tal cambio no se muestra satisfactorio, en la medida en que no 

logró dar respuestas al problema de la creciente demanda por el Poder Judicial427.  

 

Finalmente, la crisis relativa a los procedimientos se debe a las normas y ritos 

procesales y asimismo a los efectos y dificultades que derivan de las propias etapas y 

garantías especificadas en ley. Lo que se discute es la posibilidad de simplificación de 

los procedimientos judiciales, para que sean más rápidos y económicos, lo que, para 

algunos autores, llevaría a una mayor eficiencia del Poder Judicial428 

 

La crisis del Poder Judicial se refleja en el descontento de la población brasileña con el 

funcionamiento de la justicia. La necesidad de cambio en el Poder Judicial no es nueva 

en Brasil, ya que en diversos momentos de la historia brasileña se intentó modificar la 

estructura y el papel del Poder Judicial429. Pese a ello, los intentos de cambio del Poder 

Judicial en Brasil, así como en otros países, no suele darse de forma tranquila y 

consensual, sino que siempre ha habido movimientos en contra de este cambio430. 

 

Hasta ahora hemos hablado de lo que ocurre en la legislación brasileña. Pero Brasil es 

un país que, desde su nacimiento como República Federativa, se inserta en un 

panorama planetario, y participa en el hacer internacional. 

 

En efecto, los tratados internacionales están previstos en la Constitución de 1988, en el 

Art.  5, párrafo 2. En el próximo apartado nos referiremos a los mecanismos 

                                                 
427 SADEK, M. T. Y BASTO, A. R., op. cit., p. 38. 
428 SADEK, M. T. Y BASTO, A. R., op. cit., p. 41. 
429 SADEK, M. T. Y BASTO, A. R., op.cit. pp. 36-37. 
430 Como ocurrió en los debates sobre el proyecto de reforma del Poder Judicial, que resultó en la 

Enmienda Constitucional núm. 45, del 8 de diciembre de 2004. 
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internacionales sobre los derechos sociales y humanos que atañen a la cuestión agraria, 

y que no podríamos dejar de contemplar. 

 

 

1.4. La Declaración Universal de Derechos Humanos, los Tratados Internacionales 

y la cuestión agraria en Brasil 

 

Los derechos fundamentales de los hombres y mujeres han cambiado desde la 

Declaración Universal del Hombre y del Ciudadano del 27 de agosto de 1789, que 

proclamaba los principios de libertad, igualdad, propiedad y legalidad. Estos principios 

se han impregnado de connotaciones contemporáneas con mayor gama de matices, tales 

como: dignidad, no discriminación, derecho a la vida, a la vivienda, al trabajo, entre 

otros.  

 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948, del 

Art. XXII al Art. XXVIII,  integra los derechos sociales de los hombres y mujeres, 

como el derecho a la seguridad social –que la humanidad llevó siglos para conquistar y 

que muchos de los campesinos brasileños todavía no tienen – , así como la satisfacción 

de los derechos económicos, sociales y culturales indispensables para la dignidad 

humana y el libre desarrollo de su personalidad, como son muestra el derecho a la 

educación, a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, al ocio. El  

derecho al trabajo aparece con mayor detalle, comprendiendo, por ejemplo, la elección 

del trabajo, la condición satisfactoria del trabajo y la protección contra el desempleo, 

ingresos dignos, la libertad sindical431.  

 

Sin embargo, los campesinos en Brasil están lejos de alcanzar muchos de esos 

derechos, a no ser mediante una reforma agraria432, pero de este tema hablaremos en el 

segundo capítulo.  La reforma agraria es, pues, un imperativo no sólo interno, como 

                                                 
431 Véase Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, Arts. XXII al XXVIII. 
432 STÉDILE, João Pedro, Brava Gente – a trajetória do MST e a luta pela terra no Brasil, São Paulo, 

Scritta, 2002, p. 65. 
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también internacional, porque la dignidad de la persona humana no es exclusiva de 

Brasil, sino que es una aspiración de la comunidad internacional.  

 

Sabemos que Brasil ocupa el segundo lugar de concentración de tierras en el mundo, 

después de Paraguay 433 , y  este hecho no puede ser motivo exclusivo de la 

preocupación de los ciudadanos brasileños, si consideramos sus consecuencias: de 

acuerdo con el Informe de la Red Social de Justicia y Derechos Humanos en conjunto 

con Global Exchange, en el capítulo referente a Violencia en el medio rural y trabajo 

esclavo –“sólo en el año 2001 fueron liberados 1.600 trabajadores de su condición de 

esclavos. Esto representa casi tres veces las cifras de los años 1999 y 2000, es decir, de 

6 a 8 veces más que en los años precedentes. En el año 2002 de enero a septiembre 

cerca de 2.200 trabajadores fueron liberados. En el año 2000, alcanzaba a 465 la cifra, 

hasta donde se tenía noticia, de personas aún mantenidas en régimen de esclavitud en 

las zonas rurales de Brasil”434.  ¿Cómo hablar, pues, de dignidad humana en Brasil si la 

concentración de tierras impide que los campesinos tengan trabajo, vivienda, 

educación, y que, por consiguiente, tampoco tengan seguridad?  

 

No obstante, en el ámbito de las relaciones internacionales, Brasil se rige, entre otros 

principios fundamentales, por la primacía de los derechos humanos, declarado en el 

Art. 4 apartado II de la Constitución de 1988435. este principio, que invoca la apertura 

del orden jurídico interno al sistema internacional de protección de los derechos 

humanos implica no sólo el comprometimiento del país en el proceso de elaboración de 

las normas de derechos humanos, sino también es la búsqueda de la plena integración 

de dichas normas al orden jurídico interno de Brasil, y conlleva el reconocimiento de la 

existencia de condicionamientos a la noción de la soberanía estatal, que queda sometido 

                                                 
433 Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional dos Conflitos no Campo Brasil 2003, Goiânia, 

2004. Véase, también, informe de la Comissão Pastoral da Terra, en ocasión de la movilización para 

enmienda constitucional del Art.  185. II de la Constitución. 
434 Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional dos Conflitos no Campo Brasil 2005, Goiânia, 

CPT, 2006.  
435  Art. 4 – “A República Federativa do Brasil rege-se suas relações internacionais pelos seguintes 

princípios: II – prevalência dos direitos humanos”. 
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a reglas jurídicas, que tienen como parámetro obligatorio la primacía de los derechos 

humanos436. 

 

Sea como fuere, no se puede negar que la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos ejerce considerable impacto en los sistemas jurídicos nacionales, en cuanto 

pauta superior de inspiración y criterio de interpretación para los órganos responsables 

por desarrollar y aplicar por vía judicial o arbitral el derecho internacional positivo437. 

 

 

1.4.1. La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948  

 

A. Una declaración universal en un contexto internacional. 

 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos fue aprobada por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas el día 10 de diciembre de 1948, bajo la forma de 

Resolución 438 . El proceso de elaboración de la Declaración fue marcado por 

discrepancias entre los Estados sobre la forma y el contenido del proyecto. Respecto a 

la forma, las alternativas eran un tratado jurídicamente vinculante para los Estados que 

lo ratificaran o una mera declaración de alcance moral439. Fue esta propuesta la que 

triunfó, debido a la reticencia de los Estados para comprometerse jurídicamente. Por 

otro lado, la discrepancia respecto al contenido material reflejaba el conflicto 

ideológico político de la época. Así, mientras, por un lado, las democracias occidentales 

                                                 
436 PIOVESAN, F., Direitos Humanos e o Direito Constitucional internacional, São Paulo, Max Limnad, 

2004, pp. 65-66. 
437 TRUYOL y SERRA, A., Los Derechos Humanos. Declaración y Convenios Internacionales, Madrid, 

Tecnos, 2000, pp..43 y ss.. 
438 Para un estudio más completo véase  SAIZ ARNAIZ, Alejandro, La Apertura Constitucional al 

Derecho Internacional y Europeo de los Derechos Humanos. El Artículo 10.2 de la Constitución 

Española, Madrid, Consejo General del Poder Judicial, 1999. 
439   La Declaración es indudablemente la expresión de la conciencia jurídica de la humanidad, 

representada en la ONU y, como tal, fuente de un «derecho superior», un higher law, cuyos principios 

no pueden desconocer sus miembros (TRUYOL Y SERRA, A., op. cit., p. 42.). 
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querían incluir en la declaración únicamente los derechos civiles y políticos e iniciar un 

proceso de internacionalización de los derechos humanos, los Estados del bloque 

socialista, por su parte, hacían hincapié en los derechos económicos, sociales y 

culturales y no aceptaban ningún  tipo de injerencia internacional en la soberanía 

estatal. 

 

Ciertamente, la Declaración Universal de los Derechos Humanos expresa el gran 

acuerdo a que se llegó en el año de 1948. La Declaración contiene treinta Artículos en 

los cuales se enumeran los derechos humanos básicos y las libertades fundamentales, 

abarcando tanto derechos civiles y políticos como derechos económicos, sociales y 

culturales, y  reconociendo la necesaria interdependencia entre todos440.   

 

Además, en su Artículo 28, sienta las bases de una política social internacional441 al 

declarar que toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e 

internacional, en el que los derechos y libertades proclamados en esta declaración se 

hagan plenamente efectivos.  De este modo, el derecho internacional penetra en el 

corazón mismo del santuario de la soberanía al pasar a ser no sólo un derecho 

interestatal, sino también un derecho superestatal, encargado, en nombre de valores 

comunes y superiores a los Estados, de la protección de intereses intra-estatales442. 

                                                 
440 GROS ESPIELL, H, Estudios sobre derechos Humanos II, Madrid, Civitas, 1988, p. 30. En palabras 

del autor, la DUDH pretendió presentar una concepción universal, un ideal común a la humanidad entera 

de los derechos humanos, elevándose, en un mundo dividido, sobre las distintas ideologías y los opuestos 

criterios sobre su origen y naturaleza, dando como fundamento común de estos derechos y libertades la 

dignidad humana (GROS ESPIELL, H., op. cit., p. 30). 
441  DÍEZ DE VELASCO, M. y SOBRINO HEREDIA, J. M., La Política Social Internacional, en 

PECES-BARBA, G., Garantía Internacional de los Derechos Sociales. Contribución de Naciones 

Unidas al progreso y desarrollo social, los derechos del niño, la eliminación de la discriminación de la 

mujer y Desarrollo del voluntariado, Madrid, Ministerio de Asuntos Sociales,1990. 
442 CANÇADO TRINDADE, A.A., O sistema interamericano de direitos humanos no limiar do novo 

século: Recomendações para o fortalecimento de seu mecanismo de proteção,  en GOMEES, L.F. y 

PIOVESAN, F. (Coord), O Sistema Interamericano de Proteção dos Direitos Humanos e o Direito 

Brasileiro, São Paulo, Revista dos Tribunais, 2000, pp.103-151; SAIZ ARNAIZ, Alejandro, El Convenio 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

131 

Para Bobbio, la Declaración Universal de 1948 constituye un hito histórico en la 

medida en que, por primera vez, un sistema de principios fundamentales de conducta 

humana fue expresamente aceptado, a través de sus respectivos gobiernos, por la 

mayoría de los hombres443.  

 

En efecto, la Declaración introduce la concepción contemporánea de los derechos 

humanos como derechos universales, en la medida en que el único requisito para la 

dignidad y titularidad de derechos es la condición misma de persona. La Declaración 

concibe los derechos humanos civiles, políticos, económicos sociales y culturales como 

derechos indivisibles, interdependientes e interrelacionados, con el firme propósito de 

convertirlos en tema de legítimo interés de la comunidad internacional444. 

 

La Declaración Universal de 1948 es, asimismo, un marco histórico a partir del cual 

empieza a desarrollarse el derecho internacional de los derechos humanos, mediante la 

creación de los sistemas regionales de defensa de estos derechos, y la adopción, tanto 

en el sistema universal como en los regionales, de los tratados internacionales para la 

protección de los derechos humanos445.  

 

Para parte de la doctrina, la Declaración Universal de los Derechos Humanos se ha 

convertido en un instrumento vinculante, sea porque la entienden como interpretacíón 

autorizada de la carta de la ONU, sea porque consideran que al ser aceptable en la 

                                                                                                                                               
Europeo de Derechos Humanos y la Garantía Internacional de los Derechos, en: Foro Constitucional 

Iberoamericano, núm. 7/2004, disponible en internet el 11.10.2005 en 

http://www.uc3m.es/c3m/inst/MGP/JCI/ revista - 07artasa.htm.  
443 BOBBIO, Norberto, op. cit., p. 22. 
444 PIOVESAN, F., Direitos Humanos globais, justiça internacional e o Brasil, en Revista da Fundação 

Superior do Ministério Público do Distrito Federal e Territórios, núm. 15, 2000, pp. 94 -95. 
445 CANÇADO TRINDADE, A. A., A Proteção Internacional dos Direitos Humanos e o Brasil (1948-

1997): as primeiras cinco décadas, Brasília, UnB, 2000. 
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práctica por los Estados es norma de derecho internacional consuetudinario, sea porque 

creen que se trata de expresión de principios generales de derecho446. 

 

En efecto, respecto al sistema de protección de las Naciones Unidas, el mismo es 

compuesto por instrumentos de alcance general, como los Pactos: Pacto Internacionales 

de Derechos Civiles y Políticos, y Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales y por instrumentos de alcance específico, tanto los que buscan 

defender determinadas violaciones a los derechos humanos, como el Convenio contra la 

esclavitud y la Convención contra la eliminación de todas las formas de discriminación 

social, entre otros, como los que protegen determinados sujetos de derechos, como la 

Convención de derechos de los niños, el Convenio sobre los Derechos Políticos de la 

Mujer y otros. 

 

Entre otros objetivos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos la misma 

enumera el pleno desarrollo de la personalidad humana, el fortalecimiento del respeto a 

los derechos humanos y la libertades fundamentales, el favorecer la comprensión, la 

tolerancia y la amistad entere todas las Naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, 

y, de esta manera, promover el desarrollo de la ONU para la Paz. 

  

B. La Declaración y la Constitución de 1988. 

 

Entre los textos internacionales sobre derechos humanos distintos de los tratados, la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 ejerce un impacto 

considerable en los sistemas jurídicos nacionales, y los derechos, por ella proclamados, 

han sido incorporados en las constituciones en la mayoría de los países occidentales así 

como han sido fuentes de decisiones judiciales 447 . En España, por ejemplo, la 

                                                 
446 ORAÁ, J. y GOMES ISA, F., La Declaración Universal de derechos Humanos, Bilbao, Universidad 

de Deusto, 2002, pp.102 y ss. CANÇADO TRINDADE, A. A., op. cit., p. 242. 
447  PIOVESAN, F., Direitos Humanos e o Direito Constitucional internacional, São Paulo, Max 

Limonad, 2004, p. 155. 
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Constitución en el Art. 10.2 declara que Las normas relativas a los derechos 

fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretarán de 

conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos448.  

 

Aunque haya sido aprobada bajo forma de resolución y no como tratado, la Declaración 

Universal de Derechos Humanos posee también en Brasil un papel primordial y es el 

primer texto al que deben recurrir los jueces y tribunales al interpretar los derechos 

fundamentales, ya que es un código común a ser seguido por todos los Estados449.  

 

Para algunos autores, la Declaración Universal de Derechos Humanos presenta fuerza 

jurídica obligatoria y vinculante, y se impone como un código de actuación y de 

conducta para los Estados integrantes de la comunidad internacional, tanto por fuerza 

de los Arts. 1 apartado 3 y 55 de la Carta de las Naciones Unidas, como en cuanto se ha 

transformado en derecho consuetudinario internacional y principio general del derecho 

internacional450.  

 

En Brasil la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 es un documento 

internacional al cual remite implícitamente el Art. 5, párrafo 2 de la Constitución de 

1988451. Así, el párrafo 2 declara:  

                                                 
448 Sobre el tema, véase la obra de SAIZ ARNAIZ, Alejandro, op. cit., Madrid, Consejo General del 

Poder Judicial 1999, 
449 PIOVESAN, F., op. cit., p. 163. 
450 TRUYOL Y SERRA, A., Estudio Preliminar, en: Los Derechos Humanos.Declaraciones y Convenios 

Internacionales. Madrid, Tecnos, 2000, p. 42; PIOVESAN, F., Direitos Humanos e o Direito 

Constitucional internacional, São Paulo, Max Limonad, 2004, pp. 154-155. 
451 Constituição Federal de 1988, Art.  5. “Todos son iguales ante la ley, sin distinción de ninguna 

naturaleza, garantizando a los brasileños y a los extranjeros residentes en el país la inviolabilidad del 

derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad, y a la propiedad en los siguientes términos 

(...) Párrafo 2º Los derechos y garantías expresados en esta Constitución no excluyen otros derivados del 

régimen y de los principios adoptados por ella, o de los tratados internacionales de los cuales forme parte 

la República Federativa de Brasil.”  

Traducción: “Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer natureza, garantindo-se aos 

brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito à vida, à liberdade, à 

igualdade, à segurança e à propriedade, nos termos seguintes (...) Parágrafo 2º- Os direitos e garantias 
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§ 2º - Los derechos y garantías expresados en esta Constitución 

no excluyen otros derivados del régimen y de los principios 

adoptados por ella, o de los tratados internacionales de los 

cuales forme parte la República Federativa de Brasil.  [destaque 

nuestro] 

 

Para Canotilho son derechos fundamentales en sentido material aquellos que, a pesar de 

no encontrarse necesariamente catalogados, pueden equipararse, por su contenido e 

importancia, a los derechos fundamentales, tanto formales como materiales452.  

 

Por otro lado, aunque el contenido de la Declaración Universal de Derechos Humanos 

no está explícitamente reconocido en la Constitución brasileña, a diferencia de lo que 

ocurre en la Constitución española, hay una coincidencia entre muchos de los derechos 

fundamentales reconocidos por la Constitución de 1988 y aquellos declarados en la 

Declaración Universal de 1948453. De hecho el Art. 5 párrafo 2 de la Constitución de 

1988, admite expresamente la existencia de otros derechos fundamentales que no 

integran el Título II de la misma. 

 

De la misma forma, se verifica que los derechos que constan en la Declaración 

Universal se integran perfectamente en el Título II de la Constitución brasileña. No 

                                                                                                                                               
expressos nesta Constituição não excluem outros decorrentes do regime e dos princípios por ela 

adotados, ou dos tratados internacionais em que a República Federativa do Brasil seja parte.” (Destaque 

nuestro) 
452 CANOTILHO, José Joaquim Gomes, Direito Constitucional, Coimbra, Almedia, 1991. pp. 539 y ss; 

Véase, también, MIRANDA, Jorge, Direitos fundamentais na Ordem Constitucional Portuguesa, en 

Revista de Direito Público núm. 82, 1987, pp. 5 y ss. 
453 Además de la coincidencia conceptual en la redacción de los Artículos de la Constitución brasileña 

con la Declaración de los Derechos Humanos de 1948, hay algunos principios que tienen validez 

universal, con independencia de cualquier documento o régimen adoptado por algún estado particular. 

Nos referimos a la dignidad humana, independientemente de la nacionalidad, raza, color, sexo, religión o 

el régimen político de las personas. Todos los derechos derivan de la dignidad humana, y no de 

peculiaridades sociales económicas o culturales de una determinada sociedad. 
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podemos olvidar que la República Federativa de Brasil se presenta como un Estado 

Democrático de Derecho, cuyos fundamentos encuentran sus raíces en los valores 

supremos del Preámbulo constitucional, y en los principios fundamentales454 del Título 

I,  que en su artículo 4 apartado II declara que Brasil se rige,  por la primacía de los 

derechos humanos455 

 

Freitas señala que el Art. 5, párrafo 2 de la Constitución, constituye una auténtica 

norma general incluyente, que impone una interpretación de los derechos 

fundamentales sintonizada con el tenor de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos de 1948456.   

 

El hecho de que ésta no tiene las características de un tratado o convención 

internacional y, por lo tanto, no puede ser tratada exactamente como tal, no retira su 

vinculación con el ordenamiento jurídico brasileño, por fuerza del Art. 5, párrafo 2. 

Según Carvalho  Neto, dicho Artículo traduce la noción de que la Constitución se 

presenta como el marco de un proceso de permanente adquisición de nuevos derechos 

fundamentales 457 . El fundamento común de todos los derechos y libertades es la 

dignidad humana.458 

 

Al constar la dignidad humana en el preámbulo de la Declaración Universal de 1948, 

ésta orienta otros derechos subsiguientes, aunque también sean derechos 

fundamentales 459 , y entre ellos, el derecho a la propiedad en el Art.  17 de la 

                                                 
454 FREITAS, Juarez,  A Interpretação Sistemática do Direito, São Paulo, Malheiros, 1995, p. 206. 
455  Art. 4 – “A República Federativa do Brasil rege-se suas relações internacionais pelos seguintes 

princípios: II – prevalência dos direitos humanos”. 
456 FREITAS, Juarez, op. cit., pp. 212 y ss. 
457  CARVALHO NETO, M., A hermenêutica constitucional e os desafios postos aos direitos 

fundamentais, en SAMPAIO, José Adércio (Coord.), Jurisdição Constitucional e Direitos Fundamentais, 

Belo Horizonte, Del Rey, 2003, p. 140-163. 
458 GROS ESPIELL, H., Estudios sobre derechos Humanos II, Madrid, Civitas, 1988. 
459  SARLET, Ingor Wolfgang,  A eficácia dos Direitos Fundamentais, Porto Alegre, Livraria do 

Advogado, 2004 , p. 88. 
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Declaración460 y el derecho de propiedad del apartado XXII de la Constitución de 1988. 

Así pues, el derecho de propiedad está limitado tanto por la función social de la 

propiedad, como consta en el apartado XXIII, del Art. 5 de la Constitución brasileña de 

1988, como por el respeto a la dignidad humana de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos. 

 

Los grandes principios de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 son, 

en su espíritu y, a veces, hasta en su literalidad, los  del Titulo I “De los principios 

fundamentales” y del Título II “De los derechos y garantías fundamentales”- de la 

Constitución brasileña de 1988.  

 

El catálogo de principios morales y jurídicos que consagra definitivamente la dignidad 

humana se integra, así, en el derecho brasileño, por una doble vía: la de los valores 

superiores y principios fundamentales del texto constitucional, y por la norma universal 

de derechos humanos que los países  están moralmente obligados a respetar461. La 

Declaración Universal de Derechos Humanos expresa unas posiciones de principios de 

orden moral, filosófico e ideológico que traducen una ética internacional462.  

 

La Declaración Universal de 1948 en su Art. 29 apartado 2 establece que: 

                                                 
460 Artículo 17.  1. “Toda persona tine derechos a la propiedad, individual e colectivamente”. 
461 En Brasil, véase REGIS, André e MARIZ MAIA, Luciano, Direitos humanos, impeachment – e 

outras questões constitucionais, João Pessoa, Universitária, 2004, p.138. En España, véase, también, 

SAIZ ARNAIZ, Alejandro, op.  cit., Madrid, Consejo General del Poder Judicial, 1999. 
462  DÍEZ DE VELASCO, M. y SOBRINO HEREDIA, J. M., La Política Social Internacional, en 

PECES-BARBA, G. y otros, Garantía Internacional de los Derechos Sociales. Contribución de 

Naciones Unidas al progreso y desarrollo social, los derechos del niño, la eliminación de la 

discriminación de la mujer y Desarrollo del voluntariado, Madrid, Ministerio de Asuntos Sociales, 1990, 

p.24. Las declaraciones de derechos suelen ser el primer paso en el reconocimiento de los derechos, que, 

en general, posteriormente pasan a ser definidos en tratados internacionales (DÍEZ DE VELASCO, M. y 

SOBRINO HEREDIA, op. cit., p. 24-25). 
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En el ejercicio de sus derechos y el disfrute de sus libertades, 

toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones 

establecidas por la ley con el único fin de asegurar el 

reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los 

demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del 

orden público y del bienestar general de una sociedad 

democrática.  

 

El apartado 3  del mismo Art. declara que: “Estos derechos y libertades no podrán en 

ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones 

Unidas”.  

A su vez, el Art. 30 añade:  

Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el 

sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a 

una persona, para emprender y desarrollar actividades o 

realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los 

derechos y libertades proclamados en esta Declaración. 

 

Como se ve, el artículo 30 de la Declaración de los Derechos Humanos hace referencia 

a límites que tienen un alcance muy amplio, al ser susceptibles de concreciones muy 

diferentes. Es verdad que las autoridades de cada Estado tienen un margen de 

apreciación de las limitaciones que pueden ser más o menos amplias según el derecho 

de que se trate463.  

 

Al conjugar los principios constitucionales establecidos en la Constitución brasileña 

con los parámetros internacionales, todo ser humano tiene “el derecho a un nivel de 

vida adecuado, que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, 

incluyendo la alimentación, vestimentas y vivienda” (Art. 25 de la Declaración de 

1948).  
                                                 
463  SARLET, Ingor Wolfgang, A eficácia dos Direitos Fundamentais, Porto Alegre, Livraria do 

Advogado, 2004. 
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Por lo tanto, al tratarse de la cuestión agraria en Brasil, la protección del derecho de 

propiedad como derecho fundamental de aquellos pocos en quienes se concentra la 

propiedad rural, puede afectar, directamente, la dignidad humana y otros derechos 

humanos de millones de personas (campesinas o no), incluyendo el derecho a la 

propiedad individual y colectiva, como derecho de todos, consagrado en el Art.  17.1 de 

la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

 

Para Bobbio, la Declaración Universal de los Derechos Humanos es “algo más que un 

sistema doctrinal, pero algo menos que un sistema de normas jurídicas464” es  “mayor 

prueba histórica que nunca ha existido el consensus omnium gentium acerca de un 

determinado sistema de valores”465. 

 

 

C. Indivisibilidad de los derechos fundamentales 

 

Una de las características del concepto contemporáneo de derechos fundamentales  se 

refiere a su indivisibilidad, porque la garantía de los derechos civiles y políticos es 

condición para la observación de los derechos económicos, sociales, culturales y 

viceversa. Cuando es violado uno de ellos, los demás también lo son466. 

 

La visión jerarquizada de los derechos humanos ha sido contrapuesta por autores que 

predican una relación de continuidad, indivisibilidad e interdependencia entre los 

derechos civiles y políticos y los derechos sociales. Para Gros Espiell, sin la efectividad 

del goce de los derechos económicos, sociales y culturales, los derechos civiles y 

políticos se reducen a meras categorías formales. No obstante, a la inversa, sin la 

realidad de los derechos civiles y políticos, sin la efectividad de la libertad entendida en 

                                                 
464 BOBBIO, Norberto, La Era de los derechos, Madrid, Sistema, 1991, p. 69.       
465 BOBBIO, Norberto, op. cit.,  pp. 65 y ss. 
466 Sobre visión jerarquizada, véase MARTÍNEZ, P., Derechos sociales: retórica y realidad, en Revista 

maxicana de Ciencias Políticas y sociales núm.170,  1997, p. 53. 
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su más amplio sentido, los derechos económicos y sociales carecen, a su vez, de 

verdadera significación467. 

 

Abramovich y Courtis señalan que no existen diferencias de estructura entre los 

distintos tipos de derechos fundamentales, sino que hay niveles de obligaciones 

estatales comunes a los derechos de libertad y a los derechos sociales. La diferencia 

entre la perspectiva negativa de los derechos de libertad, caracterizados por una 

obligación de no hacer por parte del Estado, y la expectativa positiva de los derechos 

sociales, que demandan una actuación positiva del Estado468.  

 

Para Abramovich y Courtis la distinción entre derechos civiles y derechos sociales sólo 

es útil en la medida en que refleja los dos paradigmas político-ideológicos diferentes de 

regulación jurídicas y permite situar el contexto histórico en que cada derecho fue 

conceptualizado y positivado469. 

 

Diversos textos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) declaran la 

interdependencia e indisolubilidad entre los derechos civiles y políticos y los derechos 

sociales. Por ejemplo, en 1968, la Proclamación de Teherán ya señalaba que la 

realización de los derechos civiles y políticos, sin el goce de los derechos económicos, 

sociales y culturales resulta imposible. La consecución de un progreso duradero en la 

aplicación de los derechos humanos depende de unas buenas y eficaces políticas 

nacionales e internacionales de desarrollo económico y social. 

 

La Declaración de Viena de 1993, por ejemplo, ha tratado el tema, señalando que todos 

los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están 

relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en 

                                                 
467 GROS ESPIELL, H, Estudios sobre derechos Humanos II,  Madrid, Civitas, 1988, pp. 324-325. 
468 ABRAMOVICH, V. y COURTIS, C., Los derechos sociales como derechos exigibles, Madrid, Trota, 

2002, p. 47. 
469 ABRAMOVICH, V. y COURTIS, C., op. cit.,  pp. 47 y ss. 
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forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el 

mismo peso470. 

 

En el ámbito de la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, en el informe anual de 1993, afirma que la 

Comisión siempre ha reconocido la relación orgánica entre la violación de los derechos 

a la seguridad física, por una parte, la negación de los derechos económicos y sociales y 

la supresión de la participación política. Toda distinción que se establezca entre los 

derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y culturales constituye 

una formulación categorizante que se aparta de la promoción y garantía de los derechos 

humanos.  

 

Así, tanto Las Naciones Unidas (ONU) como la Organización de los Estados 

Americanos (OEA) han tratado de promocionar la doctrina que defiende una visión 

integral de los derechos humanos. 

 

 

1.4.2. La Incorporación de los Tratados Internacionales en el Ordenamiento 

Jurídico de Brasil 

 

Para que Brasil sea parte en un tratado internacional es necesario un acto complejo, con 

la conjunción de la voluntad del poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. La 

Constitución de 1988 dispone que es competencia privativa del Presidente de la 

República celebrar tratados, convenciones y actos internacionales 471 , sujetos a 

referendos del Congreso Nacional, que posee competencia exclusiva para resolver 

definitivamente sobre los textos internacionales472. Tras ser firmado por el Presidente 

de la República y aprobado por el Congreso Nacional, el Tratado es ratificado. 

 

                                                 
470 Conferencia Mundial de Direitos Humanos, Viena, 14 a 25 de junio de 1993. 
471 Véase Constituição Federal de 1988, Art. 84, VIII. 
472 Véase Constituição Federal de 1988, Art. 49, I . 
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La incorporación de los tratados internacionales en el orden interno tiene dos 

concepciones doctrinarias: la teoría dualista y la teoría monista. La teoría dualista 

constituida por Triepel en el siglo XIX, concibe el derecho internacional y el derecho 

interno como dos órdenes jurídico-independientes entre sí, y entiende que para que el 

tratado internacional produzca efectos en el ámbito interno, es necesaria la edición de 

un acto normativo nacional.  Para Triepel “el derecho internacional y el derecho interno 

no sólo son partes diferentes del derecho, sino sistemas jurídicos diversos. Son dos 

círculos que están en contacto íntimo, pero que no se superponen nunca473”. La teoría 

monista representada por Kelsen, entiende que las normas internacionales y las internas 

integran el mismo orden jurídico, con primacía del derecho internacional frente al 

derecho estatal. Así, la ratificación de un tratado es suficiente para su incorporación 

automática al orden interno. Además, del monismo de Kelsen, parte de los autores que 

defienden la teoría monista, entienden que la primacía es del orden interno del país474. 

 

Brasil adoptó un sistema diferenciado (o mixto) según se trate de tratado internacional 

común o de tratado internacional de protección de los derechos humanos. En cuanto a 

los tratados comunes, aunque la Constitución de 1988 silencie al respecto, la 

jurisprudencia y la doctrina predominante se ha vinculado a la teoría dualista, y para 

que los tratados internacionales produzcan efectos en el ámbito interno, es necesaria la 

edición de un acto normativo nacional, en el caso, un decreto de ejecución del 

Presidente de la república, que debe ser debidamente publicado475. 

 

Pero lo mismo no ocurre en cuanto a los tratados de derechos humanos, ya que la 

Constitución de 1988 expresamente acogió la teoría monista al dotarles de aplicación 

inmediata en el Art. 5 párrafo 1º. Basta el acto de ratificación o adhesión (antecedidos 

de la aprobación por el Congreso Nacional) para que los tratados de derechos humanos 

                                                 
473 Apud  NOGUEIRA ALCALÁ, H., La soberanía, las Constituciones y los Tratados Internacionales en 

materia de Derechos Humanos, en: CCARBONELL, M., Teoría constitucional y derechos 

fundamentales. México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 2002, pp 277-357. 
474 MAZZUOLI, V. O., Direitos Humanos, Constituição e os Tratados Internacionais, São Paulo, Juárez 

de Oliveira, 2002 pp. 121 y ss.  
475 475 MAZZUOLI, V. O., op. cit., p. 256. 
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tengan aplicabilidad tanto internacional como interna, e irradien sus efectos 

inmediatamente sin necesidad de decreto de ejecución476. 

La Enmienda Constitucional nº 45 de 8 de diciembre de 2004, agregó un nuevo párrafo 

al Art. 5 de la Constitución de 1988, respecto a los tratados de protección de Derechos 

Humanos:  

 

§ 3º. Los tratados y convenciones internacionales sobre derechos 

humanos aprobados, en cada casa del Congreso Nacional, en 

dos turnos, por tres quintos de los votos de los respectivos 

miembros, serán equivalentes a las enmendadas a la 

Constitución. 

 

El párrafo 3º del Art. 5 de la Constitución de 1988, añadido por la Enmienda 

Constitucional nº  45/2004, buscó solucionar la discusión acerca de la jerarquía de los 

tratados internacionales de derechos humanos, al disponer que los tratados de derechos 

humanos aprobados con quórum de enmienda constitucional tendrán esta naturaleza. 

Pese a ello, todavía no hay consenso doctrinario respecto del tema en Brasil. 

 

Por ejemplo, autores que entendían antes de la Enmienda  Constitucional nº 45/2004 

que los tratados internacionales de derechos humanos tenían rango equivalente al de las 

leyes, sostienen que a partir de dicha enmienda, los tratados internacionales pasan a ser 

de dos tipos: los que poseen rango constitucional debido a la aprobación por quórum 

privilegiado, ya que, aprobados después de la enmienda, no obtuvieron el quórum 

calificado477.  

 

Respecto a los tratados aprobados anteriormente a la Enmienda Constitucional, hay 

quien entiende que si bien tenían rango equivalente a la ley, tras la enmienda nº 

                                                 
476 CANÇADO TRINDADE, A.A.,  A Proteção Internacional dos Direitos Humanos e o Brasil (1948-

1997): as primeiras cinco décadas, Brasília, UnB, 2000 pp.140 y ss.; PIOVESAN, A., Temas de Direitos 

Humanos, São Paulo, Revista dos Tribunais, 2003, pp. 83-83; MAZZUOLI, V. O., op. cit., p. 254.  
477 DALLARI, D. A., O Poder dos Juizes, São Paulo, Saraiva, 2005, P. 90. 
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45/2004 pasaron a tener rango constitucional, por medio del instituto de la recepción, 

en la medida en que sean compatibles con la Enmienda Constitucional478. 

 

 

1.4.2.1 La propiedad rural en Brasil,  los Derechos Humanos, y los Pactos 

Internacionales. 

 

Como hemos dicho la Declaración Universal de Derechos Humanos no es un Tratado. 

Es una resolución sin fuerza de Ley. Sin embargo, es verdad que desde sus inicios, la 

Declaración de 1948  ha ganado fuerza, tanto en el campo legal como en el político, 

tanto en el ámbito internacional, sirviendo de inspiración para la elaboración de tratados 

sobre derechos humanos, como en el ámbito interno, puesto que muchos de sus 

dispositivos fueron incorporados por Constituciones de diversos Estados, entre ellos, 

Brasil que incorporó la dignidad humana como principio fundamental en el ya 

comentado Titulo I de la Constitución de 1988.  

 

Cabe añadir que, además de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 

1948, el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales - en 

calidad de Tratado Internacional, con fuerza jurídica de Enmienda Constitucional479  

endosa el derecho de toda persona a un nivel de vida para sí y para su familia que 

incluye la alimentación, vestuario y vivienda adecuadas (art. 11 del Pacto). El mismo 

dispositivo del Pacto, ratificado por Brasil en 1992, prescribe el derecho fundamental 

                                                 
478  FRANCISCO, J. C., Bloco de Constitucionalidade e recepção dos Tratados Internacionais, en 

RAMOS TAVARES, A., Reforma do Judiciário. Emenda Constitucional 45/2004 analisada e 

comentada, São Paulo, Método, 2005, pp. 103 y ss. 
479 Constituição Federal de 1988, Art. 5. párrafo 3 -  Os tratados e convenções internacionais sobre 

direitos humanos que forem aprovados, em cada Casa do Congresso Nacional, em dois turnos, por três 

quintos dos votos dos respectivos membros, serão equivalentes à emendas constitucionais (Los tratados y 

convenciones internacionales sobre derechos humanos que fueren aprobados, en cada cámara del 

Congreso Nacional, en dos turnos, por tres quintos de los votos de los respectivos miembros, serán 

equivalentes a enmiendas constitucionales. Trad. libre). Dicho párrafo es fruto de la Enmienda 

Constitucional núm. 45/2004 de 30 de diciembre. 



Capítulo I 

144 

de toda persona a estar protegida contra el hambre480, lo cual exigirá de los Estados, 

partes medidas y programas concretos, entre los cuales se incluye la reforma de los 

regímenes agrarios481. 

Segundo el Relatório Nacional da Comissão Pastoral da Terra 2000, el acceso de los 

campesinos  a la propiedad rural es uno de los presupuestos básicos para que pueda 

hacerse efectivo el derecho humano a una alimentación adecuada482. Este razonamiento 

se refuerza por el abordaje de la indivisibilidad de los derechos humanos 

(fundamentales) reafirmada por la Conferencia Internacional de Derechos Humanos de 

Viena, en 1993.  No obstante, según la CPT con base en los datos del Atlas de 

propiedades rurales del Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária 

(INCRA)483  “existen 3.114.898 propiedades rurales catastradas en el país que ocupan 

un área de 331.364.012 ha. De ese total, los minifundios representan 62,2% de los 

terrenos, ocupando 7,9% del área total. En el otro extremo se verifica que 2,8% de los 

terrenos son latifundios que ocupan 57,7% del área total. Así, Brasil ostenta el título de 

país con el cuadro de segunda mayor concentración de la propiedad de tierras en la 

totalidad del planeta”484. 

 

Pese a ello, el derecho de los campesinos al acceso a la propiedad (rural) también se 

reconoce como un derecho humano  en el Art.  17.1 de la Declaración Universal que 

declara: “Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente”. Este 

                                                 
480 Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Art. 11. 2 - Los Estados Partes en 

el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el 

hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos los 

programas concretos, que se necesita para: a) mejorar los métodos de producción, conservación y 

distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la 

divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes 

agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas 

naturales.[grifo nuestro] 
481 Véase nota arriba. 
482 Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional dos Conflitos no Campo 2000, Goiânia, CPT, 

2001. 
483 Órgano Federal, ligado al Ministério do Desenvolvimento Agrário (MDA). 
484  Datos de la Secretaria Nacional da Comissão Pastoral da Terra – Campanha pela emenda 

Constitucional do Art. 185. II. 
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derecho esta conectado directamente con el Art.  11 del Pacto Internacional de los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales que declara los Estados Partes en el 

presente pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para 

sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora 

continua de las condiciones de existencias485.   

 

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales fue detallado 

en el Comentario General núm. 12, emitido el año 1999, que discute la 

operacionalización del Derecho Humano a la Alimentación 486 . Esos mecanismos 

internacionales se incorporan al ordenamiento jurídico brasileño en los términos 

comentado anteriormente. 

 

Para Leal la nueva ética política para el siglo XXI en el mundo globalizado ha de 

basarse en un exquisito equilibrio entre los grandes principios que configuran el 

derecho internacional, los derechos humanos y la soberanía de los Estados487.  El 

debido contrapeso entre derechos humanos y soberanía de los Estados (ambos) ha sido 
                                                 
485 Véase PIDESC,  Art.  11 apartado 2. 
486  LIMA JUNIOR, Jayme Benvenuto, Manual de Direitos Humanos Internacionais: Acesso aos 

Sistemas Global e Regional de Proteção dos Direitos Humanos, São Paulo, Loyola, 2002, pp. 43, ss. 
487 En Brasil el término soberanía en la Constitución de 1988, aparece utilizado, ya como atributo del 

Estado, ya como del pueblo, como por ejemplo, en el Art. 14 prescribir que la soberanía popular será 

ejercida por el sufragio universal y por el voto directo y secreto, con valor igual para todos. Para LEAL, 

la soberanía sólo existe en esencia cuando es legitimada por el pueblo, sin que falte afirmar su relación 

formal con la ideología constitucionalmente adoptada. Así, debe existir un proceso constitucional que 

garantice la eficacia, el perfeccionamiento y la recreación de los derechos fundamentales inherentes a la 

realización de la "soberanía y dignidad humana". (LEAL, Rosemiro Pereira, Soberania e mercado 

mundial: a crise jurídica das economias nacionais. Belo Horizonte, Leme 1999, p. 65); Dispone la 

Resolución de la ONU que, Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho a intervenir, directa o 

indirectamente, bajo cualquier pretexto, en los negocios internos o externos de otro Estado. En 

consecuencia, no sólo la intervención armada, sino que también cualquier otra forma de ingerencia o 

cualquier amenaza, vueltas contra la personalidad de un Estado o contra sus elementos políticos, 

económicos y culturales, no contrarias al derecho internacional. Sigue la Resolución,  Ningún Estado 

puede aplicar ni estimular el uso de medidas económicas, políticas o de cualquier otra naturaleza para 

constreñir a otro Estado o subordinar el ejercicio de sus derechos soberanos o para obtener ventajas de 

él de cualquier tipo (Resolución núm. 2.625, del 24 de octubre de 1970). 



Capítulo I 

146 

establecido mediante la creación, también en el seno de la Organización de las 

Naciones Unidas (ONU), de un Tribunal Penal Internacional que extenderá, en un 

futuro próximo, su jurisdicción a todo el orbe y quizá  asegurará la vigencia de los 

Derechos Humanos allá donde sean conculcados488. 

 

Al tratarse de la cuestión agraria, objeto de nuestro estudio, el disfrute de las libertades 

y de los derechos sociales (fundamentales) requiere, sin duda, una respuesta ordenada y 

activa por parte del sujeto de aquéllos, de modo que se cumpla el viejo aforismo de que 

la libertad propia termina allá donde comienza la libertad ajena: así el derecho de 

propiedad debe atender a la función social, no sólo para asegurar el derecho de 

propiedad, sino, sobre todo, para asegurar otros derechos fundamentales y la dignidad 

humana de los campesinos no propietarios.  

 

Debido a la primacía de los derechos humanos en el orden jurídico brasileño y su fuerza 

expansiva, los derechos fundamentales se proyectan por todo el universo constitucional 

brasileño, y sirven como parámetro interpretativo de todas las normas del ordenamiento 

jurídico nacional489. 

 

La democracia en Brasil, que es la gran obra colectiva de los brasileños, ha de ser 

consolidada través de aplicación de los principios fundamentales de nuestra 

Constitución, conjuntamente con los derechos proclamados en la Declaración Universal 

de 1948, en especial, el principio de la dignidad humana, que resume la grandeza de la 

condición humana.  

 

Vivir en una democracia significa disfrutar de la seguridad que proporciona que todos 

sean titulares de derechos fundamentales y humanos, pero, también, ejercer con sentido 

de responsabilidad los deberes que nos imponen la convivencia creativa  y solidaria con 

los demás miembros de la sociedad humana del siglo XXI490. Como señala Comparato 

                                                 
488 LEAL, Rosemiro Pereira, op. cit., pp. 67 y ss. 
489  MAGALHÃES, José Luiz Quadros de, Direito Constitucional, Tomo II, Belo Horizonte, 

Mandamentos, 2002, p. 133. 
490 MAGALHÃES, José Luiz Quadros de, op. cit., pp. 183 y ss.; PIOVESAN, op cit., 2003, p. 44.. 
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“la democracia, hoy, solamente puede ser entendida como el régimen de participación 

institucional del pueblo en el gobierno, combinada con el respeto creciente a los 

derechos humanos”491. 

 

1.4.2.2. El Pacto Internacional de  los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

[PIDESC].  

 

La Declaración Universal de Derechos Humanos fue concebida por las Naciones 

Unidas como el primer paso del proceso codificador de los derechos humanos, que 

habría de ser complementado por un tratado que precisara, en términos jurídicos, el 

contenido de dicha declaración y por la creación e implantación de mecanismos de 

protección de estos derechos, con el propósito de garantizar el cumplimiento de las 

obligaciones asumidas por los Estados Partes en el tratado. 

 

La determinación de los derechos que deberían constar en el tratado492, los sistemas de 

control necesarios para su cumplimiento, las diversas concepciones de derechos 

humanos y la confrontación ideológica Este-Oeste, desembocaron en la elaboración de 

dos pactos, y no sólo de uno como figuraba en el proyecto inicial493. Los dos pactos 

fueron aprobados simultáneamente por la Asamblea General, por medio de la 

Resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre de 1966. Aquí, trataremos sólo del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

 

                                                 
491 COMPORATO, Fábio Konder, Direitos Humanos no Brasil: o passado e o futuro, en Procuradoria 

Geral do Estado de São Paulo, Direitos Humanos Legislação e Jurisprudência, v. I, São Paulo, Centro de 

Estudos, 1999, p. 41. 
492 Véase COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., p. 43.  
493  Mientras las potencias occidentales insistían en el reconocimiento tan sólo de las libertades 

individuales clásicas para la protección de la persona humana contra los abusos de los órganos estatales, 

los Estados del bloque Socialista y los países africanos que empezaban a independizarse ponían de 

relieve los derechos sociales y económicos, que buscaban políticas públicas de apoyo a grupos o clases 

más desfavorecidas. La definición de los mecanismos de fiscalización a ser aplicados a cada una de las 

diferentes categorías de derecho fue tema de enfrentamiento aún más grave entre los Estados. 
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La adopción de los dos Pactos Internacionales, el de Derechos Civiles y Políticos y el 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que desarrollan el contenido de la 

Declaración Universal, aclarando las obligaciones de los Estados en cuestiones de 

derechos humanos, es un marco importante en el derecho internacional, ya que, al ser 

los Pactos instrumentos convencionales, de ellos derivan obligaciones jurídicas para los 

Estados Partes494. 

 

No obstante, el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales tardó casi 10 

años en entrar en vigor, lo que ocurrió el 3 de enero de 1976, pero en Brasil fue 

ratificado solamente el 24 de enero 1992. Como tratado internacional ratificado por 

Brasil, el PIDESC forma parte del ordenamiento jurídico brasileño por fuerza del Art. 

5. Párrafo 2,  de la Constitución de 1988.  

 

El Art.  11 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales  

declara  que los Estados Partes en el presente pacto reconocen el derecho de toda 

persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia –incluso alimentación, vestido 

y vivienda adecuados –, y a una mejora continua de las condiciones de existencias. 

 

Pese a ello, el único medio previsto en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales para el control del cumplimiento de las obligaciones de los 

Estados Partes es la presentación de informes 495 , Sobre las medidas que hayan 

adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos 

                                                 
494 RUILOBA ALBARIÑO, J., Los Pactos Internacionales de las Naciones Unidas de 16 de diciembre 

de 1966, en CASADEVANTE ROMANI, C.F. (Coord.), Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos. Madrid, Diles,  2000, p. 93; ALEXY, Robert, Teoría de los Derechos Fundamentales. Madrid, 

Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2002 (Trad., Ernesto Garzón Valdés). Para ALEXY, el 

argumento formal en contra de los derechos sociales aduce un dilema: si tales derechos son vinculantes, 

llevan al desplazamiento de la política social del parlamento al Tribunal Constitucional; si no son 

vinculantes, llevan a la violación de la cláusula de vinculación de los derechos fundamentales (ALEXY, 

op. cit., p. 490). 
495   CASTRO CID, B., Problemática Teórica y Práctica de los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, en: BLANC ALTEMIR, A (ed.), La Protección Internacional de los Derechos Humanos a 

los Cincuenta años de la Declaración Universal. Madrid, Tecnos, 2001, pp. 72-73. 
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reconocidos en el mismo (Art. 16.1). Este mecanismo de control del Pacto posee 

naturaleza no contenciosa496  y representa un intento por asistir y cooperar con los 

Estados Partes para el cumplimiento de sus obligaciones y para la implantación efectiva 

de los derechos garantizados por el Pacto497.  

 

En Brasil el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha 

provocado preocupación en los gobernantes respecto del cumplimiento de sus 

obligaciones y con la presentación de los informes. Así, fue creada la “Plataforma 

Brasileira de Dereitos Humanos, Econômicos, Sociais y Culturais” para investigar 

situaciones de violación de los derechos humanos en Brasil y presentar los informes 

ante la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas  y 

la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos498.   

 

Los primeros relatores nacionales de Brasil fueron nombrados en octubre de 2002, 

realizaron sus misiones de investigación a partir de noviembre del mismo año y 

presentaron sus informes previos,  en abril de 2003, ante la sociedad civil brasileña, en 

un evento vinculado a la Conferencia Nacional de Derechos Humanos en Brasilia. 

 

Según Lima Júnior, el nombramiento de estos especialistas por la Plataforma Brasileira 

de Derechos Humanos, Económicos, Sociales y Culturales se inspiró en la experiencia 

de las Naciones Unidas en el nombramiento de relatores especiales para investigar 

situaciones de violación de los derechos humanos499. 

 
                                                 
496 Sin emngargo, para GROS ESPIELL “este sistema de control establecido por el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales es ineficaz e inoperante” (GROS ESPIELL, H., Estudios 

sobre derechos Humanos II, Madrid, Civitas, 1988, p. 356). 

497 LIMA JÚNIOR, Jayme Benvenuto, Os Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais, Rio de 

Janeiro, Renovar, 2001. 
498 LIMA JÚNIOR, Jayme Benvenuto, O Caráter Expansivo dos Direitos Humanos na Afirmação de sua 

Indivisibilidade e Exigibilidade, en PINTO LYRA, R. (Coord.), Direitos Humanos: Os Desafios do 

Século XXI - Uma abordagem Interdisciplinar, Brasília, Brasília Jurídica, 2002, pp. 87 y ss.  
499 LIMA JÚNIOR, Jayme Benvenuto, op. cit.,  p. 88. 
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Los relatores brasileños han sido nombrados por el Consejo de Elección de los relatores 

nacionales, compuesto por seis organizaciones de la sociedad civil. Además de esas 

organizaciones de la sociedad civil, integran el Consejo de Elección de los Relatores 

cuatro organismos del Estado brasileño. Finalmente, también integran el Consejo de 

Elección de los Relatores tres entidades vinculadas a las Naciones Unidas500. 

 

Los relatores brasileños, cada uno dentro del campo de competencia del derecho al que 

representan, tienen el cometido de recibir denuncias de, o comunicaciones referentes a, 

violaciones a los derechos humanos, realizar misiones a los Estados federados para 

investigar situaciones de derechos humanos y elaborar informes anuales sobre las 

investigaciones realizadas. 

 

Estos relatores nacionales evalúan la capacidad, tanto de la sociedad como del Estado, 

de implementar derechos garantizados por el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales y de presentar propuestas de superación de los 

problemas. Su objetivo es contribuir para que Brasil adopte un nivel de respeto a los 

derechos, sociales, culturales y económicos, en relación con los compromisos asumidos 

por la Constitución de 1988, así como, más recientemente, del Pacto Internacional de 

Derecho, Económicos, Sociales y  Culturales, ratificado en 1992.501 

 

Los Informes, promovidos anualmente por la Comisión de Derechos Humanos de la 

Cámara de los Diputados Federales, se destinan a ser presentados ante la Conferencia 

Nacional de Derechos Humanos, el Consejo de Defensa de los Derechos de la persona 

humana, los consejos sectoriales y, en un nivel internacional, como hemos dicho, ante 

la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 

y la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos 

(OEA).   

 

                                                 
500 LIMA JÚNIOR, Jayme Benvenuto, op. cit., p. 88. 
501 Plataforma Brasileira de Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais, Relatório Brasileiro 

sobre Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais, Brasília, 2003, p. 8. 
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Los informes deben tener sentido práctico y permitir el acceso de la sociedad civil. 

Deben presentar un abordaje étnico-racional, de género, y regional, de los problemas 

del país y reflejar con precisión la exactitud de las informaciones y la seriedad de las 

fuentes502. 

 

En el tema de la cuestión agraria en Brasil, el informe presentado a esos organismos en 

2003 con el tema: Violación de la protección del derecho humano a la tierra rural y 

alimentación503 apunta lo siguiente:  

 

a. El INCRA violó los derechos de los productores al no 

protegerlos contra las acciones criminales de terceros que 

desviaron recursos de auxilios, costeo y habitación504;  

b. El INCRA violó los derechos de los productores al no proteger 

el patrimonio nacional contra la acción de posesión ilícita de 

empresas nacionales y extranjeras505; 

c. El Estado Brasileño, incluyendo el Poder Judicial, violó el 

derecho de los productores rurales al no protegerlos contra la 

acción de terceros y no adoptar  acción correctiva que condujese 

a la reparación de las violaciones, a pesar de pruebas suficientes 

de improbidad administrativa y posesión ilegal de tierras por 

parte de empresas nacionales e internacionales506.” 

 

Los relatores brasileños se reúnen con regularidad, y la presentación de sus informes 

periódicos ante la sociedad, al final de cada año, constituye la clave de las denuncias de 

violación a los derechos fundamentales, incluso en materia de cuestión agraria. Los 

                                                 
502 Plataforma Brasileira de Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais –  Relatório Brasileiro 

sobre Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais – 2003, p. 10. 
503 Plataforma Brasileira de Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais, Relatório Brasileiro 

sobre Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais, 2003, p. 396. 
504 Idem, ibdem. 
505 Idem, ibdem.. 
506 Idem, ibdem. 



Capítulo I 

152 

informes507 refuerzan las denuncias de los campesinos contra las violaciones a los 

derechos humanos en el medio rural brasileño, y contribuyen a explicar con claridad los 

esfuerzos llevados a cabo por el Comité, la Comisión permanente y los Grupos de 

trabajo, a fin de dar la mayor difusión posible  a  los derechos contenidos en el Pacto 

Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales. Este trabajo de 

denuncia constituye un paso para tornar efectivo el compromiso del Estado brasileño 

asumido en 1992 ante la comunidad internacional. 

 

De esta manera, la presentación de los informes periódicos constituye la base del 

diálogo entre los Estados y el órgano de las Naciones Unidas, y su finalidad  no es la de 

condenar a  los  estados que violen las obligaciones derivadas del pacto, sino la de 

asistir y cooperar con los  mismos en el cumplimiento del pacto, ayudándoles a analizar 

los problemas y/o deficiencias y  a buscar soluciones508.  

 

Lo que se critica de este sistema es que él mismo sólo puede funcionar bien si hay un 

efectivo interés de los  Estados en  exponer sus  problemas y buscar ayuda técnica, pero 

si no existe dicho interés no habrá resultados509. Además, no hay sanciones para el 

retraso o la falta de presentación de los informes. 

 

Según el Artículo 16. 2. a. del Pacto, los informes deben ser presentados al Secretario 

General de las Naciones Unidas, que los transmitirá para examen al Consejo 

Económico y Social. Sin embargo, el deficiente funcionamiento de este sistema510 llevó 

al Consejo Económico y Social a crear, a través de la Resolución 1985/17, de 

28.05.1985, el Comité de Derechos Económicos y Sociales, compuesto por 18 expertos 

                                                 
507  De la “Plataforma Brasileira de Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais, Relatório 

Brasileiro sobre Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais”,  de 2003 a 2007. 
508 LIMA JÚNIOR, Jayme Benvenuto, Os Direitos Humanos Econômicos, Sociais e Culturais, Rio de 

Janeiro, Renovar, 2001, p. 27. 
509 LIMA JÚNIOR, Jayme Benvenuto, op. cit., p. 85. 
510 Véase  RUILOBA ALBARIÑO, J., op. cit., pp. 89 -125. 
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de reconocida competencia en materia de derechos humanos, que actúan a título 

personal, de manera independiente, no como representantes de los gobiernos511. 

 

El Comité de Derechos Económicos y Sociales es el órgano responsable del análisis de 

los informes presentados por los Estados Partes, y a partir del examen de estos 

informes, hace sugerencias y recomendaciones de carácter general dirigidas al Estado 

interesado, y adopta Observaciones Generales sobre los derechos y las disposiciones 

contenidos en el Pacto - en las cuales sugiere mejoras en la presentación de los 

informes, señala insuficiencias detectadas, interpreta artículos del Pacto y estimula la 

actividad de los Estados Partes y de Organismos especializados interesados en hacer 

efectivos los derechos reconocidos en el mismo. 

 

Si bien es cierto que el Comité de Derechos Económicos y Sociales no es un órgano 

judicial, sino que es un órgano creado por el Consejo Económico y Social, no se puede 

negar que es el órgano responsable de la interpretación del Pacto Internacional de los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), y nada impide que sus 

recomendaciones y observaciones sean utilizadas para interpretar los derechos 

fundamentales. No obstante, en Brasil, en el tema de la cuestión agraria, el Supremo 

Tribunal Federal nunca ha hecho referencia a las Recomendaciones y Observaciones 

Generales producidas por el Comité de Derechos Económicos y Sociales en sus 

decisiones o jurisprudencias.  

 

Hay autores que reconocen la existencia de los obstáculos que históricamente se han 

interpuesto a la exigibilidad de los derechos sociales512.  Pues bien, Peces-Barba señala 

que, hoy se reconoce que las normas constitucionales que disponen sobre derechos 

fundamentales civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como buena 

parte de los preceptos constitucionales, son susceptibles de ser completadas a través de 

                                                 
511 A diferencia de los otros  órganos de derechos humanos creados en virtud de tratados. 
512  ABRAMOVICH, V y COURTIS, C., Apuntes sobre la exigibilidad judicial de los derechos sociales. 

In: Cuadernos Electrónicos de Filosofía del Derecho, núm. 4/2001. Disponible en internet el 02.01.2003 

en http://www.uv.es/CEFD/Index_4.html. 
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normas de desarrollo. De esta forma, a la hora de dotar de significado a estas figuras, el 

papel de la interpretación es clave513.  

 

Pese a todo, no ser el Comité de Derechos Económicos y Sociales un órgano judicial, 

las observaciones del Comité como una suerte de jurisprudencia sobre los contenidos 

normativos del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales,  

se trata de una fuente jerárquicamente supraordenada514.   

 

Para la interpretación de las manifestaciones del Comité, Mariño señala que “si bien de 

modo difuso, ese conjunto de actividades y trabajos de estudio y en su caso adopción de 

resoluciones forma un acervo o fondo de referencia no ya para la doctrina científica 

sino –y ello es mucho más significativo desde el punto de vista del derecho interno 

positivo –, para las prácticas, interpretativas u otras, tanto de los Estados como de los 

órganos internacionales que controlan el cumplimiento de obligaciones de aquéllos”515. 

 

 

1. 4. 2. 3. El Pacto San José de Costa Rica (La Convención Americana sobre Derechos Humanos) 

 

Tras la promulgación de la Constitución de 1988 que proclama la República Federativa 

de Brasil como Estado Democrático de Derecho, el país ha venido, paulatinamente, 

ratificando los principales tratados y Convenciones internacionales. 

                                                 
513 PECES-BARBA, G., Curso de derechos fundamentales. Teoría General, Madrid, Universidad Carlos 

III de Madrid, 1999, p. 578. 
514 FERRAJOLI, L., Prólogo en ABRAMOVICH, C y COURTIS, C., Los derechos, Madrid, Trota  

2002, pp. 10 y ss. 
515 MARIÑO, Avances Jurídicos en Protección de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

dentro del Marco de las Naciones Unidas, en  Derechos y Libertades, Revista del Instituto Bartolomé de 

las Casas, año III, nº 6, 1998, p. 90. 
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La Convención Americana sobre Derechos Humanos516, conocida como Pacto de San 

José de Costa Rica517, aprobada en la Conferencia de San José de Costa Rica el 22 de 

noviembre de 1969, entró en vigor el 18 de julio de 1978. Sin embargo,  Brasil adhirió 

a la misma el 25 de septiembre de 1992, con reserva a la cláusula facultativa del Art.  

45. 1, que se refiere a la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos para examinar comunicaciones presentadas por otros Estados sobre el no 

cumplimiento de las obligaciones impuestas en la Convención, así como la cláusula 

facultativa del Art.  62.1, sobre la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. Por el Decreto Legislativo núm. 89, de diciembre de 1998, el 

Congreso Nacional aprobó la solicitud de reconocimiento de la competencia obligatoria 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para hechos ocurridos a partir del 

reconocimiento.  

 

Al depositar el instrumento de adhesión a la Convención (Pacto de San José de Costa 

Rica), Brasil hizo, asimismo, declaración interpretativa sobre los Arts. 43 y 48. d, por la 

cual entiende que dichos dispositivos no incluyen el derecho automático de visitas e 

inspecciones in loco de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, las cuales 

dependerán de la anuencia expresa del Estado. 

 

Para Casadevante el Pacto de San José de Costa Rica, es una herramienta importante 

para hacer efectivos los derechos humanos518. Hay países en América Latina, por 

ejemplo Argentina, en los cuales las entidades de derechos humanos vienen incluyendo 

                                                 
516 Para COMPARATO, La Convención Americana sobre Derechos Humanos reproduce gran parte de 

los derechos consagrados en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966. 

(COMPARATO, Fábio Konder, A afirmação histórica dos Direitos Humanos, São Paulo, Saraiva, 2001, 

p. 364). 
517 Pacto de San José de Costa Rica, debido a que surgió de la conferencia de la OEA que se realizó en la 

capital de Costa Rica.  
518 CASADEVANTE entiende que La Convención Americana sobre Derechos Humanos se inspiró en el 

Convenio Europeo de Derechos Humanos, y, después de ése, es el texto regional más importante en 

materia de derechos humanos (CASADEVANTE ROMANI, C. F., El Sistema Americano: La 

Convención Americana de 22 de noviembre de 1966, en CASADEVANTE ROMANI, C.F. (Coord.), 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Madrid, Diles, 2000, p. 183). 
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en su estrategia de acción, desde hace más de quince años, el trabajo en las instancias 

internacionales de protección a los derechos humanos, y beneficiándose con sus 

decisiones, que se proponen principalmente fortalecer el ambiente democrático y 

alcanzar la plena efectividad de los derechos humanos519. No obstante, el Pacto es poco 

conocido y usado en Brasil, su utilización es reducida, en comparación con lo que se 

hace en otros países de las Américas520.  

 

El preámbulo de la Convención (Pacto de San José de Costa Rica) esclarece su 

propósito de: 

 

 Consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 

instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de 

justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales 

del hombre.  

 

En su parte primera establece obligaciones positiva y negativa para los Estados-

Miembros: la obligación negativa de los Estados de respetar los derechos y libertades 

en ella reconocidos y el deber de los mismos de adoptar las disposiciones de derecho 

interno que sean necesarias para hacer efectivo el goce de tales derechos. A 

continuación, el Pacto define los derechos y libertades protegidos.  

 

Respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, se limita, en el Art.  26, al 

compromiso de los Estados a "adoptar providencias tanto a nivel interno como 

mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr, 

progresivamente, la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 

Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, 

en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados”. 

La decisión del Conferencia de San José de Costa Rica, de no incluir los derechos 

                                                 
519 LIMA JÚNIOR, Jayme Benvenuto, op. cit., p.89. 
520 BUERGENTHAL, Tomas, NORRIS, Robert E., SHELTON, Dinah, La protección de los derechos 

humanos en las Américas, Madrid, Civitas, 1994. 
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económicos, sociales y culturales en la Convención (Pacto de San José de Costa Rica) 

buscó obtener la  adhesión de los Estados Unidos521. 

 

Los Estados Parte están obligados a presentar informes sobre el modo en el que su 

derecho interno asegura la aplicación efectiva de cualesquiera disposición de la 

Convención (Art. 43). Los informes son examinados por la Comisión, que puede 

formular las recomendaciones que estime oportunas.  

 

En virtud del Art. 42, los Estados Parte deben remitir a la Comisión también copia de 

los informes y estudios que en sus respectivos campos sometan, anualmente, a las 

Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano. 

  

Respecto a las denuncias, el Pacto admite en su Art. 44, la legitimidad de cualquier 

persona o grupo de personas o entidad no gubernamental, y al estipular la competencia 

obligatoria de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para todos los 

Estados Parte, independientemente de la aceptación previa de esta competencia. En 

cuanto a las demandas interestatales, la Convención exige la aceptación previa de la 

competencia de la comisión incluso por parte del Estado demandante (Art. 45,,1 y 2).  

 

La jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sólo es obligatoria 

para los Estados Parte que expresamente la acepten (Art. 62). Los requisitos para 

presentar denuncias tanto interestatales como individuales son: el agotamiento previo 

de los recursos internos, su presentación en el plazo de seis meses a partir de la fecha en 

la que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión interna 

definitiva que la materia objeto de denuncia no esté pendiente de otro.  Sin embargo, la 

denuncia individual no llegará a la Corte Interamericana si el Estado denunciado no ha 

aceptado su jurisdicción. 

                                                 
521 La protección de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales fue pospuesta, así, para un futuro 

protocolo, que sólo fue aprobado en la Conferencia de San Salvador el 17 de noviembre de 1988. Véase 

COMPARATO, Fábio Konder, A afirmação histórica dos Direitos Humanos, São Paulo, Saraiva, 2001, 

p. 364; CANÇADO TRINDADE, A. A., A Proteção Internacional dos Direitos Humanos e o Brasil 

(1948-1997): as primeiras cinco décadas, Brasília, UnB, 2000. 
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Los requisitos de agotamiento de recursos internos y del plazo para la interposición de 

la denuncia no serán exigibles cuando en la legislación interna del Estado no exista el 

debido proceso legal para protección del derecho violado, que no se le haya permitido 

el acceso a los recursos de la jurisdicción interna o se le haya impedido agotarlos, o que 

haya retraso injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos (Art. 46).  

 

La denuncia no será admitida si no expone hechos que caractericen una violación de los 

derechos garantizados por la Convención Americana; si resulta de la exposición del 

propio peticionario que la denuncia está manifiestamente mal fundamentada o que es 

evidente su total improcedencia; o si la denuncia es sustancialmente la reproducción de 

otra ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional (Art. 47).  

 

La Convención Americana (Pacto de San José de Costa Rica) ha creando, además de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos522, también un Tribunal especial para 

juzgar denuncias de violaciones de los derechos humanos protegidos por la Convención 

(la Corte Interamericana de Derechos Humanos). Las atribuciones referentes a cada uno 

de los órganos están previstas en la Convención y en sus respectivos Regimientos 

Internos,  remodelados y en vigor a partir del 1 de mayo de 2001. 

 

 

1.4.2.3.1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

 

La Comisión Interamericana de los Derechos Humanos tiene su sede en Washington, 

EEUU, en la propia sede de la Organización de los Estados Americanos. La integran 

                                                 
522 Aún antes de la institución del sistema Interamericano por el Pacto de San José de Costa Rica, la 

Comisión ya estaba en funcionamiento, desde 1959, en función de la adopción de la Resolución de 

Santiago. Sin embargo, su papel era diferente y mucho más simple que el actual, porque ni siquiera había 

una previsión regimental para recepción de peticiones individuales. Se resumía a resguardar la 

“promoción” de los derechos humanos en las Américas. A partir de 1965, la Comisión pasó a recibir 

peticiones individuales con la edición de la Resolución de Rio de Janeiro. Fue sólo al entrar en vigor el 

Pacto de San José y el Protocolo de Buenos Aires que su papel fue reformulado que adoptó las 

características que presenta hoy, asumiendo una función de extrema relevancia en la promoción y en la 

defensa de los derechos humanos en las Américas. 
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siete miembros elegidos a título personal, pero provenientes de países integrantes de la 

Organización de los Estados Americanos. Los miembros de la comisión no representan 

a sus países de origen ni mantienen ningún vínculo gubernamental, son considerados 

como representantes de todos los Estados miembros de la Organización de los Estados 

Americanos - OEA. Su papel es el de garantizar el respeto a los derechos humanos por 

parte de los Estados-miembros. Los miembros de la comisión son elegidos por la 

Asamblea General de la OEA para un mandato de cuatro años, renovable por igual 

período. 

 

La principal función de la Comisión es promover la observancia y la protección de los 

derechos humanos en América, y realiza funciones de conciliación, asesoramiento, 

crítica, promoción y protección de los derechos, pudiendo hacer recomendaciones a los 

gobiernos de los Estados-partes para la adopción de medidas adecuadas a la protección 

de los derechos y requisar informaciones relativas a las medidas adoptadas por los 

Estados523. 

 

Actualmente, la Comisión ejerce un doble papel en el Sistema Interamericano: es el 

órgano que recibe las peticiones individuales, relatando la violación a alguno de los 

Artículos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de 

Costa Rica) o de otros tratados de alcance regional de contenido específico; además de 

elaborar informes diversos sobre la situación de los derechos humanos en los países 

firmantes524. 

 

Estos informes pueden ser temáticos, enfocando un punto específico, o geográfico, 

cuando tratan de la situación de los derechos humanos en un solo país. También debe la 

Comisión producir informes anuales sobre la situación de los derechos humanos en las 

                                                 
523 PIOVESAN, F., A incorporação, a hierarquia e o impacto dos tratados internacionais de proteção 

dos direitos humanos no direito brasileiro, en GOMES, L. F. y PIOVESAN, F. (Coord.), O Sistema 

Interamericano de Proteção dos Direitos Humanos e o Direito Brasileiro, São Paulo, RT., 2000, p.34. 
524 Véase CANÇADO TRINDADE, A. A., Tratado de Direito Internacional dos Direitos Humanos, v. 

III, Porto Alegre, Fabris, 2003, pp. 447- 527. 
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Américas, periódicamente sometidos a la Asamblea de la Organización de los Estados 

Americanos. 

 

La Comisión Interamericana ha hecho recomendaciones a Brasil525. En el Informe del 

29 de septiembre de 1997, al referirse a la situación de los derechos humanos en el país, 

en el Capítulo VII  intitulado La propiedad de la tierra rural y los derechos humanos 

de los trabajadores rurales,  en el apartado sobre El derecho a la propiedad de la tierra 

en Brasil. 

 

Señala La Comisión Interamericana “que Brasil tiene un extenso territorio con gran 

capacidad productiva y de asentamiento social, pero por razones históricas la 

distribución de dicha propiedad es extremadamente desequilibrada y, como 

consecuencia de ello, se crean condiciones propicias para enfrentamientos sociales y 

violaciones a los derechos humanos. Autoridades del Ministerio del medio ambiente 

señalaron  que Brasil tiene uno de los sistemas de distribución de tierras más 

extremadamente desiguales del mundo. Aproximadamente 1% de la población, o sea 

1,5 millones de personas, controla el 47% de todas las propiedades inmobiliarias. Altas 

autoridades indicaron que existen 120 millones de hectáreas de tierra cultivable no 

aprovechada y, por consiguiente, constitucionalmente apta, para la expropiación. En 

todo Brasil, existen 10.735 inmuebles de más de 800.000 hectáreas cada uno (i.e. 20x40 

km de lado). Solamente en propiedades  de más de 50.000 hectáreas existen 35.318.198 

hectáreas improductivas. El Movimiento de los Sin Tierra (organización no 

gubernamental)  señala que existen alrededor de doce millones de personas o sea 4,5 

millones de familias campesinas sin tierra; mientras que el Ministro de Reforma 

Agraria estima que son unos dos millones de familias en esa situación. El  déficit de 

empleo total urbano y rural en Brasil es de 15 millones de puestos de trabajo”.   

 

La Comisión también destaca que: 

  

La Constitución de Brasil incorpora el concepto de reforma 

agraria, y permite la expropiación de tierras por el Estado 

                                                 
525 Véase  http://www.cidh.oas.org/countryrep/Brasesp97/indice.htm. 
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cuando no cumplen una función social (...). Se define legalmente 

una unidad productiva de tenencia de tierra como aquella en la 

cual 80% de su superficie es completa y efectivamente utilizada, 

donde los recursos naturales son usados apropiadamente, donde 

se respetan las normas ecológicas y laborales, y en la cual el uso 

se considera de beneficio común de propietarios y 

trabajadores526.  

 

En consecuencia, la Comisión recomienda: 

 

- Ampliar la acción del Ministerio de la Reforma Agraria y de los 

organismos de implementación de la misma para acelerar su 

acción y ofrecer posibilidades de acceso a la tierra y de crédito a 

familias de escasos recursos. 

 

-  Adoptar legislación y políticas efectivas para poner fin a las 

situaciones de trabajo en condiciones de servidumbre y las 

acciones de contratistas y criminales que perpetúan su 

existencia. Crear condiciones de seguridad y plena vigencia de 

derechos para los líderes sindicales y trabajadores rurales, 

especialmente en áreas donde ocurren mayores números de 

denuncias respecto a la persistencia de trabajo rural en 

condiciones de servidumbre527. 

 

Entre sus facultades, la Comisión detenta también el poder de realizar visitas in loco, 

cuando juzga indispensable que uno de sus miembros haga, personalmente, una 

verificación de condiciones que le han sido referidas, o para efectuar una misión de 

verificación general. El rol de atribuciones de la Comisión se encuentra descrito en el 

                                                 
526 Cf. homepage de la Organización de los Estados Americanos. 
527 Comisión Interamericana de Derechos Humanos OEA/ser.L/V/II.97 Doc. 29 rev. 1. 29 septiembre 

1997)  http://www.cidh.oas.org/countryrep/Brasesp97/indice.htm. 
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Art. 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de 

Costa Rica). 

 

La función primordial de la Comisión es recibir las denuncias individuales de 

violaciones perpetradas por Estados-Miembros de la Organización de los Estados 

Americanos.  La legitimidad activa de los denunciantes es muy amplia: cualquier 

persona o grupo de personas o, incluso, entidades no gubernamentales legalmente 

constituidas pueden llevar un caso a la Comisión. No es necesario ser víctima ni 

ostentar cualquier otro vínculo específico a la violación para llevar una denuncia al 

órgano528. 

 

La Comisión es competente para recibir denuncias de casos de violaciones perpetradas 

por Estados-Miembros de la OEA que hayan ratificado o no la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica).  

 

El Protocolo de Buenos Aires dotó a la Comisión Interamericana de poderes para dar 

continuidad a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José 

de Costa Rica), denuncias de violaciones a la Carta de la OEA o a la Convención, 

denuncias éstas ahora con carácter de exigencia529. Algunos casos brasileños fueron 

presentados con anterioridad a 1992, como por ejemplo, el caso de los yanomami530. 

 

Es necesario que se cumplan los requisitos establecidos en la Convención para 

presentación de petición, enumerados en el Art. 46. Paradójicamente, a pesar de ser el 

órgano que recibe las denuncias individuales, la Comisión Interamericana no posee 

competencia para emitir sentencias. Al constatar la responsabilidad del Estado por 

                                                 
528 Esto se explica con auxilio del Derecho internacional público sobre la naturaleza de los tratados de 

derechos humanos. Mientras los tratados bilaterales o multilaterales establecen derechos y deberes 

recíprocos, sin la participación de otros actores no signatarios, los tratados de derechos humanos poseen 

representaciones diversas: las exigencias y los deberes están señalados para todos los países signatarios, 

pero se destinan esencialmente a la protección de sus nacionales. 
529 RAMOS, André de Carvalho, Processo internacional de direitos humanos, Rio de Janeiro, Renovar, 

2001, p. 219. 
530 Tribu indígena brasileña en riesgo de extinción. 
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violación, la Comisión elabora un informe final con recomendaciones al Estado con el 

fin de hacer volver al estado o situación  anterior (statu quo), es decir, hacer cesar, 

inmediatamente, la violación denunciada531. 

 

 

1.4.2.3.2. La Corte Interamericana de protección a los Derechos Humanos 

 

La Corte Interamericana de protección a los Derechos Humanos tiene su sede en San 

José, en Costa Rica, y es un órgano jurisdiccional del Sistema por excelencia. Mientras 

los miembros de la Comisión son llamados Comisarios, los miembros de la Corte 

ostentan el título de Jueces; mientras la Comisión elabora un informe final con 

“recomendaciones”, la Corte emite sentencias que, en los términos de la Convención 

Americana son “definitivas e inapelables”, siendo que los Estados no pueden negarse a 

cumplirlas532. 

 

Al mismo tiempo que el reconocimiento de la competencia de la Comisión para 

conocer casos individuales deriva automáticamente de la ratificación de la Convención 

Americana (Pacto de San José de Costa Rica), el procedimiento de aceptación de la 

función contenciosa de la Corte Interamericana depende de una manifestación expresa 

en documento escrito depositado en la sede de la Organización de los Estados 

Americanos (OEA). 

 

Aunque Brasil haya ratificado la Convención Americana (Pacto de San José de Costa 

Rica) en 1992 y, por lo tanto, automáticamente, se haya sometido a la vigilancia de la 

                                                 
531 El objetivo es revertir a la situación anterior a la violación de la forma más completa posible, con la 

restauración del derecho violado. 
532 CANÇADO TRINDADE, A. A., Direitos das Organizações Internacionais, Belo Horizonte, Del Rey, 

2002. Véase, también, CANÇADO TRINDADE, A. A., Tratado de Direito Internacional dos Direitos 

Humanos. Porto Alegre, Fabris, 1997. 
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Comisión Interamericana, el documento relativo a la Corte no fue depositado hasta 

diciembre de 1998533.  

 

Es importante destacar que los individuos no tienen competencia para recurrir 

directamente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ya que no hay previsión 

en ese sentido en la Convención que haga legítima la acción individual. Sólo los 

Estados-partes y la propia Comisión Interamericana pueden decidir someter o no un 

caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

 

En ambas situaciones, el Estado denunciado debe haber reconocido expresamente la 

competencia de dicho órgano. En lo que se refiere a las denuncias llevadas a la Corte 

por la Comisión para el proceso judicial, es necesario el cumplimiento de todas las 

etapas previstas en la Convención Americana (Pacto de San José de Costa Rica). 

 

La Corte Interamericana produce, como resultado de un proceso bajo su jurisdicción, 

una sentencia que, según la Convención, debe ser ejecutada internamente como si fuera 

producida en derecho interno. Aún no hay ningún caso brasileño siendo tramitado en la 

Corte, por lo que no se puede establecer un modelo de procedimiento534.  

 

En un voto conjunto proferido en el caso Villagrán  Morales535, el Juez presidente de la 

Corte Interamericana, Cançado Trindade, aseguró que ha utilizado un puente entre los 

                                                 
533 La redacción dada en el documento depositado en la OEA dice que Brasil reconoce la competencia 

jurisdiccional de la Corte Internacional para conocer los casos ocurridos con posterioridad a diciembre de 

1988. Esto significa que los casos que se tramitan en la Comisión a partir de 1992 no podrán ser llevados 

a juicio en la Corte, y que aquellos ocurridos temporalmente antes de esa fecha sin que hayan sido 

llevados al Sistema Interamericano agotarán su procedimiento en la Comisión. 
534  En Brasil existe el Proyecto de Ley núm. 3214/2000, del diputado Marcos Rolim, que intenta 

responsabilizar a la Unión federal para indemnizar a las víctimas de violación: “Las decisiones de 

carácter indemnizatorio se constituirán en títulos ejecutivos judiciales y estarán sujetas a ejecución 

directa contra el Erario Público Federal”. 
535 Véase el caso Villagrán Morales e outros contra Guatemala, en el cual redefine el derecho a la vida 

integrando derechos civiles y económicos, sociales y culturales. Sentencia de la Corte  el 19. 11. 1999. 
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derechos, es decir, que no tiene sentido garantizar el derecho a la vida sin garantizar el 

derecho a la dignidad del ser humano. Para Cançado Trindade:  

 

El deber del Estado de tomar medidas positivas se acentúa 

precisamente en relación con la protección de la vida de 

personas vulnerables e indefensas, en situación de riesgo, como 

los niños de la calle. El autor señala que la privación arbitraria 

de la vida no se limita, pues, al acto del homicidio. Se extiende 

igualmente a la privación del derecho de vivir con dignidad. Esta 

visión conceptúa el derecho a la vida como perteneciente, al 

mismo tiempo, al dominio de los derechos civiles y políticos, así 

como al de los derechos económicos, sociales y culturales, 

ilustrando así la interrelación e indivisibilidad de todos los 

derechos humanos536. 

 

No obstante, Brasil haya sido objeto del Informe de la Comisión Interamericana 

publicado en 1997 con recomendaciones en el punto 14-f del informe de esa Comisión 

en relación con la cuestión agraria con recomendaciones de que “se acelere la solución 

de los problemas de acceso a la propiedad de la tierra rural aplicando plenamente los 

preceptos constitucionales, previniendo, evitando y solucionando legalmente las 

situaciones de tensión y enfrentamiento que se derivan de la desigualdad 

discriminatoria en relación con las oportunidades de utilización de recursos económicos 

del país”, no consta ningún caso que esté siendo tramitado en la Corte Interamericana 

en relación con los conflictos agrarios en Brasil. 

 

La constitución de los derechos sociales, humanos y las políticas de bienestar son las 

conquistas tal vez más importantes de la civilización jurídica y política del siglo XX537. 

Sin embargo, gran parte de dichos derechos permanece aún en el campo de las 

                                                 
536  CANÇADO TRIDADE, A. A., Tratado de Direito Internacional dos Direitos Humanos, Porto 

Alegre, Fabris, 1997. 
537 FERRAJOLI, L., Prólogo, en ABRAMOVICH, V y COURTIS, C., Los derechos sociales como 

derechos exigibles,  Madrid, Trota, 2002, pp. 9-10. 
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promesas, cuyo cumplimiento está confiado a la discrecionalidad política y 

administrativa538 en un país de grandes desigualdades económica y social como el 

nuestro. 

 

1.5. Los Tratados y la Constitución de 1988 como marco teórico para una 

interpretación de los conflictos agrarios. 

 

La Constitución Federal de 1988, así como la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos de 1948 que la inspiraron, orientan los principios fundamentales de una 

Democracia que trasciende las fronteras nacionales para constituirse en una base 

humana asentada en un Estado Democrático de Derecho.  

 

Los tratados internacionales  que Brasil ha ratificado, confirman la construcción de una 

humanidad sobre la base de algunos valores y principios universales, como por 

ejemplo, la dignidad humana, sin la cual no podemos pensar en el concepto de justicia.  

 

Este conjunto coheso y vivo constituye una referencia teórica obligatoria para nuestro 

propósito de examinar el papel del Poder Judicial y los conflictos que involucran la 

propiedad rural en Brasil. Ya se ha señalado que el derecho de propiedad y su función 

social  en el capitulo que reconoce derechos fundamentales necesita ser interpretadas a 

la luz de la Constitución.  

 

Como guardián de la Constitución, el Supremo Tribunal Federal es el intérprete 

máximo de las normas de la Constitución y, por supuesto, de los derechos 

fundamentales en Brasil, y su interpretación sobre tales derechos vincula a los demás 

poderes públicos.  

                                                 
538 Este distanciamiento entre normatividad y efectividad debe ser tenido en cuenta a la hora de realizarse 

una aproximación garantista a los derechos sociales, capaz de conjugar normativismo y realismo, teoría 

jurídica e investigaciones empíricas de tipo económico o politológico, ya que en este campo aunque la 

elaboración teórico-jurídica es imperfecta y el sistema de sus garantías, defectuoso, son fecundas las 

aportaciones del análisis económico y de las investigaciones sociológicas que buscan la formulación de 

técnicas apropiadas de tutela (FERRAJOLI, L., Derechos y Garantias. La ley del más débil,  Madrid, 

Trotta, 2001, pp.108-109 (Trad. Perfecto Andrés Ibáñez y Andrea Greppi). 
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Sabemos que el Poder Legislativo es el primer intérprete de la Constitución y, por lo 

tanto, de los derechos fundamentales, a quien compete desarrollarlos a través de leyes 

ordinaria y abstenerse de violarlos por cualquier otro medio.  

 

La interpretación que el Parlamento, como órgano político que es, hace de la 

Constitución en general y de los derechos fundamentales en particular es una 

interpretación política.  

 

Además, el Parlamento tiene un status de intérprete privilegiado, en la medida en que, 

como órgano democrático, representa la voluntad general, y su interpretación de la 

Constitución, expresa por medio de ley, se impone a toda la sociedad a través del Art.  

5, II, de la Constitución de 1988539.  

 

Al Supremo Tribunal Federal cabe revisar la interpretación de la Constitución y de los 

derechos fundamentales hecha por el legislador. Sin embargo, su interpretación, al 

contrario de la del parlamento, es hecha en clave jurídica, y no política. El Supremo 

Tribunal Federal  interpreta y hace efectiva la aplicación de los derechos 

fundamentales.  

 

Aunque el Congreso Nacional y el Supremo Tribunal Federal sean los intérpretes 

privilegiados de los derechos fundamentales en Brasil, el Poder Ejecutivo, los jueces y 

tribunales también ejercen la labor interpretativa.  

 

Así, el Poder Ejecutivo interpreta los derechos al aprobar disposiciones reglamentarias 

o al ejecutar las políticas públicas. En caso de que la interpretación del derecho 

fundamental viole el derecho en cuestión, o algún otro derecho fundamental, se puede 

recurrir al Poder Judicial, y, en última instancia, al Supremo Tribunal Federal. 

La Constitución de 1988, como ya hemos visto está encabezada por el Título I “Dos 

Principios fundamentales”, entre ellos están la dignidad de la persona humana y la 

                                                 
539 Constituição Federal de 1988, Art. 5. II – "ninguém será obrigado a fazer ou deixar de fazer alguma 

coisa senão em virtude da lei”.  
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ciudadanía que son, además, el punto de partida para la interpretación o aplicación de 

todo el ordenamiento jurídico brasileño. 

 

Para la doctrina actual, el papel del Juez en las democracias actuales y, asimismo, su 

vinculación a los derechos fundamentales y a la dignidad humana no admiten que la 

tarea del juez se limite a la labor de subsunción, sino que es su obligación aplicar e 

interpretar todo el ordenamiento en el sentido más favorable a la plena eficacia de los 

Derechos Fundamentales540. 

 

En lo que atañe a la interpretación constitucional, no se busca, como señala Sanchis, la 

solución del caso, sino la delimitación de un campo de licitud dentro del cual otros 

operadores jurídicos adoptarán la solución con arreglo a criterios políticos (legislador) o 

jurídicos (juez)541.  

 

Häberle, uno de los principales representantes del método tópico de la interpretación 

constitucional en su obra sociedad abierta de los intérpretes constitucionales amplía el 

círculo de los intérpretes constitucionales. Los intérpretes dejan de ser exclusivamente 

los juristas para pasar a ser todos los órganos del Estado, a todas las potencias públicas, 

a todos los grupos y ciudadanos, en la medida en que todos aquellos que viven en el 

contexto reglado por una norma y que viven con este contexto son, indirecta, o 

directamente, intérpretes de esta norma542.  

 

El juez interpreta la constitución en la esfera pública y en la realidad, y sufre 

influencias, que lejos de amenazar su independencia, evitan el arbitrio judicial. De esta 

                                                 
540 PÉREZ TREMPS, P., La Protección de los Derechos Fundamentales por Jueces y Tribunales, en 

Poder Judicial, núm.  43, 1996, pp. 255. 
541 PRIETO SANCHÍS, L., Notas sobre la Interpretación Constitucional, en Revista del Centro de 

Estudios Constitucionales, núm. 9, 1991, p. 177. 
542 HÄBERLE, Peter, Hermenêutica Constitucional. A sociedade aberta dos intérpretes da constituição: 

contribuição para a interpretação pluralista e procedimental da constituição, Porto Alegre, Fabris, 

1997, p.15 (Trad., Gilmar Ferreira Mendes). 
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manera, la esfera pública pluralista, al interpretar la Constitución, desarrolla una fuerza 

normativa, la cual deberá ser llevada en consideración por la Corte Constitucional543. 

 

El sentido de la constitución es ser el ordenamiento jurídico del proceso de integración, 

en el cual el Estado tiene su realidad vital. Desde esta perspectiva, los derechos 

fundamentales son el sistema cultural y de valores de un determinado pueblo544. 

 

La interpretación constitucional hermenéutico-concretizadora tiene a Hesse como uno 

de sus grandes exponentes, para quien la interpretación contiene un carácter integrador 

de derecho que completa el contenido de la norma interpretada. De esta manera, sólo 

ocurre donde la propia constitución no presenta contenido claro, que debe entonces ser 

determinado mediante la incorporación de la realidad de cuya ordenación se trata545.  

 

Pero, la interpretación constitucional tiene como límite la propia constitución: aunque 

el Tribunal sea competente para fijar este contenido con eficacia vinculante, no por ello 

se encuentra por encima de la Constitución, a la que debe su existencia546.  

 

En efecto, en Brasil, respecto a la cuestión agraria, en ninguna de las sentencias 

concernientes a conflictos  que hemos analizado, el Supremo Tribunal Federal ha 

especificado su método de interpretación. Tampoco nos fue posible identificar en sus 

sentencias referencias a los tratados internacionales o incluso valores y principios 

constitucionales.  

 

Para la presente investigación fueron recopiladas casi todas las decisiones de los  

órganos colegiados547 del Supremo Tribunal Federal (Tribunal Pleno y Turmas), que 

                                                 
543 HÄBERLE, P., op. cit., p 31. 
544 SMEND apud Böckenförde, 1993, p. 28. 
545 HESSE, Konrad, Escritos de Derecho Constitucional, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 

1992, p. 40 (Trad. Pedro Cruz Villalón). 
546  HESSE, Konrad, op. cit., p. 34 (Trad. Pedro Cruz Villalón). El autor advierte que la actividad 

interpretativa queda vinculada a la norma, y sólo tiene carácter de rellenado creador de derecho en el 

sentido de que la interpretación completa el contenido de la norma interpretada (HESSE, Konrad, op. cit., 

pp. 40-41. 
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tratan de derecho de propiedad. Realizamos la investigación de las decisiones en el 

portal del Supremo Tribunal Federal en Internet, que contiene todas sus decisiones. 

 

Examinamos las decisiones iniciando la búsqueda a partir de aquellas que contenían las 

siguientes palabras claves: propiedad, función social, cuestión agraria, propiedad 

rural, conflictos agrarios. Tras esta primera selección, analizamos las decisiones, 

rechazando aquellas que, aunque posean en su texto algunas de las expresiones de 

búsqueda, no se relacionaban a la cuestión agraria. Sólo nueve tratan de conflictos 

agrarios, cinco de las cuales en materia penal, que hemos citado en el texto de este 

trabajo. 

 

Aquí cabe resaltar que el hecho de que el Supremo Tribunal Federal no haya analizado 

otros temas de la cuestión agraria no significa que los derechos planteados por los 

campesinos no están tutelados, sino que pueden estar garantizados suficientemente por 

los Poderes Legislativo y Ejecutivo o incluso por el Poder Judicial, sin que se haya 

recurrido al Supremo Tribunal Federal, última instancia del Poder Judicial en Brasil.  

Es interesante destacar también que en ninguna de sus decisiones sobre derecho de 

propiedad y su función social el Supremo Tribunal Federal (STF) mencionó tratados 

internacionales u otros textos internacionales de derechos humanos, sea como norma 

aplicable al caso, sea como parámetro interpretativo.  

 

Es, pues, en ese contexto referencial, y a la luz de nuestros veinte años de intervención 

en defensa de la justicia en el medio rural, que hemos examinado el contenido textual  

de las decisiones del Supremo Tribunal Federal (STF) y de ciento cincuenta procesos 

de la 1ª Vara de los conflictos Agrarios e Medio Ambiente  del estado de Paraíba, de 

los años 1995 a 2007, y diversos documentos que son un testimonio vivo de cómo se 

lleva a cabo, en la práctica, la actuación en una dinámica de conflictos, tanto del Poder 

Judicial, como de los campesinos (trabajadores rurales sin tierra) en todo el territorio de 

Brasil. De esto hablamos en el Capítulo dos.  

                                                                                                                                               
547 Las decisiones colegiadas del Supremo Tribunal Federal son discutidas en reuniones públicas, en las 

cuales cada magistrado (Ministro) emite su voto. 
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Capítulo II 
 

 

   La Reforma Agraria en Brasil 
 

 
La propiedad (de la tierra) pertenece en usufructo a los 
vivos y los muertos no tienen ningún poder ni derecho 
sobre ellos (T. Jefferson , septiembre de 1789). 

 

 

En este capítulo partimos de una evolución histórica de la cuestión agraria en Brasil, 

para analizar mejor desde la perspectiva constitucional los temas más relevantes en 

materia de reforma agraria, que son: el uso de la propiedad rural, la legislación infra-

constitucional, la visión del poder judicial, y el plan  nacional de reforma agraria como 

línea de futuro. Aunque es intensa y evidente la interrelación  entre los tres  parámetros 

constitucionales, o sea: los valores superiores, los principios fundamentales y los 

derechos fundamentales, trataremos  la función social de la propiedad como elemento 

nuclear de justificación  de la necesidad de una real reforma agraria en Brasil. 

 

Destacamos que los requisitos que el legislador considera para el cumplimiento de la 

función social de la propiedad rural no pueden limitarse a criterios meramente 

económicos de  productividad de la tierra. En este trabajo nos limitaremos a las 

normativas directamente relacionadas con la Reforma Agraria como el Estatuto da 

Terra548  Ley núm. 4.504/1964  de 30 de noviembre y la  Lei  Agrária549 Ley núm. 

8.629/1993 de 25 de febrero. 

 

Llamamos la atención para la importancia del papel del poder judicial en Brasil en 

materia agraria. Si consideramos que la Constitución es norma fundamental de 

aplicación obligatoria, no basta que el legislador consagre derechos, valores y 

                                                 
548 Ley núm. 4.504./1964, del 30 de noviembre. Alterada con la Constitución de 1988. 
549 Ley que desarrolla dispositivos constitucionales sobre la reforma agraria. 
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principios. Es necesario que el poder judicial los aplique en los casos concretos, como 

es el caso de la cuestión agraria. 

 

Por fin, planteamos  que la tendencia en el último Plan de reforma agraria, es decir, el II 

Plano Nacional de Reforma Agraria, es una propuesta que contribuye a que se tornen 

efectivos en el medio rural los valores superiores, los principios y derechos 

fundamentales consagrados en la Constitución de 1988.  

 

La elaboración de un plan de reforma agraria con amplia participación social, 

especialmente de aquellos directamente afectados, representa la línea de futuro para la 

real reforma agraria en Brasil para atender las exigencias constitucionales, cuya 

participación del poder judicial es imprescindible. 

 

 

2. 1.  Marco histórico de la reforma agraria  

 

A. Origen de la concentración de la tierra 

 

La concentración de la tierra y la exclusión de los campesinos del acceso a la propiedad 

rural tienen su origen en mecanismos de bloqueo que vienen de la época de la 

colonia 550 . A través del poder de concesión de sexmos, la corona portuguesa 

determinaba quién podía tener acceso a la tierra, al tiempo que ligaba ese derecho a la 

obligación de su aprovechamiento económico551. 

 

Así, históricamente, el título de propiedad en Brasil siempre ha sido blanco de disputa 

entre los intereses del Estado y los intereses particulares. La propiedad de la tierra pasó 

                                                 
550 MARTINS, José de Souza, Os camponeses e a política no Brasil, Petrópolis, Vozes, 1981. 
551 MARTINS, José de Souza, op. cit., p. 32. 
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a representar la posibilidad de inserción política de la burguesía. Tener propiedad de la 

tierra representaba y aún representa poder político, social y económico552.  

 

Al ser proclamada la independencia de Brasil el 7 de septiembre de 1822, 

permanecieron las Ordenanzas Filipinas, y varios decretos oriundos de Portugal. Hasta 

el advenimiento de la Ley de tierras de 1850 no había ninguna legislación agraria para 

el país553. Este período se conoce como el de  lei extra posse o extralegal554.  

 

En este contexto, podemos destacar tres hechos que marcaron, sustancialmente, la 

historia agraria y, probablemente, hicieron posible la concentración de la propiedad 

rural en Brasil: 1) la ley de tierras, de 1850; 2) la Constitución de 1891; y 3) el Código 

Civil de 1916. 

  

- La Ley de Tierras. En 1842 el Gobierno Imperial le encomendó a la Sección de 

Negocios del Imperio del Consejo de Estado, que formulara una propuesta de reforma 

legislativa  y colonización555. Dicha propuesta fue llevada a debate en la sesión del 8 de 

agosto de 1842. Y el 10 de junio de 1843 fue presentada en el Congreso de los 

Diputados556. Esta pospuesta/proyecto más tarde se consolidó como una ley de tierras 

en el sentido estricto de la palabra. Es decir, luego de acalorados debates del proyecto 

                                                 
552  SANZ-PASTOR, Fernando, A Urgência da Reforma Agrária: um enfoque histórico, São Paulo, 

Nerman, 1988, p. 11;  Véase, también, DEMÉTRIO, Nelson, Doutrina e Prática do Direito Agrário, São 

Paulo, Julex, 1987, p. 26. 
553 SILVA, Osório Lígia, Terras devolutas e latifúndios: Efeitos da Lei de 1850, São Paulo, UNICAMP, 

1996, p. 37. 
554 Sobre lei extra posse ou extralegal, véase SILVA, Lígia Osório, op. cit., pp. 74 y ss. 
555  En esta época funcionaba en Brasil el régimen de sexmos, definido por la Ordenación del Reino de 

Portugal en el Código Filipino. Según esa definición, la sexmaría comprende tierras que fueron o son de 

algunos Señores, y que en otro tiempo ya fueron labradas y aprovechadas, y que ahora no lo son. Las 

cuales tierras y bienes así dañados y destruidos pueden y deben ser dados en sexmo por los sexmeros, 

que para esto fueren ordenados (SILVA, Lígia Osório, op. cit., p. 37). 
556 Propuesta presentada por el entonces diputado “Rodrigues Torres”. 
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de Ley de Tierras, finalmente la Ley núm. 601/1850 fue sancionada el 18 de setiembre 

de 1850557. Era la primera ley en materia agraria en Brasil558. 

 

                                                 
557 SODERO señala algunas características de la Ley de Tierras de 1850: 1ª – Prohibición de adquirir 

tierras devolutas por otro título que no fuera el de compra. De esa forma, no se concederían más sexmos 

gratuitamente (...). 2ª – Desalojo de los asentados de tierras devolutas o ajenas, que en ellas hubieran 

efectuado talas o quemas. Penalidades: pérdida de las mejoras, satisfacción por los daños causados, 

prisión y multa (...). 3ª Estableció el concepto de tierras devolutas, determinando por este término 

considerar: I - las que no se encontraran aplicadas a algún uso público, nacional, o provincial o 

municipal; II - las que no se encontraran como dominio particular por cualquier título legítimo, ni 

estuvieran afectadas por el régimen de sexmos  y otras concesiones del Gobierno General o Provincial, no 

inclusas en comiso por falta de cumplimiento de las condiciones de medición, confirmación y cultura; III 

- las que no se encontraran dadas por sexmos u otras concesiones del Gobierno, que, a pesar de inclusas 

en comiso, fueran revalidadas por esa Ley; IV - las que no se encontraran ocupadas por posesión que, a 

pesar de no fundarse en título legal, fueran legitimadas por esa ley (...). 4ª. Revalidación de los sexmos u 

otras concesiones del Gobierno General o Provincial, que se encontraran cultivadas, o con principios de 

cultura y morada habitual del respectivo sexmero o concesionario, o de quien los representara, aunque no 

hubiera sido cumplida ninguna de las otras obligaciones (...). 5ª. Legitimación de las poses mansas y 

pacíficas, adquiridas por ocupación primaria habida del primer ocupante, que se encontraran cultivadas, o 

con principios de cultura y morada habitual del respectivo asentado o representante (...). 6ª. 

Discriminación de las tierras devolutas de los particulares (...). 7ª. Titulación de las antiguas posesiones 

(...). 8ª. Registro del Párroco Vicario (...). 9ª. Determinaba que la medición y la división de los lotes de 

tierras devolutas que serían vendidos en subasta pública obedecerían, en cuanto lo permitieran las 

circunstancias locales, las líneas que corrieran de Norte a Sur, conforme al verdadero meridiano, y por 

otras que los cortaran en ángulos rectos, de manera que condujeran a la formación de lotes o cuadrados 

de 500 brazas por lado, demarcados convenientemente (...). 10ª. Autorizaba el Gobierno a crear la 

Repartición General de las Tierras Públicas encargadas de dirigir la medición, división y descripción de 

las tierras devolutas y su conservación, así como de fiscalizar la venta y distribución de ellas y promover 

la colonización nacional y extranjera” (SODERO, Fernando Pereira,  Esboço Histórico da Formação do 

Direto Agrário no Brasil. Rio de Janeiro: Fase, 1990, pp. 49-57). 
558 Para SANZ-PASTOR, “la demora de promulgación de la Ley nº 601/1850 se debió a los intereses que 

se encontraban en juego – El gobierno controlaba la liberación de las tierras, obstaculizando el acceso 

legal de la propiedad a los colonos, al mismo tiempo facilitaba la apropiación de extensas glebas 

territoriales por parte de quienes ya eran propietarios de tierras. Lo que contribuyó para el aumento de la 

concentración territorial en manos de pocos propietarios  latifundistas” (SANZ-PASTOR, Fernando, op. 

cit., pp. 47 y ss.).  
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Dicha ley de tierras fue desarrollada por el Decreto núm. 1.318, de 30 de enero de 

1854559. 

Este Decreto estaba compuesto por 108 artículos, divididos en nueve capítulos, 

dispuestos de acuerdo con los siguientes Títulos: “De la Repartición General de las 

Tierras Públicas”; “De la Medición de las Tierras Públicas”; “De la Revalidación y 

Legitimación de las Tierras y del Modo Práctico de Extremar el Dominio Público del 

Particular”; “De la Medición de las Tierras que se encuentran en el Dominio Particular 

por cualquier Título Legítimo”; “De la Venta de las Tierras Públicas”; “De las Tierras 

Reservadas”; “De las Tierras Devolutas560 Situadas en los Límites del Imperio con 

Países Extranjeros”;  “De la Conservación de las Tierras Devolutas y Ajenas”.  En 

1876,  el gobierno creaba los mecanismos para la ejecución de la Ley de Tierras: 

Instituyó la Inspectoría de Tierras y Colonización, que perduró  hasta el fin del imperio. 

 

Según Faoro, la Ley núm. 601, de 18 de septiembre de 1850, en conjunto con el 

Decreto núm. 1.318, de 30 de enero de 1854 no facilitaba a los campesinos trabajadores 

sin tierra el acceso a la pequeña propiedad territorial561. 

 

Sodero señala que el Gobierno Imperial se preocupaba de promover, en la medida de 

sus posibilidades, la colonización del país, disponiendo de las tierras devolutas de la 

Corona562 en la formación de colonias militares563, o en la donación de tierras para 

colonias formadas por extranjeros, sobre todo inmigrados, para ese fin: o aún, 

incentivando a los legisladores para que aprobaran leyes que permitieran la formación 

                                                 
559 SODERO, Fernando Pereira, op. cit., p. 75. Para el autor,  “Con el o advenimiento del reglamento de 

1876, que modifica el Decreto de 1854, se intentó simplificar los mecanismos de  demarcación de Tierras 

devolutas” (SODERO, Fernando Pereira, op. cit., p. 85). 
560 Para el concepto de tierras devolutas, véase Lei de Terra de 1850 (Ley núm. 601/1850), Art. 3, citado 

en nota anterior. 
561 FAORO, Raimundo, Os Donos do Poder: formação do patronato político brasileiro, Porto Alegre, 

Globo, 1958, p. 206. 
562 SODERO, Fernando Pereira, Esboço Histórico da Formação do Direto Agrário no Brasil, Rio de 

Janeiro, Fase, 1990, p.46. 
563 Una de las colonias militares fue la de Itapura, en la provincia de São Paulo, creada por Decreto el 26 

de julio de 1850. 
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de medianas y pequeñas propiedades que no fomentaran la creación de minifundios564, 

sino más bien para la formación de una clase  rural con poder de dominio político sobre 

la población campesina565. 

 

El Gobierno imperial tenía real interés en la aprobación de una ley agraria para 

controlar las tierras brasileñas. La Lei de Terras, según Smith, también debe ser 

entendida como una necesidad del propio Estado de recuperar el control sobre las 

tierras devolutas, términos que ya, etimológicamente, esconden el carácter de las tierras 

públicas, cuyas existencias deberían ser objeto de un control social vinculado al interés, 

tanto de su utilización productiva, como de la sustitución de esclavos por trabajadores 

libres 566 , lo que contribuyó para la formación de movimientos con carácter de 

independencia, nítidamente agrarios 567  como forma de resistencia al poder del 

latifundio en Brasil568. 

                                                 
564  SODERO, Fernando Pereira, op., cit., p. 47.  
565 GUIMARÃES, Alberto Passos, Quatro Séculos de Latifúndio, Rio de Janeiro, Paz e Terra, 1989. En 

sentido similar véase SANTOS, Fábio Alves dos, Direito Agrário: política fundiária no Brasil, Belo 

Horizonte, Del Rey, 1995, p. 63. 
566 SMITH, Roberto, Propriedade da Terra e Transição: estudo da formação da propriedade privada da 

terra e transição para o capitalismo no Brasil, São Paulo, Brasiliense, 1990, p. 336. 
567 BALDEZ, Miguel Lanzellotti, Sobre o papel do direito na sociedade capitalista, Petrópolis, Vozes, 

1989, pp.10 y ss. El autor destaca que, “la tierra sólo empieza a preocupar al jurista cuando, en el curso 

de la historia, irrumpe el trabajo libre que, por pasar al régimen de salario, deberá destinarse, ante la 

nueva organización social, al mercado de trabajo. No es accidental que la Ley núm. 601/1950, de las 

tierras, y la Ley Eusebio de Queiroz, que extingue el tráfico negrero, son ambas del mismo año: 1850. En 

el momento en que el trabajador va dejando de ser objeto directo de la dominación, se inicia el proceso 

de su reconceptuación, ahora como sujeto (capaz, abstractamente, de participar en cualquier mercado, 

pero concretamente destinado sólo a participar en el mercado de trabajo), se le cierran las puertas de 

acceso natural a la tierra”( BALDEZ, Miguel Lanzellotti, op. cit. pp. 336 y ss.). 
568 Según MARTINS, “Los campesinos siempre fueron relegados por las oligarquías dominantes, pues 

entendían, como siguen entendiendo, que la tierra era del dueño del ingenio, del dueño de la finca, del 

dueño de las propiedades, y que los campesinos trabajadores rurales no pasaban de agregados de dichas 

propiedades, por consiguiente, trabajadores rurales sin tierra. Esto provocó la histórica resistencia de los 

trabajadores rurales contra el poder del latifundio en Brasil, específicamente en el noreste del país. Otros 

miles de campesinos trabajadores rurales sin tierra dejaron las propiedades rurales, se desplazaron para 
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- La Constitución de 1891569.  Esta Constitución Republicana de Brasil de 1891 no 

alteró la Ley de tierras entonces vigente, a pesar de que algunos parlamentarios 

trataron de insertar en el texto Constitucional ciertos derechos que les permitieran a 

los campesinos sin tierra el acceso a la pequeña propiedad territorial. Sin embargo, 

esos derechos no fueron aprobados por el Parlamento. Sodero entiende que, con la 

Constitución de 1891 las oligarquías locales recibieron más libertades para 

desarrollar su marcha rumbo al proceso de concentración de la tierra 570 . 

Consecuentemente, le tocó a la Unión sólo una parte del territorio indispensable a 

la defensa de las fronteras, fortificaciones, construcciones militares y ferrocarriles 

federales.  El Art. 64 de la Constitución Republicana de 1891 establecía: 

-  

Art. 64. Pertenecen a los Estados las minas y las tierras 

devolutas situadas en sus respectivos territorios, y le 

corresponde a la Unión sólo la porción del territorio que sea 

indispensable para la defensa de las fronteras, fortificaciones, 

construcciones militares y ferrocarriles federales. 

 

Por lo demás, el derecho de propiedad según el Art. 72, párrafo 17, de la Constitución 

de 1891 se garantizaba en toda su plenitud, excepto para la expropiación por necesidad 

o utilidad pública, mediante previa indemnización. Por lo tanto, dicho derecho era 

inviolable y absoluto.  

 

A través de ese dispositivo constitucional, cada Estado elaboró e implementó su política 

de concesión de tierras571. Comienza, así, la transferencia de propiedades de terrenos, 

                                                                                                                                               
las grandes ciudades en busca de mejores condiciones de vida”. (MARTINS, José de Souza, Os 

Camponeses e a política no Brasil, Petrópolis, Vozes, 1981, pp. 22 y ss.). 
569 Contituição da República dos Estados Unidos do Brasil, 24 de fevereiro de 1891. 
570 SODERO, Fernando Pereira, op. cit., p. 59. 
571 MARTINS, José de Souza, A Militarização da Questão Agrária no Brasil, Rio de Janeiro, CODECRI, 

1979, p. 45. 
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en grandes proporciones, para grandes estancieros y grandes empresas de colonización 

de bienes inmuebles rurales572. 

 

El contenido de los Artículos 64 y Art. 72.17 de la Constitución de 1891 que 

determinaban que “pertenecen a los estados las tierras devolutas”, y el derecho de 

propiedad absoluto, según Martins contribuyó para que la propiedad territorial 

continuara cada vez más concentrada en manos de una oligarquía rural que no permitía 

que se intentara ninguna  reformulación de la estructura agraria en Brasil573. 

 

- El Código Civil de 1916. El Código de 1916, en su Art. 1.807 revoca de manera 

expresa las Órdenes del Reino, así como los usos y costumbres referentes a la materia 

de derecho civil. Así dispone el Art. 1.807, del Código Civil Brasileño: 

 

Quedan revocadas las ordenanzas, albaranes, leyes, decretos, 

resoluciones, usos y costumbres referentes a las materias de 

derecho civil reguladas en este Código.[Traducción libre] 

 

Con la vigencia  del Código Civil el registro de bienes inmuebles (propiedad rural) pasó 

a hacerse obligatorio. El Código Civil Brasileiro de 1916 previó, incluso, que los 

registros parroquiales fueran relativos, registrando la escritura ante notario y pasando a 

la condición de títulos de propiedad inmobiliaria que le otorgaban a su detentor la 

propiedad plena, con los registros de la tierra y la protección civil en materia de 

derecho de propiedad. En el entendimiento de Martins, ese hecho favoreció 

enormemente el latifundio y consolidó el proceso de toma ilícita de tierras de muchos 

campesinos574.  

 

                                                 
572 MARTINS señala que: “No obstante la Constitución de 1891 se fundamenta en el principio del 

federalismo, el Art. 72 apartado17 vino a complicar más la situación, debido a que aumentó la calidad de 

actos legislativos, en donde cada Estado adoptaba una política agraria específica”. (MARTINS, José de 

Souza, op. cit., p. 47.) 
573 MARTINS, José de Souza, op. cit., pp. 48 y ss. 
574 MARTINS, José de Souza, op. cit., p. 65. 
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Así, se observa que la cuestión agraria siempre ha estado en manos de intereses 

políticos y económicos desde la época del Brasil colonial, lo que, según los autores 

citados, contribuyó para la concentración de la propiedad rural en manos de las 

oligarquías575 . Por otro lado, las leyes brasileñas pasan a ser aprobadas por estas 

mismas oligarquías, lo que dificulta el acceso de los campesinos a la propiedad rural576. 

 

 

B. La lucha por la reforma agraria  

 

En Brasil, diversos movimientos sociales marcaron la lucha por la tierra, tales como la 

Farroupilha en 1835, la Balaiada en 1838, la Cabanagem en 1832 y Canudos en 1893, 

además de otros movimientos también importantes como las Ligas Camponesas (Ligas 

campesinas) y el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (Movimiento de los 

trabajadores rurales sin tierra, o MST)577. Pero, en este trabajo destacaremos los más 

recientes como:  a) las Ligas Camponesas que fueron extintas por la dictadura militar y 

b) el actual Movimento dos Trabalhadores Rurales Sem Terra conocido como MST, 

que todavía sostiene la idea de un posible cambio en la estructura agraria brasileña578.  

 

 

a. Las Ligas Camponesas  

 

                                                 
575 SANZ-PASTOR, Fernando, op. cit., p. 85. 
576 SANZ-PASTOR, Fernando, op. cit., 88. En sentido muy similar, véase, también, MEDERIROS, 

Leonilde Servolo, Movimentos sociais, Disputas Políticas e Reforma Agrária de Mercado no Brasil, Rio 

de Janeiro, UNRISD, 2002, pp. 13 y ss. 
577 Sobre los diversos movimientos sociales en Brasil, Véase la obra de GOHN, M. G., História dos 

Movimentos e Lutas Sociais: A Construção da Cidadania dos Brasileiros, São Paulo, Loyola, 2003. 
578 GARCIA, José Carlos, De Sem-rosto a Cidadão. A luta pelo reconhecimento dos sem-terra como 

sujeitos no ambiente constitucional brasileiro, Rio de Janeiro, Lúmen Júris, 1999, xv. 
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Las Ligas Camponesas579  en sus comienzos organizadas por el Partido Comunista de 

Brasil, surgieron en 1945. En los años 50, los trabajadores del medio rural, así como 

algunos trabajadores urbanos, se animaron y empezaron a organizarse para luchar 

contra las injusticias a que estaban sometidos, debido a la política gubernamental en 

materia de agricultura, que incentivaba el cultivo de exportación 580 . Los grandes 

propietarios expulsaban de sus tierras a los campesinos,, que pagaban un foro anual a 

dichos propietarios581. 

 

De esta manera, estos campesinos se transformaron en trabajadores asalariados en las 

plantaciones en expansión, viviendo de unos ingresos a los cuales sólo tenían acceso en 

las épocas en las que había trabajo582.  

 

Ciertamente, ésta era una situación que incentivaba revueltas en el medio rural. Por 

ejemplo, en 1959, los campesinos de la Liga da Galiléia, en el estado de Pernambuco, 

exigieron la distribución de las tierras del Engenho Galiléia, a través de una gran 

presión social, con manifestaciones callejeras y realización de grandes comicios, lo que 

                                                 
579 Sobre Ligas Camponesas, véase autores como: ANDRADE, M.C., A terra e o homem no nordeste, 

São Paulo: Brasiliense, 1964; AZEVEDO, Antonio Fernandes, As Ligas Camponesas, Rio de Janeiro, 

Paz e Terra, 1982; BASTOS, E. R., As Ligas Camponesas, Petrópolis, Vozes, 1984; TAVARES DOS 

SANTOS, J. V. (Coord.), Revoluções Camponesas na América Latina, São Paulo: Unicamp-Ícone, 1985; 

PUREZA, J., Memórias Camponesas, São Paulo, Marco Zero, 1982; OLIVEIRA, A. U., A geografia das 

lutas no campo, São Paulo, Contexto, 1988. 
580 GUIMARÃES, Alberto Passos, Quatro Séculos de Latifúndio, Rio de Janeiro, Paz e Terra, 1989,  pp. 

33 y ss. 
581  STÉDILE, João Pedro,  A Luta pela Terra no Brasil, São Paulo, Scritta, 1993. pp . 34 y ss. 
582 GUIMARÃES, Alberto Passos, op. cit., p. 13. Véase, también, MOVIMENTO DOS 

TRABALHADORES RURAIS SEM TERRA - MST, Construindo o caminho, São Paulo, MST., 2001, 

p. 248; MOVIMENTO DOS TRABALHADORES RURAIS SEM TERRA - MST, O movimento 

camponês no Brasil e a luta pela reforma agrária; caderno de formação núm. 31, São Paulo, MST., 

1999; MOVIMENTO DOS TRABALHADORES RURAIS SEM TERRA - MST, Programa de reforma 

agrária; caderno de formação núm. 23, São Paulo, MST., 1998; MOVIMENTO DOS 

TRABALHADORES RURAIS SEM TERRA - MST, Reforma agrária: por um Brasil sem latifúndio; 4º 

Congresso Nacional do MST, São Paulo, MST. 2001; MOVIMENTO DOS TRABALHADORES 

RURAIS SEM TERRA - MST: Somos Sem Terra; caderno do educando núm. 2, Veranópolis, ITERRA, 

2001. 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

181 

trajo como resultado que la propiedad de aquel ingenio fue expropiada 583 . Dicha 

expropiación repercutió entre los campesinos de varias partes del país, fortaleciendo las 

Ligas Camponesas584. No obstante, después de la expropiación, el gobierno pasó a 

administrar el Engenho Galiléia585. 

 

Entretanto, en 1960,  fueron creados diversos otros espacios de resistencia por el 

Consejo Regional586  de las Ligas Camponesas y por los propios campesinos de otras 

regiones587. Sin embargo, como señala Azevedo, varias ligas pasaron a transformarse 

en sindicatos, produciendo un reflujo en el movimiento de las Ligas Camponesas  de la 

época588.  

 

Las Ligas se dirigían hacia una propuesta de revolución campesina, mientras que la 

estrategia del Partido Comunista caminaba en dirección a una coexistencia pacífica con 

la burguesía, que se proponía una “revolución democrático–burguesa”589.   

                                                 
583 Proyecto del diputado Carlos Luís de Andrade (miembro del  Partido Socialista). 
584 En 1955, los propietarios del Engenho da Galiléia impusieron el aumento del foro y trataron de 

expulsar a los foreros de la tierra. Los campesinos entonces organizaron, en Pernambuco, la Liga 

Campesina del Engenho Galiléia que, con apoyo de intelectuales y políticos de izquierda, amplió su 

influencia política. Durante algún tiempo, los movimientos sociales se expandieron, y las Ligas 

Campesinas adquirieron dimensión nacional.(MORISSAWA, Mitsue, A História da luta pela terra e o 

MST,  São Paulo, Expressão Popular,  2001, p. 256). 
585 MORISSAWA, Mitsue, op. cit., pp. 256 y ss. 
586 Este Consejo, creado en 1955, estaba formado por personalidades urbanas (políticos, profesionales 

liberales, etc.), y sus funciones eran dar amplitud y respaldo político al movimiento campesino y 

sensibilizar a la población urbana con relación a las palabras de orden provenientes del campo. En los 

años 1950, el proceso de legalización de un sindicato era muy complicado. Por eso, Francisco Julião, 

abogado de los trabajadores rurales, defendía la creación de asociaciones(MORISSAWA, Mitsue, op. 

cit., pp. 261 y ss. 
587 MORAIS, Clodomir Santos de,  História das Ligas Camponesas do Brasil,  en STÉDILE, João Pedro. 

História e natureza das Ligas Camponesas, São Paulo, Expressão Popular, 2002, p.190. 
588 AZEVEDO, Fernando Antônio,  As Ligas Camponesas, Rio de Janeiro, Paz e Terra, 1982, p. 145. 
589  Para MARTINS “El Partido Comunista Brasileño había apoyado las ligas campesinas desde su 

nacimiento, ayudando en su organización y movilización. Pero concebía su actuación subordinada a una 

alianza entre los trabajadores, las capas medias y los sectores nacionales de la burguesía” (MARTINS, 

José de Souza, Os camponeses e a política no Brasil, Petrópolis, Vozes, 1981, pp. 165 y ss.). 
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Según Azevedo,  para los adeptos al partido comunista, la reforma agraria debería ser 

tratada como un punto en el programa de este frente, confluyendo para un proceso 

institucional de reformas que permitiera el despertar y la consolidación de la hegemonía 

de un nuevo bloque histórico 590 . La reforma agraria, na lei ou na marra 591  era 

anunciada por las Ligas Camponesas. Pese a ello, muchos de los comunistas brasileños 

de comienzos de los años 60 no aceptaban este punto de vista. Consideraban un riesgo 

para el proceso político que amenazaba la estabilidad del frente que apoyaba al 

gobierno de la época 592 . Pero, los defensores de la orientación disidente estaban 

dispuestos a ir hasta las últimas consecuencias en su política y rompen con el partido de 

Comunista593.  

 

Así, las Ligas Camponesas dejan de estar bajo influencia partidaria, y pasan a 

constituirse como una fuerza independiente594. En la Conferencia de Recife, en 1963, se 

organizaron, formalmente, las Ligas Camponesas de Brasil, compuestas de dos 

secciones: la Organización Política (OP) y la Organización de Masas (OM). La primera 

estaba compuesta de estatutos rígidos, destinados a dirigir, de manea unitaria y 

disciplinada, las actividades de las Ligas Camponesas, coordinando el trabajo de masas 

con el trabajo clandestino595. La segunda estaba abierta a todos los que deseaban la 

reforma agraria radical596.  

 

En enero de 1964, las Ligas Camponesas  se percataron de la necesidad de estructurar 

una Organización Política597  dentro de su Organización de Masas (OM). Para eso, fue 

                                                 
590 AZEVEDO, Fernando Antônio, op., cit., p. 156.  
591 La reforma agraria, por la ley o a la mala (Traducción libre). 
592 El golpe de estado militar fue el 31 de marzo de 1964. 
593 AZEVEDO, Fernando Antônio, op. cit., p. 159. 
594 FERNANDES, Bernardo Mançano, Questão agrária, pesquisa e MST,  São Paulo, Cortez, 2001, 120. 
595 MORAIS, Clodomir Santos de: História das Ligas Camponesas do Brasil, en STÉDILE, João Pedro, 

História e natureza das Ligas Camponesas, São Paulo, Expressão Popular,  2002,  p. 195. 
596 MORAIS, Clodomir Santos de, op., cit., p. 195. 
597 WOLKMER, Antonio Carlos, Ideologia, Estado e Direito, São Paulo, Revista dos Tribunais, 1995, p. 

207. 
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fundada una “Escuela de cuadros”, que ofrecía cursos de capacitación política para sus 

militantes más destacados598. 

 

En junio de 1964 se realizó el Primer Congreso de las Ligas Camponesas de Brasil, 

para la aprobación de sus tesis programáticas, su estatuto, y para elegir su dirección 

definitiva. Sin embargo, este proceso fue interrumpido por el régimen militar que se 

instauró con la toma del poder el 31 de marzo de aquel año599.  

 

Los integrantes de las Ligas Camponesas, principalmente en el Nordeste600,  sufrieron 

penas de prisión y asesinatos por parte del régimen militar. Su Organización de Masas 

(OM) casi desapareció del escenario político. No obstante, la Organización Política 

(OP), realizó una conferencia para efectuar un balance de las actividades, y lanzó un 

documento de análisis de la dictadura, publicado con el nombre “A Liga”, que circuló 

clandestinamente por un corto período601. 

 

b. El  Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem  Terra – MST. 

  

Las Comunidades Eclesiásticas de Base (CEBs), surgidas a comienzos de los años 

sesenta, fueron los lugares sociales en donde se constituyeron los espacios de reflexión 

acerca de la realidad política brasileña y en donde se desarrollaron las experiencias para 

la organización de los campesinos contra la política agraria de entonces 602 . Las 

experiencias de lucha, construidas a partir de las CEBs, contribuyeron para el 
                                                 
598 AUED WRUBLESKI, Bernadete, Nos caminhos da cisão, en STÉDILE, João Pedro, História e 

natureza das Ligas Camponesas, São Paulo, Expressão Popular, 2002, p.190. 
599 ANDRADE, M. C., A terra e o homem no Nordeste, São Paulo, Brasiliense, 1964. Véase, también, 

AZEVEDO, F.A., As Ligas Camponesas, Rio de Janeiro, Paz e Terra, 1982. Y BASTOS, E. R., Ligas 

Camponesas, Petrópolis, Vozes, 1984. 
600 Región del noreste que comprende los estados: Bahía, Sergipe, Alagoas, Pernambuco, Paraíba, Rio 

Grande do Norte, Ceará, Piauí, y Maranhão. 
601 FERNANDES, Bernardo Mançano, MST: formação e territorialização, São Paulo, Hucitec. 1999, p. 

32. Véase, también, AGUIAR, A.R. Roberto de, Direito, Poder e opressão, São Paulo, Alfa-omega, 

1990, p.184;  BOGO, Ademar, Lições da luta pela terra,  Salvador, Memorial das Letras, 1999, p.160. 
602 FREI BETO, O que é uma comunidade eclesial de Base? - São Paulo, Brasiliense, 1981, p.16. Según 

el autor las primeras CEBs surgieron en la Arquidiócesis de Natal, Rio Grande do Norte.  
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nacimiento del Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) 603 . Las 

Comunidades tornaron lugares de discusión y concienciación para la construcción de un 

espacio político de enfrentamiento al poder del latifundio en Brasil604. 

 

Según  Stédile, fueron tres los factores que generaron este Movimiento: el factor socio-

económico, el factor ideológico y el proceso de democratización que vivía el país605. El 

primer factor,  socio-económico, se refiere a la expulsión de los campesinos, en el sur 

del país, en la década de 70, debido a la mecanización de la agricultura, principalmente, 

en las plantaciones de soja. Fuera de sus tierras y sin empleo, eran tres las opciones que 

se ofrecían a esos campesinos: irse a la ciudad, industrializada gracias al “milagro 

brasileño”, ir a las fronteras agrícolas606 a través de programas gubernamentales de 

colonización, o resistir y luchar por la tierra en su propia región. Fueron en gran medida 

los que optaron por esta última iniciativa quienes dieron origen al MST607.  

 

El factor ideológico se hizo presente con el apoyo de sectores de la Iglesia608, que 

hacían autocrítica en relación con el apoyo dado por dicha institución a los militares en 

el poder, a través de la organización y concienciación de los campesinos involucrados 

en conflictos de tierra en el interior del país609.  

                                                 
603 FERNANDES, Bernardo Mançano, op. cit., p. 57.   
604 En el período de la transición democrática el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST), 

la Confederação Nacional dos Trabalhadores na Agricultura (CONTAG), la Central Única dos 

Trabalhadores (CUT), la Iglesia Católica, diversos partidos políticos y entidades favorables a la reforma 

agraria se articularon para exigir del Gobierno de la Nova República (1985 hasta 1988) un proyecto de 

reforma agraria. 
605 STÉDILE, João Pedro,  A Luta pela Terra no Brasil, São Paulo, Scritta, 1993, p. 54.. 
606 Nos referimos a fronteras de explotación o colonización, situadas en los estados de Pará, Mato Grosso 

y Amazonas. 
607 STÉDILE, João Pedro, op. cit., p. 58. 
608 Son sectores inspirados en la “Teología de la liberación”. Nueva lectura del evangelio. Su principal 

representante es Leonardo Bof. Con la creación de la CPT (Comissão Pastoral da Terra) en 1975, que se 

hacía presente en los lugares en donde había conflicto de tierra, y con su opción por la Teología de la 

Liberación, parte de la iglesia católica en Brasil, permitió una organización de esos campesinos a escala 

nacional. También debemos mencionar aqui a la CNBB (Conferência Nacional dos Bispos do Brasil).  
609 STÉDILE, João Pedro, op. cit., pp. 68 y ss. 
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Con la lucha por la democratización del país hacia fines de la década de los 70 y 

comienzo de los 80, es decir, durante el periodo de la dictadura militar empezaron a 

surgir movimientos populares de diversos tipos y en el medio rural, los campesinos se 

organizan y empiezan a ocupar tierras, sobre todo, aquellas empobrecidas por las 

políticas agrícolas que favorecían a los empresarios610. 

En ese contexto, el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) en 1984 se 

afianzó como movimiento nacional, en el I Encuentro Nacional del Movimiento dos 

Trabalhadores Rurais Sem Terra, realizado en Cascavel (PR), con 80 representantes de 

trece estados. Este Encuentro fue fruto de varias reuniones regionales realizadas entre 

1982 y 1983, promovidas entre los diversos movimientos de lucha por la tierra, entre 

los cuales también figuraba la Comissão Pastoral da Terra (CPT).  En este Encuentro 

se definieron los objetivos del Movimiento, así como su nombre. En la misma fecha los 

participantes decidieron citarse para el I Congreso Nacional para 1985, suponiendo que 

su representatividad se vería ampliada. Fue, efectivamente, lo que ocurrió, con la 

presencia de 1.600 delegados. El punto más importante de dicho Congreso fue la 

decisión de no participar en el Gobierno611, animados con el lema Ocupación: la única 

solución612.  

 

Las tres características del MST son: a) es un movimiento popular, en el cual no sólo 

participa el hombre, tradicionalmente jefe de la familia, sino también la mujer, los 

jóvenes, los mayores, los niños y niñas; b) tiene carácter sindical, ya que la lucha inicial 
                                                 
610 Es el caso de las estancias Macali (1979) y Brilhante, consideradas las primeras acciones del MST. En 

1981, las familias que no fueron asentadas en estas áreas ocuparon una región llamada Encruzilhada 

Natalino. La policía militar de Rio Grande do Sul cercó el perímetro y diversas personas de la sociedad 

apoyaron la ocupación, participando en actos y misas realizadas en el lugar. Con la victoria de estas 

ocupaciones, el Movimiento Sin Tierra cobró fuerzas para organizarse en las comunidades rurales, y se 

constituyó con base en algunas características y principios organizativos, extraídos de la experiencia de 

otros movimientos campesinos, como por ejemplo, las Ligas Campesinas (Véase Caderno Nacional do 

MST – publicación nacional de 1990 a 1999). 
611 El gobierno de la llamada “Nova República”, o sea, el gobierno de la transición política. 
612  Véase MOVIMENTO DOS TRABALHADORES RURAIS SEM TERRA - MST, Programa de 

reforma agrária; caderno de formação núm. 23, São Paulo, MST., 1998. El documento destaca que: 

“varias ocupaciones de tierra tuvieron lugar en el periodo de la transición democrática en Brasil”. 
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es corporativa, por tierra para los campesinos, lo que motiva a las familias a que ocupen 

y permanezcan años en las tierras ocupadas, y  c) la presencia del elemento político, 

que da un salto cualitativo en la lucha por la tierra, transformándola en una lucha por la 

reforma agraria y por la transformación social en Brasil613. 

 

Además, en sus bases, el MST establece siete principios organizativos 614 : 1) la 

dirección colectiva (para evitar el personalismo y el presidencialismo, que debilitaría el 

movimiento); 2) la división de tareas (para permitir que las personas desarrollen sus 

aptitudes personales, tornando las actividades placenteras y solidarias); 3) la disciplina 

(para respetar las decisiones y las instancias); 4) el estudio (para el desarrollo integral); 

5) la formación de otros cuadros (políticos, técnicos, organizadores); 6) la lucha de 

masas (pues creen que sólo con la movilización se consigue hacer efectivos los 

derechos); 7) la vinculación de los dirigentes con la base (para que no pierdan el 

vínculo con la realidad)615. La estructura de organización del movimiento se presenta 

hoy de la siguiente forma: 
                             CONGRESO NACIONAL (cada 5 años) 

                                                         ↓ 

                                    COORDINACIÓN NACIONAL 

                                                         ↓ 

                                         DIRECCIÓN NACIONAL 

                                                         ↓ 

                                      COORDINACIÓN ESTATAL 

                                                         ↓ 

                                          DIRECCIÓN ESTADUAL 

                                                         ↓ 

                                  COORDINACIONES REGIONALES 

                                                         ↓ 

         COORDINACIÓN DE LOS CAMPAMENTOS Y ASENTAMIENTOS 
                                                 
613 STÉDILE, João Pedro, Brava Gente: a trajetória do MST e a luta pela terra no Brasil, São Paulo, 

Scritta, 2002, p. 35. 
614 STÉDILE, João Pedro,  op. cit.,  pp. 36-56. 
615 Estos principios se han extraído de los Cadernos do Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra 

de publicación nacional (1998-2005). Véase, también, GARCÍA, José Carlos, De Sem-rostos a cidadão. 

A luta pelo reconhecimento dos sem-terra como sujeitos no ambiente constitucional brasileiro, Rio de 

Janeiro, Lúmen Juris, 1999, pp. 64 y ss. 
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La estructura de la organización de las actividades es fruto de una experiencia de más 

de veinte años de lucha por la  reforma agraria y por la democracia en el medio rural616. 

Vale resaltar que esas estructuras se modifican de acuerdo con la realidad objetiva que 

se presenta. Luego de las instancias deliberativas, vienen las secretarías de los estados y 

de la secretaría nacional, que contribuyen en la ejecución de las tareas deliberadas por 

el MST617. 

 

Desde sus orígenes, el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) ha 

participado en la vida política del país a través de presiones a los gobernantes para 

hacer efectiva la reforma agraria. De gran importancia para el MST fue el V Encuentro 

Nacional, en 1989. En este Encuentro se definió que el tema sería:  Ocupar, resistir y 

producir. Era un momento de ascenso de los movimientos sociales, de grandes 

movilizaciones y de esperanza en torno a un proyecto de transformaciones políticas en 

el país618. En esta época se presionaba al gobierno para la vuelta del Instituto Nacional 

de Colonização e Reforma Agrária (INCRA) ya que el gobierno de la transición 

democrática lo había extinguido619. 

 

Después vinieron otros momentos importantes como: la realización del II Congreso 

Nacional en 1990 en Brasilia (DF), el Encuentro Nacional de 1991, el Encuentro de 

1993, y el III Congreso Nacional de 1995. En este último, surgió la palabra de orden 

Reforma Agraria, una lucha de todos. La marca distintiva de este Congreso fue la lucha 

contra el neoliberalismo del gobierno de entonces, debido a que el Movimento dos 

Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) llegó a la conclusión de que, para realizar la 

reforma agraria, sería necesario cambiar el modelo económico620. 

                                                 
616 Véase COMPARATO, Bruno Konder, Ação política do MST, São Paulo, Expessão Popular, 2000. 
617  VARELLA, Marcelo Dias, Introdução  ao direito à reforma agrária: O direito face aos novos 

conflitos sociais , São Paulo, Anca, 1998. 
618 El 5 de octubre de 1989, por primera vez después del régimen militar, se realizaron elecciones 

presidenciales directas en Brasil. 
619 GARCIA, José Carlos, op. cit., pp. 3 y ss. Véase, también GOHN, Maria da Gloria, Os sem-terra, 

ONG e cidadania, São Paulo, Cortez, 1997. 
620 STÉDILE, João Pedro, op. cit., pp. 130 y ss. En esta época hubo mucha represión a los movimientos 

sociales, principalmente el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST). La policía federal 
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Pese a ello, los poderes públicos ignoraron el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sen 

Tierra (MST), afirmando que no existía problema agrario en Brasil621. Por otro lado, al 

irse agravando los conflictos de tierra, se hizo imposible sostener ese argumento ya que 

en agosto de 1995, en el estado de Rondônia, 500 familias ocuparon una estancia en el 

municipio de Corumbiara en el estado de Pará622. El resultado fue 9 campesinos sin 

tierra asesinados y varias personas heridas623. 

 

El 17 de abril de 1996, otro conflicto, en el estado de Pará, conocido como: “El dorado 

dos Carajás”. Aquel día, centenas de familias caminaban por la carretera PA-150 para 

llamar la atención de los poderes públicos sobre la situación en la que se encontraban. 

Reivindicaban la expropiación de un latifundio de la región. El resultado fue 19 

campesinos (sin tierra) asesinados, 69 heridos, y un proceso colmado de 

irregularidades624 

                                                                                                                                               
allanó las sedes de sus secretarías y se llevó sus documentos. Fue la época en que hubo menos 

expropiaciones de propiedades para fines de reforma agraria (STÉDILE, João Pedro, op. cit., pp. 68-69). 
621 Para STÉDILE, “esta fue la fase de mayor represión al MST, por lo tanto merece un relato más 

pormenorizado. En el capítulo titulado “FHC: contra la reforma agraria”, en el libro Brava Gente, Stédile 

habla sobre el gobierno de Fernando Henrique Cardoso, de 1995 a 2000. De acuerdo con el autor, “el 

MST interpreta la actuación de este gobierno como parte de la implantación del modelo neoliberal en el 

país, con la economía y la política centradas en el capital financiero. De acuerdo con esta evaluación, no 

interesaba al gobierno invertir en la agricultura, que en la época representaba apenas 11% del PIB 

(Producto Interno Bruto). Lo que se tenía en mente, y como objetivo, era encaminarse hacia el modelo 

norteamericano, o sea, grandes propiedades productoras de granos para exportación, altamente 

especializadas y con uso intensivo de capital, no sólo de mano de obra. Ciertamente, este modelo va 

contra una política de agricultura familiar, y por consiguiente, contra el proyecto de reforma agraria 

defendido por el MST”. Traducción libre ( STÉDILE, João Pedro, op. cit., pp. 54 y ss.). 
622Por orden de la justicia, 300 policías realizaron un desahucio en forma violenta, en que nueve 

participantes del MST resultaron muertos y decenas, heridos y desaparecidos. A partir de ese momento, 

el gobierno comenzó a adoptar medidas para destruir al MST. Véase MOVIMENTO DOS 

TRABALHADORES RURAIS SEM TERRA - MST, Programa de reforma agrária, caderno de 

formação núm. 22, São Paulo, MST., 1997. 
623  Véase MOVIMENTO DOS TRABALHADORES RURAIS SEM TERRA - MST, Programa de 

reforma agrária; caderno de formação núm. 21, São Paulo, MST., 1996. 
624 Véase Comissão Pastoral da Terra, Conflitos no Campo Brasil 1996, Goiânia, CPT, 1997; Véase, 

también, http://www.cptnac@cultura.com.br 
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Varios son los intentos por debilitar e intimidar al Movimento dos Trabalhadores 

Rurais Sem Terra (MST). Por ejemplo, la publicación de Medidas Provisorias (MP)625 

que dificulta la expropiación de tierras para la reforma agraria. Una de estas MP, que 

ahora ya ha sido revocada, prohibía que el acampado que participara en movilizaciones 

para ocupación de tierra y de edificios públicos fuera beneficiado por la 

expropiación626. Otra Medida Provisoria (MP) definía como no susceptibles de ser 

consideradas para expropiación todas las áreas que fueran ocupadas por los 

campesinos627.   

 

No obstante, el Movimiento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) continúa 

ocupando tierras y realizando movilizaciones, con la finalidad de llamar la atención de 

los poderes públicos para la realidad agraria en Brasil628. Según datos estadísticos, en el 

período de 1988 a 2005 se verifica que en todo el territorio brasileño hubo ocupaciones 

de propiedades rurales629. 

 

c. La opinión pública brasileña frente a la reforma agraria 

 

Para poder hablar de la de opinión pública630 sobre la reforma agraria en Brasil, es 

menester destacar el papel de la Comissão Pastoral da Terra631, entidad que tiene como 

objetivo general, en su estatuto, dar apoyo a los campesinos. La entidad denuncia la 

violencia practicada contra los campesinos, promoviendo eventos diversos tales como: 

manifestaciones públicas, exposición de fotografías de los conflictos agrarios 632 , 

congresos nacionales, encuentros nacionales, seminarios donde los debates incluyen 

tanto el discurso académico como la práctica de los movimientos populares. También 

                                                 
625 MP: Medida Provisoria. Acto del Presidente de la República.  
626 Se publicaba su nombre y código fiscal, CPF, en la página electrónica del INCRA. 
627 Véase Comissão Pastoral da Terra, Conflitos no Campo Brasil 1999, Goiânia, CPT, 2000. 
628 Véase Comissão Pastoral da Terra, Conflitos no Campo Brasil 2005, Goiânia, CPT, 2006. 
629 Véase  mapa de las ocupaciones de tierra en Brasil. Anexo, Gráfico núm.4. 
630 Son muchas entidades que apoyan la reforma agraria en Brasil, pero en este trabajo destacamos la 

CPT, porque la única que ofrece asesoría jurídica a los campesinos. 
631 Comisión Pastoral de la Tierra. 
632 Exposición realizada en la Orden de Abogados de Brasil, sección Paraíba, en 1996. 
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ofrece asesoría jurídica para defender en la justicia los intereses de los campesinos 

(trabajadores sin tierra). Este tipo de apoyo ha contribuido para la formación de la 

opinión pública en torno a la Reforma Agraria. Casi todos estos eventos tienen 

repercusión en la prensa y son publicados en los informes (relatórios) de la entidad, en 

cada estado de la Federación633. 

 

El trabajo de la Comissão Pastoral da Terra,  tiene como objetivo principal desarrollar 

una conciencia crítica sobre los conflictos agrarios634. El apoyo que la entidad presta a 

los trabajadores rurales sin tierra muchas veces también ocupa las páginas de los 

periódicos locales y nacionales635. 

 

Ese objetivo no es una aspiración exclusiva de la CPT. Una parte considerable de la 

sociedad civil brasileña anhela una reforma agraria efectiva. En una investigación 

llevada a cabo en 1996 por la Associação Brasileira de Reforma Agrária636 (ABRA), 

90,6% de los entrevistados se manifestaron a favor de la reforma agraria, 90% estaban 

de acuerdo con la utilización de las propiedades improductivas para fines de reforma 

agraria y 85,5% manifestaron que la reforma agraria puede mejorar la vida de las 

ciudades. En otra investigación sobre la Reforma Agraria realizada en abril de 1996 por 

el periódico “O Estado de São Paulo”, cerca de 80% de los entrevistados se 

manifestaron a favor y sólo 4,5%, en contra637. 

                                                 
633  Los informes (relatórios anuales) nacionales  de la CPT son reconocidos por la UNICAP 

(Universidade de Campinas - SP), como datos científicos.  
634  MEDEIROS, Leonilde Sevolo, Movimentos Sociais, Disputas Políticas e Reforma Agrária de 

Mercado no Brasil, Rio de Janeiro, UNRISD, 2002. pp. 51 y ss. 
635 MEDEIROS, Leonilde Servolo, op. cit., pp. 93 y ss. Sobre el tema de la actuación de la prensa véase 

HABERMAS, Jürgen, Direito e democracia entre faticidade e validade, Rio de Janeiro, Tempo 

Brasileiro, 1997. v. 2 (a). 
636 Associação Brasileira da Reforma Agrária (ABRA). Publicada en el periódico “Folha de São Paulo”-

Brasil- Questão Agrária, 28 abril de 1996, p.1-9. Véase, también,  ARANTES, Aldo, Reforma Agrária 

já,- Centro de Documentação e Informação - Coordenação de Publicações - Câmara dos Deputados, 

1996. 
637  ARANTES, Aldo, Reforma Agrária já, Brasília, Centro de Documentação e Informação - 

Coordenação de Publicações - Câmara dos Deputados, 1996, publicado en el periódico “A Folha de São 

Paulo” bajo el título: “Brasil. Questão Agrária”, el 28 de abril de 1996. 



La Cuestión Agraria en Brasil: Propiedad, Igualdad y Democracia 
 

191 

Tales datos demuestran que los ciudadanos rechazan la utilización de la propiedad rural 

para el enriquecimiento de una minoría638. El propio hecho de haber surgido en Brasil 

entidades de apoyo a los campesinos, con repercusión en el ámbito local, nacional e 

internacional 639 , refuerza la lucha por la Reforma Agraria, que pasa a ser un 

instrumento poderoso que los campesinos (trabajadores rurales sin tierra) utilizan para 

oponerse al modelo económico de desarrollo en el medio rural640, adoptado por el 

Estado brasileño641. 

 

Para las entidades que apoyan la lucha por la reforma agraria, la organización de los 

campesinos (trabajadores rurales sin tierra) es legítima. Porque es un deber, tanto de la 

administración pública del Estado como del Poder Judicial el cumplimiento de los 

preceptos constitucionales, condición indispensable para la construcción de un orden 

justo y democrático en Brasil642. 

 

 

2. 2. Clases de propiedad de la tierra 

 

A. La propiedad urbana 

 

La propiedad urbana643 en Brasil ha sido estudiada bajo diferentes aspectos, y cuenta 

con innumerables análisis. Algunos destacan las perspectivas económicas. Otros se 

desarrollan en torno a las políticas de planificación urbana, y exponen las dimensiones 

                                                 
638 ARANTES, Aldo, Reforma Agrária,  periódico “A Folha de São Paulo” el 28 de abril de 1996. 
639 Véase informe de Amnistía Internacional, año 1998. 
640 Véase LINS E SILVA, Evandro, en prefácio a COMPARATO, Bruno Konder, Ação política do MST, 

São Paulo, Expessão Popular, 2000. 
641 Sin embargo, para a CPT a reforma agrária implica uma transformação de toda sociaedade, de uma 

situação em que os trabalhadores do campo são cada dia, mais excluídos. (Véase Comissão Pastoral da 

Terra, Conflitos no Campo, Goiânia, CPT, 1991). 
642 Entre otras entidades están la Confederação Nacional dos Trabalhadores na Agricultura (CONTAG), 

Comissão Pastoral da Terra (CPT) y los Sindicatos dos trabalhadores Rurais (STRs), Central Única dos 

Trabalhadore (CUT). 
643 Constituição Federal de 1988, Título VII, Capítulo II. 
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de un problema histórico en relación con demanda de vivienda644. Otros se centran en 

las políticas públicas, la regularización urbanística y de la propiedad, entre otras645.  

 

Por su parte, la Constitución de 1988 le dedica el Capítulo II a la política urbana dentro 

del Título VII del orden económico y financiero de la República Federativa de Brasil, 

que en su Artículo 182 establece que la política de desarrollo urbano, ejecutada por el 

Poder Público municipal, de acuerdo a planos directivos generales fijados en ley, tiene 

por objetivo ordenar pleno desarrollo de las funciones sociales de la ciudad y garantizar 

el bienestar de sus habitantes. El párrafo 2 de ese mismo Art. agrega que: la propiedad 

urbana cumple su función social cuando atiende a las exigencias fundamentales de 

ordenamiento de la ciudad según está expreso en el plano director646.  

 

A pesar de que la política urbana está estrechamente relacionada con la política agraria 

y la reforma agraria647, para la presente investigación sólo nos interesa la propiedad 

rural, que es donde incide directamente la reforma agraria, y lo que a ella se refiere en 

la Constitución, a saber el capítulo III del Título VII. 

 

B. La propiedad rural648 

a) Conceptos 

 

La Constitución de 1988 es clara en su redacción. En el Capitulo III del Título VII, 

después de haber tratado la propiedad urbana, contempla la propiedad rural649. Sin 
                                                 
644  SILVA, Luiz Antonio Machado da, e LEITE, Márcia Pereira,  Favelas e democracia: tema e 

problemas da ação coletiva nas favelas cariocas, en Revista IBASE,  Rio a Democracia Vista de Baixo, 

Rio de Janeiro, IBASE, 2004. 
645 Desde 1999 la Agencia Habitat de la ONU realiza la Campaña Global por la seguridad de la da 

posesión. En el portal: http://www.unhabitat.org el lector podrá encontrar informaciones para algunos 

programas como: “Housing Rights”  y  “Land and Tenure”.  
646 Constituição Federal de 1988, Art. 182. 2.  

 647ALFONSIN, Jacques Tavares, O acesso à terra como conteúdo de direitos humanos fundamentais à 

alimentação e à moradia, Porto Alegre, Fabris, 2003, p. 201.  
648 Constituição Federal de 1988, Título VII, Capítulo III. 
649 En el Título VII del orden económico y financiero, Capítulo III de la  política agrícola y de la reforma 

agraria.  
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embargo, la definición de propiedad rural se encuentra en el  Estatuto da Terra650  en su 

Art. 4. I,  en los siguientes términos:  

 

Inmueble rural o predio rústico, de área continua, cualquiera sea 

su ubicación, que se destine a la exploración extractiva agrícola, 

pecuaria o agroindustrial, sea a través de planes públicos de 

valorización, sea mediante la iniciativa privada.  

 

La Ley núm. 8.629, del 25 de febrero de 1993, en su Art. 4. I, en una definición muy 

similar establece que la propiedad rural es:  

 

Inmueble rural o predio rústico de área continua, cualquiera sea 

su ubicación, que se destine o pueda destinarse a la explotación 

agrícola, pecuaria, extractiva vegetal, forestal o 

agroindustrial651. 

 

Obsérvese que el criterio de diferenciación entre predio urbano y predio rural no es su 

ubicación, sino el uso a que se destina. Es decir, lo que importa es la actividad rural que 

allí se ejerce. Sobre este concepto general, es importante examinar algunos tipos de 

propiedad rural. 

 

b) La propiedad rural familiar 

 

La Constitución de 1988 protege la propiedad rural familiar como derecho fundamental 

en el Art. 5. XXVI, cuando asegura que: 

 

 La pequeña propiedad rural, de esta manera definida por ley, si 

es trabajada por la familia, no será objeto de incautación para 

                                                 
650 Véase “Estatuto da Terra”  Ley  Nº 4.504/1964, del  30 de noviembre. 
651 La Ley agraria fue sancionada el 25 de febrero de 1993, bajo el núm. 8.629/1993 para el desarrollo de 

los preceptos constitucionales sobre reforma agraria.  
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pago de deudas derivadas de su actividad productiva, y la ley 

dispone sobre los medios de financiar su desarrollo652. 

 

El Estatuto da Terra, en su Art. 4. II, define la propiedad familiar “como la propiedad 

rural que, directa y, personalmente, explotada por el agricultor y su familia, les absorbe 

toda la fuerza de trabajo, garantizándoles la subsistencia y el progreso social y 

económico, con un área máxima fijada para cada región y tipo de explotación y, 

eventualmente, trabajando con ayuda de terceros”653. 

 

Así, la explotación de la propiedad familiar debe hacerse directa y personalmente por el 

campesino y su familia, y sólo ocasionalmente, como en épocas de cosecha, podrá 

contar con ayuda de terceros654.  

 

c) El minifundio y el latifundio 

 

La Constitución calla sobre los minifundios y latifundios, pero el Estatuto da Terra en 

su Art. 4, IV, define el minifundio como la propiedad rural que posee área y 

posibilidades inferiores a la propiedad familiar.  

 

La definición de latifundio aparece  en el Art. 4. V, del Estatuto da Terra como la 

propiedad rural que: a) excede la dimensión máxima fijada en la forma del Art. 46, 

párrafo 1º apartado b. de esta Ley, llevando en consideración las condiciones 

ecológicas, sistemas agrícolas regionales y el fin a que se destina; b) que, aunque no 

exceda el límite referido en el párrafo 1º apartado b del Art. 46 de dicho Estatuto, un 

área igual o superior a la dimensión del módulo de propiedad rural, se mantenga sin 

explotar en relación con las posibilidades físicas, económicas y sociales del medio, con 

                                                 
652 “A pequena propriedade rural, assim definida em lei, desde que trabalhada pela família, não será 

objeto de penhora para pagamento de débitos decorrentes de sua atividade produtiva, dispondo a lei sobre 

os meios de financiar o seu desenvolvimento”. 
653 Estatuto da Terra, Ley  núm. 4.504/1964, Art. 4. II. 
654 Véase Estatuto da Terra Art. 4. 
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fines especulativos, o sea que es explotado de manera deficiente o inadecuada, de 

manera que le resulte vedada la inclusión en el concepto de empresa rural655. 

 

La dimensión máxima establecida por el Art. 46, párrafo 1º apartado b del Estatuto da 

Terra equivale a seiscientas veces el módulo medio 656  de la propiedad rural, o 

seiscientas veces el área promedio de las propiedades rurales en la zona respectiva. 

 

d) La empresa rural 

 

El Estatuto da Terra  trata del uso de la tierra en el sentido de la explotación económica 

y racional, con el propósito de atender las demandas del mercado. De esta forma, 

conceptúa la empresa rural, en su Art. 4, apartado VI, como  la empresa de persona 

física o jurídica, pública o privada, que explota económica y racionalmente la 

propiedad rural, dentro de condiciones de rendimiento económico de la región en la 

cual se encuentra situada, y que explota un área mínima cultivable para la agricultura de 

la propiedad según moldes fijados de antemano, de manera pública, por el Poder 

Ejecutivo657. 

 

Con esa finalidad, se equiparan las áreas cultivadas con aquellas de pastoreo, las 

regiones de vegetación natural con aquellas de vegetación impuesta por el hombre, y 

las áreas ocupadas con mejoras658. 

 

 

 

                                                 
655 Además, el Estatuto da Terra en su Art. 46. 1.  proclama que O Instituto Brasileiro de Reforma 

Agrária (INCRA)  promoverá levantamento, com utilização, nos casos indicados, dos meios previstos no 

CapítuloII do Título I, para elaboração do cadastro dos imóveis rurais em todo o país mencionando,  b) – 

dos títulos de domínio, da natureza da posse e da forma de administração. 
656 Existe un proyecto de ley tramitándose en la Cámara de los Diputados para especificar mejor los 

“módulos”. Porque dichos “módulos”  no sufrieron ninguna actualización desde los años 1970. 
657 Véase Estatuto da Terra, Art. 4, apartado VI. 
658  Sobre el tema véase SANZ-PASTOR, Fernando, A Urgência da Reforma Agrária: um enfoque 

histórico, São Paulo, Nerman, 1988. 
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e) La pequeña y mediana propiedad rural 

 

La Ley núm. 8.629/1993, echa mano del módulo fiscal para establecer el concepto de 

propiedad pequeña y mediana, visto que, según el Art. 185, inciso I de la Constitución, 

estas dos categorías de propiedad no serían susceptibles de expropiación659 mediante 

pago con título del erario público.  

 

Dicha Ley define la pequeña y mediana propiedad en su Art. 4, en los siguientes 

términos:  

 

Para efectos de esta Ley, se conceptúa: II – pequeña propiedad – 

el bien inmueble rural a) de área comprendida entre 1 (uno) y 4 

(cuatro) módulos fiscales; III – propiedad mediana: el bien 

inmueble rural a) de área superior a 4 (cuatro) hasta 15 (quince) 

módulos fiscales. 

 

De esta manera, se subentiende que las propiedades rurales de área superior a quince 

módulos fiscales se consideran grandes propiedades660. En este momento, el legislador 

ordinario deja de usar la denominación latifundios.  

 

Hasta aquí nos hemos referido a algunos conceptos básicos que permiten entender de 

qué manera la propiedad rural y la reforma agraria aparecen retratadas en la 

Constitución de 1988. En el próximo apartado examinaremos de qué manera la 

propiedad rural se sitúa dentro de esa concepción, es decir, cómo se clasifica en 

términos de su cumplimiento de la función social, para luego volver a hablar de 

legislación, pero esta vez en términos de la legislación infra-constitucional. Finalmente 

nos referiremos a la actuación del Poder Judicial frente a la cuestión agraria.  

 

 

                                                 
659 Véase Constituição Federal de 1988, Art. 185. 
660  PINTO GUEDES, Luiz Carlos, Reflexiões Sobre a Política Agrária Brasileira no Período de 

1964/1994, en  Revista  Reforma  Agrária, núm. 1,  v. 25. 1995 
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2. 3. La Constitución y la Reforma Agraria 

  

Históricamente, el título de propiedad adquirido por el individuo es uno de los 

elementos determinantes para la forma que asume su inserción social 661 . En la 

actualidad, se exige de las personas el consumo de bienes. Esa realidad, ha agudizado el 

papel que juega la condición económica en la vida de los individuos, 

independientemente de sus realidades geográficas u ocupacionales662. En este sentido, 

para el campesino brasileño, la propiedad rural pasó a representar la posibilidad de 

adquisición de valores que les permitan mejorar sus condiciones de vida663.  

 

Tener una propiedad, aunque sea pequeña, representa, para muchos campesinos, la 

posibilidad de la efectiva ciudadanía. Por eso, la perspectiva de una reforma agraria 

representaba la visión de una democratización de la sociedad que vino a animar los 

viejos anhelos de justicia en el medio rural brasileño. El Estatuto da Terra  parecía ser 

llamado a cumplir esas expectativas. En sus páginas, se preveía la expropiación de 

tierras para llevar a cabo la Reforma agraria. No obstante, entre la letra y la práctica 

había una laguna que los campesinos y trabajadores, en general, no podían dejar de 

sentir, originándose movimientos sociales reivindicativos con apoyo de la sociedad 

                                                 
661 HUNT, E.K., Historia do Pensamento econômico, Rio de Janeiro, Campus, 1980, pp.30 y ss. Para 

HUNT las relaciones de poder, desde los tiempos más remotos, tienen su fundamento en la propiedad. A 

partir del momento en que se instituyó esa esfera de poder, el ser humano delegó su igualdad ante sus 

semejantes, al someterse u ordenar a alguien. Con el correr del tiempo, la producción, que antes se 

destinaba a la supervivencia del grupo, pasó a exceder y las necesidades de los individuos y de los grupos 

diversos provocaron su comercialización, primero mediante el trueque, y posteriormente mediante la 

moneda” [traducción libre] (HUNT, E. K., op. cit., p.32).   
662 LEAL, Rosemiro Pereira, Soberania e mercado mundial: a crise jurídica das economias nacionais, 

Belo Horizonte, Leme, 1999, p. 87.  Véase,  también, VAZ, Isabel,  Direito econômico das propriedades, 

Rio de Janeiro, Forense, 1993. 
663 Véase la obra de MEDEIROS, Leonilde Servolo, Movimentos sociais, Disputas Políticas e Reforma 

Agrária de Mercado no Brasil, Rio de Janeiro, UNRISD, 2002. 
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civil en su conjunto. Y los campesinos veían la necesidad urgente de una verdadera 

reforma agraria664. 

 

La Enmienda núm. 10/1964 a la Constitución de 1946, teóricamente ya traía la 

posibilidad de indemnizar las tierras expropiadas por interés social con títulos de la 

deuda pública, y el papel atribuido al ITR665 - impuesto sobre la propiedad territorial 

rural - de forma que pudiera ser un instrumento capaz de favorecer el desarrollo de una 

política económica volcada hacia el interés social, financiando la reforma agraria. Sin 

embargo, en esa época, la reforma agraria sólo favoreció a los grandes propietarios. 

Entonces, la sociedad se movilizó en defensa de una nueva reforma agraria666. Y en la 

Asamblea Nacional Constituyente de 1987/1988, el debate fue intenso.  

 

La fuerza de los movimientos sociales 667  y el debate político en el gobierno de 

transición desemboca en la reorganización política de la sociedad brasileña. Una de las 

consecuencias de esto fue la consagración de la reforma agraria en la Constitución de 

1988, que trata de la política agraria y reforma agraria en un Capítulo propio, en el 

Título VII, del Orden Económico y Financiero668.  

 

Sin embargo, la inclusión de la reforma agraria en el texto constitucional de 1988 

presenta puntos contradictorios669. Si bien, por un lado, aseguró la coronación de la 

inclusión de la función social de la propiedad demandada por el grupo progresista, por 

                                                 
664 Se organizaron diversas marchas de campesinos, en un recorrido por las carreteras del país hasta la 

Capital Federal para exigirle al gobierno la Reforma Agraria. Véase  Cuadernos del MST: 1997 - 2000. 
665 ITR - Imposto sobre a propriedade Territorial Rural. 
666  Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional da Comissão Pastoral da Terra, 1998, 

Goiânia, CPT, 1999. 
667 Se entregó a los constituyentes un documento de petición que recogió 1.200.000 firmas.  
668 MEDEIROS, Leonilde Servolo, Reforma agrária, história e atualidade da luta pela terra, São Paulo, 

Fundação Perseu Abramo, 2003. 
669 Véase LAUREANO, Delze dos Santos: O MST e a Constituição. Um sujeito histórico na luta pela 

reforma agrária no Brasil, São Paulo, Expressão Popular, 2007. 
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otro lado, incorporó un conjunto de mecanismos que han obstaculizado la reforma 

agraria a la que pretendían los campesinos670.  

Ese conjunto de mecanismos ha sido entendido como bloqueos que reflejan la fuerza 

del conservadurismo presente en la Asamblea Constituyente671. El Art. 185, II intenta 

obstaculizar la expropiación de propiedades rurales, al establecer que la propiedad 

productiva no puede ser objeto de expropiación, sin especificar el significado de 

productividad. Empero el Art. 184 de la Constitución de 1988 establece que:  

 

Compite a la Unión expropiar por interés social, para fines de 

reforma agraria, el bien inmueble rural que no esté cumpliendo 

su función social, mediante previa y justa indemnización en 

títulos de la deuda agraria, con cláusula de preservación del 

valor real, restituibles en el plazo de hasta veinte años, a partir 

del segundo año de su emisión, y cuya utilización  será definida 

por ley672.  

 

Como ya mencionamos en apartados anteriores, la función social de la propiedad fue 

consagrada en el Título II dedicado a los derechos y garantías fundamentales. Y el 

Art.186 de la Constitución da continuidad al Art. 5. XXIII, cuando establece los 

requisitos de la función social de la propiedad rural. 

 

                                                 
670 MEDEIRO señala que a pesar de la fuerte presión popular por la introducción de medidas que 

hicieran viable una amplia reforma agraria, los intereses en torno a la propiedad de la tierra cerraron filas 

(…), ampliaron su influencia en el Congreso Nacional y consiguieron crear bloqueos a esa posibilidad. 

(MEDEIROS, Leonilde Servolo, op. cit., pp. 32 y ss).   
671 LAUREANO, D. S., O MST e a Constituição. Um sujeito histórico na luta pela reforma agrária no 

Brasil, São Paulo, Expressão  Popular, 2007, pp. 160 y ss. 
672 Art. 184 - “Compete à União desapropriar por interesse social, para fins de reforma agrária, o imóvel 

rural que não esteja cumprindo sua função social, mediante prévia e justa indenização em títulos da 

dívida agrária, com cláusula de preservação do valor real, resgatáveis no prazo de até vinte anos, a partir 

do segundo ano de sua emissão, e cuja utilização será definida em lei”. 
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Así, en el intento de consolidar la ideología adoptada por el texto Constitucional, el 

Poder Constituyente de 1988 constitucionalizó la Reforma Agraria como parte 

integrante de los intereses del Estado Democrático de Derecho.  

 

Consecuentemente, el derecho de propiedad y la función social de la propiedad del 

Título II se encuentran conectados con la política agraria y reforma agraria en el orden 

económico  del Título VII, para atender valores y principios  fundamentales 

consagrados constitucionalmente, sin perjuicio del derecho de propiedad, protegido 

como derecho fundamental, aunque no absoluto. 

 

La función social de la propiedad, por lo tanto, concretaría aquí las exigencias de la  

justicia, proclamada también como valor superior del ordenamiento jurídico brasileño 

para la construcción de una sociedad justa y solidaria en los términos citados en páginas 

anteriores. Dichas exigencias disponen que la propiedad debe cumplir su función social 

y, por lo tanto, la administración pública, en conjunto con el poder judicial, debe velar 

para que se cumpla este precepto673.  

 

El nuevo marco constitucional que se instauró en Brasil a partir de 1988 trajo, por 

consiguiente, la exigencia de nuevas posturas por parte de los intérpretes privilegiados 

de las normas constitucionales, sean aquellos investidos en las funciones 

administrativas, sean los que recibieron, por la propia constitución, la función  de 

garantizar el cumplimiento de las normas674.  

 

La vinculación directa del derecho de propiedad (Art. 5. XXII) con la función social 

(Art. 5. XXIII) en el catálogo de los derechos y garantías fundamentales ha llevado a 

los campesinos destinatarios de la reforma agraria, titulares de otros derechos sociales 

(fundamentales) del Artículo 6 al 11 de la Constitución Federal, a enfrentar las 

embestidas de las fuerzas hegemónicas nacionales, mediante sus propias acciones de 

                                                 
673 LAUREANO, D. S., op.cit., p. 167. 
674 LAUREANO, D. S., op. cit., p. 17. 
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resistencia,  para exigir de los poderes Ejecutivo y Judicial una postura frente a los 

problemas crónicos del medio rural brasileño675.  

 

Los destinatarios de la reforma agraria, al buscar la efectivación de los derechos 

sociales fundamentales catalogados en el texto constitucional, pasan a exigir que las 

normas constitucionales asuman otra dimensión, empezando por la interpretación del 

poder judicial, como una condición indispensable para que se pueda llevar a cabo la 

efectiva  democracia676.  

 

Hay autores que entienden que la Constitución, al hacer posible la expropiación de la 

propiedad rural que no cumple la función social, por motivo de interés social o utilidad 

pública, mediante indemnización (justa y previa), abre la posibilidad de una 

reestructuración económica de la titularidad y disfrute de la propiedad677. 

 

Replantear, pues, el tema de la reforma agraria es,  desde una perspectiva económico-

social, perfectamente posible porque sigue habiendo paro, porque sigue habiendo 

hambre y ello comporta desequilibrios sociales extremos678 que plantean de nuevo la 

pregunta de si la propiedad, directamente explotada, capitalizada, mecanizada y en 

general, productiva económicamente para sus dueños, cumple o no la función social 

que se le atribuye la constitución. Pese a ello, al mismo tiempo que el replanteamiento 

de la reforma agraria se hace posible, resulta necesaria su reformulación679. Y es del 

todo evidente que esa reformulación exige un marco político y jurídico que sirva de 

base. 

 

                                                 
675 LAUREANO, D. S., op. cit., p.18. 
676 LAUREANO, D. S., op. cit., p.19 
677 COMPARATO, Fábio Konder, A afirmação histórica dos Direitos Humanos, São Paulo, Saraiva, 

2001. Sobre el tema en España, véase, también, PÉREZ LUÑO, Enrique A., Estado Social y derechos 

fundamentales, en  Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución, Madrid, Tecnos, 1984,  

p.405. 
678 COMPARATO, Fábio Konder: op. cit., p. 65. 
679 Sobre este tema, véase VARELLA, Marcelo Dias, Introdução ao direito a reforma agrária: o direito 

face aos novos conflitos sociais, São Paulo, Anca, 1998.  
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Viene siendo común que las demandas sociales más ampliamente sentidas choquen 

sucesiva o simultáneamente con la falta de voluntad política para imponerlas, o con la 

pretensión, no siempre demostrada, de que el marco jurídico existente impide proyectos 

más audaces que incluso a veces se dicen abrigar o cumplir680. No es nuestro propósito, 

en este trabajo, entrar aquí en el análisis de voluntades políticas expresadas, ni en su 

comparación con las voluntades políticas ejercidas, aun cuando sea éste un punto de 

capital importancia para enjuiciar una reforma agraria. 

 

Nos referimos a la idea de que existe en el ordenamiento jurídico brasileño vigente el 

marco, si no adecuado, sí suficiente, para proceder a una reformulación en términos 

contemporáneos de lo que puede ser hoy una reforma agraria en Brasil. Ese marco lo 

establece la Constitución de 1988 y lo perfila el “Estatuto da Terra” y la Ley 8.629/93. 

 

En efecto el Art. 5.XXII de la Constitución, al tiempo que reconoce el derecho de 

propiedad, consagra la función social como elemento delimitador de su contenido hasta 

el punto de permitir la privación de ese derecho por la “expropiación por necesidad o 

utilidad pública, o por interés social mediante justa y previa indemnización en dinero, 

exceptuando los casos previstos en esta Constitución681” 

 

2.3.1. El uso de la propiedad rural 

 

A. La propiedad productiva que no cumple la función social 

a. El incumplimiento de la función social  

 

Como consecuencia de las movilizaciones populares, el Poder Constituyente de 

1987/1988 implícitamente clasificó el uso de la propiedad de la tierra en propiedad 

productiva y propiedad improductiva 682 . Sin embargo, el Poder Constituyente no 

                                                 
680 VAZ, Isabel, Direito econômico das propriedades, Rio de Janeiro, Forense, 1993, pp.187 y ss. 
681 Véase Contituição Federal de 1988, Art. 5. XXIV.   
682 Véase Constituição Federal de 1988, Capítulo III del Título VII. 
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especificó el concepto de productividad, delegando esta tarea conceptual en manos del 

legislador ordinario683.  

 

Hemos visto que, con la Constitución de 1988, la función social se incorpora al 

concepto de propiedad, al tiempo que define el uso de la propiedad rural. La 

Constitución le otorga una determinada finalidad a la propiedad rural, que se encuentra 

en el Art.  186. Y, junto a esta finalidad, la Constitución establece sanciones en caso de 

incumplimiento de la función social, a través de la expropiación684.  

 

En el Art. 186. I, la Constitución considera el aprovechamiento racional y adecuado 

como uno de los requisitos del cumplimiento de la función social de la propiedad. Esto 

refleja una preocupación del Poder Constituyente con el uso de la propiedad rural, y 

con la implementación de la reforma agraria, así, el Art. 186 establece: 

 

Art. 186 – La función social se cumple cuando la propiedad rural 

atiende, simultáneamente, según criterios y grados de exigencia 

establecidos por ley, los siguientes requisitos: 

I - aprovechamiento racional y adecuado; 

II – utilización adecuada de los recursos naturales disponibles y 

preservación del medio ambiente; 

III – observación de las disposiciones que regulan las relaciones 

de trabajo; 

IV – explotación  que favorezca el bienestar de los propietarios y 

de los trabajadores” 

 

Pero el Poder Constituyente de 1987/1988 no era homogéneo, y el bloque de los 

propietarios rurales 685 , con una gran representación en el Congreso Nacional 686 , 

consiguió introducir en el texto constitucional el apartado II del Art. 185, que prohibe, 
                                                 
683 El concepto se encuentra en la Ley núm. 8.629/1993. 
684 Véase Constituição Federal de 1988, Arts. 184 y  5.XXIV.   
685  Grupo conocido y representado por la UDR (União Democrática Ruralista). 
686  SARLET, Ingor Wolfgang, A eficácia dos Direitos Fundamentais, Porto Alegre, Livraria do 

Advogado, 2004. 
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en el caso específico de la Reforma Agraria, la expropiación de las propiedades 

productivas. El Art. 185 declara: 

 

No son susceptibles de expropiación para fines de reforma 

agraria:  

I - La pequeña y mediana propiedad rural, así definida por ley, 

en caso de que su propietario no posea otra;  II - La propiedad 

productiva. Párrafo único. La ley garantizará un trato especial 

a la propiedad productiva y fijará normas para el cumplimiento 

de los requisitos relativos a su función social. (Destaque nuestro) 

 

Sin embargo, en vista de la conexión entre los dispositivos constitucionales, que no 

pueden ser interpretados por separado, el impedimento a la expropiación establecido 

por el Constituyente en el Art. 185 II no es absoluto.  

 

Hay dos corrientes doctrinarias, una defiende que el Art. 185 aleja la posibilidad de 

expropiación para fines de reforma agraria la propiedad productiva, dentro de los 

criterios definidos por el órgano competente687 , aunque no considere  a los otros 

requisitos de la función social de la propiedad, que consta en el Art. 186 de la 

Constitución, como por ejemplo, el ecológico y el social688.  

 

Otra corriente defiende la tesis según la cual la expropiación puede incidir sobre 

cualquier propiedad que no atienda, simultáneamente, los requisitos de la función social 

del Art.186 de la Constitución, aunque enumeradas en las restricciones del Art.185 de 

la Constitución689. 

 

Además, ninguno de los Artículos de la Constitución define el concepto de propiedad 

productiva690. Una interpretación a la ligera, o descontextualizada, del Art. 185 II de la 
                                                 
687 Este ógano es el Intituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária – INCRA. 
688 Sobre las dos corrientes Véase ARAÚJO JÚNIOR, V. G., Direito Agrário: doutrina, jurisprudência e 

modelos, Belo Horizonte, Inédita 2002, p. 86. 
689 ARAÚJO JÚNIOR, V. G.: op. cit., p. 87. 
690 Este concepto se encuentra en la Ley núm. 8.629/1993.  
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Constitución podría llevar a la conclusión errónea691 de que la propiedad que atendiera 

tan sólo al requisito económico de la función social, que despreciara los demás 

(aquellos que corresponden a los elementos medioambientales y sociales), no podría ser 

expropiada para fines de reforma agraria. 

 

El concepto de propiedad productiva se encuentra en la Ley núm. 8.629/1993692:   

 

Art. 6º  Se considera propiedad productiva aquella que, 

explotada de forma económica y racional, alcanza, 

simultáneamente, grados de utilización de la tierra y eficiencia 

en la explotación, de acuerdo con los índices fijados por el 

órgano federal competente”693. 

 

La Constitución no emplea el término “productividad”. De acuerdo con el Art. 186 de 

la Constitución, el aprovechamiento económico “racional y adecuado” es sólo uno de 

los requisitos para que la propiedad cumpla su función social. Pero, no es el objetivo de 

este trabajo examinar la buena o mala fe de esta reducción conceptual. 

 

Ciertamente, el Art.  185, II es un intento de obstaculizar la expropiación de 

propiedades rurales y, pese a ello, no puede ser interpretado como impedimento a la 

expropiación694. Para que el sistema jurídico sea coherente no hay lugar para una 

interpretación según la cual la productividad prevalece sobre los requisitos de la 

función social constitucionalmente declarados en el Art. 186695.  

 

                                                 
691 SOUZA, Washington Peluso Albino de, Primeiras linhas de direito econômico, São Paulo, LTr, 1999, 

pp. 189 y ss. En igual sentido GULART, Marcelo Pedroso, Ministério Público nos Pareceres que 

envolvam litígios coletivos pela posse da terra rura, en STROZAKE, Juvelino José, op. cit., pp.230 y ss.. 
692 Ley que desarrolla los preceptos constitucionales sobre reforma agraria de la Constitución de 1988. 
693 El órgano competente es el Ministério do Desenvolvimento Agrário. 
694 ALFONSIN, Jacques Távola, op. cit., p. 78. 
695 SILVEIRA, Domingos Sávio Dresch, A propriedade agrária e suas funções sociais, en O Direito 

Agrário em debate, Porto Alegre, Livraria do Advogado Editora, 1998, p. 21. 
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Para Comparato, quien no cumple la función social pierde las garantías, judiciales y 

extrajudiciales de protección a la propiedad696. Ésa ha sido una de las principales 

banderas de los movimientos sociales del medio rural: negar  la protección legal a la 

propiedad que sea productiva del punto de vista económico pero que no cumpla la 

función social697. 

 

El cumplimiento de la función social de la propiedad rural es un factor determinante 

para alcanzar los valores superiores y principios fundamentales en el medio rural, y 

tornar efectiva la  promoción de la  igualdad material consagrada en la Constitución698. 

 

El Constituyente de 1988 se manifiesta explícitamente en este sentido al indicar la 

dignidad de la persona humana en el Art. 1º. III, que debe conectar con los requisitos 

del Art. 186. Y en caso del no cumplimento de éstos, el Art.184, a su vez, coloca a 

disposición de la Administración Pública los medios disponibles para garantizar la 

efectividad de la función social; efectividad que, por cierto, no puede ser obstaculizada 

por una interpretación distorsionada  del Art. 185, II, según el cual la propiedad 

“productiva” no podría ser objeto de expropiación. 

 

Para algunos autores, entre ellos Alfonsin, dicha disposición consistiría en un gran 

obstáculo para la reforma agraria, ya que autorizaría la invocación de la tutela 

constitucional contra la expropiación de latifundios que presentaran cualquier forma de 

aprovechamiento económico 699 , aun sin el respeto de la preservación del medio 

ambiente y los otros requisitos que deben ser del cuidado de la propiedad rural, en su 

disciplina constitucional700. 

 

                                                 
696  COMPARATO, Fábio Konder, Direitos e deveres fundamentais em matéria de propriedade, en 

Revista dos Tribunais A questão agrária e a justiça, São Paulo, RT,  2000, pp. 148 y ss. 
697 Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional da Comissão Pastora da Terra, Goiânia, de 

2001- 2004. 
698 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., p. 157. 
699 STÉDILE, João Pedro, op. cit., p. 68. Véase, también, ALFONSIN, Jacques Távora, op. cit., pp. 175 y 

ss. 
700 Véase los Informes (relatórios) nacionales de la CPT y del MST de 1997 a 2004.    
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La Constitución de 1988 tuvo cuidado de asociar el concepto de derecho de propiedad 

con su función social. Un mero aprovechamiento económico no resguarda la propiedad, 

si no se cumplen los otros tres requisitos conectados a los valores superiores y 

principios fundamentales, extrapatrimoniales, que componen la tabla axiológica de la 

Constitución701.  

 

Esa demostración adquiere contornos precisos, mediante énfasis al hecho de que el Art. 

186 de la Constitución de 1988 estructura el concepto de función social de la propiedad 

rural a partir de la interrelación entre los requisitos establecidos en la propia 

Constitución. Y  no se elige apenas la productividad como garantía del derecho de 

propiedad rural.  

 

La propiedad que, aunque productiva, no respeta las normas de derecho ambiental y 

agraria,  de forma a que llega a amenazar el medio ambiente, impone que sea 

expropiada, para que se asegure la preservación de los recursos naturales, el equilibrio 

ecológico y la conservación de la vida humana, que se sustentan justamente sobre el 

medio ambiente que está siendo destruido702. 

 

El Art.186 es central en esta discusión. Dicho Artículo dispone los requisitos 

indispensables para que la propiedad atienda su función social.  Toda propiedad debe 

cumplir, simultáneamente, de acuerdo a los grados de exigencia fijados en ley. 

 

La  Ley núm. 8.629/93 establece el aprovechamiento racional y adecuado cuando hay: 

la utilización adecuada de los recursos disponibles y preservación del medio ambiente; 

la observación de las disposiciones que regulan las relaciones de trabajo y la 

explotación que favorezca el bienestar de los propietarios y de los trabajadores703. 

 

                                                 
701 LAUREANO, S. D., op. cit.,  p. 203. 
702 BORGES, Roxana Cardoso Brasileiro, Função ambiental da propriedade e reforma agrária, en 

Revista Direito Agrário em Debate, núm 5, São Paulo, 2002, p. 310.  
703 La Ley núm. 8.629/93 ha reproducido los mismos requisitos del Art. 186 de la Constitución de 1988. 
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Una de las condicionantes de la función social –la productividad – debe ser alcanzada 

manteniendo el equilibrio ecológico, pues la productividad no puede ser comprendida y 

absorbida sin la atención que merece la protección al medio ambiente en nombre de la 

producción. Recordemos, también, que erradicar la pobreza y la marginación es uno de 

los principios fundamentales de la Constitución de 1988, como ya referimos en páginas 

anteriores.  

 

Ahora bien, en Brasil, de acuerdo con el Censo Demográfico del año 2000, cinco 

millones de familias del medio rural viven con menos de dos salarios mínimos 

mensuales704 (el equivalente a menos de 180 euros). Según la Comissão Pastoral da 

Terra (CPT) este ingreso contribuye para la enorme desigualdad social y económica 

que deriva de las restricciones al acceso a los bienes y servicios indispensables para una 

vida digna en el medio rural brasileño705. 

 

No obstante, a pesar de que el derecho de propiedad esté garantizado por la 

Constitución de 1988, la propiedad rural empleada para fines especulativos, o que no 

respeta cualquiera de los principios constitucionales, aunque  produzca alguna riqueza 

económica, no cumple su función social ya que falta el respeto a las situaciones 

jurídicas existenciales y sociales en las cuales está inserta. No merecerá, por 

consiguiente, la tutela jurídica, y deberá ser expropiada, en carácter prioritario, para 

fines de reforma agraria706.  

 

Dicho esto, la importancia del poder judicial en las cuestiones agrarias es 

incuestionable, ya que, en los conflictos concretos de intereses sociales, es la única 

institución competente para juzgar 707 . El texto constitucional que declara que la 

propiedad deberá cumplir la función social pasa a exigir de los jueces, como intérpretes 

de la norma, fiscalizar el cumplimiento de la función social en los moldes del Art. 186 
                                                 
704 Datos del Intituto Brasileiro de Geografia e Estatística - IBGE, 2000. 
705  Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional da Comissão Pastoral da Terra 2001, 

Goiânia, CPT, 2002. 
706  COMPARATO, Fábio Konder, Direitos e deveres fundamentais em matéria de propriedade, en 

Revista dos Tribunais,  A questão agrária e a justiça, São Paulo, RT., 2000, pp. 145-146.  
707 LAUREANO, S. D., op. cit., pp. 206 y ss. 
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de la Constitución para garantizar más allá de la justicia la constitucionalidad de sus 

decisiones. 

 

Así, en la interpretación de la norma constitucional del derecho de propiedad, la 

función social es el núcleo duro de ese derecho, sin el cual ese derecho deja de existir 

como derecho fundamental708. 

 

El poder judicial podrá evaluar el uso de la propiedad rural, en lo que se refiere al 

cumplimiento de los deberes impuestos por su función social. En caso de necesidad de 

sacrificar algún derecho de una de las partes, se sacrifica el patrimonial, garantizando 

los derechos fundamentales, si esta fuera la otra opción709.  

 

No queda más que sacrificar los intereses patrimoniales, aunque demuestren 

aprovechamiento económico de los propietarios que no están atentos a la función social 

de su propiedad. Con eso se contribuirá para la aplicación de la Constitución710, en 

favor de los derechos fundamentales de los campesinos sin tierra, cuya tutela ha estado 

a la espera, de larga fecha, de una actuación eficaz del poder ejecutivo y judicial en pro 

de la reforma agraria711. 

 

La función social debe ser interpretada con la debida conexión con los principios 

constitucionales y derechos sociales fundamentales. El reconocimiento de los derechos 

sociales inscritos en la Constitución Federal es relevante para la interpretación de las 

normas que tratan de la política agraria712. Como todos los Derechos Humanos, estos 

derechos son consecuencia de las luchas históricas de los trabajadores; el derecho al 

trabajo, a la salud, a la vivienda, a la seguridad, a la previsión social, a la protección a la 

maternidad y a la infancia. Todos ellos son requisitos esenciales para la afirmación de 

la libertad y de la igualdad y para la garantía de una existencia digna713. La reforma 
                                                 
708 LAUREANO, S. D., op. cit., pp. 208 y ss. 
709 COMPARATO, Fábio Konder, op. cit., pp. 148 y ss. 
710 ALFONSIN, Jacque Távola, op. cit., pp. 45 y ss. 
711 ALFONSIN, Jacque Távola, op. cit., p. 54. 
712 LAUREANO, D. S., op. cit., p. 204. 
713 LAUREANO, D. S., op. cit., p. 206.  
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agraria y las políticas agrícolas han sido señaladas por los campesinos organizados 

como el camino más corto para la realización de los derechos de la persona humana714.  

 

Del análisis de la Constitución de 1988 se observa el énfasis dado por el Poder  

Constituyente de 1987/1988 a la función social. La misma aparece expresamente en 

siete artículos: Art.  5, XXIII, Art.  170, III, Art.  173, párrafo 1, I, Art.  182, párrafo 2, 

Art.  184, Art.  185, párrafo único, y Art.  186. Sin embargo, el incumplimiento de la 

función social de la propiedad rural es hoy una práctica reiterada en Brasil. Autores 

como Manigia advierte que:  

 

En Brasil hay que observar que las leyes fueron, y todavía son, 

muchas veces, palabras al viento. Esto ha ocurrido con diversos 

textos legales y principalmente en el ámbito rural, el elemento 

económico fue preponderante desde la colonización. De la tierra 

se saca todo, la tierra debe ser explotada y no cultivada. La 

tierra es un medio para la obtención exclusiva de ganancia. Los 

recursos de la tierra son inagotables715. 

 

b) Consecuencias del incumplimiento de la función social. 

 

Con la función social de la propiedad, la Constitución de 1988 creó el deber de todo 

propietario de darle un aprovechamiento adecuado al uso social de sus  propiedades 

rurales. La explotación de la propiedad agraria, en caso de causar daños al medio 

ambiente, implicará incumplimiento de su  función social, dando motivo a la 

expropiación por interés social. Y más adelante, al referirse a los daños causados al 

medio ambiente: es un ataque muy serio al destino económico de la tierra, que ve su 

capacidad productiva reducida y, lo más grave, es la lesión al propio derecho a la salud 

que tiene todo ser humano716. 

                                                 
714 LAUREANO, D. S., op. cit., p. 206. 
715  MANIGLIA, Elizabete, Atendimento da função social pelo imóvel rural, en BARROSO, Lucas 

Abreu, O direito agrário na Constituição, Rio de Janeiro, Forense, 2005, p. 32. 
716 PIMENTA, Paulo Roberto Lyrio, A função social da propriedade agrária e os interesses difusos, en 
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Debe necesariamente sufrir expropiación la propiedad cuya explotación no respete la 

vocación natural de la tierra degradando su potencial productivo, la que no mantenga 

las características propias del medio natural, la que agrega la calidad de los recursos 

ambientales, no contribuyendo a la conservación del equilibrio ecológico de la 

propiedad, la que no respete las relaciones de trabajo, y la que no sea adecuada a la 

salud y a la calidad de vida de los que en ella trabajan así como de las comunidades 

vecinas717. La expropiación, por interés social, para fines de reforma agraria como 

hemos dicho antes está prevista en el Art. 184 de la Constitución. 

 

Sin embargo, debido a la contradicción señalada en el Artículo 185. II y con el 

propósito de obtener mayor indemnización718, el propietario entra con recurso en juicio 

contra el decreto de expropiación, y el proceso se arrastra durante muchos años, según 

la burocracia y la buena o mala voluntad del magistrado719.  

 

Para Silveira tal contradicción aparente surge cuando verificamos que el apartado II del 

Art. 185 de la Constitución Federal excluye la propiedad productiva de la expropiación-

sanción720.  

 

El reconocimiento de sanciones por incumplimiento de la función social de la 

propiedad no es una simple posibilidad, sino un auténtico deber impuesto al Estado, 

bajo pena de inconstitucionalidad por omisión administrativa721. Según Comparato: 

 

                                                                                                                                               
Revista dos Mestrandos em Direito Econômico da UFBA, Salvador, UFBA, 1995, pp. 174 y ss. 
717 SILVEIRA, Domingos Sávio Dresch, A propriedade agrária e suas funções sociais, en O Direito 

Agrário em debate, Porto Alegre, Livraria do Advogado Editora, 1998, p.21.  
718 BORGES, Roxana Cardoso Brasileiro, Função ambiental da propriedade e reforma agrária, en 

Direito Agrário em Debate, São Paulo, Editora LTr, 1999, p. 202. 
719  MANCUSO, Rodolfo de Camargo, A ação civil pública como instrumento de controle judicial das 

chamadas políticas públicas.  Ação Civil Pública, São Paulo, RT., pp. 731-732. 
720 SILVEIRA, Domingos Sávio Dresch, op. cit., p. 26. 
721 COMPARATO, Fabio Konder, Estado, empresa e função social, en Revista dos Tribunais, São Paulo 

R.T., v. 732, 1996, p. 23. 
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 La expropiación por no cumplimiento de la función social, 

debido a su carácter punitivo, no está sujeta a las restricciones 

determinadas en el Artículo 5 de la Constitución: La 

indemnización no necesita tener la misma amplitud y las mismas 

garantías debidas en caso de no haber ninguna disfunción en el 

uso de la propiedad722.  

 

Se puede establecer que el cumplimiento íntegro de la función social es casi siempre 

inexistente en Brasil. Las raíces para ese hecho derivan de la desigualdad social en el 

medio rural, de la concentración de tierras y de los hechos históricos que anquilosaron 

los cambios en la conducción de las políticas agrarias723.  Maniglia señala que  el texto 

legal es suficiente para cubrir una gran parte de los desacuerdos, aunque la calificación 

de la propiedad productiva se torna un obstáculo para el funcionamiento de las vías 

judiciales. Sin embargo, la mentalidad de la propiedad absoluta aún reina en la 

oligarquía rural724. 

 

c)  Cómo determinar cuándo la propiedad cumple su función social 

 

Para responder a la pregunta ¿Cómo determinar cuándo la propiedad cumple su función 

social? la propia Constitución Federal aclara esto, primero, cuando establece los valores 

de la República Federativa de Brasil como Democrática de Derecho y consagra los 

principios fundamentales de dicha República. Y luego, cuando  en su Art. 186725 

establece los requisitos necesarios para su cumplimento. 

 

La presencia del término “simultáneamente” en el encabezamiento  de dicho Art. 

significa que no basta con que se cumpla sólo uno de los requisitos. Para atender la 

función social, deben darse concomitantemente todos los requisitos. De esta manera, 

                                                 
722 COMPARATO, Fabio Konder, op. cit., p. 24. 
723 MANIGLIA, Elizabete, op. cit., p. 41. 
724 MANIGLIA, Elizabete, op. cit., p. 42. 
725 El Art. 186 de la Constitución establece que: A função social é cumprida quando a propriedade rural 

atende, simultaneamente, segundo critério e grau de exigência estabelecido em lei ...”. 
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aun cuando la propiedad sea productiva, de acuerdo con la inspección del INCRA726, si 

fuera nociva al medio ambiente, no estará cumpliendo su función social. Lo mismo 

ocurriría si esta propiedad no respetara las leyes laborales. En este sentido, Varella 

afirma que es perfectamente posible la existencia de una propiedad productiva que no 

cumpla su función social727.  

El suelo, el subsuelo, el agua, el aire, la energía, y la alimentación son recursos 

indispensables para la supervivencia humana, y todos están protegidos 

constitucionalmente. Luego de siglos de irresponsables agresiones a la naturaleza y de 

un innecesario desperdicio, actualmente, se discute el desarrollo sostenible en busca de 

una existencia más saludable y posible para el futuro 728, principalmente  el futuro de la 

vida digna de las poblaciones del medio rural que son directamente afectadas729. 

 

La gran destrucción de los recursos naturales que alcanzaron el desarrollo industrial, la 

falta de empleo para miles de campesinos, el hambre, la marginalidad, son situaciones 

límite que ponen de relieve la necesidad urgente de cambios en la estructura agraria en 

el país. Y  la realidad brasileña no ha sido ajena a estos impactos que hoy lastran la 

vida, la labor y el desarrollo de la población del medio rural730. 

 

Es por ello que los miles de familias campesinas ( trabajadores rurales sin tierra) 

miraron con esperanza la promulgación de la Constitución de 1988, como una vía 

                                                 
726 Inspección realizada en las propiedades rurales para definir el grado de productividad de la tierra. 
727 VARELLA, Marcelo Dias, op. cit., p. 252. 
728 Theodore Roosevelt, sobre los problemas derivados de la falta de respeto a la naturaleza afirmó: 

"There is a delight in the hardy life of the open. There are no words that can tell the hidden spirit of the 

wilderness that can reveal its mystery its melancholy and its charm. The nation behaves well if it treats 

the natural resources as assets which it must turn over to the next generation increased and not impaired 

in value. Conservation means development as much as it does protection. - Estas palabras se encuentran 

grabadas en una de las paredes del zaguán del Museo de Historia Natural de Nueva York. (Hay deleite en 

la dura vida en el exterior. No existen palabras que expresen el espíritu oculto en la vida salvaje, que 

puedan revelar su melancolía y su encanto. La nación se comporta bien si trata a los recursos naturales 

como bienes que debe pasar, mejorados, y no con su valor disminuido, a las generaciones venideras. 

Conservar significa tanto desarrollar como proteger). 
729 Véase Comissão Pastoral da Terra, Manifesto da CPT, Goiânia, CPT, 28.6.2000, www.cpt.org.br 
730 STEDILE, João Pedro, Os sem terra, en  Revista Teoria & Debate, São Paulo, 1990. 
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importante para la  reforma agraria y a la vez para la transformación de su situación 

económica y social, ya que dicha Constitución garantiza una explotación que favorece 

el bienestar de los propietarios y trabajadores como uno de los requisitos de la función 

social de la propiedad, y por otro lado, la dignidad de la persona humana  fue 

garantizada como principio fundamental. Según los informes de la Comissão Pastora da 

Terra (CPT)  la reforma agraria  implica una valorización del trabajo humano731  en el 

medio rural, y también, constituye una forma de permitir el acceso a la propiedad por 

parte de esas familias campesinas732. 

 

d) Cómo se implementa la función social en la actualidad 

 

Para los procedimientos administrativos tendientes al Decreto de interés social de 

propiedades rurales con fines de reforma agraria es necesaria la elaboración de un 

parecer jurídico de la Consultoria Jurídica (CONJUR) 733 de la Unión en los términos del 

Art.  7. II, de la Estructura Regimental del Ministerio de Desarrollo Agrario, aprobado 

por el Decreto núm. 5.033, del 5 de abril de 2004, que declara que compite a la 

Consultoria Jurídica, en conjunto con la Advocacia-Geral da União 734 , fijar la 

interpretación del cumplimiento de la función social de la propiedad y emitir pareceres 

sobre la posibilidad o no de expropiación de la propiedad rural con fines de reforma 

agraria. El Artículo 7. IV735, de dicho Decreto prevé que compite a esta Consultoria 

                                                 
731 Sobre el tema de la valorización del trabajo humano véase VAZ, Isabel, op. cit., p. 205. 
732 Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional da Comissão Pastora da Terra de 2001 a 2004 
733 Compite a la Consultoría Jurídica, órgano sectorial de la Advocacia-Geral da União (Comparable al 

Fiscal del Pueblo en 3º grado), fijar la interpretación (en ausencia de orientación normativa del Abogado-

General de la Unión) de la Constitución, de las leyes y de los tratados y de los demás actos normativos 

que serán uniformemente seguidos en áreas de actuación y coordinación (Traducción libre) 
734  Constituição Federal de 1988, Art. 131- “Abogacía-General de la Unión es la institución que, 

directamente o a través de órgano vinculado, representa a la Unión, judicial y extrajudicialmente, 

cabiéndole, en los términos de la ley complementaria que disponga sobre una organización y 

funcionamiento, las actividades de consultoría y asesoría jurídica del Poder Ejecutivo” (Traducción 

libre). 
735 Decreto núm. 5.033, Art. 7. IV - “elaborar, luego de manifestación de la unidad Jurídica o entidad de 

origen, pareceres jurídicos sobre interrogantes, dudas o conflictos sometidos al examen del Ministerio” 

(Traducción libre). 
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Jurídica la elaboración de pareceres jurídicos sobre cuestiones, dudas o conflictos 

sometidos al examen del Ministério de Desenvolvimento Agrário (MDA). 

 

Actualmente, en caso de expropiación de propiedad rural, cabe a la Consultoría 

Jurídica (CONJUR) formular la propuesta de entendimiento oficial, en los casos 

concretos, sobre los cuatro requisitos del cumplimento de la función social de la 

propiedad rural, en vista del decreto de expropiación736 por interés social para fines de 

reforma agraria.  

 

Antes de la existencia de la CONJUR, el cumplimiento de la función social de la 

propiedad ha sido analizado desde la perspectiva económica, se trata exclusivamente 

del factor de la  productividad de la tierra como fundamento de las propuestas de 

decreto de expropiación para fines de reforma agraria considerando el Grado de 

Utilización de la Tierra (GUT) y el Grado de Eficiencia en la Explotación (GEE)737. En 

este sentido, Pinto Júnior afirma que:  

 

 Antes del Decreto que creó la Consultoria Jurídica, todos los 

pareceres del Ministerio de Desarrollo Agrario (MDA), en 

conjunto con el Instituto Nacional de Colonización y Reforma 

Agraria (INCRA) sobre el cumplimiento de la función social de 

la propiedad rural sólo consideraban el aprovechamiento 

económico (Productividad económica de la tierra) sin tomar en 

cuenta los requisitos para el cumplimiento de la función social 

establecidos en el Artículo 186 de la Constitución738. 

 

                                                 
736 El decreto de expropiación de propiedad rural por interés social para fines de reforma agraria es un 

Acto del Presidente da República que puede ser discutido por el propietario en el STF. 
737  Véase PINTO JÚNIOR, Joaquim Modesto, e FARIAS, Valdez Adriane, Função Social da 

Propriedade. Dimensões ambientais e trabalhistas, Brasília, Nead, 2005, p. 26.  
738 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto, e FARIAS, Valdez Adriane, Função social da Propriedade. 

Dimensões ambientais e trabalhistas, Brasília, Núcleo de Estudos Agrários e Desenvolvimento Rural, 

2005, pp, 37 y ss. 
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Por supuesto, la función social de la propiedad rural debe ser analizada como precepto 

integrante del Titulo II de los derechos y garantías fundamentales conectada con los 

valores superiores y con los principios fundamentales, por lo tanto, los cuatros 

requisitos  del Art. 186 desarrollado por la Ley núm. 8629/1993 forman un bloque duro 

que limita el derecho de propiedad rural, que no puede ser confundido con la 

productividad de la tierra. La consideración de los aspectos referentes al Grado de 

Utilización de la Tierra (GUT) y Grado de Eficiencia en la Explotación (GEE), es 

importante pero no es el único aspecto a ser considerado. Por lo tanto, es 

imprescindible la fiscalización de todos los requisitos del cumplimiento de la función 

social que condicionan el derecho de propiedad rural.  

  

No obstante, casi siempre, en la práctica administrativa, hasta 2004, los cuatro 

requisitos de la función social previstos en el Art. 186 de la Constitución han sido 

reducidos a evaluaciones en relación con el aprovechamiento económico, confundiendo 

los conceptos de explotación económica y de explotación racional en el término 

“productividad”739.  

 

El concepto de explotación racional está contenido en la definición de propiedad 

productiva, prevista en la Ley 8.629/1993740, y tiene relación incluso con los aspectos 

ambientales y laborales, como indicadores de la racionalidad de la explotación y, por lo 

tanto, de la productividad efectivamente tutelada por la Ley. La racionalidad debe ser 

interpretada armónicamente con todos los requisitos del cumplimiento de la función 

social741. 

                                                 
739 ALFONSIN, Távora Jacques, O acesso à terra como conteúdo de direitos humanos fundamentais à 

alimentação e à moradia, Porto Alegre, Fabris, 2003, pp. 155 y ss. 
740 Con la existencia de una ley que desarrolla preceptos constitucionales sobre reforma agraria, se trabó 

la lucha en el Congreso Nacional por la aprobación de la Ley del Rito Sumario740 Lay núm. 76/1993. 

Diversos Artículos de esa ley son objeto de protestas y enjuiciamientos durante las expropiaciones de 

propiedades para fines de reforma agraria, por parte de los propietarios, lo que ha dificultado las 

expropiaciones y atrasado la implantación de la reforma agraria. 
741 CANOTILHO, enumera diversos principios y reglas interpretativas de las normas constitucionales, a 

saber: de la unidad de la Constitución: la interpretación constitucional debe ser realizada de manera de 

evitar contradicciones entre sus normas;- del efecto integrador: en la resolución de los problemas 
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De esto deriva la necesidad de orientación de la Consultoría Jurídica encargada de 

elaborar un parecer sobre la productividad de la tierra, para que, cuando sea el caso, el 

órgano ejecutor de la reforma agraria742 pueda fundamentar sus decisiones, no sólo en 

uno, sino en todos los requisitos de la función social, que son, I –aprovechamiento 

racional y adecuado; II –utilización adecuada de los recursos naturales disponibles y 

preservación del medio ambiente; III –observación de las disposiciones que regulan las 

relaciones de trabajo; IV –explotación que favorezca el bienestar de los propietarios y 

de los trabajadores. Por tanto, como señala Pinto Júnior es indispensable la vigilancia 

del poder judicial, sobre las medidas administrativas con vistas a otorgar efectividad a 

lo requisitos  constitucionales previstas en el Art. 186 de la Constitución743. 

 

Así, por parte del órgano responsable por la reforma agraria (INCRA) es imprescindible 

evitar que en los pareceres ocurran procedimientos administrativos que puedan ser 

anulados por fundamentos de productividad. De esta forma, el órgano de la 

administración pública encargado de la reforma agraria debe, siempre, mantener la 

preocupación de considerar el conjunto de todos los requisitos de la función social.  

 

La fiscalización de su cumplimiento por parte de la autarquía agraria en su conjunto 

pasaría a tener más eficacia y mejores resultados. Además de los relativos a la 

“productividad”, de enfoque puramente económico y financiero, también quedarían 

                                                                                                                                               
jurídico-constitucionales, deberá ser dada mayor prioridad a los criterios que favorecen la integración 

política y social, así como el refuerzo de la unidad política;- de la máxima efectividad o de la 

eficiencia: a una norma constitucional se le debe atribuir el sentido que mayor eficacia le conceda;- de la 

conformidad funcional: los órganos encargados de la interpretación de la norma constitucional no 

podrán llegar a una posición que subvierta, altere o perturbe el esquema organizativo-funcional 

constitucionalmente establecido por el legislador constituyente original;- de la concordancia práctica o 

de la armonización: se exige la coordinación y combinación de los bienes jurídicos en conflicto, de 

manera de evitar el sacrificio total de unos en relación a los otros;- de la fuerza normativa de la 

Constitución: entre las interpretaciones posibles, se debe adoptar aquella que garantice mayor eficacia, 

aplicabilidad y permanencia de las normas constitucionales (destaque nuestro) CANOTILHO, J.J., 

Direito Constitucional, Coimbra, Almedina, 1992, pp. 42 y ss. 
742 Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária (INCRA). 
743 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto, e FARIAS, Valdez Adriane, op. cit., pp. 32 y ss. 
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sujetos a sanción estatal, de manera de maximizar la realización de las normas 

constitucionales744. 

 

El Tribunal de Cuentas de la Unión (TCU) analizando la materia referente al medio 

ambiente, se ha manifestado sobre la adopción de medidas administrativas con vistas a 

otorgar efectividad a las normas constitucionales previstas en el Art. 186 de la 

Constitución, que son las mismas de los apartados II a IV del Art. 9 de la Ley núm. 

8.629/1993 con la siguiente recomendación en el apartado  9.4.4 – : 

 

Elabore norma técnica y adopte las demás medidas que quepa, 

con apoyo del Ministerio de Desarrollo Agrario y del Instituto 

Brasileño de Medio Ambiente, con el fin de otorgar efectividad a 

los incisos II a IV del Artículo 9, de la Ley 8.62919/93745.  

 

Pues bien, la Constitución vislumbra en el párrafo único del Art. 185 que la ley 

garantizará un trato especial a la propiedad productiva y fijará las normas para el 

cumplimiento de los requisitos relativos a su función social746. Parece claro en este 

dispositivo que la propiedad productiva tendrá un trato especial ya que cumple su 

función social, no porque produce beneficios al propietario. Porque, como bien señala 

MARÉS, la tierra se destina a dar frutos para todas las generaciones, repitiendo la 

producción de alimentos y otros bienes en forma permanente747. Su agotamiento puede 

proporcionar un beneficio inmediato, pero anula su productividad a largo plazo. Es 

decir, la usura, la rentabilidad, el beneficio de algunos, en una palabra, una mal 

entendida productividad, puede significar el perjuicio de muchas generaciones. Y el 

perjuicio aquí no sólo es económico y financiero, sino que se traduce en deterioro748, 

                                                 
744 ALFONSIN, Távora Jacques, op. cit., p. 145. 
745 Recomendación del Tribunal de Cuentas de la Unión -TCU, en la sentencia núm. 557/2004 –TCU –

Plenario, en relación con el proceso TC– 005.888/2003-0. 
746 Art. 185, parágrafo único. “A lei garantirá tratamento especial à propriedade produtiva e fixará 

normas para o cumprimento dos requisitos relativos a sua função social.” 
747 MARÉS, Carlos Frederico, A função da Terra, Porto Alegre, Fabris, 2003, p. 48. 
748 MARÉS, Carlos Frederico, op. cit., pp.126 y ss. 
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que a su vez significa el hambre, la marginalización, no sólo de los campesinos, 

directamente afectados, sino también de gran parte de la población urbana749.  

 

Productividad quiere decir capacidad de producción sostenida. Lo que significa por lo 

menos la conservación del suelo y la producción de la naturaleza, es decir, el respeto a 

lo que la Constitución llamó medio ambiente ecológicamente equilibrado750. 

 

e) Órgano fiscalizador del cumplimiento de la función social de la propiedad 

 

La competencia para proceder a la fiscalización del cumplimiento de la función social 

de la propiedad rural le incumbe al órgano federal ejecutor de la reforma agraria. En 

este sentido, el Art. 184 es claro cuando establece que compite a la Unión expropiar por 

interés social, para fines de reforma agraria, la propiedad rural que no cumpla su 

función social751. 

 

De modo que siendo el órgano federal competente para proceder a la fiscalización del 

cumplimiento de la función social en propiedades rurales, y estando los requisitos 

constitucionales del Art. 186 desarrollado expresamente en la Ley complementar que 

desarrolla los dispositivos constitucionales sobre reforma agraria (Ley núm. 

8.629/1993), cuando ocurre el incumplimiento de uno o más requisitos, según Pinto 

Júnior hay elementos para sustentar la necesidad de expropiación de la propiedad rural, 

objeto de conflicto agrario, dentro del necesario proceso administrativo752. 

 

En lo que se refiere a las relaciones laborales en el medio rural, el trabajo de 

fiscalización deberá ser realizado en conjunto por el órgano federal ejecutor de la 

política ambiental o el órgano ejecutor de la política laboral. Según el mismo autor, le 

incumbiría al órgano federal ejecutor de la reforma agraria elaborar las normas técnicas 

                                                 
749 MARÉS, Carlos Frederico, op. cit., p.49. 
750 CHEMERIS, Ramon Ivan, A função social da propriedade: o papel do judiciário diante das invasões 

de terra, São Leopoldo, Unisinos, 2002, pp. 105 y ss.  
751 Véase  Ley núm. 8.629/1993, Art. 2, párrafo 2.  
752 752 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto e FARIAS, Valdez Adriane, op. cit., p. 56. 
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y la adopción de medidas que le confirieran efectividad a los requisitos constitucionales 

del cumplimiento de la función social de la propiedad753. 

 

B. Propiedad productiva  

 

El análisis del capítulo relativo a la política agrícola y agraria y a la reforma agraria, 

especialmente de los Artículos. 185 y 186, conjugados con el carácter emancipador y 

pluralista de toda la Constitución nos lleva a la certeza de que, protegida por la 

Constitución, la propiedad productiva es aquella que atiende a todos los requisitos de 

cumplimento de su función social, no olvidando los principios fundamentales del Título 

I entre ellos el principio de la dignidad humana y el de erradicar la pobreza y la 

marginación, especialmente, de la población del medio rural. La propiedad rural que no 

cumpla tales requisitos, por más rentable económicamente que sea, no es productiva en 

términos constitucionales754. 

 

La ley de desarrollo de dispositivo constitucionales sobre reforma agraria en su Art.  6 

declara que se considera propiedad productiva aquella que, explotada de forma 

económica y racional, alcanza, simultáneamente, grados de utilización de la tierra y 

eficiencia en la explotación, de acuerdo con los índices755 fijados por el órgano federal 

competente.  

 

Sin embargo, esta materia ha venido siendo un obstáculo para las expropiaciones con 

fines de reforma agraria. Consecuentemente, es importante que el poder judicial elabore 

jurisprudencia en esta materia, ya que se trata de materia constitucional de competencia 

del poder judicial y no solamente del poder legislativo756. 

 

                                                 
753 753 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto e FARIAS, Valdez Adriane, op. cit., pp. 9 y ss.  
754 CHEMERIS, Ivan Ramon, A função social da propiedade: o papel do judiciário diante das invasões 

de terras, São Leopoldo, Unisinos, 2002, pp. 86 y ss. 
755 Hasta el momento tramita un proyecto de desarrollo en la Cámara de los Diputados. 
756 CHEMERIS, Ivan Ramon, op. cit., p. 92. 
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No se trata de conflicto dentro del texto constitucional, entre la norma del Art. 185 y la 

del Art. 186, ambos de la Constitución de 1988. Como las normas son de la misma 

jerarquía, misma fecha y misma especificidad, sería necesario recurrir a la 

interpretación sistemática sin olvidar que el ordenamiento jurídico debe ser considerado 

como un todo, informado por los valores constitucionales y principios fundamentales, 

especialmente por el principio de la dignidad de la persona humana. Por lo tanto, cabe 

al Poder Judicial la función de solucionar esos equívocos a través de Jurisprudencias en 

casos concretos757.  

 

La interpretación aislada de la Constitución puede desvirtuar su verdadero significado, 

pudiendo incluso desembocar en un sentido que se oponga a los intereses del Estado 

Democrático de Derecho758. Como no se puede interpretar el derecho de propiedad 

aislado de la función social de la propiedad, tampoco se puede considerar que una 

propiedad es productiva si no observa los cuatro requisitos para el cumplimiento de la 

función social de la propiedad conectados con los principios constitucionales en los 

términos que hemos referido. 

 
                                                 
757 BORGES, Roxana Cardoso Brasileiro, Função ambiental da propiedade rural, São Paulo, Editora 

LTr. 1999; COMPARATO, Konder Fábio, Direitos e deveres fundamentais em matéria de propriedade, 

en Revista dos Tribunais, A Questão Agrária e a Justiça, São Paulo, RT., 2000 Véase, también, 

BOBBIO, Norberto, Teoria do ordenamento jurídico, Brasília, UnB, 1996. pp. 77-114, para quién,  “es 

presupuesto de la actividad interpretativa considerar el ordenamiento jurídico como sistema, 

entendiéndose por sistema una totalidad ordenada, o sea, un conjunto de entes, entre los cuales existe un 

cierto orden, o sea, una relación de estos entes con el todo y una coherencia entre sí”. Según Bobbio, la 

jurisprudencia suele entender como “interpretación sistemática” “aquella forma de interpretación que 

obtiene sus argumentos del presupuesto de que las normas de un orden, o más exactamente de una parte 

de un orden (como el Derecho privado, el Derecho penal) constituyan una totalidad ordenada, (aunque 

luego deje un poco vago lo que debe entenderse por esa expresión), y, por lo tanto, sea lícito aclarar una 

norma oscura o integrar directamente una norma deficiente, recurriendo al llamado “espíritu de sistema”, 

aun si eso implica ir contra aquello que constituiría una interpretación meramente literal”. Dos normas 

son incompatibles cuando no pueden ser ambas verdaderas. En caso de ocurrir esto (antinomia), una de 

ellas debe ser eliminada, o ambas deben ser conservadas. En este último caso, se demuestra la 

compatibilidad (BOBBIO, Norberto. Teoria do ordenamento jurídico, Brasília, UnB, 1996, p. 87).      
758 GRAUS, Eros Roberto, A Ordem Econômica na Constituição de 1988: Interpretação e Crítica, São 

Paulo, Malheiros, 1997. 
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Ahora bien, la expropiación de las  propiedades rurales que no cumplan la función 

social, para el propósito de la reforma agraria es un imperativo constitucional759 , 

derivado del Art. 184 de la Constitución de 1988. Vale decir, de acuerdo con el Art. 

186 de la propia Constitución, la propiedad rural que deberá ser expropiada y destinada 

para la reforma agraria será aquella que, en conjunto o de manera separada, no presente 

un aprovechamiento racional y adecuado, no utilice de manera adecuada los recursos 

naturales disponibles, no preserve el medio ambiente, no observe as reglamentaciones 

laborales, y cuya explotación no favorezca el bienestar de sus propietarios y sus 

trabajadores760. 

 

Aún ante el Art. 185 apartado II de la Constitución,  el camino ya previsto en la 

Constitución de 1988 para la democratización de la tierra es la expropiación prevista en 

el apartado IV del Art. 5 de la Constitución conectado con los Artículos 184, 185, 186, 

y a su vez con los principios fundamentales y valores superiores, porque como hemos 

dicho, la mera productividad económica de la tierra no representa una garantía de que 

se cumple la función social. 

 

La Constitución de 1988 innovó en forma revolucionaria, introduciendo la función 

social en el concepto de la propiedad de la tierra, antes y por encima del concepto de 

propiedad privada761  y de los intereses económicos. Y no se piense que proponemos 

una interpretación tan amplia del Art. 5. XXII y XXIII que pueda llegar a atentar contra 

otras normas constitucionales de igual importancia. Porque resaltar la posibilidad 

                                                 
759En este sentido, entendiendo la Reforma Agraria como un imperativo constitucional, el ex Ministro del 

Supremo Tribunal Federal, Neri da Silveira, en ocasión del voto (particular) proferido en el “Mandado de 

Segurança” (MS) núm. 22.591 (DJU 17.11.1995), se manifestó: “Sabemos que, en todos los rincones del 

territorio nacional, y los jueces no pueden ser insensibles a esta realidad, hay una grave crisis en torno a 

la tierra; todos sabemos que la Reforma Agraria es un imperativo del país. No me parece posible que el 

poder judicial, que estima y resguarda la propiedad, pero que no puede dejar de aplicar la Constitución 

cuando ésta prevé la posibilidad de expropiación por interés social en aras de la reforma agraria”. 
760 Constituição Federal de 1988, Art.  186, I, II, III, IV. 
761 MOTA MELLO, Maria Clara, Conceito constitucional de propriedade: tradição e mudança? - Rio de 

Janeiro, Lúmen-Juris, 1997, p. 94 y ss. 
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constitucional de privar a ciertos ciudadanos del derecho de propiedad no significa, en 

modo alguno, estatización de ese derecho.  

 

La transferencia de esa propiedad a otras manos igualmente privadas, individuales o 

colectivas, para nada atenta contra el orden económico y financiero. 

 

C. La propiedad improductiva  

 

Tepedino entiende que con el cambio en la legislación brasileña a partir de la 

Constitución de 1988, el debate sobre la garantía de protección a la propiedad rural 

improductiva, quedó superado hace tiempo con la aceptación de la teoría de la función 

social de la propiedad762. Ésta ha sido defendida por parte de la doctrina brasileña al 

interpretar el Art. 5. XXII (derecho de propiedad) conectado con el Art. 184, que 

establece que compite a la Unión expropiar por interés social, para fines de reforma 

agraria la propiedad rural que no cumpla la función social.  

  

La Constitución de 1988, específicamente el Título VlI en su Art. 170 que tiene como 

finalidad garantizar a todos una existencia digna de conformidad con los dictámenes de 

la justicia social observados los principios, de entre otros la propiedad privada y la 

función social de la propiedad, conectado con los principios fundamentales del Título I  

de “I - Construir una sociedad libre, justa y solidaria; II - Garantizar el desarrollo 

nacional; III - Erradicar la pobreza y la marginalidad y reducir las desigualdades 

sociales y regionales; V - Promover el bien de todos, sin prejuicios de origen, raza, 

sexo, color, edad, o cualquier otra forma de discriminación”763,  registra la Reforma 

Agraria como norma constitucional que debe ser cumplida764.  

 

                                                 
762 TEPEDINO, Gustavo, O papel do Poder judiciário na efetivação da Função social da propriedade en 

STROZAKE, Juvelino José: Questões Agrárias. Julgados comentados e Pareceres, São Paulo, Método, 

2002, pp.116 y ss. 
763 Constituição Federal de 1988, Art.  3. IV. 
764 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto,  e FARIAS, Valdez Adriane, op. cit., p. 48. 
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Por consiguiente, la norma constitucional tiene destinatarios, titulares de este derecho. 

Por fuerza del Art. 184 y del Art. 186 de la Constitución, desarrollado por la Ley 

8.629/93, las tierras que no estén cumpliendo su función social serán expropiadas y 

destinadas a los proyectos de asentamientos rurales; o sea, los campesinos son titulares 

del derecho (de propiedad) a la reforma agraria765. 

 

Esos titulares tienen interés concreto en la efectivación de la reforma agraria para la 

garantía de derechos sociales fundamentales como alimentación, vivienda, trabajo, 

entre otros. La tardanza, justificada o no, en la implantación genera reacciones que no 

siempre están comprendidas en la extensión de la norma jurídica, como son las 

ocupaciones de propiedades rurales766. 

 

El Poder Constituyente de 1988 era consciente del problema agrario en Brasil. Por lo 

tanto, no sólo constitucionaliza  los requisitos de la función social de la propiedad rural 

como también autoriza al Poder Judicial la creación de varas767 agrárias  especiales 

para la dirimir conflictos agrarios768 en el Art. 126 de la Constitución que establece: 

 

 Para dirimir conflictos agrarios, el Tribunal de Justicia 

designará a jueces de incumbencia especial, con competencia 

exclusiva para las cuestiones agrarias. Párrafo único. Siempre 

que sea necesario para el eficiente desempeño jurisdiccional, el 

juez se hará presente en el lugar del litigio769. 

 

En este momento, en Brasil son pocas las varas agrarias creadas en los estados de la 

Federación.  Según algunos autores brasileños, no hay interés político en su creación. 

Para Laureano la lucha por una reforma agraria significa la lucha por un derecho de 

                                                 
765  SARLET, Ingor Wolfgang, A Eficácia dos Direitos Fundamentais, Porto Alegre, Livraria do 

Advogado Editora, 2004, p. 75. 
766 LAUREANO, D. S., op. cit., pp. 167 y ss.  
767 Equivalente a juzgados. 
768  Fue creado en Brasil la Ouvidoria agrária, órgano federal para acompañar los conflictos agrarios en 

el país. 
769 Constituição Federal de 1988, Art. 126. 
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propiedad sin exclusión, que atienda a su función social, que democratice el campo y 

que atienda a los principios constitucionales770 como es el de erradicar la pobreza y la 

marginación, así como la dignidad de la persona humana y el principio de igualdad 

más allá de la igualdad formal. 

 

Esta es la esencia de los conflictos agrarios en Brasil hoy. En palabras de Stédile, la 

racionalidad dominante, tanto en el ámbito económico como político, corresponden a 

un verdadero pacto de clase que excluye a los campesinos de la escena social y 

económica en un intento por postergar una transformación en la propiedad privada, que 

altera, desde la raíz, las bases del latifundio brasileño771. 

 

Dicho esto, son muchas las razones por las cuales el Poder Constituyente de 1987/1988 

ha constitucionalizado la reforma agraria en el Capítulo III del Título VII de la 

Constitución. Entre ellas, se destacan dos: los orígenes históricos de la concentración de 

la tierra pesan, decisivamente, en la exclusión social y económica de millones de 

personas, que influyen decisivamente en la economía del país, y, en segundo lugar, el 

factor de la mayor concienciación – y, en consecuencia, menor tolerabilidad – de la 

población del medio rural y de la ciudad ante esta concentración de tierra en manos de 

pocos propietarios latifundistas, conocidos como latifundiários772. 

 

La resistencia de los campesinos (trabajadores rurales sin tierra), a través de sus 

organizaciones, a la protección de propiedad improductiva como derecho fundamental 

pone de relieve la responsabilidad de la administración del Estado, del poder judicial y 

de los propietarios de la tierra sobre el uso indebido del suelo, la exclusión social y el 

abandono de millones de familias de campesinas en  el medio rural brasileño773. 

 

En el Artículo 4 del Estatuto da Terra  de 1964, constan dos criterios según los cuales 

una propiedad entra en la categoría de latifundio: uno tiene que ver con la producción, 

                                                 
770 LAUREANO, D. S., op. cit., pp. 215 y ss. 
771 STÉDILE, João Pedro, Questão Agrária hoje, Porto Alegre, ed. UFRS, 2002.  
772 LAUREANO, D.S., op. cit. p. 134. 
773 Véase Comissão Pastoral da Terra, Conflicto no Campo Brasil 2004, Goiânia, CPT, 2005. 
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dando origen al latifundio por falta de explotación. El otro, según su tamaño, por el cual 

una propiedad puede considerarse latifundio por extensión774.  

El primero es el que excede la dimensión del módulo rural y se mantiene sin utilidad 

económica, social y física, sólo con fines especulativos, y el segundo es el que excede 

los 600 módulos rurales, sin importar si cumple o no su función social”775. 

 

Stédile señala que el acceso a la tierra como estrategia de salida de la pobreza se deberá 

entender como parte de una estrategia más amplia de garantizar los preceptos 

constitucionales como: la erradicación de la pobreza y de la marginalización y, por 

supuesto, la dignidad humana de millones de familias en el campo y en la ciudad776. 

 

En todo caso, la reforma agraria sólo será posible si se relaciona con el modelo de 

Estado Democrático de Derecho y con los principios fundamentales 

constitucionalmente proclamados por el Poder constituyente de 1987/1988. 

 

2. 4. La legislación infraconstitucional 

2. 4.1. La ley que desarrolla los preceptos constitucionales 

 

El compromiso del Estado brasileño con la reforma agraria parecía que se iba a 

concretar en 1993 con la publicación de la ley  núm. 8.629/1993777. La redacción  de 

dicha Ley que desarrolla los dispositivos constitucionales relativos a la reforma agraria, 

es explícita al aclarar que la función social se cumple cuando “la propiedad rural 

atiende, simultáneamente, los requisitos del aprovechamiento racional y adecuado, la 

utilización adecuada de los recursos naturales disponibles, la preservación del medio 

ambiente, además de observar las disposiciones que regulan las relaciones de trabajo y 

                                                 
774 Véase la Ley núm. 4.504/1964 (Estatuto da Terra). 
775 VARELLA,  Marcelo Dias, op. cit., p. 274. 
776 STÉDILE, João Pedro, op. cit., p. 163. 
777 Ley núm. 8.629 de 25 de febrero de 1993 – prevé la regulamentación de las disposicioene 

constitucionales relativas a la reforma agraria, previstos em el capítulo III, Título VII de la Constitución 

de 1988. 
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una explotación que favorezca el bienestar de propietarios y trabajadores”. En verdad, 

dicha ley reprodujo los requisitos constitucionales del Art. 186 de la Constitución de 

1988778.  

 

Así como el Art. 186 de la Constitución, el Art.  9 de la Ley núm. 8.629/1993 también 

establece que: La función social se cumple cuando la propiedad rural atiende, 

simultáneamente, según grados y criterios establecidos en esta Ley, los siguientes 

requisitos: 

I – aprovechamiento racional y adecuado; 

II – utilización adecuada de los recursos naturales disponibles y 

preservación del medio ambiente; 

III – observación de las disposiciones que regulan las relaciones 

de trabajo; 

IV – explotación que favorezca el bienestar de los propietarios y 

de los trabajadores. 

 

La aspiración a la efectividad de dichos preceptos, ya presente en el Art. 186 de la 

Constitución queda, aquí, desarrollada por la Ley núm. 8.629/1993, en el Art. 9, párrafo 

1 que define el aprovechamiento racional y adecuado como el aprovechamiento que 

alcance los grados de utilización de la tierra y de eficiencia en la explotación 779 

especificados en los párrafos 1 a 7 del Art. 6 de dicha Ley780.  

 

En  el Art. 8 de la misma Ley  añade que: 

 

Se considerará racional y adecuado el aprovechamiento de la 

propiedad rural cuando se destine oficialmente a la ejecución de 

                                                 
778 Véase apartado 1.2.5 - “Constitucionalizacón de la función social de la propiedad” en este trabajo. 
779 Constituição Federal de 1988, Art. 186. I (desarrollado por la Ley  núm. 8.629/1993, Art. 9, párrafo 

1). 
780 Véase Ley núm. 8.629/1993, Art.  6. 
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actividades de investigación y experimentación que obtengan un 

avance tecnológico de la agricultura781. 

 

Prosigue la Ley con el desarrollo del Art. 186. II de la Constitución, que establece 

como uno de los requisitos del cumplimiento de la función social la utilización 

adecuada de los recursos naturales disponibles y preservación del medio ambiente. 

Los párrafos 2 y 3 del Art. 9 de dicha Ley, el párrafo 2 establece:  

 

Se considera adecuada la utilización los recursos naturales 

disponibles cuando la explotación se realiza respetando la 

vocación natural de la tierra, de modo de mantener el potencial 

productivo de la propiedad782.  

 

Y párrafo 3 establece: 

 

 Se considera preservación del medio ambiente la conservación 

de las características propias del medio natural y de la calidad 

de los recursos ambientales, en la medida adecuada para la 

conservación del equilibrio ecológico de la propiedad y de la 

salud y calidad de vida de las comunidades vecinas783.  

 

Observamos que la ley desarrolló por separado, por un lado la utilización adecuada de 

los recursos naturales disponibles, y por otro lado, la preservación del medio ambiente. 

 

                                                 
781 “Ter-se-á como racional e adequado o aproveitamentode imóvel rural, quando esteja oficialmente 

destinado à execução de atividades de pesquisas e experimentação que objetivem o avanço tecnológico 

da agricultura”. 
782 “Considera-se adequada a utilização dos recursos naturais disponíveis quando a exploração se faz 

respeitando a vocação natural da terra, de modo a manter o potencial produtivo da propriedade”. 
783 “Considera-se preservação do meio ambiente a manutenção das características próprias do meio 

natural e da qualidade dos recursos ambientais, na medida adequada à manutenção do equilíbrio 

ecológico da propriedade e da saúde e qualidade de vida das comunidades vizinhas”. 
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El Art. 186. III de la Constitución queda desarrollado, también, por el Art. 9 de la 

misma Ley, en el párrafo 4, que mantuvo la redacción de la Constitución en relación 

con los trabajadores rurales en general, extendiéndose a los contratos de arriendo rural. 

 

Así, el párrafo 4 de la Ley establece que: 

 

La observancia de las disposiciones que rigen las relaciones 

laborares exige el respeto de las leyes laborales y contratos 

colectivos de trabajo, y las normas que rigen los contratos de 

arrendamientos y la asociación rural784.  

 

Finalmente, sigue el esfuerzo legislativo por definir el apartado IV del Art. 186 de la 

Constitución. Así, La Ley núm. 8.629/1993 desarrolla dicho apartado en el Párrafo 5 

del Art.  9  con la siguiente redacción:  

 

La explotación que favorece el bienestar de los propietarios y 

trabajadores rurales es aquella que tiene por finalidad atender a 

las necesidades básicas de quienes trabajan la tierra, que 

observa las normas de seguridad en el trabajo y que no provoca 

conflictos y tensiones sociales en la propiedad785. 

 

Con este desarrollo constatamos la casi absoluta identidad entre el Art. 186 de la 

Constitución de 1988 y el encabezamiento y apartados del Art. 9 de la Ley núm. 

8.629/1993, lo cual implica que bajo ningún pretexto se puede tolerar el argumento de 

                                                 
784 “A observância das disposições que regulam as relações implica tanto o respeito às leis trabalhistas e 

aos contratos coletivos de trabalho, com às disposições que disciplinam os contratos de arrendamento e 

parceria rurais”. 
785 “A exploração que favorece o bem-estar dos proprietários e trabalhadores rurais é a que objetiva o 

atendimento das necessidades básicas dos que trabalham a terra, observa as normas de segurança do 

trabalho e não provoca conflitos e tensões sociais no imóvel”.  
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productividad de la tierra como único requisito que debe ser cumplido por la 

propiedad786.  

 

Pinto Júnior señala que los procedimientos administrativos que sólo toman en cuenta la 

productividad de la tierra, son procedimientos mancillados de inconstitucionalidad787.  

Nótese que la Ley identifica sólo con la productividad el apartado I del Art. 186 de la 

Constitución,  mediante el párrafo 1 del Art. 9, que se refiere a los índices de GUT 

(Grado de Utilización de la Tierra)  y GEE (Grado de Eficiencia Económica) regulados 

por el Art. 6  de la ley 8.629/93 que establece: 

 

Se considera propiedad productiva aquella que, explotada 

económica y racionalmente, alcanza, simultáneamente, grados 

de utilización de la tierra y eficiencia en la explotación, de 

acuerdo con los índices fijados por el órgano federal 

competente788. 

 

Como se puede verificar a través de la lectura literal, el Art. 6 de la Ley núm. 

8.629/1993 considera propiedad productiva aquella que es explotada económica y 

racionalmente. Es decir, la explotación económica  que tenga que ser alcanzada de 

forma irracional no será considerada para efectos del cumplimiento de uno de los 

requisitos de la función social 789 . O, en otras palabras, el concepto de propiedad 

productiva previsto en la Constitución en el Art. 185. II, se compone de dos elementos 

que deben ser atendidos simultáneamente: producción económica que alcance los 

índices mínimos de productividad (GUT grado de utilización de la tierra y GEE, grado 

de eficiencia económica). El otro elemento que es la explotación racional que alcance la 

                                                 
786 ALFONSIN, Jacques Távola, O acesso à terra como conteúdo de direitos humanos fundamentais à 

alimentação e à moradia, Porto Alegre, Fabris, 2003, p. 165. 
787 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto, e FARIAS, Valdez Adriane, op. cit., p.67. 
788  “Considera-se propriedade produtiva aquela que, explorada econômica e racionalmente, atinge, 

simultaneamente, graus de utilização da terra e de eficiência na exploração, segundo índices fixados pelo 

órgão federal competente”. 
789 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto, e FARIAS, Valdez Adriane, op. cit., p.77. 
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función social propiamente dicha que, abarca los aspectos ambientales, laborales y 

sociales790.   

 

Así, la propiedad rural, aun con alta rentabilidad económica y financiera, pero que, para 

alcanzar los índices de “productividad” destruya el medio ambiente, o no observe los 

contratos de trabajo y de los contratos de  arriendo rurales, es evidente que, aunque en 

pleno uso y rentable, no cumple la función social y debe sufrir una restricción legal791. 

Las propiedades que se encuentran en situaciones así no pueden entrar en la categoría 

de productivas792, con la protección que le otorga la Constitución en el Art. 185. Si la 

propiedad no cumple los requisitos II y III del Art. 186, por  ejemplo, aunque sea 

rentable, se considera que el derecho de propiedad ha sido ejercido contra el interés 

social y público, y en contra de la ley, y no puede ser protegido. Al contrario, para este 

derecho no existe protección jurídica793.  

 

La propiedad en estos ejemplos se encuentra en situación antijurídica y puede ser 

expropiada porque no cumple la función social, es decir, no pertenece a la categoría de 

propiedad productiva para efectos del Art. 185. II794. 

 

El Párrafo 1 del Art.  9 es claro cuando reza que se considera racional y adecuado el 

aprovechamiento que alcance los grados de utilización de la tierra y de eficiencia en la 

explotación. El Art.  6 determina que se considera propiedad productiva aquella que, 

explotada económica y racionalmente, alcanza, simultáneamente, grados de 

utilización de la tierra y de eficiencia en la explotación, según índices fijados por el 

órgano federal competente. 

 

                                                 
790 PINTO JUNIOR, Joaquim Modesto,  e FARIAS, Valdez Adriane, op. cit., p. 78. 
791 MARÉS, Carlos Frederico, A função social da terra, Porto Alegre, Fabris,  2003, pp.126 y 127. 
792 El analisis de los casos demuestran que, en la práctica, suele ocurrir con frecuencia que se logre la 

productividad económica en plantaciones cultivadas en áreas de reserva legal y preservación permanente. 
793 COMPARATO, Fábio Konder, Função Social da propriedade dos bens de Produção, en Revista de 

Direito Mercantil, núm. 63, 2001. p. 35. 
794 MARÉS, Carlos Federico, op. cit., p. 127. 
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Los atributos racional y adecuado del párrafo 1 del Art.  9 se refieren al 

aprovechamiento, y no a la explotación a la cual remite el Artículo 6 de la Ley núm. 

8.629/1993. La racionalidad y adecuación de las cuales habla el párrafo 1 del Art.  9, se 

refieren a la productividad económica, o sea, se refieren al Grado de Utilización de la 

Tierra (GUT), y al Grado de Eficiencia de la Explotación (GEE). Pero el Artículo 6 

trata de la explotación económica y racional. 

 

Ahora bien, a lo que parece, la Ley núm. 8.629/1993 posee una buena técnica jurídica, 

y cuando el legislador utilizó terminologías distintas795,  podemos deducir que cuando 

utilizó expresiones como explotación en un Art. y aprovechamiento en otro, lo hizo 

justamente porque estaba tratando de conceptos diferentes.  

 

Por lo tanto, como se ve, los dispositivos mencionados establecen una relación de 

complementaridad indisociable entre los conceptos de aprovechamiento racional y 

adecuado en el Artículo 9, párrafo 1, identificado plenamente con el apartado I, del Art. 

186 de la Constitución, y el de explotación racional del Art. 6,  que se proyecta en 

todos los apartados del Art. 186 de la Constitución. Ahora bien, mientras el 

aprovechamiento racional se refiere expresamente al GUT y GEE (productividad, 

resultado), operando instrumentalmente para conseguir índices en ese sentido, la 

explotación racional aparece en la Ley como condición para validar los índices de 

productividad.  

 

                                                 
795 Es necesario enfatizar que la actual redacción legislativa regula de manera distinta la hipótesis de la 

fijación de los índices, otorgando dicha competencia al INCRA (Art. 6) y la hipótesis de ajuste de los 

índices, otorgando tal competencia a los Ministros de Estado del Desarrollo Agrario y de 

Abastecimiento, oyendo el Consejo Nacional de Política Agrícola (Art. 11). En el Art. 6º “Se considera 

propiedad productiva aquella que, explotada económica y racionalmente, alcanza, simultáneamente, 

grados de utilización de la tierra y de eficiencia en la explotación, según índices fijados por el órgano 

federal competente”. [Destaque nuestro] En el Art. 11.  Los parámetros, índices e indicadores que 

informan el concepto de productividad se ajustrán periódicamente, de manera que sea considerado el 

progreso científico y tecnológico de la agricultura y el desarrollo regional, por los Ministros de Estado de 

Desarrollo Agrario, y de Agricultura y Abastecimiento, “Ouvidor agrário” o “Conselho Nacional de 

Política Agrícola”. [Destaque nuestro]    
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De esta manera, con base en la Ley de desarrollo de los preceptos constitucionales 

sobre reforma agraria podemos afirmar que la propiedad productiva a la cual se refiere 

el Art. 185.II es la que cumple de manera integral todos los requisitos establecidos en el 

Art.  186 de la Constitución. Sin embargo, la doctrina jurisprudencial brasileña todavía 

carece de esclarecimiento para mejor aplicabilidad por parte de la administración 

pública  y del poder judicial en toda su esfera jurisdicional.  

 

De hecho, la propiedad que alcance solamente el Grado de Utilización de la Tierra 

(GUT), y el Grado de Eficiencia de la Explotación (GEE) atendería sólo una parte de 

uno de los requisitos del Art.  186 de la Constitución de 1988, así como también sólo 

una parte de uno de los requisitos del Art.  9 de la Ley núm. 8.629/1993. 

 

Por lo tanto, es posible y, por cierto, es muy común, que una propiedad rural que se 

considera productiva económicamente no atienda plenamente su función social, ya que 

la función social de la propiedad sólo se realiza si se cumplen simultáneamente sus 

cuatro condiciones796.  

 

Por otro lado, y este argumento es importante, una interpretación del Art. 185, apartado 

II (la propiedad productiva) sin tener en cuenta los otros requisitos,  anularía parte del 

Art. 186 y a su vez dificulta la aplicación del Art. 184 de la Constitución. Y también, 

como argumenta  Varella, sería como afirmar que el Art. 185, II, tiene preferencia sobre 

los preceptos constitucionales que tratan de los derechos de los trabajadores rurales797. 

  

Así, la pregunta que nos planteamos es:  ¿Cómo podría el Art. 185.II de la Constitución 

ignorar los requisitos del Art. 186 desarrollado por la Ley núm. 8.629/93 y autorizar la 

protección de una propiedad rural que, aunque productiva del punto de vista 

económico, no considere la legislación ambiental, la legislación laboral, y exista en 

desacuerdo con el bienestar de sus propietarios y trabajadores? 

 

                                                 
796 CHEMERIS, Ivan Ramon, op.cit., p. 87. 
797  VARELLA, Marcelo Dias, Indrodução ao direito à reforma agrária: o direito face aos novos 

conflitos sociais, São Paulo, LED, 1998, p. 253. 
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Para un cambio en la estructura agraria, la Ley núm. 8.634/1993, establecen 

mecanismos para la efectividad de la reforma agraria. Consecuentemente, mantiene una 

sintonía con la Constitución que debe ser interpretada de forma a atender las exigencias  

constitucionales, como por ejemplo, la de – erradicar la pobreza y la marginalización y 

reducir las desigualdades sociales y regionales –, que la Constitución establece en su 

Art. 3,  apartado III, del Título I. Cuando la Constitución de 1988 dedica un capítulo a 

la Política agraria y Reforma Agraria, esto significa que el Poder Constituyente de 

1987/1988 reconoce que es indispensable un cambio en la estructura agraria del país, 

mediante la realización de la Reforma Agraria.  

 

2.4.2. El estatuto de la tierra y la reforma agraria 

 

A.  Concepto de reforma agraria  

 

Para un debate sobre la legislación en torno a la Reforma Agraria, se impone que 

empecemos por definir el concepto, ya que existen diferentes tipos de reforma agraria. 

Según Fernando Sanz-Pastor, la definición clásica de reforma agraria, remite a 

aquellos países con bajo nivel de desarrollo y gran concentración de la propiedad en 

pocas manos. En esos países poseer tierra significa independencia, o, por lo menos, la 

seguridad de sobrevivir, produciendo los alimentos que la familia necesita798. 

 

En Brasil, el Estatuto da Terra,  definió el instituto jurídico de la Reforma Agraria en el 

párrafo 1, del Art. 1, como el conjunto de medidas que tengan por objetivo promover la 

mejor distribución de la tierra, mediante modificaciones en el régimen de propiedad y 

uso, con el fin de cumplir los principios de justicia social y el aumento de la 

productividad799.” Y al mismo tiempo, declara que: esta Ley regula los derechos y 

                                                 
798 SANZ-PASTOR, Fernando,  A Urgência da Reforma Agrária – um enfoque histórico, São Paulo, 

Nerman, 1988, p.187. 
799 El Estatuto da Terra, todavía vigente (en parte), fue instituido por la Ley núm. 4.504/1964, del 30 de 

noviembre  de 1964, en plena vigencia del Gobierno Militar. Se trata de un texto extenso, compuesto de 

128 Artículos, que, según el mensaje de número 33 que encaminó el proyecto de Ley al Congreso 

Nacional, “no se contenta el proyecto con ser una ley de reforma agraria. También se propone la 
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obligaciones concernientes a los bienes inmuebles rurales, para los fines de ejecución 

de la Reforma Agraria y promoción de la Política Agrícola (encabezamiento del 

Artículo 1,  Estatuto da Terra). 

Para  Sadroni, la reforma agraria es un proceso de redistribución de la propiedad 

agrícola promovido por el Estado, sobre todo en áreas de agricultura tradicional y poco 

productiva. Además de los objetivos político-sociales, como permitir el acceso a la 

propiedad de la tierra a aquellos que trabajan en ella, eliminar grandes desigualdades e 

impedir el éxodo rural, fijando al hombre en el campo, la Reforma Agraria tiene 

objetivos económicos: disminuir la concentración la riqueza, y elevar la producción y la 

productividad del trabajo en la agricultura. Para hacer efectiva una expropiación y 

división de las grandes propiedades improductivas en general, entrega títulos de 

propiedad a los “arrendatarios”, “aparceros” y “asentados”, reagrupa las tierras 

fragmentadas, adopta técnicas avanzadas de cultivo e implantación de nuevos sistemas 

de producción, como las cooperativas800. 

 

No obstante, los movimientos sociales han demostrado que no basta la distribución de 

la tierra por parte del Estado. Es necesario un plan de reforma agraria de abajo para 

arriba que ha de respetar las diferentes culturas de cada región801.  

 

Sandroni señala que, de manera general, existen dos tipos de reforma agraria: 

estructural y convencional. La reforma agraria estructural presupone un proceso de 

transformación revolucionaria, fundamentado en las modificaciones de las normas 

tradicionales vigentes, como ocurrió en la época de las revoluciones rusa, china, 

cubana, etc. La reforma agraria convencional intenta modificar el monopolio sobre la 

tierra sin cambiar las instituciones de la sociedad, es decir, sin una transformación 

estructural del Estado802. 

 
                                                                                                                                               
modernización de la política agrícola del país, y por lo mismo tiene un objetivo más amplio y ambicioso; 

es una ley de desarrollo rural. 
800 SANDRONI, Paulo, Questão Agrária e Campesinato,  São Paulo, Polis, 1980, p. 45. 
801 En 2002, fueron treinta y dos entidades que le presentaron al gobierno de Brasil un Plan de Reforma 

Agraria. 
802 SANDRONI, Paulo, op. cit., 76. 
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Díaz Del Moral próximo a la reforma agraria Española de 1932, la definió como un 

mecanismo normativo de expropiaciones e impropiaciones de la tierra con dicha 

finalidad de carácter más social que económico. La impropiación, como complemento 

de la expropiación, es la figura jurídica principal de la reforma agraria803.  

 

Malefakis reconociendo la amplitud del concepto, distingue dos líneas. Aquélla cuyos 

fines son, básicamente, económicos y técnicos, caracterizados por el largo horizonte 

temporal que exige para mostrar su eficacia, así como su tendencia a reformar en lugar 

de transformar las estructuras de la propiedad y las relaciones sociales vigentes. La 

segunda línea a que hace referencia el autor, la reforma agraria social, encuentra su 

esencia en “la redistribución de la propiedad de la tierra por medios políticos en espacio 

de tiempo relativamente corto” 804. 

 

Gutelman entiende que la reforma agraria consiste, en su manifestación más esencial, al 

menos, en una toma de tierra apropiada por una o varias clases sociales y su traspaso a 

una o varias clases sociales diferentes805 

 

En Brasil, el Estatuto da Terra, en su Art. 1,  Párrafo 1, reconoce la necesidad de una 

reforma agraria para promover la mejor distribución de la tierra, mediante 

modificaciones en su régimen de propiedad y uso, con el fin de atender a los principios 

de la justicia social  y al aumento de la productividad. A su vez, el principio de la 

justicia social está previsto en el Art.  170 de la Constitución en el Título VII que regula 

el Orden económico y financiero de Brasil806.  

 

 

 

 
                                                 
803 DÍAZ DEL MORAL, J., Las reformas agrarias europeas de la posguerra 1918 – 1929. Citado por 

CLAVERO, B.,  Autonomía regional y reforma agraria, Cádiz, Fundación Universitaria de Juarez, 1984. 
804 Véase MALEFAKIS, E., Análisis de la reforma agraria durante la II República, en Agricultura y 

Sociedad, núm. 7,  Madrid, 1978, pp. 35-51. 
805 Véase GUTELMAN, M.,  Estructura y reforma agraria, Barcelona, Fontanara, 1978. 
806 Véase Constituição Federal de 1988, Título VII. 
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B. Por qué el Estatuto da Terra    

a) Repaso histórico 

 

El  Estatuto da Terra, elaborado bajo la orientación del Gobierno militar tiene su base 

en los principios establecidos en la Conferencia de Punta del Este807, que parece abocar 

en una legislación imperativa para la transformación de la estructura agraria en Brasil. 

Sin embargo, ocurre que los mentores de dicho Estatuto no estaban comprometidos con 

la aplicación de una ley que hiciera viable la transformación de la estructura agraria con 

base en los requisitos de la función social de la propiedad808. Les interesaba dotar a la 

clase dominante, a la cual representaban, de una ley que, en franca abertura al 

desarrollo rural, utilizara los moldes capitalistas809. Se dedicaron, por lo tanto, a la 

elaboración de una ley rural que, por un lado, brindara el soporte legal para el rápido 

desarrollo del sistema capitalista de producción agrícola, y por otro lado, contuviera un 

discurso social810. 

 

Martins señala que, para que la manutención del status quo en la zona rural fuera 

garantizada pacíficamente, a estos mentores del Estatuto les era necesario proponer una 

ley que, a los ojos de los campesinos, provocara la ilusión de que se llevaba a cabo una 

reforma agraria radical811. Con este propósito presentaron el Estatuto da Terra como 

                                                 
807 PANINI, Carmela, Reforma Agrária Dentro e Fora da Lei: 500 anos de história inacabada, São 

Paulo, Paulinas, 1990, p. 58. Para la autora, “las medidas adoptadas por el Estado Brasileño para la 

implementación de la reforma agraria en su territorio tuvieron origen en las decisiones tomadas en la 

Conferencia de la OEA (Organización de los Estados Americanos) en Punta del Este, en 1960. Brasil 

firmó el Término de Compromiso para implantar la Reforma Agraria, junto con otros países” (PANINI, 

Carmela, op. cit., p. 78 ). 
808 PANINI, Carmela, op. cit. p. 71. 
809 Señala PAININI que “el eje central del problema que debe ser resuelto por esa ley agraria está en 

adecuar el desarrollo agrario al proceso de industrialización del país. Esta intención queda clara en el 

propio mensaje, al afirmar que: el proyecto no se contenta con ser una ley de reforma agraria. También se 

propone la modernización de la política agrícola del país. Al tener, por eso mismo, un objetivo más 

amplio y ambicioso, es una ley de desarrollo rural” (PAININI, Camela, op.  cit., p. 73). 
810 MARTINS, José de Sousa, Os camponeses e a política no Brasil, Petrópolis, Vozes, 2000. 
811 MARTINS, José de Sousa, op. cit., pp. 87 y ss. 
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siendo la medida capaz de “impulsar” programas de reforma agraria integral, 

encaminada a la efectiva transformación de la estructura agraria812.  

 

Así, en Brasil,  en plena dictadura militar, el proyecto de reforma agraria que había sido 

definido poco antes de la toma del poder el 31 de marzo de 1964, es asumido por el 

Gobierno con el apoyo de una élite que consigue infiltrar su doctrina ideológica en las 

capas sociales. Del Proyecto de Ley se encargan el Instituto de Pesquisa e Estudos 

Sociais813 (IPES) y el Instituto  Brasileiro de Ação democrática (IBAD)814,  que en su 

calidad de grupos del gobierno se valen por todos los medios persuasivos a su 

disposición: cursos, conferencias, seminarios, simposios, películas, teatro, propaganda, 

radio, televisión, y demás medios de comunicación815. Hay que precisar que el grupo de 

IPES/IBAD tenía acceso a la prensa más importante del país816. Así, el proyecto se 

transformó en el Estatuto da Terra817. Y la acción ideológica del grupo es asumida por 

los órganos públicos responsables por la implementación de la  supuesta reforma 

agraria818. 

 

b) Estructura del Estatuto 

 

El Estatuto da Terra fue instituido por la Ley núm. 4.504/1964. Es un texto extenso 

compuesto de 128 Artículos. Según el mensaje núm. 33 que encaminó el proyecto de 

Ley al Congreso Nacional “no se contenta el proyecto con ser una ley de reforma 

                                                 
812 PANINI, Carmela, op. cit., p. 98. 
813(IPES) Instituto de Pesquisa y Estudos Sociais.  
814 (IBAD) Instituto Brasileiro de Ação Democrática. 
815 PANINI, Carmela, op. cit., p. 71. 
816PANINI, Carmela, op. cit., pp. 68 y ss.”. 
817  Para PAINNI, el grupo del IPES/IBAD estaba compuesto por un complejo político militar que 

congregaba a diversos intelectuales: escritores, periodistas, abogados, etc, que compartían el “(...) 

objetivo de contraponerse a la acción política del Gobierno (de la época) y a las movilizaciones de los 

grupos populares   (PANINI, Carmela, op. cit., pp. 72). 
818 SANTOS, Fabio Alves dos, Direito Agrário: política fundiária no Brasil,  Belo Horizonte, Del Rey, 

1995, pp. 63 y ss. Véase, también, PINTO, Carlos Guedes, Reflexões Sobre a Política Agrária Brasileira 

no Período de 1964-1994, en Revista Reforma Agrária, núm.1 v. 25, São Paulo, ABRA, 1995. 
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agraria. Además, tiene por objetivo la modernización de la política agrícola del país 

teniendo, por eso mismo, un objetivo más amplio y ambicioso; es una ley de desarrollo 

rural819”.  

 

El Estatuto da Terra se encuentra dispuesto en cuatro Títulos, a saber: Titulo I – 

Disposiciones Preliminares; Título II – De la Reforma Agraria; Título III – De la 

Política de Desarrollo Rural; Título IV – De las Disposiciones Generales y 

Transitorias. Ante esa estructura del Estatuto da Terra observamos que la reforma 

agraria y la política de desarrollo rural están íntimamente relacionadas. No obstante, la 

reforma agraria no es una prioridad para el gobierno militar, pues, como señala Pinto 

Guedes, en este periodo el gobierno estaba más preocupado de la política de desarrollo 

rural, más inclinado a instaurar un modelo modernizador de la agricultura que a velar 

por el bienestar de la población820.  

 

Es importante destacar que, aun haciendo concesiones, el texto de la ley distingue 

nítidamente las medidas de reforma agraria de aquéllas de política agrícola o de 

desarrollo rural. Así, las cuestiones relativas a la tributación de la tierra y a la 

colonización, que, frecuentemente, son presentadas como substitutivas de la Reforma 

Agraria, están colocadas bajo Titulo III que trata – De la Política de Desarrollo Rural – 

con el propósito de diferenciar, de forma  que no quede la menor duda, los dos campos 

de actuación del Estado821.  

 

c)  El Estatuto y la concentración de la tierra 

 

La redacción del Estatuto da Terra lo presenta como una  ley  que regula los derechos y 

obligaciones en lo concerniente a los bienes inmuebles rurales, para los fines de 

ejecución de la reforma agraria y promoción de la política de desarrollo rural con el fin 

                                                 
819  Brasil - Câmara dos Deputados, 1964, mensajem núm. 33. 
820  PINTO GUEDES, Luiz Carlos, Reflexiões Sobre a Política Agrária Brasileira no Período de 

1964/1994, en Revista Reforma  Agrária, núm. 1,  v. 25. 1995, p. 68. 
821 PINTO GUEDES, Luiz Carlos, op cit, pp. 70 y ss. 
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de atender a los principios de justicia social y al aumento de productividad. Pero, lo que 

se presenta como una ley destinada a atender los intereses sociales de la población 

brasileña fue, en realidad, una forma de encubrir la posibilidad que tenían los que ya 

eran propietarios de adquirir cada vez más tierras para la especulación inmobiliaria822. 

 

Para la ejecución de la reforma Agraria y de la política  de desarrollo rural, fueron 

creados dos órganos distintos, para tratar de las diferentes acciones de manera paralela: 

el Instituto Brasileiro de Reforma Agrária (IBRA), para cuidar de la reforma agraria, y 

el Instituto Nacional de Desenvolvimento Agrário (INDA), para ejecutar la política de 

desarrollo rural823.  

 

Para asegurar la ideología (capitalista) del régimen militar, el Instituto Brasileiro de 

Reforma Agrária (IBRA824) estuvo subordinado, directamente, a la Presidencia de la 

República, mientras que el Instituto Nacional de Desenvolvimento Agrário (INDA) 

quedaba vinculado al Ministerio de Agricultura, tradicionalmente bien relacionado, 

cuando no francamente mancomunado, a los intereses del patronato rural825.  

 

Por supuesto, para hacer viable su política, el Estado mantuvo la cuestión agraria bajo 

el control del poder central, de forma que la aplicación del “Estatuto da Terra” no 

permitiera a los campesinos el acceso a la tierra para la propiedad familiar. Sin 

embargo, benefició de manera  ilimitada a aquellos que tuvieran interés de integrar la 

propiedad de explotación capitalista826.  

 

                                                 
822 PINTO GUEDES, Luiz Carlos, op cit, p. 72. 
823 Véase la obra de FERNANDES, Bernardo Mançano, A formação do MST no Brasil, Petrópolis, Nova 

Fronteira, 2000, pp. 235 y ss. 
824 El IBRA, fue instituido por la Ley núm. 4.947, del 6 de abril de 1966, que fija las normas del Derecho 

Agrario, dispone sobre el sistema de organización y funcionamiento del Instituto Brasileiro de Reforma 

Agrária, IBRA y proporciona otras medidas. Con la extinción del Instituto de Desenvolvimento Agrário 

y del Instituto Brasileiro de Reforma Agrária, se creó el Instituto Nacional de Colonização e Reforma 

Agrária, INCRA, a través del Decreto- Ley núm. 1.110 del 9 de julio de 1970. 
825 FERNANDES, Bernardo Mançano, op. cit., p. 117. 
826 PINTO GUEDES, Luiz Carlos, op. cit., p. 34. 
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Con el carácter social de su redacción, el Estatuto reveló ser un instrumento estratégico 

para controlar las luchas sociales, desarticulando los conflictos por la tierra. Así, las 

expropiaciones sólo se realizaban como tentativa de disminuir los conflictos agrarios827.  

 

Durante el periodo entre 1965 y 1981 se efectuó un promedio de ocho decretos de 

expropiaciones por año, cifra que contrasta con los setenta conflictos por la tierra al año 

como mínimo828.  

 

El Estatuto da Terra preveía la ocupación de regiones pioneras para solucionar los 

problemas sociales de otras regiones. En verdad, como señala MARTINS, éste era el 

gran desafío para los militares: administrar el problema de la tierra sin tocar el derecho 

de propiedad con intervención directa de las fuerzas armadas829.   

 

A partir de 1973, en Brasil, se inicia la instauración de los proyectos agropecuarios por 

grandes empresas en la región Amazónica. En las regiones Centro-Sul (centro-sur) y 

Nordeste (noreste) del país se desarrolla una rápida industrialización de la 

agricultura830.  

 

La política de privilegios del capital monopólico, en diferentes sectores de la 

agricultura, acentúa la concentración de la propiedad y la presión a los campesinos para 

que desocuparan las tierras831. Ante esa realidad, los conflictos se multiplican. De 

                                                 
827 La CPT,  registra, en 1979, 715 conflictos, de los cuales el 88% se había iniciado a partir de 1973. 

Estos conflictos se extendían a lo largo y ancho del territorio brasileño como se puede apreciar en los 

mapas en anexo, gráficos 4 y 5.  
828 Véase la obra de MARTINS, Souza José, op. cit., pp. 22-33. 
829 MARTINS, Souza José,  A militarização da questão agrária no Brasil, Petrópolis, Vozes,1984, p. 41. 
830 Véase la obra de FERNANDES, Mançano Bernardo, Questão Agrária, pesquisa e MST, São Paulo, 

Cortez, 2001. 
831 FERNANDES, Bernardo Mançano, op. cit., p. 54. 
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acuerdo con los datos estadísticos, el periodo de la dictadura militar, bajo la égide del 

Estatuto da Terra, fue la época de mayor concentración de la propiedad rural832. 

 

La Alianza Gobierno militar/empresarios necesitaba apoyo del poder local para la 

realización de su estrategia geopolítica de control del territorio833. Es así como la 

Alianza pretendía controlar el territorio de forma hegemónica: primero militarmente, 

luego económicamente. Por consiguiente, la Alianza unió y cooptó a los agentes 

tradicionales del poder para una represión contra las formas de organización de los 

campesinos que resurgía a través de la acción sindical y de la acción pastoral de la 

Iglesia Católica834.  

 

Según Martins “la conservación de un vacío político en el campo era la condición 

necesaria para que la Alianza pudiera desarrollar su proyecto económico”835 . Así, 

durante aquellos quince años de régimen militar, 48,4 millones de hectáreas de tierras 

públicas se transformaron en latifundios836. 

                                                 
832  MARTINS, Souza José, op. cit.,  p. 55. Véase, también,  Registros de la Confederação dos 

Trabalhadores na Agricultura (CONTAG),  As Lutas camponesas no Brasil, São Paulo, Marco Zero, 

1981. 
833 OLIVEIRA, A. U., Contribuição para o estudo da Geografia Agrária: crítica ao “Estado Isolado”, 

São Paulo, USP, 1978 (Tese doctorado en Geografía, Departamento de Geografia da Universidade de 

São Paulo), Véase, también, los informes de la Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional da 

Comissão Pastoral da Terra, Goiânia, CPT, 1993 a 2000. 
834 FERNANDES, Bernardo Mançano, op. cit., 68. 
835 MARTINS, Souza José, op. cit., p. 58. 
836 Según datos del  IBGE - Instituto Brasileiro de Geografía e Estatística, en el periodo de 1970 a 1985, 

el aumento del área total de los establecimientos en ese periodo, aunque de 15 años, fue de 28% (en 

relación con el periodo de 1940 a 1970) y demuestra, en parte, el destino que la política de desarrollo 

agropecuario dio a las tierras públicas por intermedio de los grandes proyectos subsidiados. En ese 

periodo, según datos del IBGE, se inició una nueva tendencia de aumento porcentual del número de 

establecimientos y del área ocupada. El mayor aumento porcentual correspondió a los grandes 

latifundios. La clase de área que tuvo mayor aumento porcentual fue aquella de más de 10.000 hectáreas, 

que creció 55% para un 50% del área ocupada por los establecimientos, acompañada por la categoría de 

las mil a diez mil hectáreas, que tuvo un aumento de 35%, tanto en superficie como en número de 

establecimientos. Los establecimientos de 100 a menos de mil hectáreas crecieron en un 25% y vieron su 
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2. 4. 3 .  Efecto de la concentración de la tierra  

 

A. Los datos estadísticos 

 

La  política de desarrollo rural (económico) provocó, durante los años 1970/1980, 

intensos cambios en el medio rural brasileño837, y se caracterizó, sobre todo, por el 

éxodo rural, por la disminución del trabajo familiar y por el aumento del trabajo 

asalariado en el medio rural, especialmente, a través de grupos de empresarios rurales 

que impusieron ese cambio838. 

 

Según datos del Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (IBGE), en el periodo de 

1970 a 1985, el aumento del área total de los establecimientos en ese periodo, fue de 

28% (en relación con el periodo de 1940 a 1970) y demuestra, en parte, el destino que 

la política de desarrollo agropecuario dio a las tierras públicas por intermedio de los 

grandes proyectos subsidiados. En ese periodo, según datos del IBGE, se inició una 

nueva tendencia de aumento porcentual del número de establecimientos y del área 

ocupada. El mayor aumento porcentual correspondió a los grandes latifundios.  

 

La clase de área que tuvo mayor aumento porcentual en número de establecimientos fue 

aquella de más de 10.000 hectáreas, que tuvo un crecimiento de 55%, en un 50% del 

área, acompañada por la categoría de las mil a diez mil hectáreas, que tuvo un aumento 

de 35%, tanto en superficie como en número de establecimientos. Los establecimientos 

de entre 100 y hasta menos de mil hectáreas crecieron en un 25% y vieron su superficie 

aumentada en 21%. Los establecimientos de menos de 100 hectáreas fueron los de 

menor aumento porcentual. Su número creció 18% y vieron su superficie incrementada 

15%. Durante aquellos quince años, 48,4 millones de hectáreas de tierras públicas se 

transformaron en latifundios. 

                                                                                                                                               
superficie aumentada en 21%. Los establecimientos de menos de 100 hectáreas fueron los de menor 

aumento porcentual. Su número creció 18% y vieron su superfície incrementada 15%. 
837 FERNANDES, Bernardo Mançano, op. cit., p. 45.  
838 Véase MARTINS, José de Souza, Os Camponeses e a política no Brasil, Petrópolis Vozes 1981. 

Véase, también, PRADO JÚNIOR, C.,  A Questão Agrária, São Paulo, Brasiliense, 1981.   
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De acuerdo con OLIVEIRA, en este “paraíso de los latifundios”, por un lado, tenemos 

50.105 establecimientos con más de mil hectáreas que representan menos de 1% del 

número total de establecimientos controlando 43% de la superficie agrícola del país, es 

decir, 168.684.300 Ha. Los establecimientos de 100 a menos de 1.000 Ha, a saber 9% 

del número total (518.618) controlan 35% de la superficie agrícola, o sea, un área de 

131.893.557 Ha. Por otro lado, tenemos 5.252.265 establecimientos con menos de 100 

Ha, que representan 90% del número total, que ocupan 21% de la superficie agrícola 

del País839. 

 

Estos datos muestran la evidencia del carácter concentrador de la política agraria 

brasileña en la época del régimen militar y, a su vez, de la vigencia del Estatuto da 

Terra que propició la concentración. En otras palabras, la reforma que propició la 

concentración de la tierra en Brasil fue patrocinada por los militares  y utilizó el 

Estatuto da Terra como garantía jurídica840.  

 

Basado en la concentración de la propiedad de la tierra, y sin una política agrícola y 

agraria que haga viable el acceso de los campesinos a la propiedad, el proceso de 

desarrollo en el campo brasileño ha sido, extremamente, excluyente841. En los últimos 

25 años, más de 30 millones de campesinos dejaron el campo, contribuyendo a la 

hinchazón descontrolada de los centros urbanos, con todas las consecuencias que 

conocemos. Un Artículo publicado en la Revista do Ministerio da Agricultura, de 

septiembre de 1999, atestigua que “la migración rural en Brasil continúa involucrando a 

más de 800 mil personas, por año”.  

  

Los datos del Atlas sobre propiedades rurales de INCRA muestran que existen 

3.114.898 propiedades rurales catastrados en el país que ocupan un área de 331.364.012 

                                                 
839 OLIVEIRA, A.U., A agricultura camponesa no Brasil, São Paulo, Contexto, 1991, pp. 129 y ss. 
840  OLIVEIRA, A. U.,  op, cit., p. 132. 
841 Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional da Comissão Pastoral da Terra, Goiânia, CPT, 1993 

a 2000; Véase, también, datos de la Secretaria Nacional da Comissão Pastoral da Terra por ocasión de 

la “Campanha pela emenda Constitucional ao Art. 185. II da Constituição” – Brasil – 2002. 
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Ha. De ese total, los minifundios representan 62,2% de los terrenos, ocupando 7,9% del 

área total. En el otro extremo se verifica que 2,8% de los terrenos son latifundios que 

ocupan 57,7% del área total. Brasil ostenta el título de país con el cuadro de segunda 

mayor concentración de  propiedad de tierras en la totalidad del planeta842.  

 

El análisis de los datos presentados, para la CPT, demuestra la falta de aplicación 

adecuada de las leyes en materia agraria en Brasil.  Así, abrigamos pocas dudas de que 

la Ley núm. 504./1964 (Estatuto da Terra), aplicada, como lo fue, solamente, por los 

órganos públicos, sin la fiscalización de un órgano especial ni del poder judicial fue una 

de las principales causas de la concentración  de propiedades rurales y del deterioro del 

medio ambiente por Empresa rurales en Brasil.  

 

La forma en que la tierra es poseída es, a veces, el principal obstáculo para su mejor 

uso. La existencia de vastos latifundios, muchos de ellos de propiedad de empresas 

extranjeras, constituye un obstáculo para el desarrollo social y económico de los miles 

de familias campesinas que esperan la aplicación de los preceptos constitucionales para  

la consolidación de la  democracia en el medio rural brasileño843.  

 

Sin embargo, como señala Covre el Congreso Nacional en Brasil, integrado por un gran 

número de congresistas que son propietarios de latifundios, ha dispuesto, por medio de 

diferentes disposiciones oficiales, los mecanismos que no sólo perpetúan la 

concentración de la propiedad de la tierra, como también dificultan la reforma agraria, 

lo cual afecta indirectamente a la ciudadanía, a la igualdad  y la dignidad de los 

campesinos844.  

 

 

                                                 
842  El primer lugar lo ocupa Paraguay. Véase Comissão Pastoral da Terra, Relatório Nacional da 

Comissão Pastoral da Terra, Goiânia, CPT, 2002. 
843 GOMES DA SILVA, José,  Caindo por terra. Crises da reforma agrária na Nova República, São 

Paulo, Busca Vida, 1987. 
844 COVRE, Manzini Maria de Lurdes, O que é cidadania? -  São Paulo, Brasiliense, 1991, p.182.  Sobre 

el tema véase, también, CRETELLA, Junior José, Comentários à Constituição brasileira de 1988, Rio de 

Janeiro, Forense, 1997. 
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B. Los conflictos agrarios 

 

a) El ejercicio de la ciudadanía 

 

Brasil tiene un inmenso territorio de ocho millones y medio de Km cuadrados845, donde 

pocos poseen muchas hectáreas de tierra, y muchos no poseen nada o casi nada846. El 

empobrecimiento de gran parte de la población que se encuentra entre esos dos 

extremos es visible847 en casi todas las regiones de la Federación brasileña. Es cierto 

que la disputa por la posesión de la tierra no es exclusiva de nuestra sociedad. Sin 

embargo, el conflicto agrario brasileño es uno de los más expresivos del mundo, por ser 

un conflicto nítido, con organizaciones de la sociedad civil, como vimos en páginas 

anteriores. 

 

La concentración de la propiedad por falta de la aplicación adecuada de las leyes 

intensificó la histórica resistencia de los trabajadores rurales contra el poder del 

latifundio en Brasil, específicamente en el noreste del país, en donde miles de 

campesinos trabajadores rurales sin tierra tuvieron que dejar las propiedades rurales848. 

Muchos se vieron forzados a migrar hacia las grandes ciudades en busca de mejores 

condiciones de vida849.  

 

Hoy en Brasil, las ocupaciones de tierras improductivas han llegado a ser una práctica 

constante en todo el país850. La primera fase de las ocupaciones se inicia con un trabajo 

                                                 
845 8.547.403 Km2  
846 Véase datos estadísticos del IBGE - 2000. 
847 El hambre, la mortalidad infantil, los asesinatos de campesinos provocados por la disputa por la tierra 

(entre otros factores) llevan a cualquier observador de los acontecimientos en Brasil, sea jurista o lego, a 

indagar si la legislación sobre la propiedad de la tierra es suficiente y adecuada para resolver los 

problemas que se arrastran hace tantos años.   
848 Véase las obras de SANTA ROSA, Virginio, O que foi o tenentismo? - Rio de Janeiro, Civilização 

Brasileira, 1963; GOMES DA SILVA, José, op. cit., p.87; SANTOS, Fábio Alves dos,  Direito Agrário: 

política fundiária no Brasil, Belo Horizonte, Del Rey, 1995 
849 GOMES DA SILVA, José, op. cit.,  p. 98. 
850 Véase mapa de los conflictos de tierra en Brasil, en anexo, gráfico núm. 4. 
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de concienciación, realizado por representantes de los sindicatos de trabajadores 

rurales, asociaciones rurales y del Movimiento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra 

(MST)851.  

  

El lugar y la forma de la ocupación se debaten, dejando madurar las decisiones852, 

durante algunos meses con un grupo pequeño de campesinos trabajadores rurales sin 

tierra dispuestos a ocupar la propiedad rural853. Al entrar en la propiedad se crea un 

hecho consumado854.  

 

Estas ocupaciones reciben el apoyo de la Comisión Pastoral de la Tierra (CPT) con 

gran repercusión en el medio rural855. He aquí el relato de un campesino ante un juez de 

primer grado: “me he enterado del conflicto por la radio y la televisión. Como fui 

trabajador en las fábricas de esta región hace más de veinte años, me uní a los que se 

organizaron y entraron en la tierra856.  

 

El conflicto, al principio, se establece entre los propietarios que tienen el título de 

propiedad y los trabajadores rurales sin tierra857. Los campesinos exigen la aplicación 

de los preceptos constitucionales como: el cumplimiento de la función social de la 

propiedad, los principios de la dignidad humana, la erradicación de la pobreza y de la 

                                                 
851 Véase la obra de MEDEIRO, Leonilde Servolo, Movimentos Sociais. Disputa Política e Reforma 

Agrária de Mercado no Brasil, Rio de Janeiro, UNRISD, 2002. 
852 Una declaración hecha durante un proceso de Reintegración de Posesión en la comarca de Cruz do 

Espírito Santo – PB, el campesino esclarece:  Las reuniones las hacían los propios trabajadores y no 

había lugar determinado, eran hechas en los cultivos debajo de un árbol de mango, en la carretera. En 

cualquier lugar ellos se organizaban en la lucha por la tierra (Traducción libre) 
853 MUNIZ, I. G., Protagonistas de um sonho: desafio da assessoria jurídica no campo, João Pessoa, 

Emprell, 2000, p. 53. 
854 STEDILE, João Pedro, op. cit., pp. 102 y ss; FERNADES, Bernardo Mançano, Brava Gente, São 

Paulo, Fundação Perseu Abramo, 2001, p. 97. 
855 Esta afirmación es fruto de los relatos de los campesinos ante el Poder Judicial, en procesos sobre los 

conflictos de tierra (que la autora viene acompañando desde 1993, como abogada).     
856 Campesino, testigo en juicio, en el curso de un proceso de Reintegración de Posesión en la Comarca 

de Cruz do Espírito Santo, estado de Paraíba, Brasil, en abril de 1997. 
857 STÉDILE, João Pedro, Questão Agária Hoje, Porto Alegre, Editora da Universidade, 1994. 
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marginalización. Porque como bien señala Perlingieri el contenido de la función social 

asume un papel de tipo promocional, en el sentido de que la disciplina de las formas de 

propiedad y sus interpretaciones deberían ser llevadas a la práctica para garantizar y 

para promover los valores sobre los cuales se funda el ordenamiento858. 

Alfonsin señala que la lucha de los campesinos por una Reforma Agraria en Brasil 

representa el pleno ejercicio de la ciudadanía859. Parece imposible, en un cuadro social, 

político, económico y jurídico de esos problemas, dejar de considerar los instrumentos 

de solución que han usado los titulares de los derechos humanos fundamentales, para 

defender su dignidad, entre ellos, la ocupación de tierras, sean urbanas, sean rurales, 

como hechos constitucionales del tipo que integra, entre otros, los Artículos 1 apartados 

II y III, y párrafo único, 3, apartado III, 4, apartado II, de la Constitución de 1988860. 

 

b) El conflicto y el poder judicial 

 

La ocupación de propiedades improductivas o productivas que no cumplen la función 

social por los campesinos organizados es un momento de fundamental importancia para 

el debate, no sólo sobre la función social de la propiedad en el Titulo II de los derechos 

y garantías fundamentales, sino, sobre todo, el debate sobre la dignidad de miles de 

familias campesinas861.  

 

Estos son los pasos de una ocupación: como ya hemos dicho, después de meses de 

análisis y deliberaciones, tiene lugar la ocupación y se crea un hecho consumado. El 

conflicto entablado entre los campesinos y los propietarios de tierra se agudiza con la 

orden de desahucio emitida por el juez competente. En consecuencia, se solicita la 

fuerza policial. El desahucio se produce días después. Muchas veces, esos desalojos son 

                                                 
858 PERLINGIERI, Petro, Perfis do Direito Civil – Introdução ao Direito constitucional, Rio de Janeiro, 

Renovar, 1997, pp. 224 y ss. 
859 ALFONSIN, Jacques Távola, op. cit. p. 28. Véase, también, MULLER, Friedrich, Quem é o povo? - 

São Paulo, Max Limonad, 2003. 
860 ALFONSIN, Jacques Távola, op. cit., p. 29. 
861 MUNIZ, I. G., op. cit., pp. 68 y ss. 
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efectuados por medio de acciones violentas862 en un enfrentamiento entre los miembros 

de la policía militar y los trabajadores rurales, culminando con el encarcelamiento de 

algunos líderes. A continuación se inicia un proceso policial863.  

 

Frente a la justicia, los campesinos son acusados por el Ministerio Público864, alegando, 

entre otras infracciones, la desobediencia a la orden judicial y la formación de cuadrilla 

o banda865.   

 

Estos hechos llegan al conocimiento de los medios de comunicación, que dan a conocer 

los hechos. Esta labor periodística se une a otras formas más tradicionales de difundir 

las noticias. Varias familias campesinas y otros trabajadores toman conocimiento de la 

ocupación. Algunos se unen a los acampados o a los antiguos habitantes de la 

propiedad rural, y todos se ven incentivados a permanecer en la lucha por la 

expropiación de aquella propiedad. Muchos de los conflictos han dado origen a libros, 

vídeos, documentales y películas y sirven de concienciación a los demás campesinos y 

a la sociedad civil. El apoyo de las ONGs contribuye a la concienciación de esos 

campesinos en el sentido de formar parte del proceso de consolidación de la democracia 

y de la ciudadanía en el medio rural. De esta manera, la propiedad ocupada pasa a ser 

objeto político de intereses antagónicos866.  

 

 La experiencia, que hasta el momento de la ocupación se limitaba a desafiar al 

propietario de la tierra, se vuelve más compleja, ya que implica participar en una lucha 

abierta contra el Poder Judicial disputando el derecho sobre una propiedad que a  

entender de los campesinos no cumple la función social, mientras que según el Poder 

Judicial es una propiedad privada que ha sido invadida.  

 

                                                 
862 Véase, por ejemplo, los conflictos de “El Dorado de Carajás”, “Corumbiara” y “Texerinha publicados 

en los cuadernos del MST de 1995 y 1996. 
863 STÉDILE, João Pedro, op. cit., p. 87. 
864 Comparable a Fiscal del Pueblo. 
865 STROZAKE, Juvelino José, op. cit.,  pp. 61 y ss. 
866 MEDEIROS, Leonilde Servolo, op. cit., pp.113 y ss. 
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Tras varios meses, e incluso años, viviendo bajo la lona negra de los campamentos, los 

campesinos ven que la propiedad es expropiada por decreto del Gobierno Federal 

(Poder Ejecutivo). A modo de ilustración, recordamos que en los últimos cinco años 

casi todas las tierras que fueron objeto de ocupaciones hechas en el estado de Paraíba 

fueron expropiadas867. Sin embargo, los decretos de expropiación son objeto de recurso 

ante el Poder Judicial868.  

 

Pero es necesario que el INCRA, órgano encargado de la reforma agraria, tome 

posesión de la propiedad para que se haga efectivo el asentamiento de los campesinos. 

No obstante, la orden expedida por el poder judicial impide que el INCRA entre a 

hacerse cargo. Este es un momento de muchas tensiones en el medio rural. Por un lado, 

les toca entonces a los campesinos presionar al Estado y, por otro lado, los recursos 

presentados por los propietarios en el Supremo Tribunal Federal - STF para anular el 

Decreto de expropiación, provocan largas demoras en la decisión. Pese a ello, los 

trabajadores rurales resisten, en un proceso doloroso que se resume en el testimonio de 

un trabajador: en la vida, el trabajador necesita un azadón para plantar, una hoz para 

cultivar la tierra y un facón para cortar869.  Es decir, los campesinos necesitan la tierra 

para subsistir. 

 

Ahora bien, en relación con las enseñanzas de BOBBIO es posible afirmar que la 

satisfacción de las necesidades vitales del ser humano es una condición para la 

existencia de la democracia870. Es decir, que mientras haya propiedad rural que no 

cumple su función social y campesinos sin tierra, el proceso democrático brasileño será 

siempre frágil y ambiguo. Y es, justamente, el argumento de velar por la dignidad 

humana que justificaría las ocupaciones de propiedades que no cumplen su función 

social, como forma de presión para la consolidación de la democracia en el medio rural 

brasileño. 
                                                 
867 Véase  Comissão Pastoral da Terra, Conflictos no Campo 2006, Goiânia, CPT, abril de 2007. 
868 Véase Ministério do Desenvolvimento Agrário, Informes INCRA 2005, Brasília, MDA, 2006.  
869 Testigo en juicio, de un campesino acampado, en la Comarca de Cruz do Espírito Santo, estado de 

Paraíba - Brasil,  maio de 1997. 
870  BOBBIO, Norberto, A era dos Direitos,  Rio de Janeiro, ed. Campos, 1992 (Trad. de Nelson 

Coutinho).  
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Así, podemos decir que Brasil llega al siglo XXI sin haber resuelto el problema que 

implica la democracia en el medio rural. Sin duda, la demora de una reforma agraria 

por parte de los Poderes Legislativo y Ejecutivo tendrá repercusiones en el Judicial, 

que, por destino, es llamado a solucionar las demandas individuales o colectivas, 

incluso aquellas oriundas de las omisiones del Poder Público.  

 

La intervención del Poder Judicial es fundamental en el caso de las demandas que 

involucran interés social y, especialmente, la función social de la propiedad, pues revela 

que los ciudadanos se ven obligados a recurrir a la vía judicial. De esa intervención, 

resulta una dimensión jurídica de lo político, pues las ocupaciones de propiedades 

rurales, que serían actos políticos, se convierten en controversias o demandas para el 

respeto a la función social de la propiedad constitucionalizada en dos momentos de la 

Constitución de 1988 como hemos señalado en páginas anteriores. 

  

Las frecuentes ocupaciones de tierra promovidas masivamente en todo el país en 

defensa de los derechos humanos fundamentales de las personas involucradas aún son 

interpretadas por parte da las autoridades judiciales brasileñas como apropiación ilícita, 

pasible de sanción tanto civil como penal871. Y nos preguntamos ¿Cuál es el papel del 

poder judicial ante los conflictos agrarios en Brasil? 

 

Si bien es cierto que la ratio política es determinante en la tarea interpretativa de 

cualquier regla de Derecho, también es cierto que los principios políticos que la 

inspiran alcanzan una acentuada relevancia en la norma constitucional. Desde el 

instante en que toda Constitución, en cuanto norma, intenta dar respuesta y traducción 

jurídica a una compleja serie de elementos políticos-sociales e ideológicos (decisivos 

para el alcance de esta respuesta y la formulación de esta traducción) no puede el 

intérprete dejarlos a un lado872. 

 

                                                 
871 STROZAKE, Juvelino José, op. cit., pp. 175 y ss.   
872 Véase PERLINGIERI, Pietro, op. cit., pp. 102 y ss. 
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Esto no implica que acepte o rechace las diferentes opiniones políticas o posiciones 

sociales confluyentes en el momento constitucional, sino tener bien presente qué 

concepción del Estado o de la sociedad ha hecho emerger en la norma fundamental. 

Para López y  López, 

 

esta exigencia es prius indeclinable para quien se acerque a la 

Constitución con ánimo de interpretarla desde lo jurídico, es 

decir, presuponiendo al menos un mínimo de certeza en el texto; 

y ello más allá de su particular ideología, que podrá reflejarse en 

su tarea, y en la propuesta de particulares soluciones873.  

 

2. 5. La visión del poder judicial frente a la cuestión agraria  

 

A. El juez y la cuestión agraria 

 

La supremacía constitucional implica una reordenación general del ordenamiento a 

través del postulado esencial de la interpretación de las normas a la luz de la 

Constitución, para todos los Jueces y Tribunales874.  

 

En Brasil, la Constitución de 1988 ha dedicado un capítulo, el tercero, del  Título IV, al 

“Poder Judicial”. La denominación de poder subraya el carácter de independencia que 

se atribuye a la potestad jurisdiccional al servicio de una función de protección del 

Derecho, que informa todo el texto constitucional. Esta caracterización de la potestad 

judicial como un poder independiente es reflejo de la doctrina de la división de poderes, 

y está conectada a la definición  del Art. 2, del Título I por la que Brasil se constituye 

como un Estado Democrático de Derecho875.  

 
                                                 
873  LÓPEZ Y LÓPEZ, Ángel M., La Disciplina Constitucional de la Propiedad Privada, Madrid, 

Tecnos, 1988, pp. 27-28. 
874 GARCÍA ENTERRÍA, Eduardo, en el Prólogo a la obra de SCHDWAR, Bernard, Los Diez Mejores 

Jueces de la Historia Americana, Madrid, Civitas, 1980, p. 13.   
875 Constituição Federal de 1988, Art.  2 – São poderes da União, independientes e harmônicos entre si, 

o legislativo, o Executivo e o judiciário. 
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Los tres poderes están íntimamente relacionados, y el poder judicial debe sintonizar su 

actuación en consonancia con la legislación vigente, utilizando la brújula de la dignidad 

humana que orienta todo el ordenamiento jurídico. En otras palabras, no puede cerrar 

los ojos a lo que la Constitución establece en materia agraria876. 

 

En materia de reforma agraria, el Poder Legislativo ya ha constitucionalizado la 

reforma agraria, al dedicarle un capítulo en el Titulo VII la Constitución de 1988, y al 

elaborar la ley agraria núm. 8.629/1993. Dicha ley desarrolla los preceptos 

constitucionales sobre Reforma Agraria.  

 

En 2003, el Poder Ejecutivo lanzó un plan nacional de reforma agraria, conocido como 

II Plano Nacional de Reforma Agrária. Dicho plan tuvo su génesis en los movimientos 

sociales del medio rural, con la participación de miles de  familias campesinas en todo 

el territorio brasileño877.  

 

Vista la actuación de los otros dos poderes, el papel del Poder Judicial se torna 

imprescindible en los conflictos agrarios que perduran en Brasil. En primer lugar, 

porque esos conflictos tienen como escenario y blanco de ataques la propiedad que no 

cumple la función social; en segundo lugar, porque los campesinos sin tierra son 

titulares de derechos sociales fundamentales, entre los cuales se destaca la vivienda, el 

trabajo, la educación, la alimentación para una vida digna, proclamados en la 

Constitución de 1988, y en los Tratados Internacionales ratificados por Brasil.  

 

En palabras de Cappelletti las proclamaciones nacionales y supranacionales de los 

derechos fundamentales dejan de ser meras declaraciones filosóficas en el momento en 

que su actuación es confiada, en concreto, a los tribunales878. Estos tribunales deben 

compenetrarse del espíritu constitucional contemporáneo. Porque, para la aplicación de 

cualquier norma y en cada realidad concreta, es imprescindible tomar en cuenta los 

valores y los principios expresos en la Constitución. 

                                                 
876 LAUREANO, D. S., op. cit., p. 159. 
877 Véase la introducción del “II Plano Nacional de Reforma Agrária – II PNRA”. 
878 CAPPELLETTI, Mauro, Juizes legisladores? – Porto Alegre, Fabris, 1993, p. 66. 
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Hay que subrayar que el juez y, en general, la potestad jurisdiccional, se considera 

como una garantía para combatir los abusos derivados de una concepción de propiedad 

rural como si fuera un bien de consumo sin más. El juez es pues una referencia 

importante para la limitación del derecho de propiedad y, como tal, se establece como 

un elemento importante de protección de los derechos fundamentales879. 

 

Sabemos que la cuestión agraria en Brasil es extremamente contradictoria, y coloca al 

poder judicial en el papel protagónico insoslayable de administrar la justicia y aplicar 

los preceptos constitucionales, puesto que sólo el poder judicial tiene el poder de 

decidir frente a los conflictos e intereses contrarios en el seno del medio rural880.  

 

Por un lado, los trabajadores rurales, al ocupar las propiedades privadas, son acusados 

de ilícito penal contra la propiedad, es decir, se les acusa de violar un derecho 

patrimonial, y por otro lado, los propietarios de propiedades que no cumplen la función 

social violan claramente el precepto constitucional, aunque no siempre son acusados de 

actuación ilícita881. El código penal no prevé concretamente ni una ni otra de esas 

actuaciones como delitos. 

 

Entonces, para tratar de las ocupaciones de tierra como ilícito penal, sería necesario que 

el poder legislativo elaborase dispositivos en el Código Penal que tipificasen como 

delito las ocupaciones de tierras para hacer efectiva de la reforma agraria. El juez no 

puede legislar, así como el legislador no puede aplicar la ley. Esta es una garantía de 

nuestro sistema democrático dividido en tres poderes882. 

 

Si el conflicto se encara como una cuestión de incumplimiento de la función social de 

la propiedad, y de derechos ciudadanos de los campesinos, el Poder Judicial no debería 

tener inconveniente en presentar una postura adecuada ante el conflicto,  teniendo en 
                                                 
879  SANCHES AGESTA, Luis, Sistema político de la Constitución Española de 1978, Madrid, 

EDERSA, 1994, p. 385. 
880 STROZAKE, Juvelino José, op. cit., p. 206. 
881 De los procesos investigados en la 1ª Vara de conflitos  agrarios e meio ambiente do estado de 

Paraíba ninguno propietario son acusados por incumplimiento de la función social de la Propiedad. 
882 ALFONSIN, Jacques Távola, op. cit. p. 164. 
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cuenta que la concentración de la propiedad rural improductiva, o “productiva” pero 

que no cumple la función social, afecta directamente la dignidad humana de millones 

de familias e impide el compromiso del Estado de erradicar la pobreza y la 

marginalización y reducir las desigualdades sociales y regionales (Art. 3 apartado III de 

la Constitución) en el  país.  

 

Ante  la concentración de la propiedad rural que permite el uso abusivo de la tierra a los 

propietarios que mantienen propiedades improductivas o poseen propiedades 

económicamente “productivas” que no cumplen la función social, el poder judicial no 

puede cerrar los ojos. Los jueces deben aplicar los valores y principios enunciados en la 

Constitución brasileña de 1988, que se sitúa como marco jurídico de la democracia. Es 

decir, los jueces no deben perder de vista el principio de la dignidad humana de los 

afectados por dicha concentración. 

 

De hecho, hay tentativas por parte de los tribunales de justicia de algunos estados de 

aproximarse de la actual realidad agraria. Por ejemplo, en el estado de Paraíba, a través 

del Tribunal de Justicia,  fue creada, con el propósito de abordar los conflictos agrarios 

desde sus peculiaridades, la primera Vara de Conflictos Agrarios y Medio Ambiente883, 

utilizando el Artículo 53, de la ley orgánica de aquel Tribunal y,  relacionado con el 

Artículo 126 de la Constitución de 1988 que autoriza la creación de varas especiales 

para cuestiones agrarias884.  

 

No obstante, no es suficiente que se creen varas agrarias. Le cabe al juez aplicar la ley 

en cada caso concreto, atendiendo los preceptos constitucionales en materia de reforma 

agraria885. En otras palabras, al juez le cabe interpretar la ley considerando la realidad 

                                                 
883 La 1ª Vara de Conflictos Agrarios y Medio Ambiente do estado da Paraíba fue creada en septiembre 

de 1996 por el “Tribunal de Justiça do estada da Paraíba”. 
884 La Constitución de 1988 establece en su Art. 126 - Para dirimir conflictos agrarios, el Tribunal de 

Justicia designará a jueces de incumbencia especial, con competencia exclusiva para las cuestiones 

agrarias. Párrafo único. Siempre que sea necesario para el eficiente desempeño jurisdiccional, el juez se 

hará presente en el lugar del litigio (traducción libre).  
885 Con base en la actuación de dicha Vara Agrária885, la Comissão Pastoral da Terra (CPT) y el 

Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) cuestionan la creación de Varas Agrárias para 
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actual. En Brasil, la interpretación de la Constitución ha de hacerse de manera menos 

fraccionada, no puede leerse en tiras886. 

 

Enterría, al hablar  sobre la realidad española, señala que “la interpretación de la 

Constitución tiene que perder legalismo”. Impreteriblemente, el Juez:  

 

Ha de adquirir una responsabilidad nueva, que en buena medida 

va a hacer de él un protagonista mucho más relevante de nuestra 

vida jurídica de lo que hasta ahora se le ha permitido. Dejará de 

ser el ‘reine subsumtions apparat’, el puro mecanismo de 

subsunción de hechos en las normas, neutral y desinteresado del 

problema de fondo que se le somete, para pasar a ser un analista 

de este problema descompuesto en sus distintos elementos de 

valor y enjuiciar éstos desde los valores mismos que la 

Constitución destaca como superiores887. 

 

Ruiz advierte que  los sistemas jurídicos no constituyen un todo cerrado y suficiente, e 

incluso en los de tipo predominantemente codificado, la zona de incertidumbre, de duda 

y hasta de imprevisibilidad, es considerablemente más extensa que lo que de ordinario 

se había venido considerando, por lo que si a esto se une que en la interpretación 

judicial hay siempre más margen de creatividad y valoración de lo que a primera vista 

parece, el principio del sometimiento total del juez a la ley, no resulta tan absoluto 

como lo definía Savigny, por lo que la concepción mediante la cual el juez era un 

simple aplicador mecánico de una norma previamente dada, parece haber sido 

                                                                                                                                               
dirimir los conflictos agrarios, con el argumento de que no basta crear una Vara Agraria, es necesario que 

existan jueces con sensibilidad y que apliquen los preceptos Constitucionales. Este es un tema presente 

en las reuniones de la Comissão Pastoral da Terra, toda vez que ocurre desalojo de los campesinos de las 

propiedades rurales, por el poder judicial. 
886 GRAU, Roberto Eros, op. cit., p. 124. 
887 GARCÍA ENTERRÍA, Eduardo, En prólogo a la obra de Bernard Schwartz, Los diez mejores jueces 

de la historia americana, Madrid, Civitas, 1980, p. 13. 
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superada 888 . Sin olvidar, además, que un Estado Democrático de Derecho, y la 

democracia en general, descansan en la admisión de la presencia, e incluso en la 

necesidad, de intereses contrapuestos889.  

 

B. El ministerio fiscal, sentencias y cuestión agraria  

 

La Constitución de 1988,  en el Capítulo IV del Título IV, al contemplar las funciones 

esenciales para la justicia menciona en su primera sección al Ministerio Fiscal. Lleva 

por título Do Ministerio Público. Elige de este modo al Ministerio Público como una 

pieza importante de la justicia. En el Art. 127, se establece que:  

 

El Ministerio Público es la institución permanente, esencial a la 

función jurisdiccional del Estado, incumbiéndole la defensa del 

orden jurídico, del régimen democrático y de los intereses 

sociales e individuales no disponibles890. 

 

Este precepto hay que complementarlo con las previsiones contenidas en el Art. 129, en 

donde se reconoce expresamente (entre otros) que:  

 

Son funciones institucionales del Ministerio público: I – 

Promover, con exclusividad, la acción penal pública, en la forma 

de la ley; II – velar por el efectivo respeto de los Poderes 

Públicos y de los servicios de relevancia pública a los derechos 

garantizados en esta Constitución, promoviendo las medidas 

necesarias a su garantía; III- promover la investigación civil y la 

acción civil pública, para la protección del patrimonio público y 

                                                 
888 RUIZ  PEREZ, Salvador Joaquín, Juez y sociedad,  Málaga, Universidad de Málaga, 1981, pp.165 y 

ss. 
889 DAHRENDORF, Ralf, Sociedad y Libertad, Madrid, Tecnos, 1966, p. 245. 
890 Véase Constituição Federal de 1988, Art.  127. 
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social, del medio ambiente y de otros intereses difusos y 

colectivos891. 

 

Es decir, al tratar la cuestión agraria, el Ministerio Público no debe velar sólo por el 

derecho de propiedad, sino por todos los intereses sociales, individuales y colectivos 

que están comprendidos básicamente en los Artículos 5 a 11892 del Titulo II de la 

Constitución. Sin embargo, los Fiscales del Pueblo893, en su gran mayoría, en el tema 

de los conflictos agrarios se limitan a promover acciones penales, es decir, limitándose 

al apartado I del Art. 129 de la Constitución para promover, con exclusividad, la acción 

penal pública, en la forma de la ley. Pero, en cuanto a lo que se refiere al medio 

ambiente, hay un desarrollo más completo sobre los requisitos de la función social, 

como veremos más adelante. 

 

Desde los años 1990, principalmente, hasta 2002 fueron comunes los procesos penales  

a que se enfrentaron las familias campesinas involucradas en conflictos agrarios894. Son 

muchas las acciones penales públicas y privadas promovidas por el Ministerio 

Público895, y sentenciadas por los jueces, que en gran número de ocasiones condenan a 

estos campesinos. Para sustentar esta afirmación, examinamos ciento cincuenta 

procesos que involucran a campesinos en conflictos agrarios896. 

 

                                                 
891 Constituição Federal de 1988, Art. 129 – “São funções institucionais do Ministério público: I – 

promover, privativamente, a ação penal pública, na forma da lei; II – Zelar pelo efetivo respeito dos 

Poderes Públicos e dos serviços de relevância pública aos direitos assegurados nesta Constituição, 

promovendo as medidas necessárias a sua garantia; III promover o inquérito civil e a ação civil pública, 

para a proteção do patrimônio público e social, do meio ambiente e de outros interesses difusos e 

coletivos”. 
892 Véase Constituição Federal de 1988, Capítulo I del Título II. 
893 En Brasil conocidos como: Representante do Ministério Público, Procurador público, procurador 

federal,  promotor de justiça, o representante do parquet. 
894 Véase los informes de la Comisão Pastoral da Terra en ese periodo. 
895 Se puede comparar al Ministerio Fiscal, en España.  
896 Esos procesos, con fechas entre 1995 y 2006, se encuentran catalogados en la 1ª Vara de Conflitos 

Agrários e Meio Anbiente do estado de Paraíba-PB, con copia en la Asesoría jurídica de la Comissão 

Pastoral da Terra. 
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Esos procesos, cuya lectura hace pensar en múltiples copias de un único texto, en la que 

sólo se hubieran cambiado los nombres de los campesinos, constituyeron una corriente 

o tendencia dentro del poder judicial que intentó desarticular la organización de los 

campesinos. Esta tendencia fue objeto de muchas discusiones y fue denunciada por la 

red de abogados - RENAP897. 

 

En casi todos los procesos, independiente de la región del país, durante el periodo 

mencionado los campesinos responden por supuestos delitos caracterizados en el Art. 

161 del Código Penal que declara: 

 

Alteración de Límites 

Art. 161. Suprimir o desplazar tapia, marco, o cualquier otra 

señalización indicativa de línea divisoria, para apropiarse, en 

todo o parte, del bien inmueble ajeno. 

 

Apropiación indebida de la propiedad 

Art. 161. Párrafo 1º. En el mismo delito incurre quien: 

 II - Invade, con violencia a la persona o grave amenaza, o 

mediante concurso de más de dos personas, terreno o edificio 

ajeno, con el fin de apropiación ilícita898.  

 

Este primer párrafo, Invade, con violencia a la persona o grave amenaza, o mediante 

concurso de más de dos personas, terreno o edificio ajeno, con el fin de apropiación 

ilícita, es el más invocado, cuando ocurre la ocupación o después de la toma de la 

propiedad rural, y algunos campesinos y agentes pastorales son presos, procesados y 

juzgados por el delito de apropiación ilícita.  

                                                 
897 RENAP - Rede Nacional de Advogados e Advogadas Populares. Véase publicación anual de RENAP, 

especialmente a partir del año 2000.  
898 DELMANTO JÚNIOR, Roberto, Dos delitos contra o patrimônio, en Código Penal Comentado, São 

Paulo, Renovar, 2000, p.339. 
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Sin embargo, autores como Magalhães Noronha, en un comentario más completo sobre 

apropiación ilícita, enseña que en: “el delito de apropiación ilícita definido en este 

apartado II del párrafo1º del Artículo 161 del Código Penal [...] basta con que sea ése el 

propósito del delincuente: no es necesario que la víctima de hecho pierda la posesión 

del bien inmueble. Es suficiente que esa pérdida de la posesión – la apropiación ilícita 

del derecho civil –sea el fin– o propósito del agente” 899. [Traducción libre]. 

 

Delmanto Júnior dirige la atención, expresamente, hacia la acción de los integrantes del 

Movimento dos Trabalhadores Sem Terra, a la luz del delito de apropiación ilícita y 

señala que, “(...) En nuestra opinión, esa conducta no configura el delito del Art.  161, 

párrafo 1º, II, que consta en el Capítulo III, del Título II del CP, que trata de los delitos 

contra el patrimonio. En efecto, no existe el elemento subjetivo exigido por el tipo, es 

decir, la intención de tomar la propiedad ajena, apoderándose de la tierra. En estos 

términos, no se ha de confundir la perturbación y la apropiación de la propiedad, 

previstos en el Código Civil900, con el delito de apropiación ilícita tratado aquí, que 

exige el referido elemento subjetivo”901.  

 

Ahora bien, estos campesinos, y sus líderes, no abrigan ningún propósito de 

apropiación ilícita, sino que buscan llamar la atención del Estado para la realización de 

la reforma agraria. Por otro lado, incluso en el caso de haber delito, no necesariamente 

será de responsabilidad del movimiento campesino como un todo, o del MST. Así, en 

una sentencia que trata del tema de apropiación ilícita en los conflictos agrarios, 

proferida por el Tribunal de Justicia de São Paulo, se reconoce el ilícito penal en los 

siguientes términos:  

 

                                                 
899  MAGALHÃES NORONHA, Edgar, Crimes Contra o Patrimônio, en Código Penal Brasileiro 

Comentado, vol. 5º, 1ª  parte, São Paulo, Saraiva, 1948. p. 356. 
900 El autor se refiere al Código Civil Brasileiro de 1916, Arts. 499 y ss. En vigor hasta 2003. 
901 DELMANTO JÚNIOR, Roberto, Dos delitos contra o patrimônio, en  STROZAKE, Juvelino José 

(Coord.), Questões Agrárias.  Julgados  Comentados y pareceres, São Paulo, Método, 2002, pp. 202 y 

ss. 
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Estos delitos no pueden ser atribuidos genéricamente a 

aquellos que se encuentran a la cabeza de los 

movimientos populares por la reforma agraria. Nuestro 

ordenamiento jurídico no abriga la responsabilidad penal 

objetiva. Incumbe a la acusación, ante la existencia de un 

delito, demostrar las circunstancias de la autoría. Los 

dirigentes de un movimiento popular no pueden ser 

incriminados por delitos cometidos por integrantes del 

grupo a no ser que se compruebe que también 

participaron en el delito, en calidad de co-autores o 

partícipes902. [Traducción libre] 

 

En una comprensión diferente, y más completa, respecto al caso, el ex Ministro Luiz 

Vicente Cernicchiaro, destaca que “no hay configuración de apropiación ilícita de 

propiedad, o alteración de límites. La conducta del agente de apropiación ilícita es, 

sustancialmente, diferente de la conducta de la persona con interés en la reforma 

agraria. Actualmente, la culpabilidad es cada vez más invocada en la Teoría General del 

Delito. Su intensidad puede, incluso, impedir la caracterización de la infracción penal. 

En la apropiación ilícita, el agente embiste dolosamente contra la propiedad ajena, con 

el fin de usufructuar de uno de sus atributos (uso). O alterar los límites del dominio para 

enriquecimiento sin justa causa. En caso de los autos, al contrario, veo presión social 

para concreción  de un derecho, por lo menos, interés”903.  

 

Además del delito de apropiación ilícita, muchos de esos campesinos, también en todo 

el territorio nacional y en la misma época, responden a la justicia por delito de 
                                                 
902 TJSP - 5ª Câmara. Criminal; ACr num. 272.550-3/0 - Andradina-SP; Rel. Des. Dante Busana, J. 

26/10/2000; v.u.. 
903 En el tema de apropiación ilícita, en un Habeas Corpus903 impetrado a favor de líderes del MST 

presos en Pontal do Paranapanema (SP), el ex-ministro del Superior Tribunal de Justicia aportó una 

nueva interpretación, alertando al Tribunal sobre la presión que afecta la realidad agraria. Esta decisión 

fue utilizada por los abogados de muchos campesino como argumento en su defensa. Véase 

publicaciones de la  RENAP. 



Capítulo II 

262 

formación de banda para práctica de delito904. El Ministerio Público presenta denuncia 

contra aquellos que se organizan en el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra  

- MST. Sostiene el fiscal del pueblo que: 

  

Se han asociado en banda, con la finalidad específica de cometer 

delitos, para lo cual han formado regimiento con los campesinos 

denominados ‘sin tierra’, promoviendo y organizando la 

actividad, reiterada, de invasiones de tierra905. 

 

Sin embargo, la Constitución de 1988 declara como derecho fundamental el derecho de 

asociación en su Art. 5, apartado VII906. Por lo tanto, la asociación de los campesinos 

está amparada constitucionalmente como derecho fundamental907. 

 

En consecuencia, la reivindicación de que se cumpla la reforma agraria responde al 

ejercicio de su ciudadanía, principio fundamental establecido en el Art. 1 apartado II de 

la Constitución de 1988. Por otra parte, si el fenómeno debe merecer tratamiento penal, 

no le cabe al Poder Judicial determinarlo, es al legislador a quien compite crear los 

tipos necesarios. A quien le cabe aplicar la ley penal no le es dado desvirtuarle el 

sentido y hacerle alcanzar hechos que trascienden su ámbito.  

 

                                                 
904 Cuadrilla o banda, según lo dispuesto en el Art.  288 del Código Penal. 
905 Véase Caso Anastácio. Proceso penal en la Comarca de Alhandra (PB).  Denuncia con pedido de 

condena, por el  Fiscal de la ley (Representante do  Ministério Público), Paraíba, Brasil, 1995. 
906 En el tema de apropiación ilícita, en un Habeas Corpus906 impetrado a favor de líderes del MST 

presos en Pontal do Paranapanema (SP), el ex-ministro del Superior Tribunal de Justicia aportó una 

nueva interpretación, alertando al Tribunal sobre la presión que afecta la realidad agraria. Esta decisión 

fue utilizada por los abogados de muchos campesino como argumento en su defensa. Véase 

publicaciones de la  RENAP. 
907 Constituição Federal, Art. 5. XVII - é plena a associação para fins lícitos, vedada a de caráter 

paramilitar (es plenamente permitida la asociación para fines lícitos, quedando vedada aquella de 

carácter paramilitar). 
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La postura de los campesinos que ocupan propiedades rurales para exigir la reforma 

agraria ha repercutido en la producción intelectual de ideólogos elaboradores de 

doctrina908 y jueces más atentos a la realidad actual, y muchos de ellos entran en 

defensa de esta posición de los campesinos recordando que no cabe hablar de ilícito 

penal contra la propiedad, ya que la ocupación no se hace con la intención de tomar 

para sí la propiedad, o con fines de enriquecimiento ilícito (visto que estamos hablando 

del Título II de la Parte Especial del Código Penal – de los delitos contra el 

patrimonio), sino como una forma de presionar al Estado para que expropie 

propiedades improductivas o propiedades económicamente productivas que no cumplen 

la función social, observando los procedimientos administrativos, y mediante justa 

indemnización, conforme establecen los Artículos 184 a 191 de la Constitución Federal. 

 

La experiencia de los conflictos agrarios ha demostrado que los campesinos que ocupan 

las propiedades rechazan la actitud de algunos jueces que, al aplicar la ley en casos 

concretos, tratándose de conflictos, los analizan bajo la óptica estrecha del delito penal. 

Es evidente que en  los conflictos agrarios, las ocupaciones de tierras no pueden ser 

tratadas como casos policiales, ya que, al contrario de los delincuentes comunes que 

violan la ley, los campesinos sin tierra que participan en la lucha por la reforma agraria 

actúan por convicción política o social.  Así, cuando el ordenamiento penal es utilizado 

en la represión a las manifestaciones populares, se presta como arma para la defensa de 

un orden estatal que se convierte en medida no adecuada a la democracia909. 

                                                 
908 CINTRA JÚNIOR, Dyrceu Aguiar Dias, A institucionalización do Conflito – Principio constitucional 

da função social da propriedade – posse –princípio constitucional da dignidade humana, en 

STROZAKE, Juvelino José (Coord.), Questões Agrárias.  Julgados  Comentados y pareceres, São Paulo, 

Método, 2002, pp. 84-91; TEPEDINO, Gustavo, O papel do Poder Judicial na efetivação da função 

social da propriedade, en: STROZAKE, Juvelino José, Questões Agrárias. Julgados Comentados y 

pareceres, São Paulo, Método, 2002, pp. 91-132; GOULART, Marcelo Pedrosa, Ministério Público nos 

processos que envolvan  litígios coletivos pela posse da terra rural, en STROZAKE, Juvelino José, 

Questões Agrárias. Julgados  Comentados y pareceres, São Paulo, Método, 2002, pp. 133 – 153; 

ROCHA, Albuquerque,  Art.  273 do CPC – Princípios Constitucionais, en STROZAKE, Juvelino José, 

Questões Agrárias. Julgados Comentados y Pareceres, São Paulo, Método, 2002.   
909 DELMANTO JÚNIOR, Roberto , op. cit. p. 330. 
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Con todo esto, la cuestión agraria propiamente dicha hasta ahora no ha sido interpretada 

por el Poder Judicial como materia constitucional, lo cual constituye una postura no 

adecuada ante la realidad del medio rural brasileño. En el ejercicio de la ciudadanía, las 

familias campesinas enfrentan el modelo de sociedad basado en el derecho de 

propiedad inviolable910  aunque  no absoluto.  

 

Hemos hablado de la postura del Poder Judicial en relación con la interpretación 

constitucional referente a los conflictos en el medio rural. No obstante, la cuestión 

agraria es compleja, y la Constitución se refiere también a la preservación del medio 

ambiente entre los requisitos del cumplimiento de la función social de la propiedad, en 

el Art. 186911.  

 

Y en este sentido, no todos los miembros del Ministerio Público están ajenos a la 

realidad actual. Como hemos dicho anteriormente, si bien en materia agraria el 

Ministerio Público en su conjunto evade la comprensión constitucionalista, en materia 

de medio ambiente la realidad es diferente. Los requisitos del cumplimiento de la 

función social establecidos en el Art. 186 de la Constitución llaman la atención sobre 

los miembros del  Ministerio Público federal. En este sentido, muchos de ellos, 

reunidos en el Seminario sobre Medio ambiente y reforma agraria en 1999, aprobaron 

la Carta de Ribeirão Preto, que dispone, básicamente, sobre la inobservancia del 

dispositivo constitucional que trata de la cuestión ambiental. 

 

Transcribimos aquí algunos trechos de la Carta: 

 

7- La degradación ambiental de la propiedad rural, sea provocada por 

la utilización inadecuada de los recursos naturales o por la falta de 

preservación del medio ambiente, implica un aprovechamiento 

irracional e inadecuado de la tierra. Hay, por lo tanto, una vinculación 

                                                 
910 Término utilizado en la Constituição Federal de 1988, Art. 5 [encabezamiento]. 
911 Constituição Federal de 1988, Art. 186 - La función social se cumple cuando la propiedad rural 

atiende, simultáneamente, según criterios y grados de exigencia establecidos por ley, los siguientes 

requisitos: I -aprovechamiento racional y adecuado; II -utilización adecuada de los recursos naturales 

disponibles y preservación del medio ambiente. 
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entre los elementos económico y ambiental de la función social, siendo 

imposible disociarlos. 8.- No puede ser considerada productiva, del 

punto de vista jurídico-constitucional, la actividad rural que necesite 

utilizar inadecuadamente los recursos naturales y degradar el medio 

ambiente para alcanzar el grado de eficiencia en la explotación de la 

tierra. 9.- La no observación de las disposiciones que regulan las 

relaciones de trabajo y la explotación que perjudique el bienestar de 

los trabajadores implican un aprovechamiento irracional e inadecuado 

de la propiedad rural. Hay, por lo tanto, un vínculo entre los elementos 

económico y social de la función social, siendo imposible disociarlos. 

10.- No puede ser considerada productiva, del punto de vista jurídico-

constitucional, la actividad rural que requiera la falta de respeto a las 

disposiciones que regulan las relaciones de trabajo y que necesite 

perjudicar el bienestar de los trabajadores para alcanzar el grado de 

eficiencia en la explotación de la tierra; 11.- Aunque la productividad, 

del punto de vista estrictamente económico, esté presente, la propiedad 

rural podrá ser expropiada para fines de Reforma Agraria si no 

cumple con uno de los requisitos caracterizadores de la función 

social(elemento ambiental o social). (Traducción libre) 

 

Esta  postura  expresa la preocupación por el medio ambiente, que es uno de los 

requisitos para el cumplimiento de la función social. No entendemos por qué esa 

posición que se aplica a los casos concretos del medio ambiente no se extiende a los 

casos concretos en los conflictos en torno a otros requisitos del cumplimiento de la 

función social la propiedad rural.  

 

C. El poder judicial y el debate sobre sus decisiones en la cuestión agraria 

 

La ocupación de propiedades rurales como instrumento de presión 912  tiene 

diversas interpretaciones en el Poder Judicial. Muchas de las decisiones dejan clara la 

posición personal de los jueces en todos los grados de la jurisdicción.  

                                                 
912 FERNANDEZ, Mançano Bernardo, MST Formação e territorialização, São Paulo, Hucitec, 1996 pp. 

54 y ss. - De acuerdo con Fernandez, investigador de la USP (Universidad de São Paulo), “el 77% de los 

asentamientos implantados” están en relación directa con las ocupaciones de tierra. En razón de la 
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Aunque no son numerosos, algunos jueces ya entienden que no hay lugar para 

incriminar a los campesinos trabajadores rurales sin tierra que ocupan las propiedades 

rurales, resistiendo al poder de los latifundistas,  ya que no lo hacen con la intención de 

apoderarse, para sí, de la propiedad, ni con la finalidad de enriquecimiento ilícito913. El 

objetivo de las familias campesinas es presionar a los poderes públicos para que 

efectúen expropiaciones de propiedades rurales,  improductivas o económicamente 

productivas pero que no cumplen los requisitos de la función social, mediante proceso 

administrativo  en conformidad con la Constitución.  

 

Así tenemos que Luiz Vicente Cernicchiaro914, por ejemplo, sostiene la opinión de que: 

“Un movimiento popular que se propone implementar la reforma agraria no caracteriza 

delito contra el patrimonio. Configura derecho colectivo, expresión de la ciudadanía, 

con el propósito de implantar un programa que consta en la Constitución de la 

República. La presión popular es propia del Estado de Derecho Democrático”915.   

 

Por otro lado, hay  jueces que entienden de manera distinta, a ejemplo de la jueza de 

primer grado (de la comarca de Boituva, en el Estado de São Paulo) que al fundamentar 

su decisión, expresa su indignación con la organización y manifestación de los 

campesinos. Sin adentrar en el mérito del caso que estaba llamada decidir argumenta: 

 

 Los miembros del MST, de modo delictuoso, cometieron 

desórdenes en nombre de una causa, y es como delitos comunes 

que deben ser responsabilizados por sus actos. Pretendían hacer 

justicia con sus propias manos, lo cual constituye una actitud 

antidemocrática, que debe ser repelida. Prosigue la jueza, (...) se 

                                                                                                                                               
presión ejercida por el Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra – MST, en los últimos 15 años, 

fueron asentadas aproximadamente 300 mil familias, con un número que supera el millón de personas” 

(FERNANDES, Mançano Bernardo, op. cit., p. 43). 
913 Véase Título II de la Parte Especial del Código Penal – de los delitos contra el patrimonio. 
914 Luiz Vicente Cernicchiaro, Ministro del  Superior Tribunal de Justicia en la época. 
915 Véase HABEAS CORPUS núm. 5.574 – São Paulo, 6ª. Turma, STJ, julgado el 8 de abril de 1997, 

publicado en el DJ (Diário da Justiça) el 8 de agosto de 1997,  relator: Ministro Luiz Vicente 

Cernicchiaro.   
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observa que sus militantes de hecho quieren un pedazo de tierra, 

pero son usados como instrumentos de la cúpula del movimiento 

que cruzan los límites ideológicos, asumiendo posiciones pre-

revolucionarias, para la práctica del desorden público, 

desafiando las instituciones916.  

Esta sentencia es un eco que se reproduce en el discurso de numerosos jueces, en 

diferentes lugares de la Federación917. Como hemos reportado en páginas anteriores, de 

los ciento cincuenta procesos acompañados por la asesoría jurídica de la Comissão 

Pastoral da Terra (CPT) casi todas las decisiones incriminan a los campesinos o 

contienen una orden de desalojo contra las familias campesinas918.  

En realidad, lo que está en juego va mucho más allá de la capacidad técnica para aplicar 

la ley, o la capacidad para  argumentar con fundamentos legales y racionales. Esto 

queda en evidencia en otro juicio de primer grado, en que un juez del estado de Minas 

Gerais se refiere a otro aspecto del problema de las ocupaciones. 

En efecto, la Reforma Agraria no es única y exclusivamente un instrumento para 

garantizar que se cumpla o no la función social o la productividad de la tierra. Los 

campesinos que realizan ocupaciones de tierras no son entes abstractos que defienden 

unos principios, sino seres de carne y hueso que luchan por sobrevivir919. El desahucio 

para esas familias campesinas significa agudizar su situación más allá de los límites que 

permite un mínimo sentido de humanidad. La aplicación de la ley puede ser un recurso 

que se opone de hecho a la aplicación de la justicia. 

                                                 
916HABEAS CORPUS núm. 4.399 – São Paulo, 6ª. Turma, STJ, Julgado em 12 de março de 1996, 

publicado no DJ (Diário da Justiça) el 8 de abril de 1996, Relator. Ministro Willian Patterson. Voto 

particular del Ministro Adhemar Maciel, entiende que una reforma agraria de abajo hacia arriba sólo es 

posible con presión social.  
917 Véase informes anuales, de la asesoría jurídica de la CPT/PB. El término “pre-revolucionario” se 

refiere a que es anterior al gobierno militar de 1964. 
918 Véase los informes nacionales de la Comissão Pastoral da Terra – CPT de 1995 a  2005. 
919 MUNIZ, G.I., op. cit., p. 87. 
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Al analizar un pedido de liminar del DNER920 para desalojo de los acampados al borde 

de la carretera, que pide la aplicación de la Ley como solución, el magistrado de Minas 

Gerais niega el pedido argumentanto El municipio alude a ‘falta de recursos y medios 

de acomodación’ (fl,16v). Por consiguiente, esta brillante solución: aplicar la ley. 

COMO TODA LEY – tiene como blanco al hombre común, al ciudadano medio que, 

teniendo otras opciones de vida y de vivienda ante sí, prefiere adueñarse de lo que no 

le pertenece, por aprovechador, por conveniencia, por cualquier otro motivo que 

merezca la censura de la ley, y, sobre todo, que repugne a la conciencia y al sentido de 

lo justo que poseen los seres de la misma especie921. No es el caso de los campesinos 

que reivindican la reforma agraria. 

Este magistrado intenta describrir la realidad de parte de la población brasileña, 

argumentando que los acampados están al margen de la sociedad, y no tendrían donde 

ir en caso de ser desalojados. El hecho cambia de cariz al tratarse, no de individuos 

aislados motivados por la ambición o la falta de escrúpulos, sino de grupos numerosos 

acuciados por la miseria. Declara el magistrado en su sentencia que:  

`Los reos son indigentes´ reconoce la autarquía, que pide 

reintegración liminar en la posesión del bien inmueble. Y aquí 

me encuentro yo, con el destino de centenas de miserables en las 

manos. Son los excluidos de quienes nos habla la campaña de la 

fraternidad de este año. Repito, no se trata de una ficción. Es un 

proceso. No estoy leyendo a Graciliano Ramos, a José Lins do 

Rego, o a José do Patrocínio922. Los personajes de hecho existen. 

Y representan una molestia para mucha gente, aunque a muchos 

no se les sepa ni el nombre. Se trata de Valdico, José María, 

Gilmar, João Leite (¿João Leite???) Sólo disponemos de eso 

para identificarlos 923. 

                                                 
920 DNER – Departamento Nacional de Estrada e Rodagem. 
921 Este proceso quedó conocido como Caso DNER. Véase Archivo judicial de Belo Horizonte, Minas 

Gerais – Brasil. 
922 El juez se refiere a los autores del realismo y naturalismo en la literatura brasileña. 
923  Véase Caso DNER.  Archivo judicial de Belo Horizonte, Minas Gerais. 
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Aquí tenemos una referencia explícita a la situación límite en que se encuentran miles 

de familias campesinas que no tienen dónde ni cómo vivir, lo cual constituye un 

ejemplo claro de vulnerabilidad de los principios de ciudadanía y de la dignidad 

humana. ¿Cuál es la ley que se debe aplicar a estas familias? ¿Cuál la legitimidad de 

sus acciones?  

 

A pesar de muy confundidas por los juristas, legalidad y legitimidad no poseen el 

mismo significado. Esa confusión existe debido a la ideología positivista. El 

positivismo defiende la idea de que el derecho se reduce a la ley. Siendo así, la 

legitimidad deriva de la ley. Si es ley, es legítimo. Esta postura simplificadora no 

facilita la interpretación de las situaciones reales, ya que la realidad social no se 

produce con la misma simplicidad que los términos924.  

 

Sobre la doctrina en general, por ejemplo Wolkmer, reconoce la necesidad de una 

nueva formulación crítica de la legitimidad, “capaz de superar las limitaciones y las 

incongruencias de la tradición jurídica-formalista que reduce y confunde siempre la 

legitimidad con el “principio de la legalidad”. Es imperiosa la construcción de una 

legitimidad instituyente, que venga a sustituir a esta legitimidad calcada en la 

legalidad925. 

 

En otro Habeas Corpus, Cernicchiaro recuerda que la ciudadanía no es el mero derecho 

de votar y ser votado. Sitúa, también el derecho de reivindicar la realización de los 

principios y derechos fundamentales. La Constitución no es un simple conjunto de 

intenciones. Por un lado, expresa el perfil político de la sociedad. Por otro lado, genera 

derechos. Es pues, un derecho reclamar la implantación de la reforma agraria926.  

 

                                                 
924 WOLKMER, Antônio Carlos, Ideologia, Estado e Direito, São Paulo, RT.,1995, p. 87. 
925 WOLKMER, Antônio Carlos, op. cit., p. 88. 
926 “STJ – 6ª. Turma, HC 5.574-SP, julgado em 8 de abril de 1997, sendo relator o Ministro Luiz Vicente 

Cernicchiaro. Superior Tribunal de Justiça (STJ)”.  
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La postulación de la reforma agraria no puede ser confundida o identificada como 

delito penal. La Constitución es norma de aplicación obligatoria. La tardanza en la 

implantación de la reforma agraria legitima las ocupaciones de propiedades 

improductivas o productivas que no cumplen la función social927.  

 

Los conflictos resultantes, evidentemente, necesitan ser calibrados en su debida 

expresión. Insistimos. No nos enfrentamos a delitos contra el patrimonio. Es 

indispensable la sensibilidad del Magistrado para no colocar en el mismo diapasón, 

situaciones jurídicas distintas928.  

 

No terminan aquí los temas y matices que entran en juego en esta problemática. En el 

interior del estado de Rio Grande do Sul, un juez se refiere a otro aspecto para que se 

cumpla el requisito constitucional del cumplimiento de la función social de la 

propiedad, aclarando el concepto en un caso concreto. Dice el juez:  

Prevalecen los derechos fundamentales de las 600 familias 

acampadas, en detrimento del derecho puramente patrimonial de 

una empresa. Propiedad: garantía de abrigo, casa y refugio del 

ciudadano. No obstante el área es productiva, no cumple su 

función social, circunstancia demostrada por la deuda fiscal que 

la empresa propietaria tiene con la Unión. Propiedad incautada 

                                                 
927 Como señala Canosa Usera , todos estamos sometidos a la Constitución y, en especial, todos los 

poderes públicos están obligados a aplicarla a través de sus específicas atividades. La Ley fundamental 

debe ser constantemente reactualizada por todos los sujeitos cuyos actos concurran a la integración del 

Ordenamiento, integración, por lo demás, que sólo se logrará mediante la mútiplicidad de interpretación. 

(CANOSA USERA, Raul, Interpretación Constitucional y formula Política, Madrid, Centro de estudios 

constitucionales, 1988, p.24). 
928 “Superior Tribunal de Justiça - STJ – 6ª. Turma, HC 5.574-SP, julgado em 8 de abril de 1997, sendo 

relator o Ministro Luiz Vicente Cernicchiaro. Superior Tribunal de Justiça”. 
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por el INSS. Consideraciones sobre los conflictos sociales y el 

Judicial929. 

Esto demuestra que la constatación del incumplimiento o no de la función social debe 

ser tarea también del juez, al juzgar liminares en procesos que involucran familias de 

campesinos en conflictos agrarios, con base en las relaciones jurídicas concretas, 

instauradas entre propietarios titulares del dominio y los campesinos, no propietarios, 

titulares de derechos sociales fundamentales como son: alimentación, vivienda, trabajo 

entre otros. Además, la visión renovada del derecho de propiedad debe llevar en 

consideración la distinción entre la función social y la productividad económica de la 

propiedad rural, que son conceptos muy distintos.  

 

Pondera Alfonsin, al referirse a las decisiones de los jueces en materia de conflicto 

agrario, que el juez no tendrá que decidir sobre un “derecho privado”. Porque no se 

trata del litigio de dos partes por el derecho de la propiedad930    . En este contexto, se 

encuentran en pugna los derechos fundamentales de los campesinos. Incluso, esos 

derechos quedan al descubierto por el número de personas involucradas y su situación 

de pobreza. En un enfrentamiento con los derechos fundamentales, el derecho 

patrimonial deberá siempre ser sacrificado, y no los derechos humanos931. 

 

En otro contexto, Alexy nos recuerda que la regla es una norma que puede ser cumplida 

o no, de modo que si una regla es válida contiene determinaciones que han de ser 

efectuadas de manera plena, con lo que proporciona el sentido preciso e inmediato a las 

acciones sin que quepa aplicación gradual o matizada932. Para este autor no es posible 

interpretar los derechos fundamentales según un modelo puro de reglas, es decir, como 

normas no susceptibles de ponderación y siempre aplicables en sus propios términos. 
                                                 

929 Texto sacado de ALFONSIN, Jacques, op. cit., p. 206. Véase, también, el Proceso núm. 598360402, 

de la 19a Cámara Civil del estado de Rio Grande do Sul. 

930 ALFONSIN, Jacques Távola, op. cit., p. 186 
931 Véase ALFONSIN, Jacques Távora, en STROZAKE, Juvelino José (org.), A Questão Agrárias e a 

Justiça. Julgados Comentados e Pareceres, São Paulo, Método, 2002, pp. 9-29. 
932  ALEXY, Robert, Teoria de los  derechos  fundamentales, Madrid, Centro de Estudios, pp. 81 y ss. 
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Ni siquiera para el caso de los derechos fundamentales sin reserva alguna, es decir, 

aquellos respecto de los que no se ha expresado límite o posibilidad de suspensión, es 

posible aplicar el modelo rígido de reglas933 . En el contexto brasileño, en que el 

derecho de propiedad es un derecho fundamental, la reflexión relativizadora de este 

autor puede servir de referencia. 

 

En realidad, la situación en el ámbito rural que se vive hoy en Brasil no se circunscribe 

al momento actual ni a los lugares en que se producen los conflictos. Con la 

Constitución de 1988, surge en Brasil una gran expectativa en relación con la  

implementación de la Reforma agraria. Tal expectativa repercute directamente sobre el 

Poder Judicial, puesto que, en definitiva, deberá resolver los conflictos, sean de 

naturaleza individual o colectiva, que surgen de las expectativas de los movimientos 

sociales y campesinos no satisfechos por el poder público.  

 

Según Kato para interpretar bien la ley, el juez no puede ser dogmático, apegado 

rígidamente a las fórmulas legales. “El derecho trasciende el texto de la norma, que es 

estática, y se relaciona con la realidad social, que es dinámica. Interpretar, antes que 

nada, significa sensibilidad social y postura crítica, además del saber jurídico, de los 

conocimientos científicos y de las verdades naturales que necesita quien ha de 

juzgar”934. 

 

Si el Estado brasileño no ha implementado hasta ahora la reforma agraria y otras 

políticas públicas sociales exigidas por la Constitución de 1988, como por ejemplo, 

educación, trabajo y vivienda, en el medio rural, no cabe al poder judicial  reprimir  las 

manifestaciones de estas familias campesinas que esperan de dicho Estado una nueva 

interpretación del derecho de propiedad. Según Streck, “la magistratura no preparada, 

técnica y doctrinariamente, enfrenta dificultades para interpretar los nuevos conceptos 

                                                 
933 ALEXY, Robert, op. cit.,, pp.118 y ss. 
934 KATO, Shelma Lobardi de, O advogado e o compromisso político da libertação, en Revista dos 

Tribunais, num. 589, São Paulo, RT., 1984, p. 274-275. 
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de los textos legales típicos de la sociedad industrial, principalmente los que establecen 

derechos colectivos”935.  

Al referirse a la actuación del Poder Judicial en los países periféricos, Santos aduce 

que, en esos países que han pasado por procesos de transición democrática en los 

últimos tres decenios, los Tribunales no han ido asumiendo su co-responsabilidad 

política en la actuación providencial del Estado más que lenta y fragmentariamente936. 

Añade el autor que: La distancia entre la Constitución y el derecho ordinario es enorme 

en esos países, y los tribunales, en general, han sido más bien tibios en su intento por 

acortarla937. 

 

En el tema de la propiedad rural en Brasil, Rocha señala que la función social de la 

propiedad hasta ahora no se encuentra aplicada adecuadamente por el Poder Judicial, 

que continúa aplicando el Código Civil, anclado rígidamente a los principios del 

individualismo jurídico del siglo XIX, consagrado en el Código de Napoleón, para 

dirimir los conflictos de carácter social que tienen por objeto el derecho de 

propiedad938.  

 

Para el autor, es inadecuado incluso por el hecho de expedir las medidas liminares939 

para desalojo de los campesinos, las cuales son marcadamente inconstitucionales por 

herir los principios de lo contradictorio y del debido proceso legal940. 

  

De esta manera, a la luz del grave conflicto social en el medio rural brasileño, frente al 

cual se invoca la respuesta jurisdiccional, el Poder Judicial debe construir una doctrina 

                                                 
935 STRECK, Lenio Luiz, A Constituição e  o construir da sociedade: A função social da propriedade e o 

direito um acordo garantista, en STROZAKE, Juvelino José, op. cit.,  p.32. 
936  SANTOS, Boaventura de Souza, Os Tribunais nas sociedades contemporâneas: o caso português, 

Porto Alegre, Afrontamento, 1996, p. 37. 
937  SANTOS, Boaventura de Souza, op. cit., p.39. 
938 ROCHA, Albuquerque José de, Estudos sobre o Poder Judiciário, São Paulo, Malheiros, 1995, p.138. 
939 Medidas liminares:  son ‘sentencias preliminares’ es decir, en donde hay un fallo provisorio sin el 

debido proceso legal, y son instrumentos de desalojo, sin la posibilidad de defensa por parte de los 

acampados.  
940 ROCHA, Albuquerque José de, op. cit., p. 139.  
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jurisprudencial a partir de una interpretación axiológica del Derecho, con fundamento 

en el principio de la dignidad humana.  

 

En las sentencias es menester que prevalezcan los parámetros internacionales e 

internos, constitucionales de protección a los derechos humanos, con base en la 

absoluta primacía de dignidad de la persona humana. Los conflictos agrarios existen 

porque, en el contexto social brasileño hoy, el ocupante busca trabajo, vivienda 

alimentación y otros derechos sociales fundamentales. 941  En ese sentido, Silva 

argumenta que: 

 

La ocupación se caracteriza por el ‘estado de necesidad’ de las 

personas que realizan esa acción y por el destino social del área 

afectada (art. 5 de la Ley de Introducción al Código Civil). Las 

ocupaciones existen porque, en el contexto social que 

presenciamos, el ocupante busca trabajo en suelos baldíos, 

abandonados, sin destino, empujado por la necesidad del hambre 

como imperativo de emergencia. Así, en razón de que esta 

ocupación es famélica, no puede ser punible 942. 

 

El punto clave que nos interesa aquí es la constatación de la existencia de una lógica de 

la desigualdad social que se encuentra también implícita en el debate en torno a la 

cuestión agraria. Actualmente los conflictos agrarios involucrando los campesinos 

brasileños han mostrado que el derecho de propiedad y su función social deben ser 

interpretados a la luz de los principios fundamentales y valores superiores conectados 

con la política agrícola y reforma agraria para atender a las exigencias 

constitucionales943.  

 
                                                 
941 MUNIZ, G. I., op. cit.,p.34. 
942 SILVA, José Gomes da, Uma foice longe da terra, Petrópolis, Vozes, 1989, p.110.  
943 Sabemos que la Constitución de 1988 dedica el Capítulo III, del Título VII, a la Política Agrícola  y a 

la Reforma Agraria. Configura, por lo tanto, obligación del Estado, (aquí nos referimos al Poder 

Judicial), interpretar el derecho de propiedad e la función social de la misma dentro de los parámetro de 

la norma constitucional. 
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En efecto, el nivel de desarrollo económico y social afecta al desempeño de los 

tribunales, en la medida en que condiciona el grado y el tipo de letigio social y, 

consecuentemente, judicial. Dicho esto,  las decisiones judiciales, en la cuestión 

agraria, pueden ser instrumentos importantes para el cambio de las estructuras 

fundiarias en Brasil. 

 

 

D. La jurisprudencia en Brasil  

 

En el tema de la cuestión agraria en Brasil, nos encontramos ante una reiterada 

indiferencia del poder judicial944. En este sentido, podemos observar la carencia  de 

decisiones provenientes del Supremo Tribunal Federal.  

 

En el plano jurisprudencial, tras consultar las bases de datos del Supremo Tribunal 

Federal – Internet y distintas bibliotecas, hemos podido encontrar pocas jurisprudencias 

sobre esta materia. Además, el derecho de propiedad rural viene reiterándose con 

escasas modificaciones en las sentencias de los tribunales de los estados de la 

Federación. 

 

Sin embargo, la aparente escasez de jurisprudencia provoca una inseguridad jurídica 

que requiere nuevos matices. La utilización generalizada de sentencias inadecuadas en 

materia agraria intensifica o no resuelve los conflictos945. Los campesinos, aún tras la 

orden judicial, no sólo resisten al derecho de propiedad, como también resisten ante la 

orden de desalojo. Esta situación implica un reenvío, a los jueces, para una 

interpretación más compleja de los conflictos a la luz de la Constitución en los casos 

concretos de intereses sociales que requieren la aplicación de la ley946. 

 

                                                 
944 STÉDILE, João Pedro, A Questão Agrária No Brasil: Programas de reforma agrária -1946/2003, 

São Paulo, Expressão popular, 2005; JUSTO, G. M., Capim na fresta do asfalto: conflito agrário 

violento e justiça, São Paulo, fapesp, 2002.   
945 JUSTO, G.M., op. cit., pp. 126 y ss. 
946 MUNIZ, I. G. , op. cit., pp. 32 y ss. 
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Como en todos los conflictos de intereses, el poder judicial se encuentra con la tarea de 

interpretar la norma y aplicarla adecuadamente a cada caso. Los conflictos agrarios no 

escapan a esta regla. Primero, porque, evidentemente, aunque sólo fuera por el número 

de implicados, los conflictos agrarios no pueden transformarse en materia penal947. A 

los jueces les incumbe interpretar como materia constitucional los conflictos en torno 

de la reforma agraria. Segundo, debido a que la aplicación exclusiva de las normas de 

derecho civil no es adecuada en materia de derecho de propiedad para la realidad 

jurídica brasileña, como demostramos anteriormente948.  

 

Tratando de jurisprudencias en España, Peces-Barba subraya que la jurisprudencia en 

conjunto con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al 

interpretar y aplicar la ley y la costumbre, complementarán el ordenamiento jurídico949. 

 

En el caso brasileño el Supremo Tribunal Federal (STF) todavía no enfrentó la cuestión 

agraria con más profundidad como hizo, por ejemplo, el Tribunal Constitucional 

Español con la sentencia 37/1987.  

 

Sin embargo, hay casos en que, al llegar al Tribunal Superior de Justicia (STJ), o sea, 

en el juicio de tercer grado, o incluso en juicios de primer grado en algunos estados de 

la Federación, se observa que el Poder Judicial empieza a tratar el problema a la luz de 

la Constitución de 1988, a ejemplo del Ministro Luiz Vicente Cernicchiaro, que 

entiende que el programa de Reforma Agraria no es sólo una Norma Constitucional, 

sino que tiene como “destinatario” a un segmento de la sociedad que necesita su 

implantación. El ministro argumenta que la tardanza en la implantación de la Norma 

genera una reacción que no siempre es amistosa. Pero no elabora una jurisprudencia 

puntuada como lo hizo la sentencia 37/1987 citada, se limita a los argumentos 

siguientes: 

 
                                                 
947  SILVEIRA, Domingos Sávio Dresch, A propriedade agrária e suas funções sociais, en O Direito 

Agrário em debate, Porto Alegre, Livraria do Advogado, 1998, 
948 SILVEIRA, Domingos Sávio Dresch, op cit., pp. 231. 
949 PECES-BARBA, Martinez Gregorio, El Tirbunal Constitucional, (en la obra colectiva del mismo 

título) Madrid, 1981, Volumen III, pp. 2056 y ss.  
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 Invóquese la Constitución de la República, específicamente el 

Título VII – Del Orden Económico y Financiero – cuyo Capítulo 

II registra la Reforma Agraria como un programa que debe ser 

cumplido (art, 184 usque 191). Evidentemente, esa norma tiene 

un destinatario, titular de derecho a (o por lo menos, interés en) 

la concreción  de la reforma mencionada. La tardanza 

(justificada o injustificada) en la implantación genera reacciones 

que no siempre están comprendidas en la extensión de la norma 

jurídica950.  

 

En esta investigación constatamos que en la cuestión agraria los fallos de los 

Tribunales, Supremo Tribunal Federal y Superior Tribunal de Justicia, en general, se 

refieren a materia penal, salvo  cuando se trata de medio ambiente. 

 

Por ejemplo, un fallo del Superior Tribunal de Justicia (STJ) que se considera una 

referencia. Obsérvese que se trata de materia penal.  El  ministro Vicente Cernicchiaro, 

en el acuerdo de un Habeas Corpus  impetrado en favor de trabajadores presos en 

Pontal do Paranapanema – São Paulo, argumenta que:  

 

El referido “decreto” de prisión preventiva, con fundamento 

“alentado”, proyecta una realidad social. Percibió, en la 

conducta de la Paciente, insubordinación a las reglas jurídicas. 

Del punto de vista formal, suele ocurrir. Sin embargo, no 

estamos en presencia del “esbulho possessório” (apropiación 

ilícita), o alteración de límites (...) La conducta del agente en el 

“esbulho possessório” (apropiación ilícita) es substancialmente 

distinta de la conducta de la persona con interés en la reforma 

agraria.  Actualmente, la culpabilidad es cada vez más invocada 

en la Teoría General del Delito. Su intensidad puede, incluso, 

                                                 
950 Superior Tribunal de Justiça - STJ, Voto separado del Ministro Vicente Cernicchiaro. 
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impedir la caracterización de la infracción penal. En el caso de 

“esbulho possessório” (apropiación ilícita), el agente 

dolosamente embiste contra la propiedad ajena, con el fin de 

usufructuar de uno de sus atributos (el uso), o de alterar los 

límites del dominio para enriquecimiento sin justa causa.  En el 

caso de los autos, por el contrario, percibo presión social para la 

concreción  de un derecho (o al menos, interés)951.  

   
Desde esta sentencia los movimientos sociales en el medio rural se preguntan con 

frecuencia si, muchas veces, las posiciones mantenidas aún por el normatismo no 

pertenecen en gran parte al arraigo subconsciente de una escala de valores históricos 

adquiridos por el juez, que realmente cuesta mucho trabajo abandonar952.  

 

Por otra parte, resulta perfectamente incomprensible que el Poder Judicial en Brasil tras 

promulgación de la Constitución de 1988, que no sólo constitucionaliza valores y 

principios fundamentales, sino que también abre la posibilidad a una vía de penetración 

a otros valores principios y derechos en nuestro ordenamiento a través de la ratificación 

de tratados internacionales como se puede observar en el Artículo 5 párrafo 2, que el 

poder judicial continúe en la cuestión agraria manteniendo, en sus decisiones,  la misma 

postura de antes de dicha Constitución953. 

 

A partir de la Constitución, y con la puesta en vigor de la ley 8.629/1993954, el juez 

ordinario y los tribunales han de tener en cuenta la existencia de la reforma agraria 

como imperativo constitucional955.  

 

A diferencia de Brasil, en España el Tribunal Constitucional ha firmado jurisprudencia 

con los fundamentos jurídicos en el tema de reforma agraria. No hemos analizado a 
                                                 
951 Véase Tribunal de Justiça do estado de São Paulo, HC núm. 4.399 – SP (96/0008845-4). 
952 Véase MEDEIROS, L., Assentamentos ruris: uma visão multidiciplinar, São Paulo, Edunesp, 1994. 
953 Véase CARVALHO NETO, M., op. cit., pp.56 y ss. 
954 Ley que regulamenta los requisitos del cumprimento de la función social de la propiedad rural. 
955  Véase MEDEIROS, L., op. cit., pp. 56-97; SILVEIRA, Domingos Sávio Dresch, op. cit., pp. 180-

192. 
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fondo la cuestión agraria en España. No obstante, podemos observar que, a diferencia 

de lo que ocurre en Brasil, existe un Tribunal Constitucional para salvaguardar los 

derechos fundamentales. Aunque en España el derecho de propiedad no es un derecho 

fundamental, en materia de reforma agraria, el Tribunal Constitucional se manifiesta en 

forma doctrinal. Consideremos, a modo de ejemplo, un recurso de inconstitucionalidad 

de algunos artículos de la Ley de Reforma Agraria de Andalucía, en la STC. 37/1987. 

Primero se refiere al contenido esencial de los derechos. Dice:  

 

La determinación del contenido esencial de cualquier tipo de 

derecho subjetivo –y, por lo tanto, también de los derechos 

fundamentales de las personas- viene marcada en cada caso por 

el elenco de facultades o posibilidades de actuación necesarias 

para que el derecho sea reconoscible como perteneciente al tipo 

descrito y sin las cuales deja de pertenecer a ese tipo y tiene que 

pasar a quedar comprendido en otro, desnaturalizándose, por 

decirlo así. Todo ello referido al momento histórico de que en 

cada caso se trata y a las condiciones inherentes en las 

sociedades democráticas, cuando se trate de derechos 

constitucionales956. 

 

Luego vemos cómo el Tribunal va aclarando determinados conceptos. Notamos que no 

se trata de una acción puntual, sino que de un proceso de clarificación y 

conceptualización que se ha ido construyendo a lo largo del tiempo. El propio Tribunal 

se refiere a la “doctrina constitucional sobre el contenido esencial de los derechos 

subjetivos”. Además, notamos también que utiliza la referencia a otras sentencias para 

fundamentar su decisión.  

 

Continuamos con la STC. 37/1987. En ella, el Tribunal Constitucional señala que “la 

delimitación del contenido del derecho de propiedad en virtud de su función social deba 
                                                 

956  Véase Tribunal Constitucional Español, SSTC 37/1987 de 26 de marzo, en el recurso de 

inconstitucionalidad de la Ley de Reforma Agraria para Andalucía, Fundamento Jurídico nº2.  
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ciertamente regularse por ley” (FJ.3). Pese a ello, dicho Tribunal tuvo el cuidado de 

hacer hincapié en el hecho de que los tres apartados del Art. 33 (CE) que no pueden ser 

artificiosamente separados, ellos revelan la naturaleza del derecho a la propiedad en su 

formulación constitucional. “Se trata de un derecho reconocido, como ha declarado este 

Tribunal en la Sentencia 111/1983 –fundamento jurídico 8º RTC 1983\111. FJ.2).  

Algunos conceptos importantes para la cuestión agraria en España sirven de parámetros 

para el Poder Judicial como un todo. Así, al referirse a la propiedad en España, en la 

sentencia 37/1987, el Tribunal señala que: 

 

La Constitución reconoce un derecho a la propiedad privada que 

se configura y protege, ciertamente, como un haz de facultades 

individuales sobre las cosas, pero también, y al mismo tiempo, 

como un conjunto de deberes y obligaciones establecidos, de 

acuerdo con las Leyes, en atención a valores o intereses de la 

colectividad ( FJ.2). 

 

Admite el Tribunal Constitucional que el derecho a la propiedad privada que la 

Constitución reconoce y protege tiene una variante institucional, precisamente derivada 

de la función social que cada categoría o tipo de bienes sobre los que se ejerce el 

señorío dominical está llamado a cumplir, lo que supone, como ya sabemos, la 

definitiva incorporación del interés general o colectivo junto al puro interés individual 

del titular en la propia definición de cada derecho de propiedad o, si se prefiere, en la 

delimitación concreta de su contenido.   

 

Esclarece el Tribunal Constitucional que el uso de la propiedad debe tener la finalidad o 

utilidad social que cada categoría de bienes objeto de dominio esté llamada a cumplir. 

El cumplimiento de la función social es una exigencia Constitucional. La incorporación 

de esta exigencia se traduce en la previsión legal del carácter social del derecho de 

propiedad, la inobservancia de dicho carácter, por parte del propietario (STC 37/ 1987, 

FJ.1). Podemos ver, pues, que la Función Social emerge como espíritu interno del 

derecho, desde diversos perfiles: desde el propio tema literal – la función social 

delimitará el contenido dominical, según el Art. 33.2 CE – pasando por la comprensión 
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actual de los derechos constitucionales, hasta la perspectiva de la garantía del contenido 

esencial.  

 

La dimensión social de la propiedad también habilita a los poderes públicos a 

condicionar el ejercicio del derecho (STC 37/ 1987, FJ, 2; STC 61/ 1997, FJ. 9; STC 

164/2001, FJ. 5). No se trata ya de privar de la titularidad del bien, sino de obligar al 

titular a que lo destine en un determinado sentido para cumplir con su función social. 

Tal posibilidad –reconocida por la doctrina constitucional – podría, aun, llevar a que los 

poderes públicos privaran de la titularidad si el ejercicio del derecho no es acorde con el 

destino social marcado por las autoridades. Se trataría de la denominada ‘expropiación-

sanción’ que, incluso, trató de constitucionalizarse durante el periodo constituyente.957  

 

En el recurso de inconstitucionalidad que hemos citado, el Tribunal Constitucional 

reconoce que las normas agrarias deben contener los deberes de los propietarios y 

empresarios agrícolas y de las medidas de intervención pública que pueden adoptarse 

para lograr el mejor aprovechamiento de la tierra y sus recursos. (STC 37/ 1987, FJ. 

3)958.  

 

Se trata de una Sentencia del Tribunal Constitucional que se ha enfrentado al problema 

de la propiedad con mayor profundidad y amplitud de miras. Antes, este Tribunal había 

dictado, entre otras las STC 111/1983 y 166/1986, relativas a las expropiaciones de 

RUMAA, pero pensamos que podemos calificar a ésta como una sentencia 

importantísima dictada por el Tribunal Constitucional en materia de propiedad rural (y 

reforma agraria). 

 

                                                 
957 BARREIRO, Agustín Jorge, Reflexiones sobre la protección penal de la propiedad en la historia del 

derecho español.  Siglos XIX y XX, en VARELA Suanzes- Carpegna (Coordinador) Propiedad e historia 

del derecho, Madrid, Fundación Beneficentia et Peritia Iuris, Colegio de Registradores de la Propiedad y 

Mercantiles de España, 2005, p. 117. 
958  Véase, también, COLINA GAREA, Rafael, La función social de la propiedad privada en la 

Constitución Española de 1978, Barcelona, José María Bosch Ed., 1997, p. 287. 
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2.6. Líneas  de futuro 

La reanudación del debate sobre la reforma agraria en Brasil, el comprometimiento de 

diferentes actores, la disputa por el control de las iniciativas políticas, implicaron 

también la constitución de redes entre diferentes organizaciones que, manteniendo su 

perfil propio de demandas, llegaron a algunos ejes comunes que permitirían un discurso 

conjunto y la búsqueda de otros apoyos y alianzas959.  

El Fórum Nacional pela Reforma Agrária e Justiça no Campo, creado en 1995, en un 

momento en que las ocupaciones de tierra se intensificaban articula entidades bastante 

heterogéneas en cuanto a tipo de organización, propósitos y tamaño 960 , tanto de 

representación de trabajadores del campo como de apoyo y prestación de servicios. 

Congregando instituciones de naturaleza bastante diversificada, el Fórum ha sido un 

espacio de debates sobre temas candentes con respecto de la cuestión agraria y ha 

conducido campañas, de carácter nacional, relacionadas con acciones destinadas a la 

intensificación de la reforma agraria961.  

 

La Reforma Agraria no se reduce a expropiar tierras. Exige un conjunto de acciones y 

medidas por parte del poder público962. Según la Comissão Pastoral da Terra (una de 

las entidades del Fórum), una reforma agraria consecuente tiene que pasar por la 

definición de un límite para la propiedad de la tierra963, afianzando el sentido de 

                                                 
959 MEDEIROS, Leonilde Servolo, op. cit., p. 94. 
960 En el año 2001, participaron en el Forúm 32 entidades, segun MEDEIROS, cada una con formas de 

pensar y actuar diferentes, algunas de ellas disputando entre sí la representación de determinados 

segmentos de trabajadores del campo. (MEDEIROS, Leonilde Servolo, op. cit., 94). 
961 MEDEIROS, Leonilde Servolo, op. cit., 95. 
962 STÉDILE, João Pedro, A Questão Agraria Hoje, Porto Alegre, ed. UFRS, 1994. 
963 El Fórum Nacional pela Reforma Agrária e Justiça no Campo se comprometió en una campaña de 

movilización nacional pidiendo una enmienda constitucional que promoviese un límite máximo a la 

propiedad de la tierra. Su propuesta era introducir en la Constitución Brasileña, en el mismo Artículo que 

define la función social de la propiedad, un punto que limitase el área total de los predios bajo dominio, a 

cualquier título, de una misma persona física o jurídica, en el territorio nacional, a 35 módulos fiscales 

como máximo. Según la propuesta, tal requisito sería auto-aplicable, y la incorporación al patrimonio 

público de predio rural con una superficie que superara el límite establecido quedaría libre de 
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democratizar el acceso a la misma. La propiedad tiene que estar subordinada a la 

necesidad y tiene que ejercer su función social. En un documento titulado Apuntes de la 

Comissão Pastoral da Terra para el II Plan Nacional de Reforma Agraria se 

destacaron cinco dimensiones que según aquella entidad necesitan estar presentes en un 

Plan de Reforma Agraria:  

a) Acceso a la tierra: en este ámbito es donde hay mayor experiencia acumulada; la 

propiedad tiene que ser de tamaño compatible con las necesidades de las familias. 

Tanto los latifundios como los minifundios son perjudiciales. También tienen que 

respetarse formas de uso colectivo de la tierra, como ya lo hacen los indígenas y los 

quilombolas, y otras formas de uso común de la tierra. 

 

b) Acceso al agua: tierra sin agua es tierra muerta. La reforma agraria tiene que 

garantizar el acceso al agua y/o desarrollar formas alternativas de captación de agua 

para la agricultura.  

 

c) Organización de la producción: esta organización es colectiva y social, e incluye 

tecnologías. No se puede contemplar la tierra simplemente en función de la agricultura. 

Hay crianza de animales que es la actividad principal en algunas regiones, como en el 

semi-árido. La reforma agraria debe apoyar la organización ya existente y estimular la 

producción colectiva. En el campo de la organización de la producción hay algunos 

obstáculos jurídicos, como el modelo de herencia, en que todos los hijos son herederos 

en igualdad de condiciones, obligando a la fragmentación o venta de la pequeña 

propiedad, como ocurre también en circunstancias de separación de la pareja.  

 

d) Mercado: es un ámbito en donde los campesinos tienen menos experiencias 

acumuladas. La comercialización es una de las grandes dificultades para los 

trabajadores. Las ferias libres, en donde las hay, acaban siendo la única experiencia 

para muchos. La reforma agraria debe estimular formas colectivas de comercialización, 

como la creación de cooperativas, y apoyar la comercialización directa, del productor al 

                                                                                                                                               
indemnización, al titular, del valor de la tierra despojada correspondiente a la parcela de la superficie que 

excediera el límite establecido (MEDEIROS, Leonilde Servolo, op. cit., p.103). 
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consumidor, haciendo el puente campo-ciudad, y favoreciendo el sistema de trueque ya 

existente en algunos lugares.  

 

e) Cultura campesina: esta dimensión es transversal a las demás. Hay una gran 

diversidad regional, hay saberes acumulados y la Reforma Agraria debería permitir el 

espacio para la reconstitución del modo de vida de la cultura campesina.  

Aunque la competencia para la expropiación sea de la Unión, la Reforma agraria, según 

la CPT, tendría que ser formulada a partir de procesos locales, de abajo hacia arriba, a 

partir de los sujetos de cada región, valorizándolos, rescatando las experiencias 

existentes y llevando en consideración la extrema diversidad de los ecosistemas y 

culturas brasileñas.  

 

El Fórum Nacional pela Reforma Agrária e Justiça no Campo defiende que los 

campesinos (trabajadores y trabajadoras rurales) deben ser los protagonistas de este 

proceso de reforma agraria. Los habitantes de cada lugar deben definir qué reforma 

agraria debe ser implantada en su región964 . Para las entidades que componen el 

Fórum 965 , no se puede implementar un modelo único para la inmensa diversidad 

regional y cultural de Brasil.  
                                                 
964 Como por ejemplo los amazónicos  en Amazonas, respetando la realidad y la riqueza de la región; los 

nordestinos dirán cuáles son los caminos para una correcta convivencia con el semi-árido, etcétera. 
965 Entidades que componen el Forúm Nacional pela Reforma Agrária e Justiça no campo: ABRA – Associação 

Brasileira de Reforma Agrária; ABONG - Associação Brasileira das ONGs;  APR- Animação Pastoral Rural; 

ASPTA- Assessoria e Serviços em Projetos de Tecnologia Alternativa; ANDES- Sindicato Nacional dos Docentes 

das Instituições  de Ensino Superior; COIABE- Coordenação das Organizações Indígenas da Amazônia Brasileira; 

Cáritas Brasileira; Centro de Justiça Global; CESE- Coordenadoria Ecumênica de Serviços; CIMI- Conselho 

Indigenista Missionário; CMP- Central dos Movimentos Populares; CNASI- Confederação Nacional da Associação 

dos Servidores do INCRA; CONDSEF- Confederação Nacional dos Servidores Públicos Federais; CONIC- 

Conselho Nacional de Igrejas Cristãs do Brasil; CONTAG- Confederação Nacional dos Trabalhadores na 

Agricultura; CPT- Comissão Pastoral da Terra; CUT-Central Única dos Trabalhadores; DESER- Departamento de 

Estudos Sindicais Rurais; ESPLAR- Escritório de Planejamento Rural; FASE- Federação de Órgão de Assistência 

Social e Educacional; FASER- Federação das Associações e Sindicatos dos Trabalhadores da Extensão Rural e do 

Setor Público Agrícola do Brasil; FEAB- Federação dos Estudantes de Engenharia Agronômica; FETRAF- Brasil- 

Federação dos Trabalhadores na Agricultura Familiar;FIAN-Brasil- Rede de Informação e Ação pelo Direito a se 

Alimentar; FISENGE-Federação Interestadual de Sindicatos de Engenheiros; IBASE- Instituto de Estudos Sociais e 

Econômicos; IBRADES- Instituto Brasileiro de Desenvolvimento Social; IDACO- Instituto de Desenvolvimento e 

Ação Comunitária; IECLB- Igreja Evangélica de Confissão Luterana do Brasil; IFAS- Instituto de Formação e 
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A estas conclusiones  llegaron los participantes en los encuentros de campesinos y de 

diversas entidades que se realizaron a lo largo y ancho de todo el territorio nacional 

entre 2001 y 2002966. Participamos en varios de esos encuentros con los campesinos de 

áreas de conflictos agrario, como  asesora jurídica de la CPT-PB. En 2002, las 

entidades elaboraron un documento que entregaron al gobierno. El gobierno aceptó este 

documento, y lo transformó en el actual “II Plan Nacional de Reforma Agraria”. 

Podemos decir entonces que el actual Plan Nacional de Reforma Agraria presentado 

por el actual Gobierno a la sociedad brasileña en 2002, tuvo su génesis en los 

movimientos sociales967.  

 

 

2.6.1. El II Plan Nacional de Reforma Agraria 

 

El nuevo “II Plan Nacional la Reforma Agraria (PNRA)” aparece como condición para 

que se impulse el crecimiento económico con la redistribución de ingresos y la 

construcción de una sociedad moderna y soberana. Dicho plan presenta cinco líneas 

directrices estratégicas que son: 

 

1. Democratización del acceso a la tierra; 

2. Desarrollo rural; 

3. Universalización de los derechos esenciales; 

4. Desarrollo territorial, y 

5. Política de seguridad alimentar. 

 

                                                                                                                                               
Assessoria Sindical; INESC- Instituto de Estudos Sócio-Económicos; MAB- Movimento dos Atingidos pelas 

Barragens; MLST-Movimento de Libertação dos Sem Terra; MMC- Movimento de Mulheres Camponesas; MNDH- 

Movimento Nacional de Direitos Humanos; MPA- Movimento de Pequenos Agricultores; MST- Movimento dos 

Trabalhaadores Rurais Sem Terra; MTL- Movimento, Terra Trabalho e Liberdade; Pastorais sociais da CNBB; PJR-

Pastoral da Juventude Rural; Rede Brasil sobre Instituições Financeiras Mutilaterais; Rede Social de Justiça e 

Direitos Humanos; RENAP- Rede Nacional dos Advogados (as)Populares; SINPAF- Sindicato Nacional dos 

Trabalhadores de Instituição de Pesquisa e Desenvolvimento Agropecuário; terra de Direito. 
966 Son encuentros a cada mes con la participación de centenas de campesinos que viven en áreas de 

conflictos de agrarios. Esos eran patrocinados por los campesinos y por la CPT. 
967 Véase STÉDELE, João Pedro, op cit., pp. 145 y ss. 
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El II Plan Nacional de Reforma Agraria integra un programa del actual gobierno como 

un proyecto para la democratización de la propiedad rural. Representa una visión 

ampliada de reforma agraria que encarna un intento por cambiar la estructura agraria 

brasileña, desconcentrando la estructura de la propiedad rural e interviniendo en la 

estructura productiva mediante la garantía del crédito, del seguro agrícola, de la 

asistencia técnica, de políticas de comercialización, agro-industrialización y garantía 

del derecho de propiedad (que cumple su función social) como un derecho fundamental 

de todos en las bases del desarrollo territorial sostenible968.  

 

Asimismo dicho Plan  de Reforma Agraria añade  que el desempeño de la agricultura 

familiar muestra que se trata de un sector que produce, que proporciona empleo, y que 

responde rápidamente a las políticas públicas de fomento y garantía de la 

producción969.  

 

El II Plan Nacional de Reforma Agraria representa lo nuevo en materia de estructura 

agraria. En vez de un modelo único para todas las regiones del país, el Plan prevé la 

adecuación del modelo de reforma agraria a las características de cada región.  

 

Los sectores de la población directamente beneficiados por la Reforma Agraria son, 

según establece el Plan: los campesinos (trabajadores rurales sin tierra), público en 

potencia de nuevos asentamientos; los actuales campesinos asentados, que necesitan 

infraestructura y apoyo a la producción; un inmenso sector de la agricultura familiar 

que todavía no se integró a los mecanismos del plan Safra (“Cosecha”); los campesinos 

                                                 
968 Véase informes  del NEAD, 2003. 
969 Según datos de la Comissão Pastoral da Terra la agricultura familiar corresponde a 4,1 millones de 

establecimientos (84% del total), ocupa 77% de la mano de obra en el medio rural, y es responsable, en 

conjunto con los asentamientos de reforma agraria, de cerca de 38% del valor bruto de la producción 

agropecuaria, 30% del área total, de la producción de los principales alimentos que componen la dieta de 

la población y tienen, además, participación fundamental en la producción de 12 de los 15 productos que 

impulsaron el crecimiento de la producción agrícola en los años recientes. De esta forma, no queda duda 

que la pequeña propiedad que cumple la función social (agricultura familiar) promueve una distribución 

de renta más equilibrada del territorio nacional. (Comissão Pastoral da Terra, Conflitos no Campo, 

Goiânia, CPT, 2003. 
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cuya situación inestable hace difícil, cuando no representa un obstáculo hasta ahora 

infranqueable para obtener acceso a las políticas agrícolas que hubieran podido 

beneficiarlos; las poblaciones ribereñas, las comunidades quilombolas 970 , que 

demandan el reconocimiento y los títulos de propiedad de sus tierras, y documentación 

en general; los agricultores que ocupan tierras indígenas, que necesitan ser re-

asentados; los trabajadores de la minería de extracción, que luchan por la creación y 

reconocimiento de reservas de extracción minera, los agricultores afectados por la 

creación de represas; la juventud rural; las mujeres campesinas (trabajadoras rurales), 

entre otros pobres del campo.  

 

Además, el Plan abre la posibilidad de implementar otras fuentes para componer la 

demanda explícita. Son los Programas de acceso a la tierra, que permiten el registro 

por el sistema de Correos, o directamente en el INCRA. 

 

Son 839.715 registrados con una demanda declarada de tierra a través de estos 

Programas, pero aún hay que contabilizar a los campesinos “acampados”(sin vivienda), 

que según el INCRA serían 171.288 familias que necesitan la reforma agraria por 

situación de emergencia, y que son consideradas prioridad del Plan.  

 

Para poner en práctica la reforma agraria, el Plan establece  diversos programas, en 

donde se destaca de manera central la implantación de los nuevos asentamientos de 

campesinos.  

 

El Plan dispone que la implantación de nuevos proyectos de asentamiento, en el 

contexto del PNRA, estará apoyada en la propuesta de desarrollo sostenible de los 

territorios en los cuales se inscribirán. En este sentido, la implantación y el desarrollo 

de los nuevos asentamientos de reforma agraria pasarán a orientarse por un proyecto 

regional productivo asociado a un plan de desarrollo territorial, definido en conjunto 

                                                 
970 Por quilombos la Real Academia Española de la lengua recoge la acepción originária en la versión 

cubana de pelenque y sobre todo en la venezuelana cumble. Población formada por esclavos negro 

fugitivos en la que vivían como hombres libres. En Brasil, quilombolas son comunidades reminiscentes 

de quilombos, estos formados originalmente por esclavos fugitivos. 
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con los beneficiarios. Significará una oportunidad para ampliar la oferta de alimentos 

en la región y para promover la diversificación productiva, tanto en función de la 

matriz tecnológica propuesta, como en función del destino de sus productos y 

subproductos, alimentos y generación de energía. 

 

En cuanto a la viabilidad económica de los nuevos asentamientos, el Plan prevé una 

inversión específica en la fase de la implantación. Esa inversión consistirá básicamente 

en el dispendio para la obtención de tierras y para la construcción de viviendas simples, 

ambas de carácter pagadero a largo plazo, realizado por acciones presupuestarias 

específicas de la Unión. 

 

El Plan admite que existen también otras inversiones por realizar, como las que no 

requieren acción presupuestaria vinculante. Estas son: inversiones en el Plan de 

cosecha (plan Safra) y gastos sociales y de infraestructura recomendables a la garantía 

de derechos básicos (garantía del principio fundamental de la ciudadanía). Habrá 

también un gasto social, vinculado a los derechos sociales fiscalmente onerosos, pero 

que ya están financiados en los presupuestos específicos – Seguridad Social, 

FUNDEF971,  y Vivienda.  

 

El Plan establece que es el erario público, mediante un presupuesto anual, que debe 

arcar con los gastos de la Reforma Agraria en su fase de implantación (tierra, agua y 

viviendas). El valor de la tierra se calcula por su precio de mercado a épocas de la 

emisión del título de propiedad, y será actualizado por un índice regionalizado de 

precio de la tierra, que concretice el principio constitucional de preservación del valor 

real de este recurso en el mercado. De esta forma el asentado pagará 5% de ese valor 

actualizado, cancelando su valor mediante veinte pagos anuales, al cabo de los cuales 

recibirá la transferencia plena del dominio972. 

 

                                                 
971 FUNDEF – Fundo de Manutenção e Desenvolvimento do Ensino Fundamental e da valorização de 

Magistério. 
972 Véase “II Plano Nacional de Reforma Agrária” y el “Relatório do INCRA, Brasil, 2003”.   
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Para cancelar la deuda habitacional se aplicará el mismo criterio (20 parcelas anuales, 

con un valor inicial fijado en 5 mil reales, reajustado por algún índice de coste de 

construcción). Podrán ser analizadas las formas alternativas de pago de estas parcelas 

anuales, como por ejemplo, mediante jornadas opcionales de trabajo, controlables por 

el INCRA, en las construcciones previstas por el Plan973.  

El Plan establece los Registros de tierras y regularización agrícola 974 

independientemente de la fragilidad jurídica de la posesión y sus consecuencias975, a 

través de un nuevo registro de todos los bienes inmuebles rurales y de la revisión de las 

normas que rigen el proceso de registro de las propiedades. Éste representa un paso 

importante para la ejecución del II Plan Nacional de Reforma agraria.  

 

Mediante una integración del INCRA con organismos estatales será ejecutada una 

acción agraria amplia con miras a la regularización de pequeñas propiedades en la 

región, la previsión de obras o la intervención pública para paliar la desestabilización 

de las pequeñas propiedades, la disposición del gobierno del estado respectivo para 

asociarse para la implantación del proyecto y la existencia de conflictos motivados por 

cuestiones agrarias. 

 

Otro aspecto importante para viabilizar el éxito de la Reforma Agraria para estos 

pequeños productores es la articulación de la política de regularización agrícola con 

políticas de desarrollo regional, asistencia técnica y acceso al crédito.  

 

Además de la implantación de nuevos asentamientos, es necesaria la recuperación de 

los asentamientos ya existente. La recuperación de los asentamientos creados a lo largo 

de los últimos años es una prioridad del PNRA. La base para la ejecución de la 

recuperación de esos asentamientos deberá hacerse a partir de la creación de un sistema 

gerencial de supervisión y de los datos generados por el SIPRA/INCRA976.  
                                                 
973 Ibiden. 
974 Según  datos del INCRA, 50,86% de la superficie total del territorio brasileño se encuentra en 

condición de registrada. 
975 Según los informes de INCRA, la falta de documentación a veces representa un obstáculo al acceso al 

crédito, políticas de fomento y comercialización, etc.. 
976 Cadastro Nacional de Imóvel Rural. 
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Los asentamientos que presentan omisiones en más de una etapa de su implantación 

son objeto de una acción diferenciada. Cuando es necesario hay una redefinición del 

proyecto productivo que orienta su desarrollo por medio de discusiones con los 

asentados y sus organizaciones. Se asegura la complementación de las inversiones 

previamente designadas, así como las inversiones sociales e infraestructurales básicas 

(escuela básica, puesto de salud, habitación) que todavía no han sido realizadas.  

 

En estos momentos hay algunos aspectos que están en una fase más adelantada de su 

implementación. Entre los aspectos que se están llevando a cabo de manera más 

incipiente aún podemos mencionar los contratos específicos de costeo y de apoyo 

productivo a la comercialización previstos en el Plan Safra cosecha. También, la 

infraestructura social (carreteras, energía eléctrica, saneamiento, etc.), que será 

viabilizada por recursos oriundos de los presupuestos de los ministerios y órganos 

federales respectivos.  

 

El programa de crédito agrario hace posible la adquisición de tierras en los casos en que 

las tierras no sean pasibles de expropiación por interés social para fines de reforma 

agraria. El programa también contribuye para la creación de ocupaciones productivas 

permanentes para las familias beneficiadas, el aumento de sus ingresos, y la mejora de 

su calidad de vida. 

 

Son tres las líneas de financiamiento: “Combate a la pobreza rural” para la región semi-

árida del Nordeste, “Nuestra primera tierra” para los jóvenes rurales y el de 

“Consolidación de la agricultura familiar” para los agricultores con poca tierra. 

 

Los beneficiados por el crédito agrícola tendrán acceso automático al “Programa 

Nacional de Fortalecimiento de  Agricultura Familiar” (pronaf-A). También tendrán 

acceso a otros programas implementados por el “Ministerio Extraordinario de la 

Seguridad Alimenticia”– MESA977, como políticas de acceso a los mercados, compras 

                                                 
977 El “Ministério Extraordinário de la Segurança Alimentar – MESA” ya está en funcionamiento. 
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de la agricultura familiar, precios mínimos, seguro cosecha. Otras líneas del 

PRONAF978, y otros. 

 

El Plan propone la reconstrucción de las relaciones sociales y comunitarias en el medio 

rural. Esto presupone el refuerzo de alternativas de generación de ingresos y de 

empleos. Se pretende ampliar y fortalecer la participación de las mujeres en las 

actividades productivas generales del asentamiento, además del rescate de las prácticas 

de la medicina tradicional, artesanía, la valorización de formas tradicionales de 

producción y proyectos de capacitación en diversas áreas, como manejo forestal, 

piscicultura, gestión, y otros. 

 

El Plan permite créditos para mujeres, así como el incentivo al financiamiento de la 

producción de grupo de mujeres con aval solidario. Siendo así, el Plan trata a las 

mujeres no sólo como personas con pleno derecho a hacerse merecedoras de un crédito 

en el interior de los núcleos familiares, sino también como agentes políticos en la 

construcción de la reforma agraria y de la consolidación de la agricultura familiar. 

El Plan permite Títulos y apoyo al etno-desarrollo de áreas de quilombos remanentes979.  

Las informaciones sobre dichas comunidades son escasas y precarias. Las comunidades 

que deben recibir títulos serán identificadas, delineadas y se definirá su situación de 

dominio, previéndose, cuando se dé el caso, la remoción de los ocupantes que no sean 

quilombolas. Los criterios para la selección de las tierras que deben recibir título de 

propiedad tomarán en cuenta la existencia de conflictos, las tierras pasibles de recibir 

título con inmediatez, según el parecer de la Fundación Cultural Palmares; inserción en 

el Programa Hambre Cero; localizadas en los territorios definidos por el MDA y en 

tierras devolutas. 

 

                                                 
978  Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar – PRONAF ya está en 

funcionamiento.  
979 La Constitución de 1988 reconoce los territorios de comunidades reminiscentes de quilombos y le 

atribuye al Estado el deber de emitir los títulos de propiedad respectivos. Según datos del INCRA ,en 

Brasil existen aproximadamente 2.228 comunidades reminiscentes de quilombos. 
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El plan permite re-asentamiento de no indios ocupantes de tierras indígenas. Sin 

embargo, no existen datos exactos sobre el número de familias no indias que ocupan 

tierras indígenas, ni sobre la dimensión de la superficie que ocupan.  

 

El Plan prevé la actualización de las informaciones sobre la demanda de re-

asentamiento, la creación de un sistema de gestión específica, la adecuación de las 

normas del MDA/INCRA y la capacitación de funcionarios y gestores. 

 

El Plan prevé el apoyo al etnodesarrollo de los pueblos indígenas mediante políticas de 

auto-sustento de las comunidades que contemplen la protección y recuperación 

ambiental de tierras, el apoyo a las economías indígenas y la certificación de los 

productos. 

 

En cuanto a las reservas extractivas y los  asentamientos forestales, el Plan tiene 

también un apartado para estos segmentos de la población rural compuestos por los 

“seringueiros” (trabajadores de la extracción de caucho), castañeros y otros. Se estima 

que en la región amazónica existen cerca de 700 mil agricultores familiares con 

distintas situaciones de dominio de la tierra. 

 

El asentamiento forestal destinado a las poblaciones tradicionales se basa en un 

compromiso con la sostenibilidad ambiental y con la viabilidad económica y 

corresponde a la implementación de actividades sostenibles de exploración de recursos 

forestales. 

 

Los afectados por las represas corresponden a las poblaciones de habitantes de las 

orillas de manantiales en donde serán construidas unidades de generación de energía 

eléctrica y grandes obras de infraestructura. Se estima que esta población es de 10.000 

familias y el PNRA prevé la implementación de una política específica de 

reasentamiento de este segmento de la población rural, coordinado por el gobierno 

federal. 
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Las poblaciones ribereñas son las poblaciones que viven en las orillas de ríos y 

riachuelos en condiciones extremas de pobreza. Viven, principalmente, en el Estado de 

São Paulo y la región amazónica. El PNRA prevé la elaboración e implementación de 

políticas públicas, basada en la cultura y tradiciones de ese pueblo y dirigidas a 

promover la mejor calidad de vida y abrir nuevas posibilidades productivas. 

 

A partir del PRONERA980 – “Programa Nacional de Educación en la Reforma Agraria” 

existente desde 1998, se pretende a través del MDA y de diversos sectores sociales, la 

elaboración de una propuesta de política “Nacional de Educación en el Campo”, que 

implicará una ampliación significativa del acceso de la población rural a este derecho 

social fundamental.  

 

Este Programa cuenta con una metodología que conjuga el tiempo escolar  con la vida 

en la comunidad, articulando los saberes aprendidos en la escuela y los saberes 

desarrollados en el asentamiento rural en el cual viven los alumnos. 

 

Con respecto de la seguridad social, por medio de una acción integrada con otros 

ministerios se implementará un programa de diseminación de derechos sociales básicos 

y de documentación, que permitirán la materialización del ingreso de un sector de 

familias en la ciudadanía, contribuyendo por ese mismo camino a su establecimiento en 

una existencia digna. 

 

El PNRA reconoce el derecho del acceso de las comunidades rurales a la cultura. Por 

eso, extenderá a los asentamientos y a las comunidades rurales beneficiadas con el Plan 

el proyecto Arca de las Letras, que viene siendo implementado en carácter piloto en Rio 

Grande do Sul y en el Nordeste. Se trata de proporcionar alternativas de estímulo a la 

lectura desarrollada con una metodología adecuada al medio rural y coordinada por 

monitores de la propia comunidad. 

 

Las metas se han de formular en función del objetivo de realizar una  reforma agraria  

real, de calidad, y de establecer las bases para el desarrollo territorial sostenible del 

                                                 
980 El PRONERA ya está en funcionamiento. 
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medio rural. Para esto no es suficiente el Plan. Es necesario que todos los órganos 

aunan esfuerzos, y el Poder Judicial no está exento, ya que las acciones de expropiación 

pasan por él. La consecución de los objetivos establecidos en este nuevo “Plan 

Nacional de Reforma Agraria” exige modificaciones en las interpretaciones de las 

normas jurídicas sobre el derecho de propiedad981. 

                                                 
981 Véase Públicaciones del “Ministério de Desenvolvimento Agrário”, Brasil - 2006. 
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Consideraciones finales 
 

 
Para acabar este estudio, desearíamos hacer transparente la conclusión final de la 

investigación sobre el significado que tiene el derecho de propiedad reconocido en la 

Constitución de 1988. Debemos decir que la literalidad del artículo 5 apartados XXII y 

XXIII no es polémica (como lo fue durante el período constituyente de 1987/1988) y no 

hay sombra de dudas en el ámbito de la garantía del derecho de propiedad rural cuando 

ésta cumple con todos los requisitos de la función social según lo establecido en el 

artículo 186,  tal como se presenta en el texto constitucional. 

 

También señalamos, en relación con el derecho de propiedad en el título de los 

derechos y garantías fundamentales que la interpretación y aplicación de la 

Constitución ha de partir del hecho que tiene lagunas, y que esto conlleva una 

consiguiente apertura. La apertura constitucional se basa en la voluntad consciente de la 

imperfección del texto982. Y los constituyentes  de 1988 reconocieron la apertura en el 

párrafo 2 del artículo 5 que declara que “los derechos y garantías expresados en esta 

Constitución no excluyen otros derivados del régimen y de los principios adoptados por 

ella, o los tratados internacionales de los cuales forma parte la República Federativa de 

Brasil”. 

 

Así, de todo lo expuesto sobre el derecho de propiedad en el artículo 5 del Capítulo I 

del Título II de la Constitución de 1988, cabe deducir que la cláusula de apertura 

                                                 
982  Sobre el tema apertura de la constitución véase, por ejemplo, LUCAS VERDÚ, Pablo, La 

constitución abierta y sus enemigos, Madrid, ed Beramar, 1993; CARVALHO NETO, Menelick, 

Requisitos pragmáticos da interpretação jurídica sob o paradigma do Estado Democrático de Direito, 

Belo Horizonte, UFMG, 1999; HÄBERLE, Peter, Hermenêutica Constitucional. A sociedade aberta dos 

intérpretes da constituição: contribuição para a interpretação pluralista e procedimental da 

constituição, Porto Alegre, Fabris, 1997. 
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patrocinada por el párrafo 2 impregna todo el texto constitucional  democrático 

brasileño.  

 

A nuestro entender eso significa que la apertura  propuesta por el constituyente, en el 

texto constitucional, evidencia que la Constitución no puede estar sola, porque la 

interdependencia internacional se ha incrementado notablemente, y muy especialmente, 

por la ratificación de los tratados internacionales. La aceptación de los contenidos 

internacionales, la referencia a los mismos en el texto constitucional colabora para esa 

apertura, que es una aspiración de las constituciones democráticas del mundo 

occidental. 

 

Ya no cabe pensar solamente en la formalidad de la Constitución y considerarla como 

un Universo cerrado y excluyente, sino que se trata de un pluriverso basado en el 

pluralismo interno, internacional y regional. 

 

 Por otra parte, como señalamos en otro apartado de este trabajo, el derecho de 

propiedad como derecho fundamental recogido en la Constitución de 1988 no es 

ilimitado, ni es estanque, dada la dinamicidad expansiva de dicho derecho. Por 

supuesto, la apertura constitucional entraña una conexión intensa con dimensiones 

socio-político-económicas. Así lo exigen los valores  y los principios fundamentales de 

nuestra  Constitución. 

 

Dicho esto, la reforma agraria brasileña es, ante todo, un compromiso constitucional, 

que debe formar parte del programa del Estado Democrático previsto en la Constitución 

en el Capítulo III del Titulo VII. La reforma agraria, por ser un imperativo 

constitucional, autoriza al Estado a realizar una intervención tendiente a modificar no 

sólo la estructura agraria, sino también la estructura social en Brasil, para aumentar no 

sólo la productividad de la tierra, sino también promover una mejor distribución de los 

ingresos y, a su vez, la justicia social en el medio rural con efectos positivos en el 

medio urbano. 
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La reforma agraria en la Constitución forma parte importante del proyecto de 

democracia para Brasil en el siglo XXI como parte de una comunidad internacional de 

estado de derecho. 

 

Debemos decir que la legislación actual relativa a la cuestión agraria, en conjunto con 

la Constitución de 1988 y con el plan nacional de reforma agraria que tuvo su génesis 

en los intereses de los ciudadanos directamente afectados, es suficiente para la 

realización de una real reforma agraria en Brasil. Cabe al poder judicial aplicarla en los 

casos concretos de conflictos agrarios. 

 

La reforma agraria no es sólo un programa del Gobierno. Es una norma que debe tener 

aplicación obligatoria. Pese a ello, ya han pasado más de 20 años desde la 

promulgación de la Constitución, y 16 años de la ley que desarrolla los preceptos 

constitucionales sobre reforma agraria. Sin embargo, el medio rural espera la aplicación 

adecuada por parte del poder judicial, que todavía cierra los ojos a la materia 

constitucional y se pierde en editar sentencias basadas en legislación civil y legislación 

penal. El poder judicial brasileño debe tomar conciencia de que la propiedad rural no es 

ni caso policial ni exclusividad de los políticos. La actual estructura agraria afecta, 

directamente, a toda la sociedad. Porque los campesinos, en la  imposibilidad de 

encontrar trabajo en el medio rural, migran para la ciudad y acaban engrosando el 

número de los desempleados urbanos.  

 

Así, pues, la transformación de la estructura de la propiedad rural es una necesidad 

urgente que afectará, positivamente, al conjunto de la sociedad brasileña. Llevar a cabo, 

debidamente, la reforma agraria permite generar empleo y renta, promover la seguridad 

y el alimento de los campesinos. Además, afianzar el nuevo concepto de propiedad 

dotada de función social es imprescindible para la colectividad del presente, y abre un 

nuevo camino para la eficacia de los derechos humanos consagrados en nuestra 

Constitución como derechos y principios fundamentales, atendiendo, también, la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos y los Tratados Internacionales 

ratificados. 
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Por otra parte, en el panorama pluriverbal del derecho constitucional, percibimos, pese 

a las flagrantes violaciones de normas básicas y de amenazas a los derechos humanos, 

una brújula que indica a los hombres y mujeres el camino de la igualdad, de la libertad, 

de la justicia y del pluralismo social que deben recorrer para alcanzar índices aceptables 

de ciudadanía. Si todo derecho es cultura, el derecho constitucional lo es muy 

especialmente, porque da vida, en la sociedad, a los valores superiores y a los principios 

fundamentales mentados por nuestra norma constitucional. 

 

Esto confirma que la presión de los campesinos en Brasil juega un papel determinante 

en las transformaciones sociales, y en el reconocimiento, por parte del Estado, de que 

los habitantes del medio rural son titulares de derechos. Y como titulares de derechos 

fundamentales pueden organizarse y exigir el cumplimiento no sólo del derecho a la 

propiedad como también los otros derechos individuales o colectivos  garantizados en 

la Constitución de 1988. 

 

La organización de los campesinos para hacer efectiva la reforma agraria es, pues, 

perfectamente admisible en el estado democrático de derecho. La democracia, la 

ciudadanía y la libertad de expresión legitiman a esos campesinos (trabajadores rurales 

sin tierra) que no hacen más que declararse portadores de los derechos fundamentales y 

sociales más relevantes, como son la vida digna, la vivienda, la alimentación, la salud y 

el trabajo, que están siendo violados por la concentración de la tierra y la mala 

distribución de la riqueza. 

 

 A los campesinos  les toca presionar al Estado (aquí nos referimos a los tres poderes) 

para hacer una verdadera transformación en el medio rural brasileño bajo los principios 

fundamentales de ciudadanía, dignidad humana, erradicación de la pobreza y la 

marginalización, así como la reducción de las desigualdades sociales y regionales, la 

promoción del bien de todos sin prejuicios de origen, raza, sexo, color, edad y cualquier 

otra forma de discriminación. Los campesinos, en su calidad de ciudadanos, deben 

velar por que prevalezcan los derechos humanos 983 , y todos los principios 

fundamentales consagrados en el Título I de la Constitución de 1988. 

                                                 
983 Constituição Federal de 1988, Art.  4. II - prevalência dos direitos humanos. 
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Tanto la efectivación de la reforma agraria como el reconocimiento de los sectores 

sociales que reivindican el cumplimiento de preceptos constitucionales pueden servir al 

poder judicial para comprender y corregir los errores que originaron la concentración 

de la tierra practicados a lo largo de la historia. El Poder Judicial tendrá que ver que su 

actuación no siempre ha sido inocente en la perpetración de una realidad 

“antidemocrática” en el medio rural.   

 

 

No hay duda de que la Constitución es norma suprema que todos los jueces han de 

aplicar, y esa aplicación debe hacerse con arreglo a una interpretación cuya unidad 

requiere la existencia de un  intérprete superior que en Brasil está en manos del 

Supremo Tribunal Federal - STF. 

  

En el Estado Democrático de Derecho, como Brasil, junto a los preceptos 

constitucionales, las sentencias deben conjugar preceptos internacionales, que consten, 

por ejemplo en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los Pactos 

Internacionales ratificados. Así, las decisiones deben tejer la interacción entre el 

Derecho Interno y el Internacional, en la búsqueda de la protección de los derechos 

humanos en el medio rural brasileño. Recordemos que en 1997 la Comisión 

Interamericana derivada de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

conocida en Brasil como Pacto de San José de Costa Rica, recomendó a Brasil que se 

acelere la solución de los problemas de acceso a la propiedad de la tierra rural, 

aplicando plenamente los preceptos constitucionales; previniendo, evitando y 

solucionando legalmente las situaciones de tensión y enfrentamiento que se derivan de 

la desigualdad discriminatoria relativa a las oportunidades de utilización de recursos 

económicos del país 

 

Debemos entender que la formalidad de la Constitución de 1988 se trasciende de este 

modo en la medida que no basta con el cometido civilizador ejercido intra muros pues 

es menester el cultivo pluridimensional. Es decir, los apartados XXII y XXIII del Art. 5 



Consideraciones finales 

300 

pertenencen a aquellos preceptos de la Constitución que necesariamente tienen que ser 

abiertos y susceptibles de cambios. 

 

Así para que se cumpla la función social, es importante que el Poder Judicial, en cada 

caso concreto, ejerza la función de fiscalizar la situación de la propiedad rural en litigio, 

exigiendo del propietario no sólo el título de dominio de la propiedad, como también 

las pruebas de que la propiedad rural cumple la función social,  antes de desalojar a las 

familias campesinas en los casos de ocupación. 

 

Si intentamos recapitular todo lo expuesto en este trabajo podremos concluir que el 

dibujo constitucional de la propiedad rural tiene que ver  con tres elementos 

fundamentales 1) el reconocimiento de la garantía del derecho de propiedad, 2) su 

vinculación al estado democrático, y  3) la potestad de desarrollo del legislador 

ordinario ligada a esas dos ideas. 

 

En definitiva, el derecho de propiedad en la Constitución de 1988 tiene la función 

primordial de asegurar la dignidad de la persona humana, su autodeterminación y su 

responsabilidad. Por todo ello, el derecho de propiedad ha de renunciar a su clásica 

condición de absoluto e ilimitado para convertirse, simplemente, en el instrumento 

jurídico llamado a asegurar la igualdad y la democracia en el ámbito del Derecho 

Constitucional.  
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Gráfico Nº 1.  Conflictos agrarios en Brasil 

 
Fuente: Sector de Documentación de la Comissão Pastoral da Terra 

 
Tabla del  año 2005. 
 
54.427 familias involucradas en conflictos agrarios, en la totalidad de la Federación brasileña 
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Gráfico Nº 2.  Ocupaciones 

 
 

 
Fuente: Sector de Documentación de la Comissão Pastoral da Terra 

 
Estos datos corresponden al periodo comprendido entre la promulgación de la Constitución de 
1988, y el año 2005. Observamos el efecto que la democracia ha tenido en la intensificación de 
las expectativas acerca de la reforma agraria 
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Gráfico Nº 3.  Familias 
 

 
Fuente: Sector de Documentación de la Comissão Pastoral da Terra 
 

 
Obsérvese que no hablamos de campesinos, sino de familias campesinas. 
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Gráfico Nº  4.  Geografía de los conflictos 

 
 
Fuente: Sector de Documentación de la Comissão Pastoral da Terra.  
 
Obsérvese que de 1988 a 2005 hubo conflictos de tierras en todo el territorio.  
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Gráfico Nº  5. Ocupaciones en 2005 

 
Fuente: Sector de Documentación de la Comissão Pastoral da Terra. 
Ocupaciones después del Plan Nacional de Reforma Agraria anunciado por el gobierno.   
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